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INTRODUCCIÓN

Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho 
Plurinacional Comunitario, resultado de la fuerza descolonizadora 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, quienes 
plantearon el reto histórico de dar fin al colonialismo, como sujetos 
políticos colectivos, con derecho a definir su destino, gobernarse 
con autonomía y participar en los nuevos pactos del Estado.

El Estado se sustenta en la plurinacionalidad, la interculturalidad 
y el pluralismo en sus diversas facetas como nuevos ejes 
fundacionales proyectados hacia la descolonización del Estado 
Nación monocultural, homogéneo, colonial, republicano y 
neoliberal, que reprodujo la exclusión política, social, económica y 
cultural de los pueblos y naciones indígena originario campesinos.

El reconocimiento y materialización de derechos de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos como sujetos colectivos, 
ha pasado por un desarrollo normativo que ha sido transversalizado 
en la Constitución Política del Estado y las leyes nacionales.

En ese sentido, la Defensoría del Pueblo en el marco de la 
vigencia, promoción, difusión y cumplimiento de los derechos 
individuales y colectivos de las Naciones y Pueblos Indígena 
Originario Campesinos ha formulado el presente compendio 
que contiene cuatro partes: la primera referida a instrumentos 
internacionales en materia de Derechos de Pueblos Indígenas; la 
segunda parte la Constitución Política del Estado; la tercera parte 
contiene la legislación más importante vinculada a la Jurisdicción 
Indígena Originario Campesina, la Autonomía Indígena Originario 
Campesina, Educación Intercultural e Intracultural, Derechos 
y Políticas Lingüísticas, Organización Económica, entre otros 
aspectos.
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El compendio contempla en su cuarta parte Jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional Plurinacional, vinculada a la identificación 
de las Naciones y Pueblos Indígenas Originario Campesinos, 
Derecho a la libre determinación, interpretación plural del derecho, 
la Protección de Grupos de Atención Prioritaria y las Sanciones o 
Penas en la Justicia Originaria Campesina; esta ultimas afines a 
impartición de justicia indígena originario campesina.



INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES 

EN MATERIA 
DE DERECHOS 

DE PUEBLOS 
INDÍGENAS
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PARTE1
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1. CONVENIO N° 169, DE LA ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL EL TRABAJO (OIT) SOBRE 
PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES EN PAÍSES 
INDEPENDIENTES

CONVENIO N° 169 OIT, 27 DE JUNIO DE 1989.
RATIFICADO EN BOLIVIA POR LEY N° 1257 DE 11 DE JULIO DE 1991

CONVENIO NO 169 SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS 
Y TRIBALES EN PAÍSES INDEPENDIENTES.

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 7 junio 1989, 
en su septuagésima sexta reunión;

Observando las normas internacionales enunciadas en el Convenio y en 
la Recomendación sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957;

Recordando los términos de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y de 
los numerosos instrumentos internacionales sobre la prevención de la 
discriminación;

Considerando que la evolución del derecho internacional desde 1957 y los 
cambios sobrevenidos en la situación de los pueblos indígenas y tribales 
en todas las regiones del mundo hacen aconsejable adoptar nuevas 
normas internacionales en la materia, a fin de eliminar la orientación hacia 
la asimilación de las normas anteriores;

Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de 
sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y 
a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del 
marco de los Estados en que viven;

Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no pueden 
gozar de los derechos humanos fundamentales en el mismo grado que 
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el resto de la población de los Estados en que viven y que sus Leyes, 
valores, costumbres y perspectivas han sufrido a menudo una erosión;

Recordando la particular contribución de los pueblos indígenas y tribales 
a la diversidad cultural, a la armonía social y ecológica de la humanidad y 
a la cooperación y comprensión internacionales;

Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas 
con la colaboración de las Naciones Unidas, de la Organización de las 
Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura y de 
la Organización Mundial de la Salud, así como del Instituto Indigenista 
Interamericano, a los niveles apropiados y en sus esferas respectivas, y 
que se tiene el propósito de continuar esa colaboración a fin de promover 
y asegurar la aplicación de estas disposiciones;

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones sobre la 
revisión parcial del Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957 
(núm. 107), cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día de la 
reunión, y después de haber decidido que dichas proposiciones revistan 
la forma de un convenio internacional que revise el Convenio sobre 
poblaciones indígenas y tribales, 1957, adopta, con fecha veintisiete de 
junio de mil novecientos ochenta y nueve, el siguiente Convenio, que 
podrá ser citado como el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 
1989:

PARTE I. POLÍTICA GENERAL

ARTÍCULO 1

1. El presente Convenio se aplica:

a)  a los pueblos tribales en países independientes, cuyas 
condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de 
otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos 
total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o 
por una legislación especial;

b)  a los pueblos en países independientes, considerados indígenas 
por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el 
país o en una región geográfica a la que pertenece el país en 
la época de la conquista o la colonización o del establecimiento 
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de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea 
su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones 
sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

2. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un 
criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las 
disposiciones del presente Convenio.

3. La utilización del término pueblos en este Convenio no deberá 
interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que 
atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho 
internacional.

ARTÍCULO 2

1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con 
la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada 
y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a 
garantizar el respeto de su integridad.

2. Esta acción deberá incluir medidas:

a)  que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie 
de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación 
nacional otorga a los demás miembros de la población;

b)  que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, 
económicos y culturales de esos pueblos, respetando su 
identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus 
instituciones;

c)  que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar 
las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los 
miembros indígenas y los demás miembros de la comunidad 
nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y 
formas de vida.

ARTÍCULO 3

1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de 
los derechos humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni 
discriminación. Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin 
discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos.
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2. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole 
los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos 
interesados, incluidos los derechos contenidos en el presente Convenio.

ARTÍCULO 4

1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para 
salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las 
culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados.

2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos 
expresados libremente por los pueblos interesados.

3. El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no 
deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas 
especiales.

ARTÍCULO 5

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas 
sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos 
pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la 
índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como 
individualmente;

b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e 
instituciones de esos pueblos;

c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de 
los pueblos interesados, medidas encaminadas a allanar las 
dificultades que experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas 
condiciones de vida y de trabajo.

ARTÍCULO 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos 
deberán:

a)  consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instituciones 
representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente;
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b)  establecer los medios a través de los cuales los pueblos 
interesados puedan participar libremente, por lo menos en la 
misma medida que otros sectores de la población, y a todos los 
niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas 
y organismos administrativos y de otra índole responsables de 
políticas y programas que les conciernan;

c)  establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones 
e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados 
proporcionar los recursos necesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán 
efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, 
con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca 
de las medidas propuestas.

ARTÍCULO 7

1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que 
éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a 
las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la 
medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. 
Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación 
y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional 
susceptibles de afectarles directamente.

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel 
de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y 
cooperación, deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico 
global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de 
desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que 
promuevan dicho mejoramiento.

3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se 
efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de 
evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente 
que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos 
pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados 
como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades 
mencionadas.
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4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos 
interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios 
que habitan.

ARTÍCULO 8

1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán 
tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho 
consuetudinario.

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres 
e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con 
los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni 
con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que 
sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los 
conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.

3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir 
a los miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a 
todos los ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.

ARTÍCULO 9

1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico 
nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, 
deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados 
recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por 
sus miembros.

2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre 
cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos 
pueblos en la materia.

ARTÍCULO 10

1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación 
general a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus 
características económicas, sociales y culturales.

2. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del 
encarcelamiento.
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ARTÍCULO 11

La Ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los 
pueblos interesados de servicios personales obligatorios de cualquier 
índole, remunerados o no, excepto en los casos previstos por la Ley para 
todos los ciudadanos.

ARTÍCULO 12

Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de 
sus derechos, y poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente 
o bien por conducto de sus organismos representativos, para asegurar 
el respeto efectivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas para 
garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y 
hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles, si fuere 
necesario, intérpretes u otros medios eficaces.

PARTE II. TIERRAS

ARTÍCULO 13

1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos 
deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores 
espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o 
territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna 
otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.

2. La utilización del término tierras en los artículos 15 y 16 deberá incluir el 
concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones 
que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera.

ARTÍCULO 14

1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de 
propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. 
Además, en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para 
salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras 
que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan 
tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de 
subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular atención a la 
situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes.
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2. Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para 
determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente 
y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y 
posesión.

3. Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema 
jurídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas 
por los pueblos interesados.

ARTÍCULO 15

1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales 
existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos 
derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la 
utilización, administración y conservación de dichos recursos.

2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de 
los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes 
en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos 
con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de 
emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación 
de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales 
actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que 
puedan sufrir como resultado de esas actividades.

ARTÍCULO 16

1. A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, 
los pueblos interesados no deberán ser trasladados de las tierras que 
ocupan.

2. Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos 
se consideren necesarios, sólo deberán efectuarse con su consentimiento, 
dado libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando no pueda 
obtenerse su consentimiento, el traslado y la reubicación sólo deberá 
tener lugar al término de procedimientos adecuados establecidos por la 
legislación nacional, incluidas encuestas públicas, cuando haya lugar, en 
que los pueblos interesados tengan la posibilidad de estar efectivamente 
representados.
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3. Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de 
regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas 
que motivaron su traslado y reubicación.

4. Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o, 
en ausencia de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, 
dichos pueblos deberán recibir, en todos los casos posibles, tierras 
cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de 
las tierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a 
sus necesidades y garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos 
interesados prefieran recibir una indemnización en dinero o en especie, 
deberá concedérseles dicha indemnización, con las garantías apropiadas.

5. Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y 
reubicadas por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como 
consecuencia de su desplazamiento.

ARTÍCULO 17

1. Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos 
sobre la tierra entre los miembros de los pueblos interesados establecidas 
por dichos pueblos.

2. Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere 
su capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus 
derechos sobre estas tierras fuera de su comunidad.

3. Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan 
aprovecharse de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento 
de las Leyes por parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, la 
posesión o el uso de las tierras pertenecientes a ellos.

ARTÍCULO 18

La Ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no 
autorizada en las tierras de los pueblos interesados o todo uso no 
autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos, y los gobiernos 
deberán tomar medidas para impedir tales infracciones.

ARTÍCULO 19

Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos 
interesados condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores 
de la población, a los efectos de:
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a)  la asignación de tierras adicionales a dichos pueblos cuando las 
tierras de que dispongan sean insuficientes para garantizarles 
los elementos de una existencia normal o para hacer frente a su 
posible crecimiento numérico;

b)  el otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de 
las tierras que dichos pueblos ya poseen.

PARTE III. CONTRATACIÓN Y CONDICIONES DE EMPLEO

ARTÍCULO 20

1. Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional 
y en cooperación con los pueblos interesados, medidas especiales 
para garantizar a los trabajadores pertenecientes a esos pueblos una 
protección eficaz en materia de contratación y condiciones de empleo, 
en la medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación 
aplicable a los trabajadores en general.

2. Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar 
cualquier discriminación entre los trabajadores pertenecientes a los 
pueblos interesados y los demás trabajadores, especialmente en lo 
relativo a:

a) acceso al empleo, incluidos los empleos calificados y las medidas 
de promoción y de ascenso;

b) remuneración igual por trabajo de igual valor;

c) asistencia médica y social, seguridad e higiene en el trabajo, 
todas las prestaciones de seguridad social y demás prestaciones 
derivadas del empleo, así como la vivienda;

d) derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas 
las actividades sindicales para fines lícitos, y derecho a concluir 
convenios colectivos con empleadores o con organizaciones de 
empleadores.

3. Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que:

a)  los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, 
incluidos los trabajadores estacionales, eventuales y emigrantes 
empleados en la agricultura o en otras actividades, así como 
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los empleados por contratistas de mano de obra, gocen de la 
protección que confieren la legislación y la práctica nacionales 
a otros trabajadores de estas categorías en los mismos sectores, 
y sean plenamente informados de sus derechos con arreglo a la 
legislación laboral y de los recursos de que disponen;

b)  los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén 
sometidos a condiciones de trabajo peligrosas para su salud, en 
particular como consecuencia de su exposición a plaguicidas o a 
otras sustancias tóxicas;

c)  los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sujetos 
a sistemas de contratación coercitivos, incluidas todas las formas 
de servidumbre por deudas;

d)  los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de 
igualdad de oportunidades y de trato para hombres y mujeres en 
el empleo y de protección contra el hostigamiento sexual.

4. Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios adecuados 
de inspección del trabajo en las regiones donde ejerzan actividades 
asalariadas trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, a 
fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta parte del 
presente Convenio.

PARTE IV. FORMACIÓN PROFESIONAL, ARTESANÍA 
E INDUSTRIAS RURALES

ARTÍCULO 21

Los miembros de los pueblos interesados deberán poder disponer de 
medios de formación profesional por lo menos iguales a los de los demás 
ciudadanos.

ARTÍCULO 22

1. Deberán tomarse medidas para promover la participación voluntaria 
de miembros de los pueblos interesados en programas de formación 
profesional de aplicación general.

2. Cuando los programas de formación profesional de aplicación general 
existentes no respondan a las necesidades especiales de los pueblos 
interesados, los gobiernos deberán asegurar, con la participación de 



DEFENSORÍA DEL PUEBLO

22

dichos pueblos, que se pongan a su disposición programas y medios 
especiales de formación.

3. Estos programas especiales de formación deberán basarse en 
el entorno económico, las condiciones sociales y culturales y las 
necesidades concretas de los pueblos interesados. Todo estudio a este 
respecto deberá realizarse en cooperación con esos pueblos, los cuales 
deberán ser consultados sobre la organización y el funcionamiento de 
tales programas. Cuando sea posible, esos pueblos deberán asumir 
progresivamente la responsabilidad de la organización y el funcionamiento 
de tales programas especiales de formación, si así lo deciden.

ARTÍCULO 23

1. La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades 
tradicionales y relacionadas con la economía de subsistencia de los 
pueblos interesados, como la caza, la pesca, la caza con trampas 
y la recolección, deberán reconocerse como factores importantes 
del mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo 
económicos. Con la participación de esos pueblos, y siempre que haya 
lugar, los gobiernos deberán velar por que se fortalezcan y fomenten 
dichas actividades.

2. A petición de los pueblos interesados, deberá facilitárseles, cuando 
sea posible, una asistencia técnica y financiera apropiada que tenga en 
cuenta las técnicas tradicionales y las características culturales de esos 
pueblos y la importancia de un desarrollo sostenido y equitativo.

PARTE V. SEGURIDAD SOCIAL Y SALUD

ARTÍCULO 24

Los regímenes de seguridad social deberán extenderse progresivamente 
a los pueblos interesados y aplicárseles sin discriminación alguna.

ARTÍCULO 25

1. Los gobiernos deberán velar por que se pongan a disposición de 
los pueblos interesados servicios de salud adecuados o proporcionar 
a dichos pueblos los medios que les permitan organizar y prestar tales 
servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que puedan 
gozar del máximo nivel posible de salud física y mental.
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2. Los servicios de salud deberán organizarse, en la medida de lo posible, 
a nivel comunitario. Estos servicios deberán planearse y administrarse en 
cooperación con los pueblos interesados y tener en cuenta sus condiciones 
económicas, geográficas, sociales y culturales, así como sus métodos de 
prevención, prácticas curativas y medicamentos tradicionales.

3. El sistema de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la formación 
y al empleo de personal sanitario de la comunidad local y centrarse en 
los cuidados primarios de salud, manteniendo al mismo tiempo estrechos 
vínculos con los demás niveles de asistencia sanitaria.

4. La prestación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las 
demás medidas sociales, económicas y culturales que se tomen en el 
país.

PARTE VI. EDUCACIÓN Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN

ARTÍCULO 26

Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los 
pueblos interesados la posibilidad de adquirir una educación a todos los 
niveles, por lo menos en pie de igualdad con el resto de la comunidad 
nacional.

ARTÍCULO 27

1. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos 
interesados deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos 
a fin de responder a sus necesidades particulares, y deberán abarcar su 
historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas 
sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros 
de estos pueblos y su participación en la formulación y ejecución de 
programas de educación, con miras a transferir progresivamente a dichos 
pueblos la responsabilidad de la realización de esos programas, cuando 
haya lugar.

Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a 
crear sus propias instituciones y medios de educación, siempre que tales 
instituciones satisfagan las normas mínimas establecidas por la autoridad 
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competente en consulta con esos pueblos. Deberán facilitárseles recursos 
apropiados con tal fin.

ARTÍCULO 28

1. Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos 
interesados a leer y a escribir en su propia lengua indígena o en la 
lengua que más comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan. 
Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes deberán celebrar 
consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que 
permitan alcanzar este objetivo.

2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos 
tengan la oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las 
lenguas oficiales del país.

3. Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas 
de los pueblos interesados y promover el desarrollo y la práctica de las 
mismas.

ARTÍCULO 29

Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados 
deberá ser impartirles conocimientos generales y aptitudes que les 
ayuden a participar plenamente y en pie de igualdad en la vida de su 
propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

ARTÍCULO 30

1. Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones 
y culturas de los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus 
derechos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las 
posibilidades económicas, a las cuestiones de educación y salud, a los 
servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio.

2. A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y 
a la utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas 
de dichos pueblos.

ARTÍCULO 31

Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores 
de la comunidad nacional, y especialmente en los que estén en contacto 
más directo con los pueblos interesados, con objeto de eliminar los 
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prejuicios que pudieran tener con respecto a esos pueblos. A tal fin, 
deberán hacerse esfuerzos por asegurar que los libros de historia y 
demás material didáctico ofrezcan una descripción equitativa, exacta e 
instructiva de las sociedades y culturas de los pueblos interesados.

PARTE VII. CONTACTOS Y COOPERACIÓN A TRAVÉS DE LAS 
FRONTERAS

ARTÍCULO 32

Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio 
de acuerdos internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación 
entre pueblos indígenas y tribales a través de las fronteras, incluidas las 
actividades en las esferas económica, social, cultural, espiritual y del 
medio ambiente.

PARTE VIII. ADMINISTRACIÓN

ARTÍCULO 33

1. La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el 
presente Convenio deberá asegurarse de que existen instituciones u otros 
mecanismos apropiados para administrar los programas que afecten a los 
pueblos interesados, y de que tales instituciones o mecanismos disponen 
de los medios necesarios para el cabal desempeño de sus funciones.

2. Tales programas deberán incluir:

a)  la planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en 
cooperación con los pueblos interesados, de las medidas 
previstas en el presente Convenio;

b)  la proposición de medidas legislativas y de otra índole a las 
autoridades competentes y el control de la aplicación de las 
medidas adoptadas en cooperación con los pueblos interesados.
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PARTE IX. DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 34

La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto 
al presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, teniendo en 
cuenta las condiciones propias de cada país.

ARTÍCULO 35

La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá 
menoscabar los derechos y las ventajas garantizados a los pueblos 
interesados en virtud de otros convenios y recomendaciones, instrumentos 
internacionales, tratados, o Leyes, laudos, costumbres o acuerdos nacionales.

PARTE X. DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 36

Este Convenio revisa el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 
1957.

ARTÍCULO 37

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, 
para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

ARTÍCULO 38

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la 
Organización Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya 
registrado el Director General.

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones 
de dos Miembros hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada 
Miembro, doce meses después de la fecha en que haya sido registrada 
su ratificación.

ARTÍCULO 39

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a 
la expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se 
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haya puesto inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para 
su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La 
denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se 
haya registrado.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de 
un año después de la expiración del período de diez años mencionado 
en el párrafo precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto 
en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de diez años, 
y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada 
período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo.

ARTÍCULO 40

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a 
todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro 
de cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los 
Miembros de la Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda 
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará 
la atención de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que 
entrará en vigor el presente Convenio.

ARTÍCULO 41

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y 
de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, 
una información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones 
y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos 
precedentes.

ARTÍCULO 42

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la 
Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria 
sobre la aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir 
en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o 
parcial.
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ARTÍCULO 43

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique 
una revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio 
contenga disposiciones en contrario:

a)  la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor 
implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no 
obstante las disposiciones contenidas en el artículo 39, siempre 
que el nuevo.
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2. DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE 
LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS.

RATIFICADA POR BOLIVIA MEDIANTE LEY Nº 3760 
PROMULGADA EL 7 DE NOVIEMBRE DE 2007
RESOLUCIÓN APROBADA POR LA ASAMBLEA GENERAL SIN 
REMISIÓN PREVIA A UNA COMISIÓN PRINCIPAL (A/61/L.67 
Y ADD.1) 61/295. DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

LA ASAMBLEA GENERAL,

Tomando nota de la recomendación que figura en la resolución 1/2 del 
Consejo de Derechos Humanos, de 29 de junio de 20061, en la que el 
Consejo aprobó el texto de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas,

Recordando su resolución 61/178, de 20 de diciembre de 2006, en la que 
decidió aplazar el examen y la adopción de medidas sobre la Declaración 
a fin de disponer de más tiempo para seguir celebrando consultas al 
respecto, y decidió también concluir su examen de la Declaración antes 
de que terminase el sexagésimo primer período de sesiones,

Aprueba la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de 
los pueblos indígenas que figura en el anexo de la presente resolución.

107a. sesión plenaria

13 de septiembre de 2007
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ANEXO
Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos 
indígenas

La Asamblea General,

Guiada por los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas 
y la buena fe en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los 
Estados de conformidad con la Carta,

Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a todos los demás 
pueblos y reconociendo al mismo tiempo el derecho de todos los pueblos 
a ser diferentes, a considerarse a sí mismos diferentes y a ser respetados 
como tales,

Afirmando también que todos los pueblos contribuyen a la diversidad 
y riqueza de las civilizaciones y culturas, que constituyen el patrimonio 
común de la humanidad,

Afirmando además que todas las doctrinas, políticas y prácticas basadas 
en la superioridad de determinados pueblos o individuos o que la 
propugnan aduciendo razones de origen nacional o diferencias raciales, 
religiosas, étnicas o culturales son racistas, científicamente falsas, 
jurídicamente inválidas, moralmente condenables y socialmente injustas,

Reafirmando que, en el ejercicio de sus derechos, los pueblos indígenas 
deben estar libres de toda forma de discriminación,

Preocupada por el hecho de que los pueblos indígenas han sufrido 
injusticias históricas como resultado, entre otras cosas, de la colonización 
y de haber sido desposeídos de sus tierras, territorios y recursos, lo 
que les ha impedido ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de 
conformidad con sus propias necesidades e intereses,

Reconociendo la urgente necesidad de respetar y promover los derechos 
intrínsecos de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras 
políticas, económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones 
espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente los derechos a 
sus tierras, territorios y recursos,

Reconociendo también la urgente necesidad de respetar y promover los 
derechos de los pueblos indígenas afirmados en tratados, acuerdos y 
otros arreglos constructivos con los Estados,
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Celebrando que los pueblos indígenas se estén organizando para 
promover su desarrollo político, económico, social y cultural y para poner 
fin a todas las formas de discriminación y opresión dondequiera que 
ocurran,

Convencida de que si los pueblos indígenas controlan los acontecimientos 
que los afecten a ellos y a sus tierras, territorios y recursos podrán 
mantener y reforzar sus instituciones, culturas y tradiciones y promover su 
desarrollo de acuerdo con sus aspiraciones y necesidades,

Reconociendo que el respeto de los conocimientos, las culturas y las 
prácticas tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible y 
equitativo y a la ordenación adecuada del medio ambiente,

Destacando la contribución de la desmilitarización de las tierras y territorios 
de los pueblos indígenas a la paz, el progreso y el desarrollo económicos 
y sociales, la comprensión y las relaciones de amistad entre las naciones 
y los pueblos del mundo,

Reconociendo en particular el derecho de las familias y comunidades 
indígenas a seguir compartiendo la responsabilidad por la crianza, la 
formación, la educación y el bienestar de sus hijos, en consonancia con 
los derechos del niño,

Considerando que los derechos afirmados en los tratados, acuerdos y 
otros arreglos constructivos entre los Estados y los pueblos indígenas son, 
en algunas situaciones, asuntos de preocupación, interés, responsabilidad 
y carácter internacional,

Considerando también que los tratados, acuerdos y demás arreglos 
constructivos, y las relaciones que representan, sirven de base para el 
fortalecimiento de la asociación entre los pueblos indígenas y los Estados,

Reconociendo que la Carta de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales2 y el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos2 , así como la Declaración y el Programa 
de Acción de Viena afirman la importancia fundamental del derecho 
de todos los pueblos a la libre determinación, en virtud del cual éstos 
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su 
desarrollo económico, social y cultural,
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Teniendo presente que nada de lo contenido en la presente Declaración 
podrá utilizarse para negar a ningún pueblo su derecho a la libre 
determinación, ejercido de conformidad con el derecho internacional,

Convencida de que el reconocimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas en la presente Declaración fomentará las relaciones armoniosas 
y de cooperación entre los Estados y los pueblos indígenas, basadas en 
los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos 
humanos, la no discriminación y la buena fe,

Alentando a los Estados a que respeten y cumplan eficazmente todas 
sus obligaciones para con los pueblos indígenas dimanantes de los 
instrumentos internacionales, en particular las relativas a los derechos 
humanos, en consulta y cooperación con los pueblos interesados,

Destacando que corresponde a las Naciones Unidas desempeñar un 
papel importante y continuo de promoción y protección de los derechos 
de los pueblos indígenas,

Estimando que la presente Declaración constituye un nuevo paso 
importante hacia el reconocimiento, la promoción y la protección de los 
derechos y las libertades de los pueblos indígenas y en el desarrollo de 
actividades pertinentes del sistema de las Naciones Unidas en esta esfera,

Reconociendo y reafirmando que los indígenas tienen sin discriminación 
todos los derechos humanos reconocidos en el derecho internacional, 
y que los pueblos indígenas poseen derechos colectivos que son 
indispensables para su existencia, bienestar y desarrollo integral como 
pueblos,

Reconociendo que la situación de los pueblos indígenas varía de región 
en región y de país a país y que se debe tener en cuenta la significación de 
las particularidades nacionales y regionales y de las diversas tradiciones 
históricas y culturales,

Proclama solemnemente la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas, cuyo texto figura a continuación, 
como ideal común que debe perseguirse en un espíritu de solidaridad y 
respeto mutuo:

ARTÍCULO 1

Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como individuos, al disfrute 
pleno de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
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reconocidos en la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal 
de Derechos Humanos4 y las normas internacionales de derechos 
humanos.

ARTÍCULO 2

Los pueblos y los individuos indígenas son libres e iguales a todos los 
demás pueblos y personas y tienen derecho a no ser objeto de ningún 
tipo de discriminación en el ejercicio de sus derechos, en particular la 
fundada en su origen o identidad indígenas.

ARTÍCULO 3

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud 
de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo económico, social y cultural.

ARTÍCULO 4

Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, 
tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones 
relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer de 
medios para financiar sus funciones autónomas.

ARTÍCULO 5

Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias 
instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, 
manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, 
en la vida política, económica, social y cultural del Estado.

ARTÍCULO 6

Toda persona indígena tiene derecho a una nacionalidad.

ARTÍCULO 7

1. Las personas indígenas tienen derecho a la vida, la integridad física y 
mental, la libertad y la seguridad de la persona.

2. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo a vivir en libertad, 
paz y seguridad como pueblos distintos y no serán sometidos a ningún 
acto de genocidio ni a ningún otro acto de violencia, incluido el traslado 
forzado de niños del grupo a otro grupo.
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ARTÍCULO 8

1. Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a no ser 
sometidos a una asimilación forzada ni a la destrucción de su cultura.

2. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y 
el resarcimiento de:

a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privarlos 
de su integridad como pueblos distintos o de sus valores 
culturales o su identidad étnica;

b) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia desposeerlos 
de sus tierras, territorios o recursos;

c) Toda forma de traslado forzado de población que tenga por 
objeto o consecuencia la violación o el menoscabo de 
cualquiera de sus derechos;

d) Toda forma de asimilación o integración forzada;

e) Toda forma de propaganda que tenga como fin promover 
o incitar a la discriminación racial o étnica dirigida contra 
ellos.

ARTÍCULO 9

Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a pertenecer a 
una comunidad o nación indígena, de conformidad con las tradiciones y 
costumbres de la comunidad o nación de que se trate. Del ejercicio de 
ese derecho no puede resultar discriminación de ningún tipo.

ARTÍCULO 10

Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuerza de sus tierras 
o territorios. No se procederá a ningún traslado sin el consentimiento 
libre, previo e informado de los pueblos indígenas interesados, ni sin un 
acuerdo previo sobre una indemnización justa y equitativa y, siempre que 
sea posible, la opción del regreso.

ARTÍCULO 11

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus 
tradiciones y costumbres culturales. Ello incluye el derecho a mantener, 
proteger y desarrollar las manifestaciones pasadas, presentes y futuras 
de sus culturas, como lugares arqueológicos e históricos, objetos, 
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diseños, ceremonias, tecnologías, artes visuales e interpretativas y 
literaturas.

2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos 
eficaces, que podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente 
con los pueblos indígenas, respecto de los bienes culturales, 
intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados sin su 
consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus Leyes, 
tradiciones y costumbres.

ARTÍCULO 12

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a manifestar, practicar, 
desarrollar y enseñar sus tradiciones, costumbres y ceremonias 
espirituales y religiosas; a mantener y proteger sus lugares religiosos y 
culturales y a acceder a ellos privadamente; a utilizar y controlar sus 
objetos de culto, y a obtener la repatriación de sus restos humanos.

2. Los Estados procurarán facilitar el acceso y/o la repatriación de objetos 
de culto y de restos humanos que posean mediante mecanismos justos, 
transparentes y eficaces establecidos conjuntamente con los pueblos 
indígenas interesados.

ARTÍCULO 13

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar 
y transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones 
orales, filosofías, sistemas de escritura y literaturas, y a atribuir nombres 
a sus comunidades, lugares y personas, así como a mantenerlos.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar la protección 
de ese derecho y también para asegurar que los pueblos indígenas 
puedan entender y hacerse entender en las actuaciones políticas, 
jurídicas y administrativas, proporcionando para ello, cuando sea 
necesario, servicios de interpretación u otros medios adecuados.

ARTÍCULO 14

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus 
sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus propios 
idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y 
aprendizaje.
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2. Los indígenas, en particular los niños, tienen derecho a todos los 
niveles y formas de educación del Estado sin discriminación.

3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, conjuntamente con los 
pueblos indígenas, para que las personas indígenas, en particular los 
niños, incluidos los que viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, 
cuando sea posible, a la educación en su propia cultura y en su propio 
idioma.

ARTÍCULO 15

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diversidad de 
sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden debidamente 
reflejadas en la educación y la información pública.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación 
con los pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y 
eliminar la discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y 
las buenas relaciones entre los pueblos indígenas y todos los demás 
sectores de la sociedad.

ARTÍCULO 16

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer sus propios medios 
de información en sus propios idiomas y a acceder a todos los demás 
medios de información no indígenas sin discriminación.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que los 
medios de información públicos reflejen debidamente la diversidad 
cultural indígena. Los Estados, sin perjuicio de la obligación de asegurar 
plenamente la libertad de expresión, deberán alentar a los medios de 
información privados a reflejar debidamente la diversidad cultural 
indígena.

ARTÍCULO 17

1. Los individuos y los pueblos indígenas tienen derecho a disfrutar 
plenamente de todos los derechos establecidos en el derecho laboral 
internacional y nacional aplicable.

2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, 
tomarán medidas específicas para proteger a los niños indígenas contra 
la explotación económica y contra todo trabajo que pueda resultar 
peligroso o interferir en la educación de los niños, o que pueda ser 
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perjudicial para la salud o el desarrollo físico, mental, espiritual, moral 
o social de los niños, teniendo en cuenta su especial vulnerabilidad y la 
importancia de la educación para empoderarlos.

3. Las personas indígenas tienen derecho a no ser sometidas a 
condiciones discriminatorias de trabajo y, entre otras cosas, de empleo 
o salario.

ARTÍCULO 18

Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la adopción 
de decisiones en las cuestiones que afecten a sus derechos, por 
conducto de representantes elegidos por ellos de conformidad con sus 
propios procedimientos, así como a mantener y desarrollar sus propias 
instituciones de adopción de decisiones.

ARTÍCULO 19

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con 
los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones 
representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o 
administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, 
previo e informado.

ARTÍCULO 20

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus 
sistemas o instituciones políticos, económicos y sociales, a disfrutar de 
forma segura de sus propios medios de subsistencia y desarrollo, y a 
dedicarse libremente a todas sus actividades económicas tradicionales 
y de otro tipo.

2. Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de subsistencia y 
desarrollo tienen derecho a una reparación justa y equitativa.

ARTÍCULO 21

1. Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación, al 
mejoramiento de sus condiciones económicas y sociales, entre otras 
esferas, en la educación, el empleo, la capacitación y el readiestramiento 
profesionales, la vivienda, el saneamiento, la salud y la seguridad social.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces y, cuando proceda, medidas 
especiales para asegurar el mejoramiento continuo de sus condiciones 
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económicas y sociales. Se prestará particular atención a los derechos y 
necesidades especiales de los ancianos, las mujeres, los jóvenes, los 
niños y las personas con discapacidad indígenas.

ARTÍCULO 22

1. En la aplicación de la presente Declaración se prestará particular 
atención a los derechos y necesidades especiales de los ancianos, 
las mujeres, los jóvenes, los niños y las personas con discapacidad 
indígenas.

2. Los Estados adoptarán medidas, conjuntamente con los pueblos 
indígenas, para asegurar que las mujeres y los niños indígenas gocen 
de protección y garantías plenas contra todas las formas de violencia y 
discriminación.

ARTÍCULO 23

Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a elaborar 
prioridades y estrategias para el ejercicio de su derecho al desarrollo. En 
particular, los pueblos indígenas tienen derecho a participar

activamente en la elaboración y determinación de los programas de 
salud, vivienda y demás programas económicos y sociales que les 
conciernan y, en lo posible, a administrar esos programas mediante sus 
propias instituciones.

ARTÍCULO 24

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propias medicinas 
tradicionales y a mantener sus prácticas de salud, incluida la 
conservación de sus plantas medicinales, animales y minerales de 
interés vital. Las personas indígenas también tienen derecho de acceso, 
sin discriminación alguna, a todos los servicios sociales y de salud.

2. Las personas indígenas tienen igual derecho a disfrutar del nivel más 
alto posible de salud física y mental. Los Estados tomarán las medidas 
que sean necesarias para lograr progresivamente que este derecho se 
haga plenamente efectivo.

ARTÍCULO 25

Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia 
relación espiritual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y 
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otros recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado y utilizado 
y a asumir las responsabilidades que a ese respecto les incumben para 
con las generaciones venideras.

ARTÍCULO 26

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos 
que tradicionalmente han poseído, ocupado o utilizado o adquirido.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar 
y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la 
propiedad tradicional u otro tipo tradicional de ocupación o utilización, 
así como aquellos que hayan adquirido de otra forma.

3. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos 
de esas tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará 
debidamente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia 
de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate.

ARTICULO 27

Los Estados establecerán y aplicarán, conjuntamente con los pueblos 
indígenas pertinentes, un proceso equitativo, independiente, imparcial, 
abierto y transparente, en el que se reconozcan debidamente las 
Leyes, tradiciones, costumbres y sistemas de tenencia de la tierra de 
los pueblos indígenas, para reconocer y adjudicar los derechos de los 
pueblos indígenas en relación con sus tierras, territorios y recursos, 
comprendidos aquellos que tradicionalmente han poseído u ocupado o 
utilizado. Los pueblos indígenas tendrán derecho a participar en este 
proceso.

ARTÍCULO 28

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación, por medios 
que pueden incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una 
indemnización justa y equitativa por las tierras, los territorios y los 
recursos que tradicionalmente hayan poseído u ocupado o utilizado y 
que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, utilizados o dañados 
sin su consentimiento libre, previo e informado.

2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido libremente en otra 
cosa, la indemnización consistirá en tierras, territorios y recursos de igual 
calidad, extensión y condición jurídica o en una indemnización monetaria 
u otra reparación adecuada.
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ARTÍCULO 29

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección 
del medio ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras o territorios 
y recursos. Los Estados deberán establecer y ejecutar programas de 
asistencia a los pueblos indígenas para asegurar esa conservación y 
protección, sin discriminación.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que no se 
almacenen ni eliminen materiales peligrosos en las tierras o territorios de 
los pueblos indígenas sin su consentimiento libre, previo e informado.

3. Los Estados también adoptarán medidas eficaces para asegurar, 
según sea necesario, que se apliquen debidamente programas de 
control, mantenimiento y restablecimiento de la salud de los pueblos 
indígenas afectados por esos materiales, programas que serán 
elaborados y ejecutados por esos pueblos.

ARTICULO 30

1. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios de 
los pueblos indígenas, a menos que lo justifique una razón de interés 
público pertinente o que se haya acordado libremente con los pueblos 
indígenas interesados, o que éstos lo hayan solicitado.

2. Los Estados celebrarán consultas eficaces con los pueblos indígenas 
interesados, por los procedimientos apropiados y en particular por 
medio de sus instituciones representativas, antes de utilizar sus tierras o 
territorios para actividades militares.

ARTÍCULO 31

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, controlar, proteger 
y desarrollar su patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, 
sus expresiones culturales tradicionales y las manifestaciones de sus 
ciencias, tecnologías y culturas, comprendidos los recursos humanos y 
genéticos, las semillas, las medicinas, el conocimiento de las propiedades 
de la fauna y la flora, las tradiciones orales, las literaturas, los diseños, 
los deportes y juegos tradicionales, y las artes visuales e interpretativas. 
También tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar su 
propiedad intelectual de dicho patrimonio cultural, sus conocimientos 
tradicionales y sus expresiones culturales tradicionales.
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2. Conjuntamente con los pueblos indígenas, los Estados adoptarán 
medidas eficaces para reconocer y proteger el ejercicio de estos 
derechos.

ARTÍCULO 32

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las 
prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras 
o territorios y otros recursos.

2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los 
pueblos indígenas interesados por conducto de sus propias instituciones 
representativas a fin de obtener su consentimiento libre e informado antes 
de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros 
recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la 
explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo.

3. Los Estados proveerán mecanismos eficaces para la reparación justa 
y equitativa por cualquiera de esas actividades, y se adoptarán medidas 
adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de orden ambiental, 
económico, social, cultural o espiritual.

ARTÍCULO 33

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar su propia 
identidad o pertenencia conforme a sus costumbres y tradiciones. 
Ello no menoscaba el derecho de las personas indígenas a obtener la 
ciudadanía de los Estados en que viven.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las estructuras 
y a elegir la composición de sus instituciones de conformidad con sus 
propios procedimientos.

ARTÍCULO 34

Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener 
sus estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, 
tradiciones, procedimientos, prácticas y, cuando existan, costumbres o 
sistemas jurídicos, de conformidad con las normas internacionales de 
derechos humanos.
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ARTÍCULO 35

Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las responsabilidades 
de los individuos para con sus comunidades.

ARTÍCULO 36

1. Los pueblos indígenas, en particular los que están divididos por 
fronteras internacionales, tienen derecho a mantener y desarrollar los 
contactos, las relaciones y la cooperación, incluidas las actividades de 
carácter espiritual, cultural, político, económico y social, con sus propios 
miembros, así como con otros pueblos, a través de las fronteras.

2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, 
adoptarán medidas eficaces para facilitar el ejercicio y asegurar la 
aplicación de este derecho.

ARTÍCULO 37

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que los tratados, acuerdos y 
otros arreglos constructivos concertados con los Estados o sus sucesores 
sean reconocidos, observados y aplicados y a que los Estados acaten y 
respeten esos tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos.

2. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en 
el sentido de que menoscaba o suprime los derechos de los pueblos 
indígenas que figuren en tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos.

ARTÍCULO 38

Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, 
adoptarán las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, para 
alcanzar los fines de la presente Declaración.

ARTÍCULO 39

Los pueblos indígenas tienen derecho a recibir asistencia financiera y 
técnica de los Estados y por conducto de la cooperación internacional 
para el disfrute de los derechos enunciados en la presente Declaración.

ARTÍCULO 40

Los pueblos indígenas tienen derecho a procedimientos equitativos y 
justos para el arreglo de conflictos y controversias con los Estados u 
otras partes, y a una pronta decisión sobre esas controversias, así como 
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a una reparación efectiva de toda lesión de sus derechos individuales y 
colectivos. En esas decisiones se tendrán debidamente en consideración 
las costumbres, las tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos de los 
pueblos indígenas interesados y las normas internacionales de derechos 
humanos.

ARTÍCULO 41

Los órganos y organismos especializados del sistema de las Naciones 
Unidas y otras organizaciones intergubernamentales contribuirán a 
la plena aplicación de las disposiciones de la presente Declaración 
mediante la movilización, entre otras cosas, de la cooperación financiera 
y la asistencia técnica. Se establecerán los medios de asegurar la 
participación de los pueblos indígenas en relación con los asuntos que 
les conciernan.

ARTÍCULO 42

Las Naciones Unidas, sus órganos, incluido el Foro Permanente para las 
Cuestiones Indígenas, y los organismos especializados, incluso a nivel 
local, así como los Estados, promoverán el respeto y la plena aplicación 
de las disposiciones de la presente Declaración y velarán por su eficacia.

ARTÍCULO 43

Los derechos reconocidos en la presente Declaración constituyen las 
normas mínimas para la supervivencia, la dignidad y el bienestar de los 
pueblos indígenas del mundo.

ARTÍCULO 44

Todos los derechos y las libertades reconocidos en la presente 
Declaración se garantizan por igual al hombre y a las mujeres indígenas.

ARTÍCULO 45

Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el 
sentido de que menoscaba o suprime los derechos que los pueblos 
indígenas tienen en la actualidad o puedan adquirir en el futuro.

ARTÍCULO 46

1. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el 
sentido de que confiere a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho 
alguno a participar en una actividad o realizar un acto contrarios a la Carta 
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de las Naciones Unidas, ni se entenderá en el sentido de que autoriza 
o alienta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total 
o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de Estados 
soberanos e independientes.

2. En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración, 
se respetarán los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de todos. El ejercicio de los derechos establecidos en la presente 
Declaración estará sujeto exclusivamente a las limitaciones determinadas 
por la Ley y con arreglo a las obligaciones internacionales en materia de 
derechos humanos. Esas limitaciones no serán discriminatorias y serán 
sólo las estrictamente necesarias para garantizar el reconocimiento y 
respeto debidos a los derechos y las libertades de los demás y para 
satisfacer las justas y más apremiantes necesidades de una sociedad 
democrática.

3. Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se 
interpretarán con arreglo a los principios de la justicia, la democracia, el 
respeto de los derechos humanos, la igualdad, la no discriminación, la 
buena gobernanza y la buena fe.
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3. DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE LOS DERECHOS 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO el contenido de la resolución AG/RES. 2867 (XLIV-O/14), 
“Proyecto de Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos 
indígenas”, así como todas las resoluciones anteriores relativas a este 
tema;

RECORDANDO igualmente la “Declaración sobre los derechos de los 
pueblos indígenas en las Américas”, documento AG/DEC. 79 (XLIV-O/14), 
que reafirma como una prioridad de la Organización de los Estados 
Americanos avanzar en la promoción y protección efectiva de los derechos 
de los pueblos indígenas de las Américas;

RECONOCIENDO el valioso apoyo al proceso en el seno del “Grupo de 
Trabajo Encargado de Elaborar un Proyecto de Declaración Americana 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas” por parte de los Estados 
Miembros, los Estados Observadores, los órganos, organismos y 
entidades de la Organización de los Estados Americanos;

RECONOCIENDO también la importante participación de los pueblos 
indígenas de las Américas en el proceso de elaboración de esta 
Declaración

TENIENDO EN CUENTA el significativo aporte de los pueblos indígenas 
de las Américas para la humanidad,

RESUELVE: Aprobar la siguiente Declaración Americana sobre los 
derechos de los pueblos indígenas1 /2 .

1  Estados Unidos desea reiterar su compromiso para atender los apremiantes problemas que atañen a los 
pueblos indígenas en el continente, incluido el combate a la discriminación social de que son objeto,…

2  Canadá reitera su compromiso con una renovada relación con sus pueblos indígenas fundamentada en 
el reconocimiento de derechos, el respeto, la cooperación y la colaboración. Canadá está ahora …
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DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE LOS 
DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

PREÁMBULO

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos 
(en adelante los Estados) RECONOCIENDO: Que los derechos de los 
pueblos indígenas constituyen un aspecto fundamental y de trascendencia 
histórica para el presente y el futuro de las Américas;

La importante presencia de pueblos indígenas en las Américas, y su 
inmensa contribución al desarrollo, pluralidad y diversidad cultural de 
nuestras sociedades y reiterando nuestro compromiso con su bienestar 
económico y social, así como la obligación a respetar sus derechos y 
su identidad cultural; y La importancia que tiene para la humanidad la 
existencia de los pueblos y las culturas indígenas de las Américas;

REAFIRMANDO que los pueblos indígenas son sociedades originarias, 
diversas y con identidad propia que forman parte integral de las Américas;

PREOCUPADOS por el hecho de que los pueblos indígenas han sufrido 
injusticias históricas como resultado, entre otras cosas, de la colonización 
y de haber sido desposeídos de sus tierras, territorios y recursos, lo 
que les ha impedido ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de 
conformidad con sus propias necesidades e intereses;

RECONOCIENDO la urgente necesidad de respetar y promover los 
derechos intrínsecos de los pueblos indígenas, que derivan de sus 
estructuras políticas, económicas y sociales y de sus culturas, de sus 
tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente los 
derechos a sus tierras, territorios y recursos;

RECONOCIENDO ASIMISMO que el respeto de los conocimientos, las 
culturas y las prácticas tradicionales indígenas contribuye al desarrollo 
sostenible y equitativo y a la ordenación adecuada del medio ambiente;

TENIENDO PRESENTE los avances logrados en el ámbito internacional 
en el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas, y en 
particular, el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de la Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;
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TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN los progresos nacionales 
constitucionales, legislativos y jurisprudenciales alcanzados en las 
Américas para garantizar, promover y proteger los derechos de los 
pueblos indígenas, así como la voluntad política de los Estados de seguir 
avanzando en el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas 
de las Américas;

RECORDANDO los compromisos asumidos por los Estados miembros 
para garantizar, promover y proteger los derechos e instituciones de los 
pueblos indígenas, incluyendo aquellos asumidos en la Tercera y Cuarta 
Cumbre de las Américas;

RECORDANDO ADEMÁS la universalidad, indivisibilidad e 
interdependencia de los derechos humanos reconocidos por el derecho 
internacional.

CONVENCIDO que el reconocimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas en la presente Declaración fomentar las relaciones armoniosas 
y de cooperación entre los Estados y los pueblos indígenas, basadas en 
los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos 
humanos, la no discriminación y la buena fe;

CONSIDERANDO la importancia de eliminar todas las formas de 
discriminación que puedan afectar a los pueblos indígenas y teniendo en 
cuenta la responsabilidad de los Estados para combatirlas;

ALENTANDO a los Estados a que respeten y cumplan eficazmente 
todas sus obligaciones para con los pueblos indígenas dimanantes de 
los instrumentos internacionales, en particular las relativas a los derechos 
humanos, en consulta y cooperación con los pueblos interesados;

DECLARAN:

SECCIÓN PRIMERA: PUEBLOS INDÍGENAS. 
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y ALCANCES

Artículo I.

1. La Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas se aplica a los pueblos indígenas de las Américas.

2. La autoidentificación como pueblos indígenas será un criterio 
fundamental para determinar a quienes se aplica la presente 
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Declaración. Los Estados respetarán el derecho a dicha 
autoidentificación como indígena en forma individual o colectiva, 
conforme a las prácticas e instituciones propias de cada pueblo 
indígena.

Artículo II. Los Estados reconocen y respetan el carácter pluricultural y 
multilingüe de los pueblos indígenas, quienes forman parte integral de sus 
sociedades.

Artículo III. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. 
En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y 
persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.

Artículo IV. Nada de lo contenido en la presente Declaración se 
interpretará en el sentido de que confiere a un Estado, pueblo, grupo o 
persona derecho alguno a participar en una actividad o realizar un acto 
contrarios a la Carta de la Organización de los Estados Americanos y a 
la Carta de las Naciones Unidas, ni se entenderá en el sentido de que 
autoriza o alienta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, 
total o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de Estados 
soberanos e independientes.

SECCIÓN SEGUNDA: DERECHOS HUMANOS 
Y DERECHOS COLECTIVOS

Artículo V. Plena vigencia de los derechos humanos

Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho al goce pleno de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales, reconocidos 
en la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos y en el derecho internacional de los derechos 
humanos.

Artículo VI. Derechos colectivos

Los pueblos indígenas tienen derechos colectivos indispensables para su 
existencia, bienestar y desarrollo integral como pueblos. En este sentido, 
los Estados reconocen y respetan, el derecho de los pueblos indígenas 
a su actuar colectivo; a sus sistemas o instituciones jurídicos, sociales, 
políticos y económicos; a sus propias culturas; a profesar y practicar 
sus creencias espirituales; a usar sus propias lenguas e idiomas; y a sus 
tierras, territorios y recursos. Los Estados promoverán con la participación 
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plena y efectiva de los pueblos indígenas la coexistencia armónica de los 
derechos y sistemas de los grupos poblacionales y culturas.

Artículo VII. Igualdad de género

1. Las mujeres indígenas tienen el derecho al reconocimiento, 
protección y goce de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales contenidos en el derecho internacional, libres de 
todas las formas de discriminación.

2. Los Estados reconocen que la violencia contra las personas y los 
pueblos indígenas, particularmente las mujeres, impide o anula el 
goce de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.

3. Los Estados adoptarán las medidas necesarias, en conjunto con 
los pueblos indígenas, para prevenir y erradicar todas las formas 
de violencia y discriminación, en particular contra las mujeres, las 
niñas y los niños indígenas.

Artículo VIII. Derecho a pertenecer a pueblos indígenas

Las personas y comunidades indígenas tienen el derecho de pertenecer a 
uno o varios pueblos indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, 
costumbres y sistemas de pertenencia de cada pueblo. Del ejercicio de 
ese derecho no puede resultar discriminación de ningún tipo.

Artículo IX. Personalidad jurídica

Los Estados reconocerán plenamente la personalidad jurídica de los 
pueblos indígenas, respetando las formas de organización indígenas 
y promoviendo el ejercicio pleno de los derechos reconocidos en esta 
Declaración.

Artículo X. Rechazo a la asimilación

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y 
desarrollar libremente su identidad cultural en todos sus aspectos, 
libre de todo intento externo de asimilación.

2. Los Estados no deberán desarrollar, adoptar, apoyar o favorecer 
política alguna de asimilación de los pueblos indígenas ni de 
destrucción de sus culturas. Artículo XI. Protección contra el 
genocidio Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto 
de forma alguna de genocidio o intento de exterminio.
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Artículo XII. Garantías contra el racismo, la discriminación racial, la 
xenofobia y otras formas conexas de intolerancia

Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto de racismo, 
discriminación racial, xenofobia ni otras formas conexas de intolerancia. 
Los Estados adoptarán las medidas preventivas y correctivas necesarias 
para la plena y efectiva protección de este derecho.

SECCIÓN TERCERA: IDENTIDAD CULTURAL

Artículo XIII. Derecho a la identidad e integridad cultural

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a su propia identidad e 
integridad cultural y a su patrimonio cultural, tangible e intangible, 
incluyendo el histórico y ancestral, así como a la protección, 
preservación, mantenimiento y desarrollo de dicho patrimonio 
cultural para su continuidad colectiva y la de sus miembros, y 
para transmitirlo a las generaciones futuras.

2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos 
eficaces, que podrán incluir la restitución, establecidos 
conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de los bienes 
culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan 
sido privados sin su consentimiento libre, previo e informado o en 
violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.

3. Los Pueblos Indígenas tienen derecho a que se reconozcan y 
respeten todas sus formas de vida, cosmovisiones, espiritualidad, 
usos y costumbres, normas y tradiciones, formas de organización 
social, económica y política, formas de transmisión del 
conocimiento, instituciones, prácticas, creencias, valores, 
indumentaria y lenguas, reconociendo su interrelación, tal como 
se establece en esta Declaración.

Artículo XIV. Sistemas de conocimientos, lenguaje y comunicación

1. Los pueblos indígenas tienen el derecho a preservar, usar, 
desarrollar, revitalizar y transmitir a generaciones futuras sus 
propias historias, lenguas, tradiciones orales, filosofías, sistemas 
de conocimientos, escritura y literatura; y a designar y mantener 
sus propios nombres para sus comunidades, individuos y 
lugares.
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2. Los Estados deberán adoptar medidas adecuadas y eficaces 
para proteger el ejercicio de este derecho con la participación 
plena y efectiva de los pueblos indígenas.

3. Los pueblos indígenas, tienen derecho a promover y desarrollar 
todos sus sistemas y medios de comunicación, incluidos sus 
propios programas de radio y televisión, y acceder en pie 
de igualdad a todos los demás medios de comunicación e 
información. Los Estados tomarán medidas para promover 
la transmisión de programas de radio y televisión en lengua 
indígena, particularmente en regiones de presencia indígena. 
Los Estados apoyarán y facilitarán la creación de radioemisoras 
y televisoras indígenas, así como otros medios de información y 
comunicación.

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, realizarán 
esfuerzos para que dichos pueblos puedan comprender y 
hacerse comprender en sus propias lenguas en procesos 
administrativos, políticos y judiciales, facilitándoles, si fuere 
necesario, intérpretes u otros medios eficaces.

Artículo XV. Educación

1. Los pueblos y personas indígenas, en particular los niños y 
niñas indígenas, tienen derecho a todos los niveles y formas de 
educación, sin discriminación.

2. Los Estados y los pueblos indígenas, en concordancia con el 
principio de igualdad de oportunidades, promoverán la reducción 
de las disparidades en la educación entre los pueblos indígenas 
y los no indígenas.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar 
sus sistemas e instituciones docentes que impartan educación en 
sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales 
de enseñanza y aprendizaje

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán 
medidas eficaces para que las personas indígenas, en particular 
los niños y niñas, que viven fuera de sus comunidades puedan 
tener acceso a la educación en sus propias lenguas y culturas.

5. Los Estados promoverán relaciones interculturales armónicas, 
asegurando en los sistemas educativos estatales currícula con 



DEFENSORÍA DEL PUEBLO

52

contenidos que reflejen la naturaleza pluricultural y multilingüe 
de sus sociedades y que impulsen el respeto y el conocimiento 
de las diversas culturas indígenas. Los Estados, en conjunto 
con los pueblos indígenas, impulsarán la educación intercultural 
que refleje las cosmovisiones, historias, lenguas, conocimientos, 
valores, culturas, prácticas y formas de vida de dichos pueblos.

6. Los Estados, conjuntamente con los pueblos indígenas, 
deberán tomar medidas necesarias y eficaces para el ejercicio y 
cumplimiento de estos derechos.

Artículo XVI. Espiritualidad indígena

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a ejercer libremente su 
propia espiritualidad y creencias y, en virtud de ello, a practicar, 
desarrollar, transmitir y enseñar sus tradiciones, costumbres y 
ceremonias, y a realizarlas tanto en público como en privado, 
individual y colectivamente.

2. Ningún pueblo o persona indígena deberá ser sujeto a presiones 
o imposiciones, o a cualquier otro tipo de medidas coercitivas que 
afecten o limiten su derecho a ejercer libremente su espiritualidad 
y creencias indígenas.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y 
acceder a sus sitios sagrados, incluidos sus lugares de sepultura, 
a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a recuperar 
sus restos humanos.

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán 
medidas eficaces para promover el respeto a la espiritualidad 
y creencias indígenas y, proteger la integridad de los símbolos, 
prácticas, ceremonias, expresiones y formas espirituales de los 
pueblos indígenas, de conformidad con el derecho internacional.

Artículo XVII. Familia indígena

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad. 
Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, mantener 
y promover sus propios sistemas de familia. Los Estados 
reconocerán, respetarán y protegerán las distintas formas 
indígenas de familia, en particular la familia extensa, así como 
sus formas de unión matrimonial, de filiación, descendencia y de 
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nombre familiar. En todos los casos, se reconocerá y respetará la 
equidad de género y generacional.

2. En asuntos relativos a la custodia, adopción, ruptura del vínculo 
familia, y en asuntos similares, el interés superior del niño deberá 
ser de consideración primaria. En la determinación del interés 
superior del niño, las cortes y otras instituciones relevantes 
deberán tener presente el derecho de todo niño indígena, en 
común con miembros de su pueblo, a disfrutar de su propia 
cultura, a profesar y a practicar su propia religión o a hablar su 
propia lengua, y en ese sentido, deberá considerarse el derecho 
indígena del pueblo correspondiente, y su punto de vista, 
derechos e intereses, incluyendo las posiciones de los individuos, 
la familia, y la comunidad.

Artículo XVIII. Salud

1. Los pueblos indígenas tienen derecho en forma colectiva e 
individual al disfrute del más alto nivel posible de salud física, 
mental y espiritual.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propios sistemas y 
prácticas de salud, así como al uso y la protección de las plantas, 
animales, minerales de interés vital, y otros recursos naturales de 
uso medicinal en sus tierras y territorios ancestrales.

3. Los Estados tomarán medidas para prevenir y prohibir que los 
pueblos y las personas indígenas sean objeto de programas de 
investigación, experimentación biológica o médica, así como 
la esterilización sin su consentimiento previo libre e informado. 
Asimismo, los pueblos y las personas indígenas tienen derecho, 
según sea el caso, al acceso a sus propios datos, expedientes 
médicos y documentos de investigación conducidos por personas 
e instituciones públicas o privadas.

4. Los pueblos indígenas tienen derecho a utilizar, sin discriminación 
alguna, todas las instituciones y servicios de salud y atención 
médica accesibles a la población en general. Los Estados en 
consulta y coordinación con los pueblos indígenas promoverán 
sistemas o prácticas interculturales en los servicios médicos 
y sanitarios que se provean en las comunidades indígenas, 
incluyendo la formación de técnicos y profesionales indígenas de 
salud.
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5. Los Estados garantizarán el ejercicio efectivo de los derechos 
contenidos en este artículo.

Artículo XIX. Derecho a la protección del medio ambiente sano

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a vivir en armonía con 
la naturaleza y a un ambiente sano, seguro y sustentable, 
condiciones esenciales para el pleno goce del derecho a la vida, 
a su espiritualidad, cosmovisión y al bienestar colectivo.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar, restaurar y 
proteger el medio ambiente y al manejo sustentable de sus tierras, 
territorios y recursos.

3. Los pueblos indígenas tienen el derecho de ser protegidos contra 
la introducción, abandono, dispersión, tránsito, uso indiscriminado 
o depósito de cualquier material peligroso que pueda afectar 
negativamente a las comunidades, tierras, territorios y recursos 
indígenas

4. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y 
protección del medio ambiente y de la capacidad productiva de 
sus tierras o territorios y recursos. Los Estados deberán establecer 
y ejecutar programas de asistencia a los pueblos indígenas para 
asegurar esa conservación y protección, sin discriminación.

SECCIÓN CUARTA: DERECHOS ORGANIZATIVOS Y POLÍTICOS

Artículo XX. Derechos de asociación, reunión, libertad de expresión y 
pensamiento

1. Los pueblos indígenas tienen los derechos de asociación, 
reunión, organización y expresión, y a ejercerlos sin interferencias 
y de acuerdo a su cosmovisión, inter alia, sus valores, sus usos, 
sus costumbres, sus tradiciones ancestrales, sus creencias, su 
espiritualidad y otras prácticas culturales.

2. Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse en sus sitios 
y espacios sagrados y ceremoniales. Para tal fin, tendrán libre 
acceso, y uso de los mismos.

3. Los pueblos indígenas, en particular aquellos que están divididos 
por fronteras internacionales, tienen derecho a transitar, mantener, 
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desarrollar contactos, relaciones y cooperación directa, incluidas 
las actividades de carácter espiritual, cultural, político, económico 
y social, con sus miembros y con otros pueblos.

4. Los Estados adoptarán, en consulta y cooperación con los 
pueblos indígenas, medidas efectivas para facilitar el ejercicio y 
asegurar la aplicación de estos derechos.

Artículo XXI. Derecho a la autonomía o al autogobierno

1. Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre 
determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno 
en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, 
así como a disponer de medios para financiar sus funciones 
autónomas.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar 
sus propias instituciones indígenas de decisión. También 
tienen el derecho de participar en la adopción de decisiones 
en las cuestiones que afecten sus derechos. Pueden hacerlo 
directamente o a través de sus representantes, de acuerdo a sus 
propias normas, procedimientos y tradiciones. Asimismo, tienen el 
derecho a la igualdad de oportunidades para acceder y participar 
plena y efectivamente como pueblos en todas las instituciones y 
foros nacionales, incluyendo los cuerpos deliberantes.

Artículo XXII. Derecho y jurisdicción indígena

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y 
mantener sus estructuras institucionales y sus propias costumbres, 
espiritualidad, tradiciones, procedimientos, prácticas y, cuando 
existan, costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las 
normas internacionales de derechos humanos.

2. El derecho y los sistemas jurídicos indígenas deben ser 
reconocidos y respetados por el orden jurídico nacional, regional 
e internacional.

3. Los asuntos referidos a personas indígenas o a sus derechos o 
intereses en la jurisdicción de cada Estado, serán conducidos 
de manera tal de proveer el derecho a los indígenas de 
plena representación con dignidad e igualdad ante la ley. 
En consecuencia, tienen derecho sin discriminación, a igual 
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protección y beneficio de la ley, incluso, al uso de intérpretes 
lingüísticos y culturales.

4. Los Estados tomarán medidas eficaces, en conjunto con los pueblos 
indígenas, para asegurar la implementación de este artículo.

Artículo XXIII. Participación de los pueblos indígenas y aportes de los 
sistemas legales y organizativos indígenas

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la participación plena y 
efectiva, por conducto de representantes elegidos por ellos de 
conformidad con sus propias instituciones, en la adopción de 
decisiones en las cuestionen que afecten sus derechos y que 
tengan relación con la elaboración y ejecución de leyes, políticas 
públicas, programas, planes y acciones relacionadas con los 
asuntos indígenas.

2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con 
los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones 
representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o 
administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento 
libre, previo e informado3 .

Artículo XXIV. Tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos

1. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento, 
observancia y aplicación de los tratados, acuerdos y otros 
arreglos constructivos concertados con los Estados, y sus 
sucesores, de conformidad con su verdadero espíritu e intención, 
de buena fe y hacer que los mismos sean respetados y acatados 
por los Estados. Los Estados darán debida consideración al 
entendimiento que los pueblos indígenas han otorgado a los 
tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos.

2. Cuando las controversias no puedan ser resueltas entre las 
partes en relación a dichos tratados, acuerdos y otros arreglos 
constructivos, estas serán sometidas a los órganos competentes, 
incluidos los órganos regionales e internacionales, por los Estados 
o Pueblos Indígenas interesados.

3. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará 
en el sentido que menoscaba o suprime los derechos de los 

3  El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIII, numeral 2, de la Declaración 
de los Pueblos indígenas de la OEA, que se refiere a las consultas ….
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pueblos indígenas que figuren en tratados, acuerdos y otros 
arreglos constructivos.

SECCIÓN QUINTA: DERECHOS SOCIALES, 
ECONÓMICOS Y DE PROPIEDAD

Artículo XXV. Formas tradicionales de propiedad y supervivencia cultural. 
Derecho a tierras, territorios y recursos

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer 
su propia relación espiritual, cultural y material con sus tierras, 
territorios y recursos, y a asumir sus responsabilidades para 
conservarlos para ellos mismos y para las generaciones 
venideras.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y 
recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado o utilizado 
o adquirido.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar 
y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón 
de la propiedad tradicional u otro tipo tradicional de ocupación o 
utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra forma.

4. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos 
de esas tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento 
respetará debidamente las costumbres, las tradiciones y los 
sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas de que 
se trate.

5. Los pueblos indígenas tienen el derecho al reconocimiento legal 
de las modalidades y formas diversas y particulares de propiedad, 
posesión o dominio de sus tierras, territorios y recursos de acuerdo 
con el ordenamiento jurídico de cada Estado y los instrumentos 
internacionales pertinentes. Los Estados establecerán los 
regímenes especiales apropiados para este reconocimiento y su 
efectiva demarcación o titulación.

Artículo XXVI. Pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto 
inicial
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1. Los pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto 
inicial, tienen derecho a permanecer en dicha condición y de vivir 
libremente y de acuerdo a sus culturas.

2. Los Estados adoptarán políticas y medidas adecuadas, con 
conocimiento y participación de los pueblos y las organizaciones 
indígenas, para reconocer, respetar y proteger las tierras, 
territorios, medio ambiente y culturas de estos pueblos, así como 
su vida e integridad individual y colectiva.

Artículo XXVII. Derechos laborales

1. Los pueblos y las personas indígenas tienen los derechos 
y las garantías reconocidas por la ley laboral nacional y la ley 
laboral internacional. Los Estados adoptarán todas las medidas 
especiales para prevenir, sancionar y reparar la discriminación de 
que sean objeto los pueblos y las personas indígenas.

2. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, deberán 
adoptar medidas inmediatas y eficaces para eliminar prácticas 
laborales de explotación con respecto a los pueblos indígenas, 
en particular, las niñas, los niños, las mujeres y los ancianos 
indígenas.

3. En caso que los pueblos indígenas no estén protegidos 
eficazmente por las leyes aplicables a los trabajadores en 
general, los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, 
tomarán todas las medidas que puedan ser necesarias a fin de:

a. proteger a trabajadores y empleados indígenas en materia de 
contratación bajo condiciones de empleo justas e igualitarias, 
tanto en los sistemas de trabajo formales como informales;

b. establecer, aplicar o mejorar la inspección del trabajo y la 
aplicación de normas con particular atención, inter alia, a 
regiones, empresas o actividades laborales en las que tomen 
parte trabajadores o empleados indígenas;

c. establecer, aplicar, o hacer cumplir las leyes de manera que tanto 
trabajadoras y trabajadores indígenas:

i. gocen de igualdad de oportunidades y de trato en todos los 
términos, condiciones y beneficios de empleo, incluyendo 
formación y capacitación, bajo la legislación nacional y el 
derecho internacional;
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ii. gocen del derecho de asociación, del derecho a establecer 
organizaciones sindicales y a participar en actividades 
sindicales y el derecho a negociar en forma colectiva con 
empleadores a través de representantes de su elección u 
organizaciones de trabajadores, incluidas sus autoridades 
tradicionales;

iii. a que no estén sujetos a discriminación o acoso por razones 
de, inter alia, raza, sexo, origen o identidad indígena;

iv. a que no estén sujetos a sistemas de contratación coercitivos, 
incluidas la servidumbre por deudas o toda otra forma de 
trabajo forzado u obligatorio, así tenga este arreglo laboral su 
origen en la ley, en la costumbre o en un arreglo individual o 
colectivo, en cuyo caso el arreglo laboral será absolutamente 
nulo y sin valor;

v. a que no estén forzados a condiciones de trabajo peligrosas 
para su salud y seguridad personal; y que estén protegidos de 
trabajos que no cumplen con las normas de salud ocupacional 
y de seguridad; y

vi. a que reciban protección legal plena y efectiva, sin 
discriminación, cuando presten sus servicios como 
trabajadores estacionales, eventuales o migrantes, así como 
cuando estén contratados por empleadores de manera que 
reciban los beneficios de la legislación y la práctica nacionales, 
los que deben ser acordes con el derecho y las normas 
internacionales de derechos humanos para esta categoría de 
trabajadores;

d. asegurar que los trabajadores indígenas y sus empleadores estén 
informados acerca de los derechos de los trabajadores indígenas 
según las normas nacionales y el derecho internacional y normas 
indígenas, y de los recursos y acciones de que dispongan para 
proteger esos derechos.

4. Los Estados adoptarán medidas para promover el empleo de las 
personas indígenas.

Artículo XXVIII. Protección del Patrimonio Cultural y de la Propiedad 
Intelectual
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1. Los pueblos indígenas tienen derecho al pleno reconocimiento 
y respeto a la propiedad, dominio, posesión, control, desarrollo 
y protección de su patrimonio cultural material e inmaterial, y 
propiedad intelectual, incluyendo la naturaleza colectiva de los 
mismos, transmitido a través de los milenios, de generación en 
generación.

2. La propiedad intelectual colectiva de los pueblos indígenas 
comprende, inter alia, los conocimientos y expresiones culturales 
tradicionales entre los cuales se encuentran los conocimientos 
tradicionales asociados a los recursos genéticos, los diseños 
y procedimientos ancestrales, las manifestaciones culturales, 
artísticas, espirituales, tecnológicas y científicas, el patrimonio 
cultural material e inmaterial, así como los conocimientos y 
desarrollos propios relacionados con la biodiversidad y la utilidad 
y cualidades de semillas, las plantas medicinales, la flora y la 
fauna.

3. Los Estados, con la participación plena y efectiva de los pueblos 
indígenas, adoptarán las medidas necesarias para que los 
acuerdos y regímenes nacionales o internacionales provean 
el reconocimiento y la protección adecuada del patrimonio 
cultural y la propiedad intelectual asociada a dicho patrimonio 
de los pueblos indígenas. En la adopción de estas medidas, se 
realizarán consultas encaminadas a obtener el consentimiento 
libre, previo, e informado de los pueblos indígenas.

Artículo XXIX. Derecho al desarrollo

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y determinar 
sus propias prioridades en lo relacionado con su desarrollo 
político, económico, social y cultural, de conformidad con su 
propia cosmovisión. Asimismo, tienen el derecho a que se les 
garantice el disfrute de sus propios medios de subsistencia 
y desarrollo y a dedicarse libremente a todas sus actividades 
económicas.

2. Este derecho incluye la elaboración de las políticas, planes, 
programas y estrategias para el ejercicio de su derecho al 
desarrollo y la implementación de acuerdo a su organización 
política y social, normas y procedimientos, sus propias 
cosmovisiones e instituciones.
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3. Los pueblos indígenas tienen derecho a participar activamente 
en la elaboración y determinación de los programas de desarrollo 
que les conciernan y, en lo posible, administrar esos programas 
mediante sus propias instituciones.

4. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con 
los pueblos indígenas interesados por conducto de sus propias 
instituciones representativas a fin de obtener su consentimiento 
libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que 
afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, particularmente 
en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de 
recursos minerales, hídricos o de otro tipo4 .

5. Los pueblos indígenas tienen el derecho a medidas eficaces para 
mitigar los impactos adversos ecológicos, económicos, sociales, 
culturales o espirituales por la ejecución de los proyectos de 
desarrollo que afecten sus derechos. Los pueblos indígenas que 
han sido desposeídos de sus propios medios de subsistencia y 
desarrollo tienen derecho a la restitución y, cuando no sea posible, 
a la indemnización justa y equitativa. Esto incluye el derecho a la 
compensación por cualquier perjuicio que se les haya causado 
por la ejecución de planes, programas o proyectos del Estado, de 
organismos financieros internacionales o de empresas privadas.

Artículo XXX. Derecho a la paz, a la seguridad y a la protección

1. Los pueblos indígenas tienen el derecho a la paz y a la seguridad.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento y 
respeto de sus propias instituciones para el mantenimiento de su 
organización y control de sus comunidades y pueblos

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a protección y seguridad en 
situaciones o períodos de conflicto armado interno o internacional 
conforme al derecho internacional humanitario.

4. Los Estados, en cumplimiento de los acuerdos internacionales 
de los cuales son parte, en particular el derecho internacional 
humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos 
incluyendo el Cuarto Convenio de Ginebra de 1949 relativo a la 
protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra, 

4  El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIX, numeral 4 de la Declaración 
de los Pueblos indígenas de la OEA, que se refiere a las consultas para obtener …
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y el Protocolo II de 1977 relativo a la protección de las víctimas 
de los conflictos armados sin carácter internacional, en caso de 
conflictos armados tomarán medidas adecuadas para proteger 
los derechos humanos, instituciones, tierras, territorios y recursos 
de los pueblos indígenas y sus comunidades. Asimismo, los 
Estados:

a. No reclutarán a niños, niñas y adolescentes indígenas en las 
fuerzas armadas en ninguna circunstancia;

b. Tomarán medidas de reparación efectiva y proporcionarán 
los recursos necesarios para las mismas, conjuntamente con 
los pueblos indígenas afectados, por los perjuicios o daños 
ocasionados por un conflicto armado.

c. Tomarán medidas especiales y efectivas En colaboración con los 
pueblos indígenas para garantizar que las mujeres, niños y niñas 
indígenas vivan libres de toda forma de violencia, especialmente 
sexual y garantizarán el derecho de acceso a la justicia, la 
protección y reparación efectiva de los daños causados a las 
víctimas.

5. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios 
de los pueblos indígenas, a menos que lo justifique una razón 
de interés público pertinente o que se haya acordado libremente 
con los pueblos indígenas interesados, o que éstos lo hayan 
solicitado5 .

SECCIÓN SEXTA: PROVISIONES GENERALES

Artículo XXXI

1. Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales, culturales de los pueblos 
indígenas, así como su derecho a mantener su identidad 
cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a 
la protección de sus lugares sagrados y de culto y de todos los 
derechos humanos contenidos en la presente Declaración.

5   El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXX, numeral 5 de la Declaración 
de los Pueblos indígenas de la OEA, considerando que conforme al mandato contenido…
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2. Los Estados promoverán, con la participación plena y efectiva de 
los pueblos indígenas, la adopción de las medidas legislativas 
y de otra índole, que fueran necesarias para hacer efectivos los 
derechos reconocidos en esta Declaración.

Artículo XXXII

Todos los derechos y libertades reconocidos en la presente Declaración 
se garantizarán por igual a las mujeres y los hombres indígenas.

Artículo XXXIII

Los pueblos y personas indígenas tienen derecho a recursos efectivos e 
idóneos, incluyendo los recursos judiciales expeditos, para la reparación 
de toda violación de sus derechos colectivos e individuales. Los Estados, 
con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, proveerán 
los mecanismos necesarios para el ejercicio de este derecho.

Artículo XXXIV

En caso de conflictos y controversias con los pueblos indígenas, los 
Estados proveerán, con la participación plena y efectiva de dichos 
pueblos, mecanismos y procedimientos justos, equitativos y eficaces 
para la pronta resolución de los mismos. A estos fines, se dará la debida 
consideración y el reconocimiento a las costumbres, las tradiciones, las 
normas o los sistemas jurídicos de los pueblos indígenas interesados.

Artículo XXXV

Nada en esta Declaración puede ser interpretado en el sentido de limitar, 
restringir o negar en manera alguna los derechos humanos, o en el 
sentido de autorizar acción alguna que no esté de acuerdo con el derecho 
internacional de los derechos humanos.

Artículo XXXVI

En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración, 
se respetarán los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
todos. El ejercicio de los derechos establecidos en la presente Declaración 
estará sujeto exclusivamente a las limitaciones determinadas por la ley y 
con arreglo a las obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos. Esas limitaciones no serán discriminatorias y serán sólo las 
estrictamente necesarias para garantizar el reconocimiento y respeto 
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debidos a los derechos y las libertades de los demás y para satisfacer 
las justas y más apremiantes necesidades de una sociedad democrática.

Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se interpretarán 
con arreglo a los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los 
derechos humanos, la igualdad, la no discriminación, la buena gobernanza 
y la buena fe. Artículo XXXVII Los pueblos indígenas tienen derecho a 
recibir asistencia financiera y técnica de los Estados y por conducto de la 
cooperación internacional para el disfrute de los derechos enunciados en 
la presente declaración.

Artículo XXXVIII

La Organización de los Estados Americanos, sus órganos, organismos 
y entidades tomarán las medidas necesarias para promover el pleno 
respeto, la protección y la aplicación de las disposiciones contenidas en 
esta Declaración y velarán por su eficacia.

Artículo XXXIX

La naturaleza y el alcance de las medidas que deberán ser tomadas 
para dar cumplimiento a la presente Declaración, serán determinadas de 
acuerdo con el espíritu y propósito de la misma.

Artículo XL

Ninguna disposición de la presente Declaración se interpretará en el 
sentido de que limite o menoscabe los derechos que los pueblos indígenas 
gozan en la actualidad o que puedan adquirir en el futuro.

Artículo XLI

Los derechos reconocidos en esta Declaración y la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas constituyen 
las normas mínimas para la supervivencia, dignidad y bienestar de los 
pueblos indígenas de las Américas.



COMPENDIO NORMATIVO: “DERECHOS DE LAS NACIONES Y PUEBLOS INDÍGENA 

ORIGINARIO CAMPESINOS  EN EL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA”

65

NOTA DE PIE DE PÁGINA
1. ... el incremento de su participación en los procesos políticos nacionales, 
la falta de infraestructura y las malas condiciones de vida imperantes en sus 
comunidades, el combate a la violencia contra las mujeres y niñas indígenas, 
la promoción de la repatriación de restos ancestrales y objetos ceremoniales, 
así como la colaboración en áreas relativas a los derechos territoriales y 
gobierno autónomo, entre otros. Las muchas iniciativas en curso con respecto 
a estos temas constituyen posibles oportunidades para atender algunas de 
las consecuencias de acciones pasadas. No obstante, Estados Unidos ha 
expresado de manera persistente sus objeciones al texto de esta Declaración 
Americana, que en sí mismo no es vinculante y, por lo tanto, no da lugar a 
una nueva legislación y tampoco constituye una declaración de obligaciones 
para los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos en 
virtud de un tratado o el derecho internacional consuetudinario.

Estados Unidos reitera su creencia, expresada ya desde hace mucho 
tiempo, de que la Organización de los Estados Americanos y sus Estados 
Miembros deberían seguir concentrándose en la implementación de la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas (Declaración de las Naciones Unidas). Los Estados Miembros de 
la OEA se unieron a los Estados Miembros de las Naciones Unidas al renovar 
sus compromisos políticos con respecto a la mencionada declaración en la 
Conferencia Mundial sobre los Pueblos Indígenas en septiembre de 2014. 
Las importantes y ambiciosas iniciativas en curso en el ámbito internacional 
para cumplir los correspondientes compromisos contenidos en la Declaración 
de las Naciones Unidas y en el documento final de la conferencia son en 
consecuencia el centro de atención y recursos de los Estados, los pueblos 
indígenas, la sociedad civil y las organizaciones internacionales, incluso de 
las Américas. En este sentido, Estados Unidos pretende seguir adelante 
con sus diligentes y proactivos esfuerzos, que ha emprendido en estrecha 
colaboración con pueblos indígenas en Estados Unidos y con muchos de 
los Estados Miembros de la OEA, para promover la consecución de los 
objetivos de la Declaración de las Naciones Unidas y el cumplimiento de los 
compromisos contenidos en el documento final de la Conferencia Mundial 
sobre los Pueblos Indígenas. Por último, cabe destacar que Estados Unidos 
reitera su solidaridad con los pueblos indígenas que han manifestado sus 
inquietudes con respecto a su falta de participación plena y efectiva en estas 
negociaciones.
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2. ... totalmente comprometida –en plena alianza con los pueblos indígenas 
de Canadá– con la implementación de la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, de conformidad con su 
constitución. En virtud de que Canadá no ha participado de manera sustancial 
en los últimos años en las negociaciones de la Declaración Americana sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, por ahora no está en capacidad de 
adoptar una posición sobre el texto propuesto de esta declaración. Canadá 
está empeñado en seguir colaborando con sus contrapartes en la OEA 
abogando en favor de la causa indígena en las Américas

3. ... para obtener el consentimiento previo, libre e informado de las 
comunidades indígenas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o 
administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, 
previo e informado.

Lo anterior, considerando que el ordenamiento jurídico colombiano, define 
el derecho de consulta previa de estas comunidades, de acuerdo con el 
Convenio No. 169 de la OIT. Es así que, la Corte Constitucional Colombiana, 
establece que el proceso de consulta debe llevarse a cabo “con miras a 
alcanzar un acuerdo o lograr el consentimiento de las comunidades indígenas 
acerca de las medidas legislativas propuestas”. Es importante aclarar que lo 
dicho no se traduce en un poder de veto de las comunidades étnicas a las 
medidas que las afecten directamente según el cual no pueden adoptarse 
sin su consentimiento, significa que, ante el desacuerdo se deben presentar 
“fórmulas de concertación o acuerdo con la comunidad”.

Asimismo, el Comité de Expertos de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), ha establecido que la consulta previa, no implica un derecho a vetar 
decisiones estatales, sino que es un mecanismo idóneo para que los pueblos 
indígenas y tribales tengan el derecho a expresarse y a influenciar en el 
proceso de toma de decisiones.

4 … el consentimiento previo, libre e informado de las comunidades 
indígenas antes de aprobar proyectos que afecten sus tierras o territorios y 
otros recursos.

Lo anterior, considerando que a pesar de que el Estado colombiano ha 
incorporado a su ordenamiento jurídico una amplia gama de derechos 
dirigidos a reconocer, garantizar y hacer exigibles los derechos y principios 
constitucionales de pluralismo y diversidad étnica y cultural de la nación, 
bajo el marco de la Constitución Política, el reconocimiento de los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas, está regulado por disposiciones legales 
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y administrativas, en armonía con los fines del Estado, y con principios como 
la función social y ecológica de la propiedad, y la propiedad estatal del 
subsuelo y los recursos naturales no renovables.

En este entendido, en estos territorios los pueblos indígenas ejercen su 
propia organización política, social y judicial. Por mandato constitucional, sus 
autoridades se reconocen como autoridades estatales públicas de carácter 
especial y, en materia judicial, se reconoce la jurisdicción especial indígena, 
avance notable en relación con otros países de la región.

En el contexto internacional, Colombia ha sido un país líder en la aplicación 
de las disposiciones sobre consulta previa del Convenio No. 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), del que es parte nuestro Estado.

Entendiendo que el enfoque de esta Declaración Americana, frente al 
consentimiento previo es distinto y podría equivaler a un posible veto en la 
explotación de recursos naturales que se encuentren en territorios indígenas, 
en ausencia de un acuerdo, lo que podría frenar procesos que son de interés 
general, el contenido de este articulo resulta inaceptable para Colombia.

Adicionalmente, es importante destacar que muchos Estados, incluido 
Colombia, consagran constitucionalmente que el subsuelo y los recursos 
naturales no renovables, son propiedad del Estado para conservar y 
garantizar su utilidad pública en beneficio de toda la nación. Por esta razón, 
las disposiciones contenidas en este artículo son contrarias al orden jurídico 
interno de Colombia, sustentado en el interés nacional.

5. ... en la Constitución Política de Colombia, la Fuerza Pública está en la 
obligación de hacer presencia en cualquier lugar del territorio nacional para 
brindar y garantizar a todos los habitantes la protección y respeto de su vida, 
honra y bienes, tanto individuales como colectivos. La protección de los 
derechos de las comunidades indígenas y su integridad dependen en gran 
medida de la seguridad de sus territorios.

Así las cosas, en Colombia se han expedido instrucciones a la Fuerza 
Pública para dar cumplimiento a la obligación de protección de los pueblos 
indígenas. En ese sentido, la citada disposición de la Declaración de los 
Pueblos indígenas de la OEA, contraría el principio de Necesidad y Eficacia 
de la Fuerza Pública, impidiendo el cumplimiento de su misión institucional, lo 
que hace que resulte inaceptable para Colombia.
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ANEXO I

NOTAS DE INTERPRETACIÓN DE LA DELEGACIÓN DE COLOMBIA
NOTA DE INTERPRETACIÓN NO. 1
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO VIII 
DE LA DECLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.

En relación con el Artículo VIII, sobre el Derecho a pertenecer a pueblos 
Indígenas, Colombia declara expresamente que el derecho a pertenecer 
a uno o varios pueblos indígenas, se regirá por la Autonomía de cada 
pueblo indígena.

Lo anterior en razón al Artículo 8, numeral 2 del Convenio 169 de la OIT: 
“Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres 
e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con 
los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni 
con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que 
sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los 
conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio”.

Es importante precisar, que en la situación en que una persona comparta 
distintos orígenes indígenas, es decir, cuando su madre es perteneciente a 
una etnia y su padre a otra (por dar un ejemplo), solamente podrá definirse 
la pertenencia a uno u otro de los pueblos indígenas, dependiendo 
de las tradiciones en contacto. Es decir, para efectos de establecer la 
pertenencia de un individuo a determinado pueblo indígena, deberá 
examinarse de manera casuística los patrones culturales que definen las 
relaciones de parentesco, autoridad y adscripción étnica.

No es lo mismo un caso de contacto entre dos tradiciones matrilineales, 
que un contacto entre una tradición matrilineal y una patrilineal. De igual 
manera debería establecerse la jurisdicción dentro de la cual habita el 
individuo, las obligaciones derivadas del régimen de derechos contenidos 
dentro del fuero propio, así como el contexto socio geográfico en el 
que específicamente desarrolla sus actividades cotidianas, culturales y 
políticas.

A continuación se transcribe el párrafo al que se refiere la anterior nota:
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ARTÍCULO VIII
DERECHO A PERTENECER A PUEBLOS INDÍGENAS

Las personas y comunidades indígenas tienen el derecho de pertenecer a 
uno o varios pueblos indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, 
costumbres y sistemas de pertenencia de cada pueblo. Del ejercicio de 
ese derecho no puede resultar discriminación de ningún tipo.

NOTA DE INTERPRETACIÓN NO. 2
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON LOS 
ARTÍCULOS XIII, NUMERAL 2; XVI, NUMERAL 3; XX 
NUMERAL 2; Y XXXI, NUMERAL 1 DE LA DECLARACIÓN 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.

En relación con la noción de lugares y objetos sagrados a los que se 
refieren los artículos XIII, numeral 2; XVI, numeral 3; XX, numeral 2; y, 
XXXI, numeral 1 de la Declaración de los Pueblos Indígenas de la OEA, el 
Estado Colombiano declara expresamente que la definición y regulación 
de los lugares y objetos sagrados de los pueblos indígenas, se regirá 
por los desarrollos alcanzados en el plano nacional. Dado que no existe 
una definición internacionalmente aceptada y que ni el Convenio 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ni la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, hacen 
referencia a dichos términos o los definen.

A este respecto, Colombia viene avanzando en una regulación sobre el 
particular que ha contado y continuará contando con la participación de 
los pueblos indígenas y avanzará en dicho propósito, de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico colombiano y, cuando corresponda, conforme los 
instrumentos internacionales aplicables.

A continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior 
nota:

ARTÍCULO XIII.
DERECHO A LA IDENTIDAD E INTEGRIDAD CULTURAL

2. “Los Estados proporcionar n reparación por medio de mecanismos 
eficaces, que podr n incluir la restitución, establecidos 
conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de los bienes 
culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan 
sido privados sin su consentimiento libre, previo e informado o en 
violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.”
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ARTÍCULO XVI. ESPIRITUALIDAD INDÍGENA

3. “Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y 
acceder a sus sitios sagrados, incluidos sus lugares de sepultura, 
a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a recuperar 
sus restos humanos.”

ARTÍCULO XX. DERECHOS DE ASOCIACIÓN, REUNIÓN, 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PENSAMIENTO

2. “Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse en sus 
sitios y espacios sagrados y ceremoniales. Para tal fin, tendr n 
libre acceso, y uso de los mismos.” - 23 - ARTÍCULO XXXI 1. 
“Los Estados garantizar n el pleno goce de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales, culturales de los pueblos 
indígenas, así como su derecho a mantener su identidad 
cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a 
la protección de sus lugares sagrados y de culto y de todos los 
derechos humanos contenidos en la presente Declaración.”

NOTA DE INTERPRETACIÓN NO. 3
DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACION CON EL 
ARTÍCULO XIII, NUMERAL 2 DE LA DECLARACIÓN 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.

El Estado de Colombia, declara expresamente que el derecho de los 
pueblos indígenas, a promover y desarrollar todos sus sistemas y 
medios de comunicación, está sujeto al cumplimiento de los requisitos 
y procedimientos establecidos en la normatividad interna vigente. A 
continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior 
nota: ARTÍCULO XIV. SISTEMAS DE CONOCIMIENTOS, LENGUAJE Y 
COMUNICACIÓN 3. “Los pueblos indígenas, tienen derecho a promover 
y desarrollar todos sus sistemas y medios de comunicación, incluidos sus 
propios programas de radio y televisión, y acceder en pie de igualdad 
a todos los demás medios de comunicación e información. Los Estados 
tomarán medidas para promover la transmisión de programas de radio y 
televisión en lengua indígena, particularmente en regiones de presencia 
indígena. Los Estados apoyarán y facilitarán la creación de radioemisoras 
y televisoras indígenas, así como otros medios de información y 
comunicación.”
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1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
PLURINACIONAL DE BOLIVIA

PREÁMBULO

En tiempos inmemoriales se erigieron montañas, se desplazaron ríos, 
se formaron lagos. Nuestra amazonia, nuestro chaco, nuestro altiplano 
y nuestros llanos y valles se cubrieron de verdores y flores. Poblamos 
esta sagrada Madre Tierra con rostros diferentes, y comprendimos desde 
entonces la pluralidad vigente de todas las cosas y nuestra diversidad 
como seres y culturas. Así conformamos nuestros pueblos, y jamás 
comprendimos el racismo hasta que lo sufrimos desde los funestos 
tiempos de la colonia.

El pueblo boliviano, de composición plural, desde la profundidad de la 
historia, inspirado en las luchas del pasado, en la sublevación indígena 
anticolonial, en la independencia, en las luchas populares de liberación, 
en las marchas indígenas, sociales y sindicales, en las guerras del agua 
y de octubre, en las luchas por la tierra y territorio, y con la memoria de 
nuestros mártires, construimos un nuevo Estado.

Un Estado basado en el respeto e igualdad entre todos, con principios de 
soberanía, dignidad, complementariedad, solidaridad, armonía y equidad 
en la distribución y redistribución del producto social, donde predomine 
la búsqueda del vivir bien; con respeto a la pluralidad económica, social, 
jurídica, política y cultural de los habitantes de esta tierra; en convivencia 
colectiva con acceso al agua, trabajo, educación, salud y vivienda para 
todos.

Dejamos en el pasado el Estado colonial, republicano y neoliberal. 
Asumimos el reto histórico de construir colectivamente el Estado Unitario 
Social de Derecho Plurinacional Comunitario, que integra y articula 
los propósitos de avanzar hacia una Bolivia democrática, productiva, 
portadora e inspiradora de la paz, comprometida con el desarrollo integral 
y con la libre determinación de los pueblos.

Nosotros, mujeres y hombres, a través de la Asamblea Constituyente y 
con el poder originario del pueblo, manifestamos nuestro compromiso con 
la unidad e integridad del país.
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Cumpliendo el mandato de nuestros pueblos, con la fortaleza de nuestra 
Pachamama y gracias a Dios, refundamos Bolivia.

Honor y gloria a los mártires de la gesta constituyente y liberadora, que 
han hecho posible esta nueva historia

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO (CPE) 
INCORPORA EN TODA SU ESTRUCTURA A LAS NACIONES 
Y PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINOS 
Y PUEBLO AFROBOLIVIANO (NYPIOC-PA).

Artículo 1. Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho 
Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, 
intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia se funda en la 
pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico, 
dentro del proceso integrador del país.

Artículo 2. Dada la existencia precolonial de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos y su dominio ancestral sobre sus 
territorios, se garantiza su libre determinación en el marco de la unidad 
del Estado, que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a 
su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de 
sus entidades territoriales, conforme a esta Constitución y la ley.

Artículo 3. La nación boliviana está conformada por la totalidad de las 
bolivianas y los bolivianos, las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, y las comunidades interculturales y afrobolivianas que en 
conjunto constituyen el pueblo boliviano.

Artículo 4. El Estado respeta y garantiza la libertad de religión y de 
creencias espirituales, de acuerdo con sus cosmovisiones. El Estado es 
independiente de la religión.

Artículo 5. I. Son idiomas oficiales del Estado el castellano y todos los 
idiomas de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, que 
son el aymara, araona, baure, bésiro, canichana, cavineño, cayubaba, 
chácobo, chimán, ese ejja, guaraní, guarasu’we, guarayu, itonama, leco, 
machajuyai-kallawaya, machineri, maropa, mojeño-trinitario, mojeño-
ignaciano, moré, mosetén, movima, pacawara, puquina, quechua, sirionó, 
tacana, tapiete, toromona, uru-chipaya, weenhayek, yaminawa, yuki, 
yuracaré y zamuco.
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II. El Gobierno plurinacional y los gobiernos departamentales deben 
utilizar al menos dos idiomas oficiales. Uno de ellos debe ser el castellano, 
y el otro se decidirá tomando en cuenta el uso, la conveniencia, las 
circunstancias, las necesidades y preferencias de la población en su 
totalidad o del territorio en cuestión. Los demás gobiernos autónomos 
deben utilizar los idiomas propios de su territorio, y uno de ellos debe ser 
el castellano.

LA CPE TAMBIÉN INCLUYE LOS SABERES DE LAS NYPIOC-PA 
EN SUS PRINCIPIOS, VALORES Y EN LOS FINES DEL ESTADO

Artículo 8. El Estado asume y promueve como principios ético-morales 
de la sociedad plural: ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no 
seas mentiroso ni seas ladrón), suma qamaña (vivir bien), ñandereko (vida 
armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra sin mal) y qhapaj ñan 
(camino o vida noble).

II. El Estado se sustenta en los valores de unidad, igualdad, inclusión, 
dignidad, libertad, solidaridad, reciprocidad, respeto, complementariedad, 
armonía, transparencia, equilibrio, igualdad de oportunidades, equidad 
social y de género en la participación, bienestar común, responsabilidad, 
justicia social, distribución y redistribución de los productos y bienes 
sociales, para vivir bien.

LOS SISTEMAS DE GOBIERNO DE LAS NYPIOC-PA 
ESTÁN RECONOCIDOS EN LA CPE

Artículo 11. La democracia se ejerce de las siguientes formas, que serán 
desarrolladas por la ley:

1. Directa y participativa, por medio del referendo, la iniciativa 
legislativa ciudadana, la revocatoria de mandato, la asamblea, el 
cabildo y la consulta previa. Las asambleas y cabildos tendrán 
carácter deliberativo conforme a Ley.

2. Representativa, por medio de la elección de representantes por 
voto universal, directo y secreto, conforme a Ley.

3. Comunitaria, por medio de la elección, designación o nominación 
de autoridades y representantes por normas y procedimientos 
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propios de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
entre otros, conforme a Ley.

DERECHOS ESPECÍFICOS DE LAS NACIONES Y PUEBLOS 
INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINOS Y PUEBLO 
AFROBOLIVIANO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

Artículo 30. I. Es nación y pueblo indígena originario campesino toda la 
colectividad humana que comparta identidad cultural, idioma, tradición 
histórica, instituciones, territorialidad y cosmovisión, cuya existencia es 
anterior a la invasión colonial española.

II. En el marco de la unidad del Estado y de acuerdo con esta Constitución 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos gozan de los 
siguientes derechos:

1. A existir libremente.

2. A su identidad cultural, creencia religiosa, espiritualidades, 
prácticas y costumbres, y a su propia cosmovisión.

3. A que la identidad cultural de cada uno de sus miembros, si así 
lo desea, se inscriba junto a la ciudadanía boliviana en su cédula 
de identidad, pasaporte u otros documentos de identificación con 
validez legal.

4. A la libre determinación y territorialidad.

5. A que sus instituciones sean parte de la estructura general del 
Estado.

6. A la titulación colectiva de tierras y territorios.

7. A la protección de sus lugares sagrados.

8. A crear y administrar sistemas, medios y redes de comunicación 
propios.

9. A que sus saberes y conocimientos tradicionales, su medicina 
tradicional, sus idiomas, sus rituales y sus símbolos y vestimentas 
sean valorados, respetados y promocionados.

10. A vivir en un medio ambiente sano, con manejo y aprovechamiento 
adecuado de los ecosistemas.
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11. A la propiedad intelectual colectiva de sus saberes, ciencias 
y conocimientos, así como a su valoración, uso, promoción y 
desarrollo.

12. A una educación intracultural, intercultural y plurilingue en todo el 
sistema educativo.

13. Al sistema de salud universal y gratuito que respete su cosmovisión 
y prácticas tradicionales.

14. Al ejercicio de sus sistemas políticos, jurídicos y económicos 
acorde a su cosmovisión.

15. A ser consultados mediante procedimientos apropiados, y en 
particular a través de sus instituciones, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles. 
En este marco, se respetará y garantizará el derecho a la 
consulta previa obligatoria, realizada por el Estado, de buena fe 
y concertada, respecto a la explotación de los recursos naturales 
no renovables en el territorio que habitan.

16. A la participación en los beneficios de la explotación de los 
recursos naturales en sus territorios.

17. A la gestión territorial indígena autónoma, y al uso y aprovechamiento 
exclusivo de los recursos naturales renovables existentes en su 
territorio sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos 
por terceros.

18. A la participación en los órganos e instituciones del Estado.

III. El Estado garantiza, respeta y protege los derechos de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos consagrados en esta Constitución 
y la ley.

Artículo 31. I. Las naciones y pueblos indígena originarios en peligro de 
extinción, en situación de aislamiento voluntario y no contactados, serán 
protegidos y respetados en sus formas de vida individual y colectiva.

II. Las naciones y pueblos indígenas en aislamiento y no contactados 
gozan del derecho a mantenerse en esa condición, a la delimitación y 
consolidación legal del territorio que ocupan y habitan.

Artículo 32. El pueblo afroboliviano goza, en todo lo que corresponda, de 
los derechos económicos, sociales, políticos y culturales reconocidos en la 
Constitución para las naciones y pueblos indígena originario campesinos.
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DERECHO A LA SALUD Y A LA SEGURIDAD 
SOCIAL DE LAS NYPIOC-PA

Artículo 35. I. El sistema de salud es único e incluye a la medicina 
tradicional de las naciones y pueblos indígena originario campesinos.

II. El sistema de salud es único e incluye a la medicina tradicional de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos

Artículo 42. I. Es responsabilidad del Estado promover y garantizar el 
respeto, uso, investigación y práctica de la medicina tradicional, rescatando 
los conocimientos y prácticas ancestrales desde el pensamiento y valores 
de todas las naciones y pueblos indígena originario campesinos.

II. La promoción de la medicina tradicional incorporará el registro de 
medicamentos naturales y de sus principios activos, así como la protección 
de su conocimiento como propiedad intelectual, histórica, cultural, y como 
patrimonio de las naciones y pueblos indígena originario campesinos.

III. La ley regulará el ejercicio de la medicina tradicional y garantizará la 
calidad de su servicio.

EDUCACIÓN, INTERCULTURALIDAD Y DERECHOS 
CULTURALES DE LAS NYPIOC-PA

Artículo 78. I. La educación es unitaria, pública, universal, democrática, 
participativa, comunitaria, descolonizadora y de calidad.

II. La educación es intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el 
sistema educativo.

Artículo 80. I. La educación tendrá como objetivo la formación integral de 
las personas y el fortalecimiento de la conciencia social crítica en la vida 
y para la vida. La educación estará orientada a la formación individual 
y colectiva; al desarrollo de competencias, aptitudes y habilidades 
físicas e intelectuales que vincule la teoría con la práctica productiva; a 
la conservación y protección del medio ambiente, la biodiversidad y el 
territorio para el vivir bien. Su regulación y cumplimiento serán establecidos 
por la ley.

II. La educación contribuirá al fortalecimiento de la unidad e identidad de 
todas y todos como parte del Estado Plurinacional, así como a la identidad 
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y desarrollo cultural de los miembros de cada nación o pueblo indígena 
originario campesino, y al entendimiento y enriquecimiento intercultural 
dentro del Estado.

Artículo 86. En los centros educativos se reconocerá y garantizará la 
libertad de conciencia y de fe y de la enseñanza de religión, así como la 
espiritualidad de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
y se fomentará el respeto y la convivencia mutua entre las personas con 
diversas opciones religiosas, sin imposición dogmática. En estos centros 
no se discriminará en la aceptación y permanencia de las alumnas y los 
alumnos por su opción religiosa.

NYPIOC-PA Y EDUCACIÓN SUPERIOR

Artículo 93. IV. Las universidades públicas, en el marco de sus 
estatutos, establecerán programas de desconcentración académica y 
de interculturalidad, de acuerdo a las necesidades del Estado y de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos.

V. El Estado, en coordinación con las universidades públicas, promoverá 
en áreas rurales la creación y el funcionamiento de universidades e 
institutos comunitarios pluriculturales, asegurando la participación social. 
La apertura y funcionamiento de dichas universidades responderá a las 
necesidades del fortalecimiento productivo de la región, en función de sus 
potencialidades.

DIVERSIDAD CULTURAL Y PATRIMONIO DE LAS NYPIO-PA

Artículo 98. I. La diversidad cultural constituye la base esencial del Estado 
Plurinacional Comunitario. La interculturalidad es el instrumento para la 
cohesión y la convivencia armónica y equilibrada entre todos los pueblos 
y naciones. La interculturalidad tendrá lugar con respeto a las diferencias 
y en igualdad de condiciones.

II. El Estado asumirá como fortaleza la existencia de culturas indígena 
originario campesinas, depositarias de saberes, conocimientos, valores, 
espiritualidades y cosmovisiones.

III. Será responsabilidad fundamental del Estado preservar, desarrollar, 
proteger y difundir las culturas existentes en el país.
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Artículo 99. I. El patrimonio cultural del pueblo boliviano es inalienable, 
inembargable e imprescriptible. Los recursos económicos que generen 
se regularán por la ley, para atender prioritariamente a su conservación, 
preservación y promoción.

II. El Estado garantizará el registro, protección, restauración, recuperación, 
revitalización, enriquecimiento, promoción y difusión de su patrimonio 
cultural, de acuerdo con la ley.

III. La riqueza natural, arqueológica, paleontológica, histórica, documental, 
y la procedente del culto religioso y del folklore, es patrimonio cultural del 
pueblo boliviano, de acuerdo con la ley.

Artículo 100. I. Es patrimonio de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos las cosmovisiones, los mitos, la historia oral, las danzas, las 
prácticas culturales, los conocimientos y las tecnologías tradicionales. 
Este patrimonio forma parte de la expresión e identidad del Estado.

II. El Estado protegerá los saberes y los conocimientos mediante el registro 
de la propiedad intelectual que salvaguarde los derechos intangibles de 
las naciones y pueblos indígena originario campesinas y las comunidades 
interculturales y afrobolivianas.

Artículo 101. Las manifestaciones del arte y las industrias populares, 
en su componente intangible, gozarán de especial protección del 
Estado. Asimismo, disfrutarán de esta protección los sitios y actividades 
declarados patrimonio cultural de la humanidad, en su componente 
tangible e intangible.

Artículo 102. El Estado registrará y protegerá la propiedad intelectual, 
individual y colectiva de las obras y descubrimientos de los autores, 
artistas, compositores, inventores y científicos, en las condiciones que 
determine la ley.

CIRCUNSCRIPCIONES ESPECIALES 
INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINAS

Artículo 146. IV. El número de Diputados debe reflejar la votación 
proporcional obtenida por cada partido, agrupación ciudadana o pueblo 
indígena.
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VII. Las circunscripciones especiales indígena originario campesinas, se 
regirán por el principio de densidad poblacional en cada departamento. 
No deberán trascender los límites departamentales. Se establecerán 
solamente en el área rural, y en aquellos departamentos en los que estos 
pueblos y naciones indígena originario campesinos constituyan una 
minoría poblacional. El Órgano Electoral determinará las circunscripciones 
especiales. Estas circunscripciones forman parte del número total de 
diputados.

Artículo 147. II. En la elección de asambleístas se garantizará la 
participación proporcional de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos.

III. La Ley determinará las circunscripciones especiales indígena 
originario campesinas, donde no deberán ser considerados como criterios 
condicionales la densidad poblacional ni la continuidad geográfica

JURISDICCIÓN INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA

Artículo 190. I. Las naciones y pueblos indígena originario campesinos 
ejercerán sus funciones jurisdiccionales y de competencia a través de 
sus autoridades, y aplicarán sus principios, valores culturales, normas y 
procedimientos propios.

II. La jurisdicción indígena originaria campesina respeta el derecho a la 
vida, el derecho a la defensa y demás derechos y garantías establecidos 
en la presente Constitución.

Artículo 191. I. La jurisdicción indígena originario campesina se 
fundamenta en un vínculo particular de las personas que son miembros 
de la respectiva nación o pueblo indígena originario campesino.

II. La jurisdicción indígena originario campesina se ejerce en los siguientes 
ámbitos de vigencia personal, material y territorial:

1. Están sujetos a esta jurisdicción los miembros de la nación o 
pueblo indígena originario campesino, sea que actúen como 
actores o demandado, denunciantes o querellantes, denunciados 
o imputados, recurrentes o recurridos.
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2. Esta jurisdicción conoce los asuntos indígena originario 
campesinos de conformidad a lo establecido en una Ley de 
Deslinde Jurisdiccional.

3. Esta jurisdicción se aplica a las relaciones y hechos jurídicos que 
se realizan o cuyos efectos se producen dentro de la jurisdicción 
de un pueblo indígena originario campesino.

Artículo 192. I. Toda autoridad pública o persona acatará las decisiones 
de la jurisdicción indígena originaria campesina.

II. Para el cumplimiento de las decisiones de la jurisdicción indígena 
originario campesina, sus autoridades podrán solicitar el apoyo de los 
órganos competentes del Estado.

III. El Estado promoverá y fortalecerá la justicia indígena originaria 
campesina. La Ley de Deslinde Jurisdiccional, determinará los mecanismos 
de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena originaria 
campesina con la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción agroambiental y 
todas las jurisdicciones constitucionalmente reconocidas.

SISTEMA INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINO EN 
EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL

Artículo 197. I. El Tribunal Constitucional Plurinacional estará integrado 
por Magistradas y Magistrados elegidos con criterios de plurinacionalidad, 
con representación del sistema ordinario y del sistema indígena originario 
campesino.

Artículo 199. I. Para optar a la magistratura del Tribunal Constitucional 
Plurinacional se requerirá, además de los requisitos generales para el 
acceso al servicio público, haber cumplido treinta y cinco años y tener 
especialización o experiencia acreditada de por lo menos ocho años 
en las disciplinas de Derecho Constitucional, Administrativo o Derechos 
Humanos. Para la calificación de méritos se tomará en cuenta el haber 
ejercido la calidad de autoridad originaria bajo su sistema de justicia.

II. Las candidatas y los candidatos al Tribunal Constitucional Plurinacional 
podrán ser propuestas y propuestos por organizaciones de la sociedad 
civil y de las naciones y pueblos indígena originario campesinos.
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PARTICIPACIÓN INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINA 
EN EL ÓRGANO ELECTORAL PLURINACIONAL

Artículo 206. I. El Tribunal Supremo Electoral es el máximo nivel del 
Órgano Electoral, tiene jurisdicción nacional.

II. El Tribunal Supremo Electoral está compuesto por siete miembros, 
quienes durarán en sus funciones seis años sin posibilidad de reelección, y 
al menos dos de los cuales serán de origen indígena originario campesino.

V. Las Asambleas Legislativas Departamentales o Consejos 
Departamentales seleccionarán por dos tercios de votos de sus miembros 
presentes, una terna por cada uno de los vocales de los Tribunales 
Departamentales Electorales. De estas ternas la Cámara de Diputados 
elegirá a los miembros de los Tribunales Departamentales Electorales, 
por dos tercios de votos de los miembros presentes, garantizando que al 
menos uno de sus miembros sea perteneciente a las naciones y pueblos 
indígenas originarios campesinos del Departamento.

REPRESENTACIÓN POLÍTICA

Artículo 209. Las candidatas y los candidatos a los cargos públicos 
electos, con excepción de los cargos elegibles del Órgano Judicial y 
del Tribunal Constitucional Plurinacional serán postuladas y postulados a 
través de las organizaciones de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, las agrupaciones ciudadanas y los partidos políticos, en 
igualdad de condiciones y de acuerdo con la ley.

Artículo 210. I. La organización y funcionamiento de las organizaciones de 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos, las agrupaciones 
ciudadanas y los partidos políticos deberán ser democráticos.

III. Las organizaciones de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos podrán elegir a sus candidatas o candidatos de acuerdo con 
sus normas propias de democracia comunitaria.

Artículo 211. I. Las naciones y pueblos indígena originario campesinos 
podrán elegir a sus representantes políticos en las instancias que 
corresponda, de acuerdo con sus formas propias de elección.
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II. El Órgano Electoral supervisará que en la elección de autoridades, 
representantes y candidatas y candidatos de los pueblos y naciones 
indígena originario campesinos mediante normas y procedimientos 
propios, se dé estricto cumplimiento a la normativa de esos pueblos y 
naciones.

PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINOS 
Y LA DEFENSA DE SUS DERECHOS

Artículo 218. I. La Defensoría del Pueblo velará por la vigencia, 
promoción, difusión y cumplimiento de los derechos humanos, 
individuales y colectivos, que se establecen en la Constitución, las leyes y 
los instrumentos internacionales. La función de la Defensoría alcanzará a 
la actividad administrativa de todo el sector público y a la actividad de las 
instituciones privadas que presten servicios públicos.

II. Corresponderá asimismo a la Defensoría del Pueblo la promoción de 
la defensa de los derechos de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, de las comunidades urbanas e interculturales, y de las 
bolivianas y los bolivianos en el exterior.

PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINOS EN LA 
ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

Artículo 269. I. Bolivia se organiza territorialmente en departamentos, 
provincias, municipios y territorios indígena originario campesinos.

Artículo 270. Los principios que rigen la organización territorial y las 
entidades territoriales descentralizadas y autónomas son: la unidad, 
voluntariedad, solidaridad, equidad, bien común, autogobierno, igualdad, 
complementariedad, reciprocidad, equidad de género, subsidiariedad, 
gradualidad, coordinación y lealtad institucional, transparencia, 
participación y control social, provisión de recursos económicos y 
preexistencia de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
en los términos establecidos en esta Constitución
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AUTONOMÍA DEPARTAMENTAL

Artículo 278. I. La Asamblea Departamental estará compuesta por 
asambleístas departamentales, elegidas y elegidos por votación universal, 
directa, libre, secreta y obligatoria; y por asambleístas departamentales 
elegidos por las naciones y pueblos indígena originario campesinos, de 
acuerdo a sus propias normas y procedimientos.

II. La Ley determinará los criterios generales para la elección de 
asambleístas departamentales, tomando en cuenta representación 
poblacional, territorial, de identidad cultural y lingüística cuando son 
minorías indígena originario campesinas, y paridad y alternancia de 
género. Los Estatutos Autonómicos definirán su aplicación de acuerdo a 
la realidad y condiciones específicas de su jurisdicción

AUTONOMÍA MUNICIPAL

Artículo 284. II. En los municipios donde existan naciones o pueblos 
indígena originario campesinos, que no constituyan una autonomía 
indígena originaria campesina, éstos podrán elegir sus representantes ante 
el Concejo Municipal de forma directa mediante normas y procedimientos 
propios y de acuerdo a la Carta Orgánica Municipal.

AUTONOMÍA INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA

Artículo 289. La autonomía indígena originaria campesina consiste en el 
autogobierno como ejercicio de la libre determinación de las naciones 
y los pueblos indígena originario campesinos, cuya población comparte 
territorio, cultura, historia, lenguas, y organización o instituciones jurídicas, 
políticas, sociales y económicas propias.

Artículo 290. I. La conformación de la autonomía indígena originario 
campesina se basa en los territorios ancestrales, actualmente habitados 
por esos pueblos y naciones, y en la voluntad de su población, expresada 
en consulta, de acuerdo a la Constitución y la ley.

II. El autogobierno de las autonomías indígenas originario campesinas 
se ejercerá de acuerdo a sus normas, instituciones, autoridades y 
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procedimientos, conforme a sus atribuciones y competencias, en armonía 
con la Constitución y la ley.

Artículo 291. I. Son autonomías indígena originario campesinas los 
territorios indígena originario campesinos, y los municipios, y regiones 
que adoptan tal cualidad de acuerdo a lo establecido en esta Constitución 
y la ley.

II. Dos o más pueblos indígenas originarios campesinos podrán conformar 
una sola autonomía indígena originaria campesina.

Artículo 292. Cada autonomía indígena originario campesina elaborará 
su Estatuto, de acuerdo a sus normas y procedimientos propios, según la 
Constitución y la Ley.

Artículo 293. I. La autonomía indígena basada en territorios indígenas 
consolidados y aquellos en proceso, una vez consolidados, se constituirá 
por la voluntad expresada de su población en consulta en conformidad a 
sus normas y procedimientos propios como único requisito exigible.

II. Si la conformación de una autonomía indígena originario campesina 
afectase límites de distritos municipales, el pueblo o nación indígena 
originario campesino y el gobierno municipal deberán acordar una 
nueva delimitación distrital. Si afectase límites municipales, deberá 
seguirse un procedimiento ante la Asamblea Legislativa Plurinacional 
para su aprobación, previo cumplimiento de los requisitos y condiciones 
particulares que señale la Ley.

III. La Ley establecerá requisitos mínimos de población y otros diferenciados 
para la constitución de autonomía indígena originario campesina.

IV. Para constituir una autonomía indígena originario campesina cuyos 
territorios se encuentren en uno o más municipios, la ley señalará los 
mecanismos de articulación, coordinación y cooperación para el ejercicio 
de su gobierno.

Artículo 294. I. La decisión de constituir una autonomía indígena originario 
campesina se adoptará de acuerdo a las normas y procedimientos de 
consulta, conforme a los requisitos y condiciones establecidos por la 
Constitución y la ley.

II. La decisión de convertir un municipio en autonomía indígena originario 
campesina se adoptará mediante referendo conforme a los requisitos y 
condiciones establecidos por ley.
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III. En los municipios donde existan comunidades campesinas con 
estructuras organizativas propias que las articulen y con continuidad 
geográfica, podrá conformarse un nuevo municipio, siguiendo el 
procedimiento ante la Asamblea Legislativa Plurinacional para su 
aprobación, previo cumplimiento de requisitos y condiciones conforme a 
la Constitución y la ley.

Artículo 295. I. Para conformar una región indígena originario campesina 
que afecte límites municipales deberá previamente seguirse un 
procedimiento ante la Asamblea Legislativa Plurinacional cumpliendo los 
requisitos y condiciones particulares señalados por Ley.

II. La agregación de municipios, distritos municipales y/o autonomías 
indígena originario campesinas para conformar una región indígena 
originario campesina, se decidirá mediante referendo y/o de acuerdo a 
sus normas y procedimientos de consulta según corresponda y conforme 
a los requisitos y condiciones establecidos por la Constitución y la Ley.

Artículo 296. El gobierno de las autonomías indígena originario campesinas 
se ejercerá a través de sus propias normas y formas de organización, con 
la denominación que corresponda a cada pueblo, nación o comunidad, 
establecidas en sus estatutos y en sujeción a la Constitución y a la Ley.

DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN LA AUTONOMÍA 
INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA

Artículo 303. I. La autonomía indígena originario campesina, además 
de sus competencias, asumirá las de los municipios, de acuerdo con 
un proceso de desarrollo institucional y con las características culturales 
propias de conformidad a la Constitución y a la Ley Marco de Autonomías 
y Descentralización.

COMPETENCIAS EXCLUSIVAS

II. La región indígena originario campesina, asumirá las competencias 
que le sean transferidas o delegadas.

Artículo 304. I. Las autonomías indígena originario campesinas podrán 
ejercer las siguientes competencias exclusivas:
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1. Elaborar su Estatuto para el ejercicio de su autonomía conforme a 
la Constitución y la ley.

2. Definición y gestión de formas propias de desarrollo económico, 
social, político, organizativo y cultural, de acuerdo con su 
identidad y visión de cada pueblo.

3. Gestión y administración de los recursos naturales renovables, de 
acuerdo a la Constitución.

4. Elaboración de Planes de Ordenamiento Territorial y de uso 
de suelos, en coordinación con los planes del nivel central del 
Estado, departamentales, y municipales.

5. Electrificación en sistemas aislados dentro de su jurisdicción.

6. Mantenimiento y administración de caminos vecinales y 
comunales.

7. Administración y preservación de áreas protegidas en su 
jurisdicción, en el marco de la política del Estado.

8. Ejercicio de la jurisdicción indígena originaria campesina para 
la aplicación de justicia y resolución de conflictos a través de 
normas y procedimientos propios de acuerdo a la Constitución y 
la ley.

9. Deporte, esparcimiento y recreación.

10. Patrimonio cultural, tangible e intangible. Resguardo, fomento y 
promoción de sus culturas, arte, identidad, centros arqueológicos, 
lugares religiosos, culturales y museos.

11. Políticas de Turismo.

12. Crear y administrar tasas, patentes y contribuciones especiales 
en el ámbito de su jurisdicción de acuerdo a Ley.

13. Administrar los impuestos de su competencia en el ámbito de su 
jurisdicción.

14. Elaborar, aprobar y ejecutara sus programas de operaciones y su 
presupuesto.

15. Planificación y gestión de la ocupación territorial.

16. Vivienda, urbanismo y redistribución poblacional conforme a sus 
prácticas culturales en el ámbito de su jurisdicción.
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17. Promover y suscribir acuerdos de cooperación con otros pueblos 
y entidades públicas y privadas.

18. Mantenimiento y administración de sus sistemas de microriego

19. Fomento y desarrollo de su vocación productiva.

20. Construcción, mantenimiento y administración de la infraestructura 
necesaria para el desarrollo en su jurisdicción.

21. Participar, desarrollar y ejecutar los mecanismos de consulta 
previa, libre e informada relativos a la aplicación de medidas 
legislativas, ejecutivas y administrativas que los afecten.

22. Preservación del hábitat y el paisaje, conforme a sus principios, 
normas y prácticas culturales, tecnológicas, espaciales e 
históricas.

23. Desarrollo y ejercicio de sus instituciones democráticas conforme 
a sus normas y procedimientos propios.

COMPETENCIAS COMPARTIDAS

II. Las autonomías indígena originario campesinas podrán ejercer las 
siguientes competencias compartidas:

1. Intercambios internacionales en el marco de la política exterior 
del Estado.

2. Participación y control en el aprovechamiento de áridos.

3. Resguardo y registro de los derechos intelectuales colectivos, 
referidos a conocimientos de recursos genéticos, medicina 
tradicional y germoplasma, de acuerdo con la ley.

4. Control y regulación a las instituciones y organizaciones externas 
que desarrollen actividades en su jurisdicción, inherentes al 
desarrollo de su institucionalidad, cultura, medio ambiente y 
patrimonio natural.

COMPETENCIAS CONCURRENTES

III. Las autonomías indígena originario campesinas podrán ejercer las 
siguientes competencias concurrentes:
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1. Organización, planificación y ejecución de políticas de salud en 
su jurisdicción.

2. Organización, planificación y ejecución de planes, programas y 
proyectos de educación, ciencia, tecnología e investigación, en el 
marco de la legislación del Estado.

3. Conservación de recursos forestales, biodiversidad y medio 
ambiente

4. Sistemas de riego, recursos hídricos, fuentes de agua y energía, 
en el marco de la política del Estado, al interior de su jurisdicción.

5. Construcción de sistemas de microriego.

6. Construcción de caminos vecinales y comunales

7. Promoción de la construcción de infraestructuras productivas.

8. Promoción y fomento a la agricultura y ganadería.

9. Control y monitoreo socioambiental a las actividades 
hidrocarburíferas y mineras que se desarrollan en su jurisdicción.

10. Sistemas de control fiscal y administración de bienes y servicios.

IV. Los recursos necesarios para el cumplimiento de sus competencias 
serán transferidos automáticamente por el Estado Plurinacional de 
acuerdo a la ley.

ORGANIZACIÓN ECONÓMICA DEL ESTADO

Artículo 306. I. El modelo económico boliviano es plural y está orientado 
a mejorar la calidad de vida y el vivir bien de todas las bolivianas y los 
bolivianos.

II. La economía plural está constituida por las formas de organización 
económica comunitaria, estatal, privada y social cooperativa.

III. La economía plural articula las diferentes formas de organización 
económica sobre los principios de complementariedad, reciprocidad, 
solidaridad, redistribución, igualdad, seguridad jurídica, sustentabilidad, 
equilibrio, justicia y transparencia. La economía social y comunitaria 
complementará el interés individual con el vivir bien colectivo.
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Artículo 307. El Estado reconocerá, respetará, protegerá y promoverá 
la organización económica comunitaria. Esta forma de organización 
económica comunitaria comprende los sistemas de producción y 
reproducción de la vida social, fundados en los principios y visión propios 
de las naciones y pueblos indígena originario y campesinos.

POLÍTICAS SECTORIALES

Artículo 336. El Estado apoyará a las organizaciones de economía 
comunitaria para que sean sujetos de crédito y accedan al financiamiento.

Artículo 337. I. El turismo es una actividad económica estratégica que 
deberá desarrollarse de manera sustentable para lo que tomará en cuenta 
la riqueza de las culturas y el respeto al medio ambiente.

II. El Estado promoverá y protegerá el turismo comunitario con el objetivo de 
beneficiar a las comunidades urbanas y rurales, y las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos donde se desarrolle esta actividad.

BIENES Y RECURSOS DEL ESTADO

Artículo 340. I. Las rentas del Estado se dividen en nacionales, 
departamentales, municipales, e indígena originario campesinas y 
se invertirán independientemente por sus Tesoros, conforme a sus 
respectivos presupuestos.

II. La ley clasificará los ingresos nacionales, departamentales, municipales 
e indígena originario campesinos.

III. Los recursos departamentales, municipales, de autonomías indígena 
originario campesinas, judiciales y universitarios recaudados por oficinas 
dependientes del nivel nacional, no serán centralizados en el Tesoro 
Nacional.

IV. El Órgano Ejecutivo nacional establecerá las normas destinadas a la 
elaboración y presentación del los proyectos de presupuestos de todo el 
sector público, incluidas las autonomías.
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MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES, 
TIERRA Y TERRITORIO

Artículo 342. Es deber del Estado y de la población conservar, 
proteger y aprovechar de manera sustentable los recursos naturales y la 
biodiversidad, así como mantener el equilibrio del medio ambiente.

Artículo 349. I. Los recursos naturales son de propiedad y dominio 
directo, indivisible e imprescriptible del pueblo boliviano, y corresponderá 
al Estado su administración en función del interés colectivo.

II. El Estado reconocerá, respetará y otorgará derechos propietarios 
individuales y colectivos sobre la tierra, así como derechos de uso y 
aprovechamiento sobre otros recursos naturales.

III. La agricultura, la ganadería, así como las actividades de caza y pesca 
que no involucren especies animales protegidas, son actividades que se 
rigen por lo establecido en la cuarta parte de esta Constitución referida a 
la estructura y organización económica del Estado.

CONSULTA PREVIA

Artículo 352. La explotación de recursos naturales en determinado 
territorio estará sujeta a un proceso de consulta a la población afectada, 
convocada por el Estado, que será libre, previa e informada. Se garantiza la 
participación ciudadana en el proceso de gestión ambiental y se promoverá 
la conservación de los ecosistemas, de acuerdo con la Constitución y la 
ley. En las naciones y pueblos indígena originario campesinos, la consulta 
tendrá lugar respetando sus normas y procedimientos propios.

Artículo 353. El pueblo boliviano tendrá acceso equitativo a los beneficios 
provenientes del aprovechamiento de todos los recursos naturales. Se 
asignará una participación prioritaria a los territorios donde se encuentren 
estos recursos, y a las naciones y pueblos indígena originario campesinos.

RECURSOS HIDRICOS

Artículo 374. I. El Estado protegerá y garantizará el uso prioritario del agua 
para la vida. Es deber del Estado gestionar, regular, proteger y planificar 
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el uso adecuado y sustentable de los recursos hídricos, con participación 
social, garantizando el acceso al agua a todos sus habitantes. La ley 
establecerá las condiciones y limitaciones de todos los usos.

II. El Estado reconocerá, respetará y protegerá los usos y costumbres 
de las comunidades, de sus autoridades locales y de las organizaciones 
indígena originaria campesinas sobre el derecho, el manejo y la gestión 
sustentable del agua.

BIODIVERSIDAD

Artículo 380. I. Los recursos naturales renovables se aprovecharán de 
manera sustentable, respetando las características y el valor natural de 
cada ecosistema.

II. Para garantizar el equilibrio ecológico, los suelos deberán utilizarse 
conforme con su capacidad de uso mayor en el marco del proceso 
de organización del uso y ocupación del espacio, considerando 
sus características biofísicas, socioeconómicas, culturales y político 
institucionales. La ley regulará su aplicación.

COCA

Artículo 384. El Estado protege a la coca originaria y ancestral como 
patrimonio cultural, recurso natural renovable de la biodiversidad de 
Bolivia, y como factor de cohesión social; en su estado natural no 
es estupefaciente. La revalorización, producción, comercialización e 
industrialización se regirá mediante la ley.

ÁREAS PROTEGIDAS

Artículo 385. I. Las áreas protegidas constituyen un bien común y 
forman parte del patrimonio natural y cultural del país; cumplen funciones 
ambientales, culturales, sociales y económicas para el desarrollo 
sustentable.

II. Donde exista sobreposición de áreas protegidas y territorios indígena 
originario campesinos, la gestión compartida se realizará con sujeción a 
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las normas y procedimientos propios de las naciones y pueblos indígena 
originaria campesinos, respetando el objeto de creación de estas áreas.

RECURSOS FORESTALES

Artículo 388. Las comunidades indígena originario campesinas situadas 
dentro de áreas forestales serán titulares del derecho exclusivo de su 
aprovechamiento y de su gestión, de acuerdo con la ley.

AMAZONIA

Artículo 392. I. El Estado implementará políticas especiales en beneficio 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos de la región 
para generar las condiciones necesarias para la reactivación, incentivo, 
industrialización, comercialización, protección y conservación de los 
productos extractivos tradicionales.

II. Se reconoce el valor histórico cultural y económico de la siringa y del 
castaño, símbolos de la amazonia boliviana, cuya tala será penalizada, 
salvo en los casos de interés público regulados por la ley.

TIERRA Y TERRITORIO

Artículo 393. El Estado reconoce, protege y garantiza la propiedad 
individual y comunitaria o colectiva de la tierra, en tanto cumpla una 
función social o una función económica social, según corresponda.

Artículo 394. I. La propiedad agraria individual se clasifica en pequeña, 
mediana y empresarial, en función a la superficie, a la producción y a los 
criterios de desarrollo. Sus extensiones máximas y mínimas, características 
y formas de conversión serán reguladas por la ley. Se garantizan los 
derechos legalmente adquiridos por propietarios particulares cuyos 
predios se encuentren ubicados al interior de territorios indígena originario 
campesinos.

II. La pequeña propiedad es indivisible, constituye patrimonio familiar 
inembargable, y no está sujeta al pago de impuestos a la propiedad 
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agraria. La indivisibilidad no afecta el derecho a la sucesión hereditaria en 
las condiciones establecidas por ley.

III. El Estado reconoce, protege y garantiza la propiedad comunitaria 
o colectiva, que comprende el territorio indígena originario campesino, 
las comunidades interculturales originarias y de las comunidades 
campesinas. La propiedad colectiva se declara indivisible, imprescriptible, 
inembargable, inalienable e irreversible y no está sujeta al pago de 
impuestos a la propiedad agraria. Las comunidades podrán ser tituladas 
reconociendo la complementariedad entre derechos colectivos e 
individuales respetando la unidad territorial con identidad.

Artículo 395. I. Las tierras fiscales serán dotadas a indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales originarias, afrobolivianos 
y comunidades campesinas que no las posean o las posean 
insuficientemente, de acuerdo con una política estatal que atienda a 
las realidades ecológicas y geográficas, así como a las necesidades 
poblacionales, sociales, culturales y económicas. La dotación se realizará 
de acuerdo con las políticas de desarrollo rural sustentable y la titularidad 
de las mujeres al acceso, distribución y redistribución de la tierra, sin 
discriminación por estado civil o unión conyugal.

II. Se prohíben las dobles dotaciones y la compraventa, permuta y 
donación de tierras entregadas en dotación.

III. Por ser contraria al interés colectivo, está prohibida la obtención de 
renta fundiaria generada por el uso especulativo de la tierra.

Artículo 396. I. El Estado regulará el mercado de tierras, evitando la 
acumulación en superficies mayores a las reconocidas por la ley, así 
como su división en superficies menores a la establecida para la pequeña 
propiedad.

II. Las extranjeras y los extranjeros bajo ningún título podrán adquirir 
tierras del Estado.

Artículo 397. I. El trabajo es la fuente fundamental para la adquisición y 
conservación de la propiedad agraria. Las propiedades deberán cumplir 
con la función social o con la función económica social para salvaguardar 
su derecho, de acuerdo a la naturaleza de la propiedad.

II. La función social se entenderá como el aprovechamiento sustentable 
de la tierra por parte de pueblos y comunidades indígena originario 
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campesinos, así como el que se realiza en pequeñas propiedades, y 
constituye la fuente de subsistencia y de bienestar y desarrollo sociocultural 
de sus titulares. En el cumplimiento de la función social se reconocen las 
normas propias de las comunidades.

III. La función económica social debe entenderse como el empleo 
sustentable de la tierra en el desarrollo de actividades productivas, 
conforme a su capacidad de uso mayor, en beneficio de la sociedad, 
del interés colectivo y de su propietario. La propiedad empresarial está 
sujeta a revisión de acuerdo con la ley, para verificar el cumplimiento de 
la función económica y social.
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1. JURISDICCIÓN INDÍGENA 
ORIGINARIO CAMPESINA

1.1. LEY Nº 025 DEL ÓRGANO JUDICIAL

LEY Nº 025, DE 24 DE LEY DEL ÓRGANO JUDICIAL JUNIO DE 2010
LEY DEL ÓRGANO JUDICIAL

FUNCIÓN JUDICIAL

ARTÍCULO 4. (EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL). I. La función 
judicial es única en todo el territorio del Estado Plurinacional y se ejerce 
por medio del Órgano Judicial a través de:

1.  La Jurisdicción Ordinaria, por el Tribunal Supremo de Justicia, 
los Tribunales Departamentales de Justicia, los Tribunales de 
Sentencia y los juzgados;

2.  La Jurisdicción Agroambiental, por el Tribunal Agroambiental y 
los Juzgados Agroambientales;

3.  Las Jurisdicciones Especiales reguladas por Ley; y

4. La Jurisdicción Indígena Originaria Campesina, por sus propias 
autoridades, según sus normas y procedimientos propios.

II. La justicia constitucional se ejerce por el Tribunal Constitucional 
Plurinacional de acuerdo a Ley.

III. La jurisdicción ordinaria y la jurisdicción indígena originario campesina 
gozan de igual jerarquía.

ARTÍCULO 5. (DESLINDE JURISDICCIONAL). La Ley de Deslinde 
Jurisdiccional determinará los mecanismos de coordinación, cooperación 
y complementariedad entre la jurisdicción indígena originaria campesina 
con la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción agroambiental y todas las 
jurisdicciones constitucionalmente reconocidas.
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1.2. LEY Nº 027 DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
PLURINACIONAL

LEY Nº 027, DE 6 DE JULIO DE 2010
LEY DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL

CONFLICTOS DE COMPETENCIA ENTRE LA 
JURISDICCIÓN INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINA Y 
LA JURISDICCIÓN ORDINARIA Y AGROAMBIENTAL

ARTÍCULO 124. (CONFLICTOS DE COMPETENCIAS). I. Los casos en 
que se susciten conflictos de competencias entre la jurisdicción indígena 
originario campesina y la jurisdicción ordinaria o agroambiental serán 
resueltos por el Tribunal Constitucional Plurinacional.

II. Cuando la autoridad de la jurisdicción ordinaria o agroambiental se 
declare competente o incompetente para determinado caso o fuese 
cuestionada su competencia por una o ambas partes, se remitirán los 
antecedentes al Tribunal Constitucional Plurinacional para que ésta 
resuelva el conflicto de competencias.

III. La autoridad indígena originario campesina en todos los casos 
podrá presentarse ante el juez de la jurisdicción ordinaria o 
agroambiental que conozca la causa, para plantear el conflicto de 
competencias en forma oral o escrita. En este caso, la autoridad de la 
jurisdicción ordinaria o agroambiental, deberá remitir los antecedentes 
al Tribunal Constitucional Plurinacional para que resuelva el conflicto 
de competencias.

ARTÍCULO 125. (SENTENCIA Y EFECTOS). El Tribunal Constitucional 
Plurinacional, dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de 
recibido el conflicto de competencias, dictará resolución y remitirá 
el proceso a la jurisdicción que declare competente. En los casos 
en que la jurisdicción indígena originario campesina sea declarada 
competente, la resolución deberá constar en castellano y en el idioma 
que corresponda a la nación o pueblo indígena originario campesino.

ARTÍCULO 126. (SUSPENSIÓN DEL TRÁMITE). Durante la sustanciación 
del procedimiento dirimitorio, el trámite de la causa principal se suspenderá, 
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no siendo posible acto alguno, bajo sanción de nulidad, excepto la 
adopción de medidas cautelares que resultaren imprescindibles.

CONSULTAS DE LAS AUTORIDADES INDÍGENAS 
ORIGINARIO CAMPESINAS SOBRE LA APLICACIÓN DE 
SUS NORMAS JURÍDICAS A UN CASO CONCRETO

ARTÍCULO 137. (OBJETO). Las autoridades indígena originario 
campesinas podrán elevar en consulta al Tribunal Constitucional 
Plurinacional la aplicación de sus normas a un caso concreto, para que 
éste determine su compatibilidad con la Constitución Política del Estado.

ARTÍCULO 138. (ADMISIÓN). La consulta deberá ser presentada 
identificando la nación o pueblo indígena originario campesino, pudiendo 
ser de forma escrita u oral ante la Comisión de Admisión del Tribunal 
Constitucional Plurinacional, el cual tendrá el plazo de setenta y dos horas 
para la admisión.

ARTÍCULO 139. (PROCEDIMIENTO). I. La consulta se llevará a cabo por 
la o las autoridades de la nación o pueblo indígena originario campesino.

II. Dentro de los treinta días siguientes, el Tribunal Constitucional 
Plurinacional emitirá una Declaración Constitucional, en castellano y en el 
idioma del pueblo o nación indígena originario campesina que promovió 
la consulta.

ARTÍCULO 140. (RESOLUCIÓN). I. El Tribunal Constitucional Plurinacional 
en la Sala que corresponda emitirá declaración que establezca la 
aplicabilidad o no de la norma consultada al caso concreto.

II. Cuando ello no sea posible, propondrá respuestas alternativas, 
culturalmente adecuadas al caso concreto planteado. En cualquier caso, 
la declaración tendrá carácter obligatorio.
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1.3. LEY N° 073 DE DESLINDE JURISDICCIONAL

LEY Nº 073, DE 29 DICIEMBRE DE 2010
LEY DE DESLINDE JURISDICCIONAL

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto regular los 
ámbitos de vigencia, dispuestos en la Constitución Política del Estado, 
entre la jurisdicción indígena originaria campesina y las otras jurisdicciones 
reconocidas constitucionalmente; y determinar los mecanismos de 
coordinación y cooperación entre estas jurisdicciones, en el marco del 
pluralismo jurídico.

ARTÍCULO 2. (MARCO CONSTITUCIONAL). I. Dada la existencia pre 
colonial de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y su 
dominio ancestral sobre sus territorios, se garantiza su libre determinación 
en el marco de la unidad del Estado, que consiste en su derecho a la 
autonomía, al autogobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus 
instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales.

II. La presente Ley se fundamenta en la Constitución Política del Estado, la 
Ley N° 1257 que ratifica el Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo, la Ley N° 3897 de 26 de junio de 2008, que eleva a rango 
de Ley la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas y demás instrumentos internacionales de Derechos 
Humanos aplicables.

ARTÍCULO 3. (IGUALDAD JERÁRQUICA). La función judicial es única. 
La jurisdicción indígena originaria campesina goza de igual jerarquía que 
la jurisdicción ordinaria, la jurisdicción agroambiental y otras jurisdicciones 
legalmente reconocidas.

ARTÍCULO 4. (PRINCIPIOS). Los principios que rigen la presente Ley 
son:

a. Respeto a la unidad e integridad del Estado Plurinacional. El 
ejercicio de las jurisdicciones constitucionalmente reconocidas, 
en el marco del pluralismo jurídico, tiene la finalidad de preservar 
la unidad y la integridad territorial del Estado Plurinacional;
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b. Relación espiritual entre las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos y la Madre Tierra. Las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos tienen derecho a 
mantener y fortalecer su propia relación espiritual con sus 
tierras y territorios que tradicionalmente han poseído, ocupado, 
o utilizado y asumen las responsabilidades para con las 
generaciones venideras.

 En el marco de sus cosmovisiones, las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos mantienen una relación 
armoniosa, de complementariedad y respeto con la Madre 
Tierra;

c. Diversidad cultural. La diversidad cultural constituye la base 
esencial del Estado Plurinacional Comunitario. Todas las 
jurisdicciones constitucionalmente reconocidas deben respetar 
las diferentes identidades culturales;

d. Interpretación intercultural. Al momento de administrar e 
impartir justicia, las autoridades de las distintas jurisdicciones 
reconocidas constitucionalmente deben tomar en cuenta las 
diferentes identidades culturales del Estado Plurinacional;

e. Pluralismo jurídico con igualdad jerárquica. Se respeta y 
garantiza la coexistencia, convivencia e independencia de los 
diferentes sistemas jurídicos, dentro del Estado Plurinacional, en 
igualdad de jerarquía;

f. Complementariedad. Implica la concurrencia de esfuerzos 
e iniciativas de todas las jurisdicciones reconocidas 
constitucionalmente;

g. Independencia. Ninguna autoridad de una jurisdicción podrá 
tener injerencia sobre otra;

h. Equidad e igualdad de género. Todas las jurisdicciones 
reconocidas constitucionalmente, respetan, promueven, 
protegen y garantizan la igualdad entre hombres y mujeres, 
en el acceso a la justicia, el acceso a cargos o funciones, en 
la toma de decisiones, en el desarrollo del procedimiento de 
juzgamiento y la aplicación de sanciones;

i. Igualdad de oportunidades. Todas las jurisdicciones garantizan 
que las niñas, niños y adolescentes, jóvenes, adultos mayores 
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y personas en situación de discapacidad, tengan las mismas 
posibilidades de acceder al ejercicio de sus derechos sociales, 
económicos, civiles y políticos.

CAPÍTULO II
DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

ARTÍCULO 5. (RESPETO A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES). I. Todas las jurisdicciones 
reconocidas constitucionalmente, respetan promueven y garantizan 
el derecho a la vida, y los demás derechos y garantías reconocidos 
por la Constitución Política del Estado.

II. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente 
respetan y garantizan el ejercicio de los derechos de las mujeres, 
su participación, decisión, presencia y permanencia, tanto en el 
acceso igualitario y justo a los cargos como en el control, decisión y 
participación en la administración de justicia.

III. Las autoridades de la jurisdicción indígena originaria campesina 
no sancionarán con la pérdida de tierras o la expulsión a las y los 
adultos mayores o personas en situación de discapacidad, por causa 
de incumplimiento de deberes comunales, cargos, aportes y trabajos 
comunales.

IV. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, 
prohíben y sancionan toda forma de violencia contra niñas, niños, 
adolescentes y mujeres. Es ilegal cualquier conciliación respecto de 
este tema.

V. El linchamiento es una violación a los Derechos Humanos, no está 
permitido en ninguna jurisdicción y debe ser prevenido y sancionado 
por el Estado Plurinacional.

ARTÍCULO 6. (PROHIBICIÓN DE LA PENA DE MUERTE). En 
estricta aplicación de la Constitución Política del Estado, está 
terminantemente prohibida la pena de muerte bajo proceso penal en 
la justicia ordinaria por el delito de asesinato a quien la imponga, la 
consienta o la ejecute.
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CAPÍTULO III
ÁMBITOS DE VIGENCIA DE LA JURISDICCIÓN 

INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA

ARTÍCULO 7. (JURISDICCIÓN INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA). 
Es la potestad que tienen las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos de administrar justicia de acuerdo a su sistema de justicia 
propio y se ejerce por medio de sus autoridades, en el marco de lo 
establecido en la Constitución Política del Estado y la presente Ley.

ARTÍCULO 8. (ÁMBITOS DE VIGENCIA). La jurisdicción indígena 
originaria campesina se ejerce en los ámbitos de vigencia personal, 
material y territorial, cuando concurran simultáneamente.

ARTÍCULO 9. (ÁMBITO DE VIGENCIA PERSONAL). Están sujetos a la 
jurisdicción indígena originaria campesina los miembros de la respectiva 
nación o pueblo indígena originario campesino.

ARTÍCULO 10. (ÁMBITO DE VIGENCIA MATERIAL). I. La jurisdicción 
indígena originaria campesina conoce los asuntos o conflictos que 
histórica y tradicionalmente conocieron bajo sus normas, procedimientos 
propios vigentes y saberes, de acuerdo a su libre determinación.

II. El ámbito de vigencia material de la jurisdicción indígena originaria 
campesina no alcanza a las siguientes materias:

a. En materia penal, los delitos contra el Derecho Internacional, los 
delitos por crímenes de lesa humanidad, los delitos contra la 
seguridad interna y externa del Estado, los delitos de terrorismo, 
los delitos tributarios y aduaneros, los delitos por corrupción o 
cualquier otro delito cuya víctima sea el Estado, trata y tráfico de 
personas, tráfico de armas y delitos de narcotráfico. Los delitos 
cometidos en contra de la integridad corporal de niños, niñas y 
adolescentes, los delitos de violación, asesinato u homicidio;

b. En materia civil, cualquier proceso en el cual sea parte o tercero 
interesado el Estado, a través de su administración central, 
descentralizada, desconcentrada, autonómica y lo relacionado al 
derecho propietario;

c. Derecho Laboral, Derecho de la Seguridad Social, Derecho 
Tributario, Derecho Administrativo, Derecho Minero, Derecho de 
Hidrocarburos, Derecho Forestal, Derecho Informático, Derecho 



DEFENSORÍA DEL PUEBLO

106

Internacional público y privado, y Derecho Agrario, excepto la 
distribución interna de tierras en las comunidades que tengan 
posesión legal o derecho propietario colectivo sobre las mismas;

d. Otras que estén reservadas por la Constitución Política del 
Estado y la Ley a las jurisdicciones ordinaria, agroambiental y 
otras reconocidas legalmente.

III. Los asuntos de conocimiento de la jurisdicción indígena originaria 
campesina, no podrán ser de conocimiento de la jurisdicción ordinaria, la 
agroambiental y las demás jurisdicciones legalmente reconocidas.

ARTÍCULO 11. (ÁMBITO DE VIGENCIA TERRITORIAL). El ámbito de 
vigencia territorial se aplica a las relaciones y hechos jurídicos que se 
realizan o cuyos efectos se producen dentro de la jurisdicción de un 
pueblo indígena originario campesino, siempre y cuando concurran los 
otros ámbitos de vigencia establecidos en la Constitución Política del 
Estado y en la presente Ley.

ARTÍCULO 12. (OBLIGATORIEDAD). I. Las decisiones de las autoridades 
de la jurisdicción indígena originaria campesina son de cumplimiento 
obligatorio y serán acatadas por todas las personas y autoridades.

II. Las decisiones de las autoridades de la jurisdicción indígena originaria 
campesina son irrevisables por la jurisdicción ordinaria, la agroambiental 
y las otras legalmente reconocidas.

CAPÍTULO IV
COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN

ARTÍCULO 13. (COORDINACIÓN). I. La jurisdicción indígena originaria 
campesina, la ordinaria, la agroambiental y las demás jurisdicciones 
legalmente reconocidas, en el marco del pluralismo jurídico, concertarán 
medios y esfuerzos para lograr la convivencia social armónica, el respeto 
a los derechos individuales y colectivos y la garantía efectiva del acceso 
a la justicia de manera individual, colectiva o comunitaria.

II. La coordinación entre todas las jurisdicciones podrá realizarse de forma 
oral o escrita, respetando sus particularidades.

ARTÍCULO 14. (MECANISMOS DE COORDINACIÓN). La coordinación 
entre las autoridades de las diferentes jurisdicciones podrá ser 
mediante el:
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a. Establecimiento de sistemas de acceso transparente a información 
sobre hechos y antecedentes de personas;

b. Establecimiento de espacios de diálogo u otras formas, sobre la 
aplicación de los derechos humanos en sus resoluciones;

c. Establecimiento de espacios de diálogo u otras formas para el 
intercambio de experiencias sobre los métodos de resolución de 
conflictos;

d. Otros mecanismos de coordinación, que puedan emerger en 
función de la aplicación de la presente Ley.

ARTÍCULO 15. (COOPERACIÓN). La jurisdicción indígena originaria 
campesina, la ordinaria, la agroambiental y las demás jurisdicciones 
legalmente reconocidas, tienen el deber de cooperarse mutuamente, para 
el cumplimiento y realización de sus fines y objetivos.

ARTÍCULO 16. (MECANISMOS DE COOPERACIÓN). I. Los mecanismos 
de cooperación se desarrollarán en condiciones de equidad, 
transparencia, solidaridad, participación y control social, celeridad, 
oportunidad y gratuidad.

II. Son mecanismos de cooperación:

a. Las autoridades jurisdiccionales y las autoridades del 
Ministerio Público, Policía Boliviana, Régimen Penitenciario u 
otras instituciones, deben prestar inmediata cooperación y 
proporcionarán los antecedentes del caso a las autoridades de 
la jurisdicción indígena originaria campesina cuando éstas la 
soliciten;

b. Las autoridades de la jurisdicción indígena originaria campesina 
prestarán cooperación a las autoridades de la jurisdicción 
ordinaria, de la agroambiental y de las otras jurisdicciones 
legalmente reconocidas;

c. La remisión de la información y antecedentes de los asuntos o 
conflictos entre la jurisdicción indígena originaria campesina y las 
demás jurisdicciones;

d. Otros mecanismos de cooperación, que puedan emerger en 
función de la aplicación de la presente Ley.

ARTÍCULO 17. (OBLIGACIÓN DE COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN). 
Las autoridades de todas las jurisdicciones no podrán omitir el deber de 
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coordinación y cooperación. Esta omisión será sancionada como falta 
grave disciplinaria en la jurisdicción ordinaria, la agroambiental y las 
especiales; y en el caso de la jurisdicción indígena originaria campesina, 
de acuerdo a sus normas y procedimientos propios.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. La presente Ley se traducirá, publicará y difundirá en todos los 
idiomas de las naciones y pueblos indígena originario campesinos del 
Estado Plurinacional de Bolivia.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA Y ABROGATORIA

ÚNICA. Quedan derogadas y abrogadas todas las disposiciones jurídicas 
contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
a los dieciséis días del mes de diciembre del año dos mil diez.

Fdo. René Oscar Martínez Callahuanca, Héctor Enrique Arce Zaconeta, 
Andrés A. Villca Daza, Clementina Garnica Cruz, Pedro Nuny Caity, Ángel 
David Cortés Villegas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los veintinueve días del 
mes de diciembre de dos mil diez años.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Oscar 
Coca Antezana, Sacha Sergio Llorentty Soliz, Nilda Copa Condori, Carlos 
Romero Bonifaz, Zulma Yugar Párraga.
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1.4. LEY Nº 254 DEL CÓDIGO PROCESAL 
CONSTITUCIONAL

LEY Nº 254, DE 5 DE JULIO DE 2012
CÓDIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL

ACCIÓN POPULAR COMO ACCIÓN DE 
DEFENSA DE DERECHOS COLECTIVOS

ARTÍCULO 68. (OBJETO). La Acción Popular tiene por objeto garantizar 
los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, 
espacio, seguridad y salubridad pública, medio ambiente y otros de similar 
naturaleza reconocidos por la Constitución Política del Estado, cuando 
ellos por acto u omisión de las autoridades o de personas naturales o 
jurídicas son violados o amenazados.

ARTÍCULO 69. (LEGITIMACIÓN ACTIVA). La acción podrá ser 
interpuesta por:

1. Toda persona natural o jurídica, por sí o en representación de una 
colectividad, que considere violados o amenazados derechos o 
intereses colectivos señalados en el Artículo anterior.

2. El Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, con carácter 
obligatorio, cuando por el ejercicio de sus funciones tengan 
conocimiento de esos actos.

3. La Procuraduría General del Estado.

ARTÍCULO 70. (INTERPOSICIÓN DE LA ACCIÓN). La Acción Popular 
podrá interponerse durante el tiempo que subsista la vulneración o 
amenaza a los derechos e intereses colectivos protegidos por esta acción, 
sin necesidad de agotar la vía judicial o administrativa que exista al efecto.

ARTÍCULO 71. (EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN). Si la Jueza, Juez 
o Tribunal concede la tutela, ordenará la anulación de todo acto o el 
cumplimiento del deber omitido, que viole o amenace violar derechos 
o intereses colectivos relacionados con el objeto de la acción, y podrá 
establecer la existencia de indicios de responsabilidad civil o penal del 
accionado, de conformidad al Artículo 39 del presente Código.
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CONFLICTOS DE COMPETENCIAS ENTRE LA 
JURISDICCIÓN INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA Y 
LA JURISDICCIÓN ORDINARIA Y AGROAMBIENTAL

ARTÍCULO 100. (OBJETO). El Tribunal Constitucional Plurinacional 
resolverá los conflictos de competencias entre las Jurisdicciones Indígena 
Originaria Campesina, Ordinaria y Agroambiental.

ARTÍCULO 101. (PROCEDENCIA). I. La demanda será planteada por 
cualquier Autoridad Indígena Originaria Campesina, cuando estime que 
una Autoridad de la Jurisdicción Ordinaria o Agroambiental está ejerciendo 
jurisdicción en el ámbito de vigencia personal, territorial o material que, de 
acuerdo con la Constitución Política del Estado y la Ley, le correspondería 
a la Autoridad Indígena Originaria Campesina.

II. La demanda también podrá ser planteada por cualquier Autoridad de la 
Jurisdicción Ordinaria o Agroambiental cuando estime que una Autoridad 
Indígena Originaria Campesina, del lugar donde tiene jurisdicción en 
razón de territorio, está ejerciendo atribuciones propias de la Jurisdicción 
Ordinaria o Agroambiental de acuerdo con la Constitución Política del 
Estado y la Ley.

ARTÍCULO 102. (PROCEDIMIENTO PREVIO). I. La autoridad que 
reclame una competencia a la otra jurisdicción solicitará que ésta última 
se aparte de su conocimiento.

II. Si la autoridad requerida rechaza la solicitud o no se manifiesta en el 
plazo de los siete días subsiguientes, a partir de la petición de la autoridad 
demandante, ésta se encontrará facultada para plantear el conflicto ante 
el Tribunal Constitucional Plurinacional.

ARTÍCULO 103. (PROCEDIMIENTO ANTE EL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL). I. Admitida la demanda, la 
Comisión de Admisión del Tribunal Constitucional Plurinacional ordenará 
que ésta se ponga en conocimiento de la autoridad demandada, para que 
en el plazo de quince días alegue lo que corresponda.

II. Cumplido el plazo, con o sin respuesta, la Comisión de Admisión, 
por orden, procederá al sorteo del asunto en trámite para asignar la 
Magistrada o Magistrado Relator. El Tribunal deberá emitir la resolución 
correspondiente en el plazo de cuarenta y cinco días a partir del sorteo.
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CONSULTAS DE AUTORIDADES INDÍGENA ORIGINARIA 
CAMPESINAS SOBRE LA APLICACIÓN DE SUS 
NORMAS JURÍDICAS A UN CASO CONCRETO

ARTÍCULO 128. (OBJETO). Las consultas de Autoridades Indígena 
Originaria Campesinas, sobre la aplicación de sus normas a casos 
concretos, tienen por objeto garantizar que dichas normas guarden 
conformidad con los principios, valores y fines previstos en la 
Constitución Política del Estado.

ARTÍCULO 129. (LEGITIMIDAD). Está legitimada para presentar la 
consulta cualquier Autoridad Indígena Originaria Campesina que 
conozca el caso concreto.

ARTÍCULO 130. (PROCEDIMIENTO ANTE EL TRIBUNAL). La 
Comisión de Admisión, en el plazo de un día desde la recepción de la 
consulta, la remitirá a la Sala Especializada del Tribunal Constitucional 
Plurinacional. La declaración de la Sala se emitirá en el plazo de treinta 
días en idioma castellano y en el idioma de la Nación o Pueblo Indígena 
Originario Campesino que promovió la consulta, cuando corresponda.

ARTÍCULO 131. (CONTENIDO DE LA CONSULTA). La consulta de 
Autoridades Indígena Originario Campesinas sobre la aplicación de 
sus normas a un caso concreto, cuando menos contendrá:

1. Datos de la Nación o Pueblo Indígena Originario Campesino, 
su ubicación geográfica y la identificación de la autoridad que 
efectúa la consulta.

2. Hechos y circunstancias que podrían ser objeto de aplicación 
de la norma consultada, refiriendo el carácter consuetudinario 
de la misma.

3. Autorización de los miembros de la institución política que 
representa cuando se trate de Órganos colectivos.

4. Explicación sobre la duda que se tenga sobre la 
constitucionalidad de la norma y su aplicación.

ARTÍCULO 132. (DECLARACIÓN Y EFECTOS).

I. El Tribunal Constitucional Plurinacional declarará la aplicabilidad o 
no de la norma consultada.
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II. La declaración tendrá sólo carácter vinculante y obligatorio para las 
autoridades de la Nación o Pueblo Indígena Originario Campesino 
consultante.
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2. AUTONOMÍA INDÍGENA 
ORIGINARIO CAMPESINA

2.1. LEY N° 031 MARCO DE AUTONOMÍAS Y 
DESCENTRALIZACIÓN “ANDRÉS IBÁÑEZ”

LEY N° 031 LEY DE 19 DE JULIO DE 2010
LEY MARCO DE AUTONOMÍAS Y DESCENTRALIZACIÓN
“ANDRÉS IBÁÑEZ”

PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

Artículo 5. (PRINCIPIOS). Los principios que rigen la organización 
territorial y las entidades territoriales autónomas son:

7. Preexistencia de las Naciones y Pueblos Indígena Originario 
Campesinos.- Dada la existencia precolonial de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos y su dominio ancestral 
sobre sus territorios, se garantiza su libre determinación en el 
marco de la unidad del Estado que consiste en su derecho a la 
autonomía, al autogobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus 
instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales.

Artículo 6. (DEFINICIONES). A los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Respecto a la organización territorial:

2. Territorio Indígena Originario Campesino.- Es el territorio 
ancestral sobre el cual se constituyeron las tierras colectivas o 
comunitarias de origen, debidamente consolidadas conforme a 
ley, y que ha adquirido esta categoría mediante el procedimiento 
correspondiente ante la autoridad agraria, en el marco de lo 
establecido en los Artículos 393 al 404 y la segunda parte de 
la Disposición Transitoria Séptima de la Constitución Política del 
Estado.

 En aquellos casos en que el territorio indígena originario campesino 
cumpla los requisitos y procedimientos establecidos en la 
presente norma, se conformará en éste un gobierno autónomo 
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indígena originario campesino. Este territorio será aprobado por 
ley como unidad territorial, adquiriendo así un doble carácter, en 
este caso se rige por los Artículos 269 al 305 y la primera parte 
de la Disposición Transitoria Séptima de la Constitución Política 
del Estado y la presente Ley.

III. Respecto a naciones y pueblos indígena originario campesinos:

 Naciones y Pueblos Indígena Originario Campesinos.- Son 
pueblos y naciones que existen con anterioridad a la invasión o 
colonización, constituyen una unidad sociopolítica, históricamente 
desarrollada, con organización, cultura, instituciones, derecho, 
ritualidad, religión, idioma y otras características comunes e 
integradas. Se encuentran asentados en un territorio ancestral 
determinado y mediante sus instituciones propias, en tierras altas 
son los Suyus conformados por Markas, Ayllus y otras formas de 
organización, y en tierras bajas con las características propias de 
cada pueblo indígena, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 
2, el Parágrafo I del Artículo 30 y el Artículo 32 de la Constitución 
Política del Estado.

DISTRITOS MUNICIPALES INDÍGENA 
ORIGINARIO CAMPESINOS

Artículo 28. (DISTRITOS MUNICIPALES INDÍGENA ORIGINARIO 
CAMPESINOS).

I. A iniciativa de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
los municipios crearán distritos municipales indígena originario 
campesinos, basados o no en territorios indígena originario campesinos, 
o en comunidades indígena originaria campesinas que sean minoría 
poblacional en el municipio y que no se hayan constituido en autonomías 
indígena originaria campesinas en coordinación con los pueblos y 
naciones existentes en su jurisdicción, de acuerdo a la normativa vigente 
y respetando el principio de preexistencia de naciones y pueblos indígena 
originario campesinos. Los distritos indígena originario campesinos en 
sujeción al principio de preexistencia son espacios descentralizados. 
Los distritos indígena originario campesinos en casos excepcionales 
podrán establecerse como tales cuando exista dispersión poblacional 
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con discontinuidad territorial determinada en la normativa del gobierno 
autónomo municipal.

II. Las naciones y pueblos indígena originario campesinos de los 
distritos municipales indígena originario campesinos elegirán a su(s) 
representante(s) al concejo municipal y a su(s) autoridades propias por 
sus normas y procedimientos propios, según lo establecido en la carta 
orgánica o normativa municipal.

III. Los distritos municipales indígena originario campesinos que cuenten 
con las capacidades de gestión necesarias y con un Plan de Desarrollo 
Integral podrán acceder a recursos financieros para su implementación. 
El Plan de Desarrollo Integral debe estar enfocado según la visión de cada 
pueblo o nación indígena originario campesino, en armonía con el Plan de 
Desarrollo Municipal.

MANCOMUNIDADES

Artículo 29. (MANCOMUNIDADES). I. La mancomunidad es la 
asociación voluntaria entre entidades territoriales autónomas municipales, 
regionales o indígena originario campesinas, que desarrollan acciones 
conjuntas en el marco de las competencias legalmente asignadas a sus 
integrantes.

II. La mancomunidad deberá tener recursos económicos asignados por sus 
integrantes, los que estarán estipulados en su convenio mancomunitario. 
Si así lo estableciera este convenio, el Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas deberá efectuar la transferencia directa de estos fondos a la 
cuenta de la mancomunidad.

Las entidades territoriales autónomas podrán acceder, en el marco de su 
convenio mancomunitario, a otros recursos de acuerdo a procedimientos 
definidos en la ley específica.

III. Los territorios indígena originario campesinos que trasciendan límites 
departamentales podrán constituir autonomías indígena originaria 
campesinas dentro de los límites de cada uno de los departamentos, 
estableciendo mancomunidades entre sí, a fin de preservar su unidad de 
gestión.

IV. Las mancomunidades serán normadas mediante ley específica.
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AUTONOMÍA INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA

Artículo 42. (RÉGIMEN AUTONÓMICO INDÍGENA ORIGINARIO 
CAMPESINO). El régimen autonómico indígena originario campesino 
se regula de conformidad a lo establecido en la Constitución Política del 
Estado de forma específica en los Artículos 2, 30, 289 a 296 y 303 al 
304, la presente Ley, el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo ratificado por Ley N° 1257, del 11 de julio de 1991, la Declaración 
de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas ratificada 
por Ley N° 3760, del 7 de noviembre de 2007, las normas y procedimientos 
propios de los pueblos indígena originario campesinos y los estatutos de 
cada autonomía indígena originaria campesina. Este régimen alcanza al 
pueblo afroboliviano en concordancia a su reconocimiento en el Artículo 
32 de la Constitución Política del Estado.

Artículo 43 (CARÁCTER DE LO INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINO). 
Lo indígena originario campesino es un concepto indivisible que identifica 
a los pueblos y naciones de Bolivia cuya existencia es anterior a la 
colonia, cuya población comparte territorialidad, cultura, historia, lenguas 
y organización o instituciones jurídicas, políticas, sociales y económicas 
propias; y así se denominen solamente como indígenas o como originarios 
o como campesinos, pueden acceder en igualdad de condiciones al 
derecho a la autonomía establecido en la Constitución Política del Estado, 
en sus territorios ancestrales actualmente habitados por ellos mismos y en 
concordancia con el Artículo 1 del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas 
de la Organización Internacional del Trabajo. El pueblo afroboliviano está 
incluido en estos alcances, en concordancia con el Artículo 32 de la 
Constitución Política del Estado.

Artículo 44. (JURISDICCIÓN TERRITORIAL DE LA AUTONOMÍA 
INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA). Las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, cumplidos los requisitos y procedimientos 
establecidos en la Constitución Política del Estado y la presente Ley, 
podrán acceder a la autonomía indígena originaria campesina a partir de:

1. Territorio Indígena Originario Campesino;

2. Municipio;

3. Región o Región Indígena Originaria Campesina, que se conforme 
de acuerdo a la presente Ley.
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Artículo 45. (GOBIERNO INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINO). El 
gobierno autónomo indígena originario campesino estará conformado y se 
ejercerá por su estatuto de autonomía, sus normas, instituciones, formas 
de organización propias en el marco de sus atribuciones legislativa, 
deliberativa, fiscalizadora, reglamentaria, y ejecutiva, en el ámbito de su 
jurisdicción territorial, y sus competencias de acuerdo a la Constitución 
Política del Estado.

Artículo 46. (DENOMINACIÓN). I. La denominación de autonomía 
indígena originaria campesina es común, cualquiera que sea la jurisdicción 
territorial en la que se ejerce.

II. La conformación de la autonomía indígena originaria campesina 
establecida en una región no implica necesariamente la disolución de 
las que le dieron origen, en este caso dará lugar al establecimiento de 
dos niveles de autogobierno: el local y el regional, ejerciendo el segundo 
aquellas competencias de la autonomía indígena originaria campesina 
que le sean conferidas por los titulares originales que la conforman. La 
decisión de disolución de las entidades territoriales que conforman la 
región deberá ser establecida según proceso de consulta o referendo 
de acuerdo a ley, según corresponda, pudiendo conformarse un único 
gobierno autónomo indígena originario campesino para toda la región.

III. Los pueblos indígena originario campesinos tienen el derecho de 
definir la denominación propia de sus entidades territoriales autónomas 
de acuerdo a sus normas y procedimientos propios.

Artículo 47. (INTEGRACIÓN TERRITORIAL DE LA AUTONOMÍA 
INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA).

I. Si convertido un municipio en autonomía indígena originaria campesina, 
incluyese solo parcialmente uno o más territorios indígena originario 
campesinos, se podrá iniciar un proceso de nueva delimitación para 
integrar la totalidad del territorio indígena originario campesino a la 
autonomía indígena originaria campesina, mediante consulta por normas 
y procedimientos propios al o los pueblos indígenas del o los territorios 
indígena originario campesino correspondientes, que deberá ser 
aprobada por ley del nivel central del Estado. La norma correspondiente 
establecerá facilidades excepcionales para este proceso.

II. La conformación de una región indígena originaria campesina autónoma 
no implica la desaparición de las entidades territoriales que la conforman. 
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Sin embargo, se crearán incentivos a la fusión de entidades territoriales 
en el seno de la región y la norma correspondiente establecerá facilidades 
para este proceso.

III. Uno o varios distritos municipales indígena originario campesinos 
podrán agregarse a entidades territoriales indígena originario campesinas 
colindantes, previo proceso de nueva definición de límites municipales 
y los procesos de acceso a la autonomía indígena originaria campesina 
establecidos en la presente Ley.

IV. Una o varias comunidades indígena originario campesinas con territorio 
consolidado podrán agregarse a entidades territoriales indígena originario 
campesinas colindantes, de la misma nación o pueblos indígena originario 
campesino o afines, previo acuerdo entre las partes y proceso de nueva 
definición de límites municipales y los procesos de acceso a la autonomía 
indígena originario campesino establecidos en la presente Ley.

V. Podrán constituirse en una sola autonomía indígena originaria 
campesina, la agregación de territorios indígena originario campesinos 
con continuidad territorial, pertenecientes a uno o a diferentes pueblos o 
naciones indígena originario campesinos que tengan afinidad cultural, si 
en conjunto cumplen con los requisitos establecidos en el Artículo 56 de 
la presente Ley.

VI. Los territorios indígena originario campesinos que no se constituyan en 
autonomía podrán constituirse en distritos municipales indígena originario 
campesinos, de acuerdo a la normativa en vigencia.

VII. La presencia de terceros al interior del territorio indígena originario 
campesino no implica discontinuidad territorial.

Artículo 48. (EXPRESIÓN ORAL O ESCRITA DE SUS POTESTADES). 
Las facultades deliberativa, fiscalizadora, legislativa, reglamentaria y 
ejecutiva, además del ejercicio de su facultad jurisdiccional, podrán 
expresarse de manera oral o escrita, teniendo el mismo valor bajo sus 
propias modalidades, con el único requisito de su registro, salvo en los 
casos en que la acreditación documentada de las actuaciones constituya 
un requisito indispensable.
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ACCESO A LA AUTONOMÍA

Artículo 49. (ACCESO A LA CONDICIÓN DE ENTIDADES 
TERRITORIALES AUTÓNOMAS). I. Todos los municipios del país gozan 
de autonomía municipal conferida por la Constitución Política del Estado.

II. Por mandato de los referendos por autonomía departamental de 2 de 
julio de 2006 y 6 de diciembre de 2009, todos los departamentos del país 
acceden a la autonomía departamental de acuerdo a lo dispuesto en la 
Constitución Política del Estado y la presente Ley.

III. Por mandato de los referendos por la autonomía indígena originaria 
campesina y autonomía regional de 6 de diciembre de 2009, los municipios 
en los que fue aprobada la consulta accederán a la autonomía indígena 
originaria campesina y autonomía regional, respectivamente de acuerdo a 
lo dispuesto en la Constitución Política del Estado y la presente Ley.

IV. Podrán acceder a la autonomía indígena originaria campesina y a la 
autonomía regional, las entidades territoriales y regiones de acuerdo a lo 
establecido en la Constitución Política del Estado y la presente Ley.

Artículo 50. (INICIATIVA DE ACCESO A LA AUTONOMÍA). I. 
El acceso a la autonomía regional se activa por iniciativa popular para 
referendo en los municipios que la integran o cuando corresponda mediante 
consulta según normas y procedimientos propios, de conformidad con la 
Ley del Régimen Electoral y los requisitos establecidos en la presente Ley.

II. La conversión de municipio en autonomía indígena originaria 
campesina se activa por iniciativa popular para referendo, impulsada 
por las autoridades indígena originario campesinas respectivas, y según 
procedimiento establecido en la Ley del Régimen Electoral. La iniciativa 
popular es de carácter vinculante para el Concejo Municipal.

III. La conversión de autonomía regional en autonomía indígena originaria 
campesina regional se activa mediante iniciativa popular para referendo, 
o consulta según normas y procedimientos propios cuando corresponda, 
de conformidad con la Ley del Régimen Electoral y los requisitos 
establecidos en la presente Ley.

IV. El acceso a la autonomía indígena originaria campesina en territorios 
indígena originario campesinos se activa mediante consulta según normas 
y procedimientos propios, realizada por los titulares del territorio indígena 
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originario campesino, en el marco de la Ley del Régimen Electoral y los 
requisitos establecidos en la presente Ley.

V. La conformación de una autonomía indígena originaria campesina 
regional se activa mediante iniciativa de los gobiernos autónomos indígena 
originario campesinos, de acuerdo a normas y procedimientos propios, 
y si corresponde, en las autonomías municipales, mediante iniciativa 
popular para referendo según procedimiento establecido por la Ley del 
Régimen Electoral y los requisitos establecidos en la presente Ley.

Artículo 51. (PROCEDIMIENTO). I El procedimiento de referendo por 
iniciativa popular se rige según lo dispuesto en la Ley del Régimen 
Electoral.

II. El procedimiento de consulta mediante normas y procedimientos 
propios será supervisado por el Órgano Electoral Plurinacional, a través 
del Servicio Intercultural de Fortalecimiento Democrático (SIFDE), en 
conformidad a lo establecido para la democracia comunitaria en la Ley 
del Régimen Electoral.

Artículo 56. (REQUISITOS PARA EL ACCESO A LA AUTONOMÍA 
INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA). I. De manera previa a la 
iniciativa establecida en el Artículo 50 de la presente Ley, el Ministerio 
de Autonomía deberá certificar expresamente en cada caso la condición 
de territorios ancestrales, actualmente habitados por esos pueblos y 
naciones demandantes según lo establecido en el Parágrafo I del Artículo 
290 de la Constitución Política del Estado.

II. En los casos de la conversión de municipio en autonomía indígena 
originaria campesina o la conversión de autonomía regional en autonomía 
indígena originaria campesina, el único requisito para dar lugar a la 
iniciativa es el establecido en el Parágrafo anterior.

III. Para la conformación de una autonomía indígena originaria campesina 
constituida en una región, además del establecido en el Parágrafo I del 
presente Artículo, es requisito la continuidad territorial y que cada uno de 
sus componentes sean entidades territoriales autónomas ya constituidas.

IV. Para la conformación de una autonomía indígena originaria campesina 
en un territorio indígena originario campesino, además de lo establecido 
en el Parágrafo I del presente Artículo, son requisitos la viabilidad 
gubernativa y base poblacional, tal como se definen en los Artículos 
siguientes de la presente Ley.
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Artículo 57. (VIABILIDAD GUBERNATIVA). I. La viabilidad gubernativa 
se acredita con la certificación emitida por el Ministerio de Autonomía, 
que contemplará la evaluación técnica y comprobación en el lugar, del 
cumplimiento de los siguientes criterios:

1. Organización. La existencia, representatividad, y funcionamiento 
efectivo de una estructura organizacional de la(s) nación(es) 
y pueblo(s) indígena originario campesino(s), que incluya a la 
totalidad de organizaciones de la misma naturaleza constituidas 
en el territorio, con independencia respecto a actores de otra 
índole e intereses externos.

2. Plan Territorial. La organización deberá contar con un plan de 
desarrollo integral de la(s) nación(es) o pueblo(s) indígena 
originario campesino(s) que habitan en el territorio, según su 
identidad y modo de ser, e instrumentos para la gestión territorial. 
El plan deberá incluir estrategias institucional y financiera para 
la entidad territorial, en función de garantizar un proceso de 
fortalecimiento de sus capacidades técnicas y de recursos 
humanos, la gestión y administración, así como la mejora integral 
de la calidad de vida de sus habitantes. El plan deberá contemplar 
la estructura demográfica de la población.

Artículo 58. (BASE POBLACIONAL). I. En el territorio deberá existir 
una base poblacional igual o mayor a diez mil (10.000) habitantes en el 
caso de naciones y pueblos indígena originario campesinos de tierras 
altas, y en el caso de naciones y pueblos indígena originario campesinos 
minoritarios, una base poblacional igual o mayor a mil (1.000) habitantes, 
según los datos del último censo oficial.

II. De manera excepcional, el cumplimiento del criterio de base 
poblacional establecido en el Parágrafo anterior, se flexibilizará en 
el caso de las naciones y pueblos minoritarios, si la valoración de la 
viabilidad gubernativa establecida en el Artículo anterior demuestra su 
sostenibilidad, y se reducirá a cuatro mil (4.000) habitantes, en el caso 
de pueblos y naciones indígena originario campesinos de tierras altas, en 
tanto no fragmente el territorio ancestral.

Artículo 59. (AFECTACIÓN TERRITORIAL DISTRITAL O MUNICIPAL). I. 
Cuando la conformación de una autonomía indígena originario campesina 
basada en territorio indígena originario campesino afecte límites de distritos 
municipales, el gobierno autónomo municipal correspondiente procederá 
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a la nueva distritación acordada con el pueblo o nación indígena originario 
campesina.

II. Cuando la conformación de una autonomía indígena originario 
campesina basada en territorio indígena originario campesino afecta 
límites municipales, y las unidades territoriales de las cuales se disgrega 
la nueva unidad territorial resultan inviables, la autoridad competente 
deberá aprobar una resolución para la nueva delimitación, que no afecte 
los límites del territorio indígena originario, permitiendo:

1. Establecer un perímetro para la modificación del municipio 
afectado, que garantice la continuidad territorial de aquellos 
espacios no comprendidos en el territorio indígena originario 
campesino, manteniéndose en el municipio afectado o pasando 
a formar parte de otro(s) colindante(s).

2. El perímetro del territorio indígena originario campesino podrá 
incluir áreas no comprendidas en los límites del territorio, tanto 
en función de lo anterior como para incluir aquellas comunidades 
de la nación o pueblo que deseen ser parte de la nueva unidad 
territorial.

III. Estas definiciones no significarán de ninguna manera la afectación 
de los derechos propietarios y territoriales sobre la totalidad del territorio 
indígena originario campesino, ni respecto a las propiedades que no sean 
parte de éste y pasen a conformar la nueva unidad territorial.

Artículo 106. (RECURSOS DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES 
AUTÓNOMAS INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINAS). Son recursos de 
las entidades territoriales autónomas indígena originario campesinas:

1. Impuestos asignados a su administración de acuerdo a lo 
establecido en el Numeral 13, Parágrafo I Artículo 304 de la 
Constitución Política del Estado.

2. Las tasas, patentes y contribuciones especiales, creadas por 
las entidades autónomas indígena originario campesinas, de 
acuerdo a lo dispuesto en el Numeral 12, Parágrafo I, Artículo 304 
de la Constitución Política del Estado.

3. Los ingresos provenientes de la venta de bienes, servicios y la 
enajenación de activos.

4. Legados, donaciones y otros ingresos similares.
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5. Los créditos y empréstitos internos y externos contraídos de 
acuerdo a la legislación del nivel central del Estado.

6. Las transferencias provenientes de regalías departamentales 
por explotación de recursos naturales, establecidas mediante 
normativa vigente y la ley del gobierno autónomo departamental.

7. Aquellos provenientes por transferencias, por delegación o 
transferencia de competencias.

8. Las entidades territoriales autónomas indígena originario 
campesinas percibirán los recursos por transferencias de 
coparticipación tributaria e Impuesto Directo a los Hidrocarburos 
(IDH), de acuerdo a los factores de distribución establecidos en 
las disposiciones legales en vigencia.
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3. EDUCACIÓN INTERCULTURAL 
E INTRACULTURAL

3.1. LEY N° 070 DE LA EDUCACIÓN “AVELINO SIÑANI - 
ELIZARDO PÉREZ”

LEY Nº 070, DE 20 DE DICIEMBRE DE 2010
LEY DE LA EDUCACIÓN
“AVELINO SIÑANI - ELIZARDO PÉREZ”

LA EDUCACIÓN COMO DERECHO FUNDAMENTAL

Artículo 1. (Mandatos Constitucionales de la educación).

1. Toda persona tiene derecho a recibir educación en todos los 
niveles de manera universal, productiva, gratuita, integral e 
intercultural, sin discriminación.

2. La educación constituye una función suprema y primera 
responsabilidad financiera del Estado, que tiene la obligación 
indeclinable de sostenerla, garantizarla y gestionarla.

3. El Estado y la sociedad tienen tuición plena sobre el sistema 
educativo, que comprende la educación regular, la alternativa 
y especial, y la educación superior de formación profesional. 
El sistema educativo desarrolla sus procesos sobre la base de 
criterios de armonía y coordinación.

4. El sistema educativo está compuesto por las instituciones educativas 
fiscales, instituciones educativas privadas y de convenio.

5. La educación es unitaria, pública, universal, democrática, 
participativa, comunitaria, descolonizadora y de calidad.

6. La educación es intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el 
sistema educativo.

7. El sistema educativo se fundamenta en una educación abierta, 
humanista, científica, técnica y tecnológica, productiva, territorial, 
teórica y práctica, liberadora y revolucionaria, crítica y solidaria.
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8. La educación es obligatoria hasta el bachillerato.

9. La educación fiscal es gratuita en todos sus niveles hasta el 
superior.

Artículo 2. (Disposiciones generales).

1. Participación social. Se reconoce y garantiza la participación 
social, la participación comunitaria, de madres y padres de familia 
en el sistema educativo, mediante organismos representativos en 
todos los niveles del Estado. En las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades interculturales y afro 
bolivianas de acuerdo a sus normas y procedimientos propios.

2. Unidades educativas fiscales. Se consolida y fortalece el 
funcionamiento de unidades educativas fiscales y gratuitas, 
sostenidas por el Estado Plurinacional, para garantizar el acceso, 
permanencia y la calidad de la educación de todas y todos, por 
constituir la educación un derecho fundamental y de prioridad 
estratégica para la transformación hacia el Vivir Bien.

3. Unidades educativas privadas. Se reconoce y respeta el 
funcionamiento de unidades educativas privadas, en todos los 
niveles y modalidades, que se rigen por las políticas, planes, 
programas y autoridades del Sistema Educativo Plurinacional. 
El Estado garantiza su funcionamiento previa verificación de 
las condiciones y cumplimiento de los requisitos establecidos 
en reglamentación específica aprobada por el Ministerio de 
Educación.

4. Unidades educativas de convenio. Se reconoce y respeta el 
funcionamiento de unidades educativas de convenio con fines 
de servicio social, con acceso libre y sin fines de lucro, que 
deberán funcionar bajo la tuición de las autoridades públicas, 
respetando el derecho de administración de entidades religiosas 
sobre dichas unidades educativas, sin perjuicio de lo establecido 
en disposiciones nacionales, y se regirán por las mismas 
normas, políticas, planes y programas del sistema educativo. 
Su funcionamiento será regulado mediante reglamentación 
específica aprobada por el Ministerio de Educación.

5. Del derecho de las madres y padres. Se respeta el derecho de 
las madres y padres a elegir la educación que convenga para sus 
hijas e hijos.
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6. Inamovilidad funcionaría. Se garantiza la carrera docente y la 
inamovilidad del personal docente, administrativo y de servicio 
del magisterio nacional.

7. Escalafón nacional del magisterio. El reglamento del escalafón 
nacional del servicio de educación, es el instrumento normativo 
de vigencia plena que garantiza la carrera docente, administrativa 
y de servicio del Sistema Educativo Plurinacional.

8. Sindicalización. El Estado reconoce al magisterio el derecho a la 
sindicalización como medio de defensa profesional, se ocupa de 
su dignificación social y económica, respetando su participación 
activa en el mejoramiento de la educación.

9. Organización estudiantil. El Estado reconoce la participación de 
las organizaciones estudiantiles en la defensa de sus derechos, 
según reglamento específico. Se exceptúa de este derecho a los 
estudiantes de los institutos militares y policiales por encontrarse 
sujetos a régimen especial y normativa específica.

10. Promoción del deporte. El Estado deberá promover y desarrollar la 
práctica deportiva, preventiva, recreativa, formativa y competitiva en 
toda la estructura del Sistema Educativo Plurinacional, mediante la 
implementación de políticas de educación, recreación y salud pública.

BASES, FINES Y OBJETIVOS DE LA EDUCACIÓN

Artículo 3. (Bases de la educación). La educación se sustenta en 
la sociedad, a través de la participación plena de las bolivianas y los 
bolivianos en el Sistema Educativo Plurinacional, respetando sus diversas 
expresiones sociales y culturales, en sus diferentes formas de organización. 
La educación se fundamenta en las siguientes bases:

1. Es descolonizadora, liberadora, revolucionaria, anti-imperialista, 
despatriarcalizadora y transformadora de las estructuras 
económicas y sociales; orientada a la reafirmación cultural de 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos, las 
comunidades interculturales y afrobolivianas en la construcción del 
Estado Plurinacional y el Vivir Bien.

2. Es comunitaria, democrática, participativa y de consensos en la 
toma de decisiones sobre políticas educativas, reafirmando la 
unidad en la diversidad.
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3. Es universal, porque atiende a todas y todos los habitantes del 
Estado Plurinacional, así como a las bolivianas y los bolivianos 
que viven en el exterior, se desarrolla a lo largo de toda la vida, 
sin limitación ni condicionamiento alguno, de acuerdo a los 
subsistemas, modalidades y programas del Sistema Educativo 
Plurinacional.

4. Es única, diversa y plural. Única en cuanto a calidad, política 
educativa y currículo base, erradicando las diferencias entre lo 
fiscal y privado, lo urbano y rural. Diversa y plural en su aplicación y 
pertinencia a cada contexto geográfico, social, cultural y lingüístico, 
así como en relación a las modalidades de implementación en los 
subsistemas del Sistema Educativo Plurinacional.

5. Es unitaria e integradora del Estado Plurinacional y promueve el 
desarrollo armonioso entre las regiones.

6. Es laica, pluralista y espiritual, reconoce y garantiza la libertad 
de conciencia y de fe y de la enseñanza de religión, así como 
la espiritualidad de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, fomenta el respeto y la convivencia mutua entre 
las personas con diversas opciones religiosas, sin imposición 
dogmática, y propiciando el diálogo interreligioso.

7. Es inclusiva, asumiendo la diversidad de los grupos poblacionales 
y personas que habitan el país, ofrece una educación oportuna 
y pertinente a las necesidades, expectativas e intereses de todas 
y todos los habitantes del Estado Plurinacional, con igualdad de 
oportunidades y equiparación de condiciones, sin discriminación 
alguna según el Artículo 14 de la Constitución Política del Estado.

8. Es intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el sistema 
educativo. Desde el potenciamiento de los saberes, conocimientos 
e idiomas de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
las comunidades interculturales y afrobolivianas, promueve la 
interrelación y convivencia en igualdad de oportunidades para 
todas y todos, a través de la valoración y respeto recíproco entre 
culturas.

9. Es productiva y territorial, orientada a la producción intelectual 
y material, al trabajo creador y a la relación armónica de los 
sistemas de vida y las comunidades humanas en la Madre Tierra, 
fortaleciendo la gestión territorial de las naciones y pueblos 
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indígena originario campesinos, las comunidades interculturales 
y afro bolivianas.

10. Es científica, técnica, tecnológica y artística, desarrollando los 
conocimientos y saberes desde la cosmovisión de las culturas 
indígena originaria campesinas, comunidades interculturales 
y afro bolivianas, en complementariedad con los saberes y 
conocimientos universales, para contribuir al desarrollo integral 
de la sociedad.

11. Es educación de la vida y en la vida, para Vivir Bien. Desarrolla 
una formación integral que promueve la realización de la 
identidad, afectividad, espiritualidad y subjetividad de las 
personas y comunidades; es vivir en armonía con la Madre Tierra 
y en comunidad entre los seres humanos.

12. Es promotora de la convivencia pacífica, contribuye a erradicar 
toda forma de violencia en el ámbito educativo, para el desarrollo 
de una sociedad sustentada en la cultura de paz, el buen trato y 
el respeto a los derechos humanos individuales y colectivos de 
las personas y de los pueblos.

13. La educación asume y promueve como principios ético morales 
de la sociedad plural el ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas 
flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma qamaña (Vivir Bien), 
ñandereko (vida armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei 
(tierra sin mal) y qhapaj ñan (camino o vida noble), y los principios 
de otros pueblos. Se sustenta en los valores de unidad, igualdad, 
inclusión, dignidad, libertad, solidaridad, reciprocidad, respeto, 
complementariedad, armonía, transparencia, equilibrio, igualdad 
de oportunidades, equidad social y de género en la participación, 
bienestar común, responsabilidad, justicia social, distribución y 
redistribución de los productos y bienes sociales, para Vivir Bien.

14. Es liberadora en lo pedagógico porque promueve que la persona 
tome conciencia de su realidad para transformarla, desarrollando 
su personalidad y pensamiento crítico.

Artículo 4. (Fines de la educación).

1. Contribuir a la consolidación de la educación descolonizada, 
para garantizar un Estado Plurinacional y una sociedad del Vivir 
Bien con justicia social, productiva y soberana.
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2. Formar integral y equitativamente a mujeres y hombres, en función 
de sus necesidades, particularidades y expectativas, mediante el 
desarrollo armónico de todas sus potencialidades y capacidades, 
valorando y respetando sus diferencias y semejanzas, así como 
garantizando el ejercicio pleno de los derechos fundamentales de 
todas las personas y colectividades, y los derechos de la Madre 
Tierra en todos los ámbitos de la educación.

3. Universalizar los saberes y conocimientos propios, para el 
desarrollo de una educación desde las identidades culturales.

4. Fortalecer el desarrollo de la intraculturalidad, interculturalidad 
y el plurilingüismo en la formación y la realización plena de 
las bolivianas y bolivianos, para una sociedad del Vivir Bien. 
Contribuyendo a la consolidación y fortalecimiento de la 
identidad cultural de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales y afrobolivianas, a 
partir de las ciencias, técnicas, artes y tecnologías propias, en 
complementariedad con los conocimientos universales.

5. Contribuir a la convivencia armónica y equilibrada del ser humano 
con la Madre Tierra, frente a toda acción depredadora, respetando 
y recuperando las diversas cosmovisiones y culturas.

6. Promover una sociedad despatriarcalizada, cimentada en la 
equidad de género, la no diferencia de roles, la no violencia y la 
vigencia plena de los derechos humanos.

7. Garantizar la participación plena de todas y todos los habitantes 
del Estado Plurinacional en la educación, para contribuir a la 
construcción de una sociedad participativa y comunitaria.

8. Promover la amplia reciprocidad, solidaridad e integración entre 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos y afro 
descendientes que luchan por la construcción de su unidad en 
el ámbito continental y mundial. Así como de las organizaciones 
sociales, estudiantiles y de las comunidades educativas.

9. Fortalecer la unidad, integridad territorial y soberanía del Estado 
Plurinacional, promoviendo la integración latinoamericana y mundial.

10. Contribuir a reafirmar el derecho irrenunciable e imprescriptible 
del territorio que le dé acceso al Océano Pacífico y su espacio 
marítimo, al Estado Plurinacional de Bolivia.
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11. Impulsar la investigación científica y tecnológica asociada a la 
innovación y producción de conocimientos, como rector de lucha 
contra la pobreza, exclusión social y degradación del medio ambiente.

Artículo 5. (Objetivos de la educación).

1. Desarrollar la formación integral de las personas y el fortalecimiento 
de la conciencia social crítica de la vida y en la vida para 
Vivir Bien, que vincule la teoría con la práctica productiva. La 
educación estará orientada a la formación individual y colectiva, 
sin discriminación alguna, desarrollando potencialidades y 
capacidades físicas, intelectuales, afectivas, culturales, artísticas, 
deportivas, creativas e innovadoras, con vocación de servicio a la 
sociedad y al Estado Plurinacional.

2. Desarrollar una formación científica, técnica, tecnológica 
y productiva, a partir de saberes y conocimientos propios, 
fomentando la investigación vinculada a la cosmovisión y cultura de 
los pueblos, en complementariedad con los avances de la ciencia 
y la tecnología universal en todo el Sistema Educativo Plurinacional.

3. Contribuir al fortalecimiento de la unidad e identidad de todas 
las ciudadanas y todos los ciudadanos como parte del Estado 
Plurinacional, así como a la identidad y desarrollo cultural de 
los miembros de cada nación o pueblo indígena originario 
campesino, y al entendimiento y enriquecimiento intercultural e 
intracultural dentro del Estado Plurinacional.

4. Promover la unidad del Estado Plurinacional respetando la 
diversidad, consolidando su soberanía política, económica, 
social y cultural, con equidad e igualdad de oportunidades y 
equiparación de condiciones para todas las personas.

5. Consolidar el Sistema Educativo Plurinacional con la directa 
participación de madres y padres de familia, de las organizaciones 
sociales, sindicales y populares, instituciones, naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, afrobolivianos y comunidades 
interculturales en la formulación de políticas educativas, 
planificación, organización, seguimiento y evaluación del proceso 
educativo, velando por su calidad.

6. Contribuir al fortalecimiento de la seguridad, defensa y desarrollo 
del Estado Plurinacional, priorizando la educación en las fronteras 
para resguardar la soberanía.
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7. Formar mujeres y hombres con identidad y conciencia de la 
diversidad territorial, económica, social y cultural del país, para 
consolidar la integración del Estado Plurinacional.

8. Cultivar y fortalecer el civismo, el diálogo intercultural y los valores 
éticos, morales y estéticos basados en la vida comunitaria y el 
respeto a los derechos fundamentales individuales y colectivos.

9. Desarrollar una conciencia integradora y equilibrada de las 
comunidades humanas y la Madre Tierra que contribuya a la 
relación de convivencia armónica con su entorno, asegurando 
su protección, prevención de riesgos y desastres naturales, 
conservación y manejo sostenible considerando la diversidad de 
cosmovisiones y culturas.

10. Garantizar el acceso a la educación y la permanencia de 
ciudadanas y ciudadanos en condiciones de plena igualdad y 
equiparación de condiciones.

11. Formular e implementar, desde todos los niveles de gobierno 
del Estado Plurinacional, programas sociales específicos que 
beneficien a las y los estudiantes con menos posibilidades 
económicas para que accedan y permanezcan en el sistema 
educativo, mediante recursos económicos, programas de 
alimentación, vestimenta, transporte y material escolar; en áreas 
dispersas con residencias estudiantiles y se estimulará con becas 
a las y los estudiantes de excelente aprovechamiento en todos los 
niveles del Sistema Educativo Plurinacional.

12. Formar una conciencia productiva, comunitaria y ambiental en 
las y los estudiantes, fomentando la producción y consumo de 
productos ecológicos, con seguridad y soberanía alimentaria, 
conservando y protegiendo la biodiversidad, el territorio y la 
Madre Tierra, para Vivir Bien.

13. Implementar políticas educativas de formación continua y 
actualización de maestras y maestros en los subsistemas Regular, 
Alternativo y Especial del Sistema Educativo Plurinacional.

14. Desarrollar políticas educativas que promuevan el acceso y 
la permanencia de personas con necesidades educativas 
asociadas a discapacidad en el sistema educativo y sensibilizar a 
la sociedad sobre su atención integral, sin discriminación alguna.
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15. Desarrollar programas educativos pertinentes a cada contexto 
sociocultural, lingüístico, histórico, ecológico y geográfico, 
sustentados en el currículo base de carácter intercultural.

16. Establecer procesos de articulación entre los subsistemas y la 
secuencialidad de los contenidos curriculares desde la educación 
inicial en familia comunitaria hasta la educación superior de 
formación profesional.

17. Implementar políticas y programas de alfabetización y 
postalfabetización integral de carácter intracultural, intercultural 
y plurilingüe, de formación para personas jóvenes y adultas 
que posibiliten la continuidad de sus estudios hasta el nivel de 
educación superior, de procesos de educación permanente 
orientados a la formación integral, el pensamiento crítico y la 
acción transformadora de la sociedad.

18. Garantizar integralmente la calidad de la educación en todo el 
Sistema Educativo Plurinacional, implementando estrategias 
de seguimiento, medición, evaluación y acreditación con 
participación social. En el marco de la soberanía e identidad 
plurinacional, plantear a nivel internacional indicadores, 
parámetros de evaluación y acreditación de la calidad educativa 
que respondan a la diversidad sociocultural y lingüística del país.

19. Desarrollar una educación cívica, humanística, histórica, cultural, 
artística y deportiva orientada al ejercicio pleno de deberes y 
derechos ciudadanos en el marco de la Constitución Política del 
Estado y la declaración Universal de los Derechos Humanos.

20. Promover la investigación científica, técnica, tecnológica y 
pedagógica en todo el Sistema Educativo Plurinacional, en el 
marco del currículo base y los currículos regionalizados.

21. Promover y garantizar la educación permanente de niñas, niños y 
adolescentes con discapacidad o con talentos extraordinarios en 
el aprendizaje bajo la misma estructura, principios y valores del 
Sistema Educativo Plurinacional.

22. Implementar políticas y programas de atención integral educativa 
a poblaciones vulnerables y en condiciones de desventaja social.
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DIVERSIDAD SOCIOCULTURAL Y LINGÜÍSTICA

Artículo 6. (Intraculturalidad e Interculturalidad).

I. Intraculturalidad: La intraculturalidad promueve la recuperación, 
fortalecimiento, desarrollo y cohesión al interior de las culturas de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas para la consolidación del Estado 
Plurinacional, basado en la equidad, solidaridad, complementariedad, 
reciprocidad y justicia. En el currículo del Sistema Educativo Plurinacional 
se incorporan los saberes y conocimientos de las cosmovisiones de 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas.

II. Interculturalidad: El desarrollo de la interrelación e interacción de 
conocimientos, saberes, ciencia y tecnología propios de cada cultura 
con otras culturas, que fortalece la identidad propia y la interacción en 
igualdad de condiciones entre todas las culturas bolivianas con las del 
resto del mundo. Se promueven prácticas de interacción entre diferentes 
pueblos y culturas desarrollando actitudes de valoración, convivencia y 
diálogo entre distintas visiones del mundo para proyectar y universalizar 
la sabiduría propia.

Artículo 7. (Uso de Idiomas oficiales y lengua extranjera). La educación 
debe iniciarse en la lengua materna, y su uso es una necesidad pedagógica 
en todos los aspectos de su formación. Por la diversidad lingüística 
existente en el Estado Plurinacional, se adoptan los siguientes principios 
obligatorios de uso de las lenguas por constituirse en instrumentos de 
comunicación, desarrollo y producción de saberes y conocimientos en el 
Sistema Educativo Plurinacional.

1. En poblaciones o comunidades monolingües y de predominio de 
la lengua originaria, la lengua originaria como primera lengua y el 
castellano como segunda lengua.

2. En poblaciones o comunidades monolingües y de predominio del 
castellano, el castellano como primera lengua y la originaria como 
segunda.

3. En las comunidades o regiones trilingües o plurilingües, la elección 
de la lengua originaria, se sujeta a criterios de territorialidad y 
transterritorialidad definidos por los consejos comunitarios, que 
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será considerada como primera lengua y el castellano como 
segunda lengua.

4. En el caso de las lenguas en peligro de extinción, se 
implementarán políticas lingüísticas de recuperación y desarrollo 
con participación directa de los hablantes de dichas lenguas.

5. Enseñanza de lengua extranjera. La enseñanza de la lengua 
extranjera se inicia en forma gradual y obligatoria desde los 
primeros años de escolaridad, con metodología pertinente y 
personal especializado, continuando en todos los niveles del 
Sistema Educativo Plurinacional.

6. La enseñanza del lenguaje en señas es un derecho de las 
y los estudiantes que lo requieran en el sistema educativo. La 
enseñanza del lenguaje de señas es parte de la formación 
plurilingüe de las maestras y maestros.

ORGANIZACIÓN CURRICULAR

Artículo 69. (Organización curricular).

1. Es la estructura, organización y el conjunto de relaciones que 
se establecen entre los componentes del currículo del Sistema 
Educativo Plurinacional en sus diversos subsistemas y niveles 
de formación, articulados a las necesidades, demandas y 
expectativas de la sociedad y el Estado Plurinacional.

2. La organización curricular establece los mecanismos de 
articulación entre la teoría y la práctica educativa, se expresa 
en el currículo base de carácter intercultural, los currículos 
regionalizados y diversificados de carácter intracultural que 
en su complementariedad, garantizan la unidad e integridad 
del Sistema Educativo Plurinacional, así como el respeto a la 
diversidad cultural y lingüística de Bolivia.

3. Es responsabilidad del Ministerio de Educación diseñar, aprobar 
e implementar el currículo base con participación de los actores 
educativos, así como apoyar la formulación y aprobación de los 
currículos regionalizados, en coordinación con las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos, preservando su armonía 
y complementariedad con el currículo base plurinacional.
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4. Los principios y objetivos de la organización curricular emergen 
de las necesidades de la vida y del aprendizaje de las personas 
y de la colectividad, serán establecidos en el currículo base 
plurinacional.

5. Las modalidades de atención en los procesos educativos de los 
subsistemas y niveles, serán definidos por el currículo base y 
los currículos regionalizados, de acuerdo a las particularidades 
educativas, lingüísticas y culturales.

Artículo 70. (Currículo Regionalizado).

I. El currículo regionalizado se refiere al conjunto organizado de planes y 
programas, objetivos, contenidos, criterios metodológicos y de evaluación en 
un determinado subsistema y nivel educativo, que expresa la particularidad y 
complementariedad en armonía con el currículo base del Sistema Educativo 
Plurinacional, considerando fundamentalmente las características del 
contexto sociocultural y lingüístico que hacen a su identidad.

II. Las naciones y pueblos indígena originario campesinos desarrollan 
procesos educativos productivos comunitarios, acorde a sus vocaciones 
productivas del contexto territorial.

III. La gestión del currículo regionalizado es una competencia concurrente 
entre el nivel central del Estado y las entidades territoriales autónomas.

Artículo 80. (Nivel Autonómico). En el marco de las competencias 
concurrentes establecidas en la Constitución Política del Estado 
Plurinacional y disposiciones legales, las entidades territoriales autónomas 
tendrán las siguientes atribuciones referidas a la gestión educativa:

1. Gobiernos Departamentales:

a) Responsables de dotar, financiar y garantizar los servicios básicos, 
infraestructura, mobiliario, material educativo y equipamiento a 
los Institutos Técnicos y Tecnológicos en su jurisdicción.

b) Apoyo a programas educativos con recursos establecidos en las 
normas en vigencia.

2. Gobiernos Municipales:

a) Responsables de dotar, financiar y garantizar los servicios básicos, 
infraestructura, mobiliario, material educativo y equipamiento 
de las Unidades Educativas de Educación Regular, Educación 
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Alternativa y Especial, así como de las Direcciones Distritales y 
de Núcleo, en su jurisdicción.

b) Apoyo a programas educativos con recursos establecidos en las 
normas en vigencia.

3. Autonomías Indígena Originaria Campesinas. Sus competencias 
son:

a) Formular, aprobar y ejecutar planes de educación a partir 
de políticas y estrategias plurinacionales para el ámbito de su 
jurisdicción territorial autonómicas en el marco del currículo 
regionalizado.

b) Organizar y apoyar la gestión participativa de los pueblos 
indígena originario campesinos en el marco de la Educación 
Inicial en Familia Comunitaria, Primaria Vocacional y Secundaria 
Productiva.

c) Realizar el seguimiento a la adecuada implementación de los 
planes y programas curriculares diversificados en el marco del 
currículo regionalizado y de sus competencias en el ámbito de su 
jurisdicción.

d) Dotar de infraestructura educativa necesaria, responsabilizarse 
de su mantenimiento y proveer los servicios básicos, mobiliario, 
equipamiento, bibliotecas e insumos necesarios para su 
funcionamiento.

e) Garantizar recursos económicos para la atención de alimentación 
complementaria y en los casos justificados del transporte escolar.

f) Apoyar con recursos necesarios para el funcionamiento de la 
estructura de participación y control social en educación.

g) Promover la ejecución de formación continua para la comunidad 
educativa.

Artículo 81. (Diploma de bachiller). El Ministerio de Educación a través 
de las Direcciones Departamentales de Educación, a la culminación de 
los estudios del nivel de Educación Secundaria Comunitaria Productiva y 
Educación Secundaria de Adultos, otorgará gratuitamente el Diploma de 
Bachiller, sujeto a reglamentación.

Artículo 82. (Certificación de Competencias). El Estado reconocerá 
las competencias laborales y artísticas de ciudadanas y ciudadanos 
bolivianos que desarrollaron competencias en la práctica a lo largo de la 
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vida, a través del Sistema Plurinacional de Certificación de Competencias. 
El Ministerio de Educación establecerá la reglamentación específica, de 
los mecanismos y procedimientos.

Artículo 83. (Observatorio Plurinacional de la Calidad Educativa).

1. Se crea el Observatorio Plurinacional de la Calidad Educativa, 
institución pública descentralizada, técnica, especializada, 
independiente en cuanto al proceso y resultados de sus 
evaluaciones. Su funcionamiento será reglamentado mediante 
Decreto Supremo.

2. El Observatorio Plurinacional de la Calidad Educativa estará 
encargado de realizar el seguimiento, medición, evaluación y 
acreditación de la calidad educativa del sistema educativo en los 
subsistemas Regular, Alternativo y Especial.

3. Su composición está constituida por un Directorio, Directora 
o Director Ejecutivo y un equipo técnico multidisciplinario 
especializado.

INSTITUCIONALIDAD

Artículo 87. (Instituto de Investigaciones Educativas Plurinacional). Se 
crea el Instituto de Investigaciones Educativas Plurinacional dependiente 
del Ministerio de Educación, para diseñar y desarrollar estrategias de apoyo 
a las políticas de transformación del Sistema Educativo Plurinacional.

Artículo 88. (Instituto Plurinacional de Estudio de Lenguas y Culturas).

1. Se crea el Instituto Plurinacional de Estudio de Lenguas y Culturas 
como entidad descentralizada del Ministerio de Educación, que 
desarrollará procesos de investigación lingüística y cultural.

2. El Instituto Plurinacional de Estudio de Lenguas y Culturas, 
creará los institutos de lenguas y culturas por cada nación o 
pueblo indígena originario campesino para la normalización, 
investigación y desarrollo de sus lenguas y culturas, los mismos 
que serán financiados y sostenidos por las entidades territoriales 
autónomas.
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PARTICIPACIÓN SOCIAL COMUNITARIA

Artículo 90. (Participación Social Comunitaria). Es la instancia de 
participación de los actores sociales, actores comunitarios, madres y 
padres de familia con representación y legitimidad, vinculados al ámbito 
educativo. La participación social comunitaria comprende la estructura, 
mecanismos, composición y atribuciones dirigida al apoyo en el desarrollo 
de la educación, sujeta a reglamentación.

Artículo 91. (Objetivos de la Participación Social Comunitaria).

1. Participar en la formulación y lineamientos de políticas educativas 
en todo el Sistema Educativo Plurinacional, para contribuir a la 
calidad de la educación, en el marco de la corresponsabilidad de 
todas y todos los actores educativos.

2. Garantizar el respeto a las atribuciones, roles y responsabilidades 
educativas específicas, establecidas en las normas y 
reglamentaciones del Sistema Educativo Plurinacional, en lo 
concerniente a los aspectos administrativo-jerárquico, técnico-
docente, educativo-estudiantil y de la participación social 
comunitaria.

3. Consolidar el carácter comunitario y democrático de la Participación 
Social Comunitaria, respetando la diversidad de los actores 
educativos y sus formas de organización para la participación 
social comunitaria, con legitimidad y representatividad.

4. Promover consensos entre los diferentes actores de la educación 
para la definición de políticas educativas, comprendiendo que la 
educación es un bien común y corresponsabilidad de todas y todos.

5. Lograr una Participación Social Comunitaria con vocación 
de servicio, compromiso, solidaridad, reciprocidad y 
complementariedad entre todos los actores educativos.

6. Participar en la planificación, control, seguimiento y evaluación 
del proceso educativo, respetando las atribuciones específicas 
de los actores educativos y la delimitación territorial y geográfica 
de la Participación Social Comunitaria.

7. Contribuir al logro de la transparencia administrativa a través de 
un control social para optimizar el funcionamiento del Sistema 
Educativo Plurinacional.
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Artículo 92. (Instancias de Participación Social Comunitaria). Las 
instancias de Participación Social Comunitaria en la educación, están 
conformadas por las organizaciones e instituciones relacionadas a la 
educación, con representatividad, legitimidad y correspondiente a su 
jurisdicción. Su estructura comprende:

a) Congreso Plurinacional de Educación: Es la instancia máxima 
de participación de todos los sectores de la sociedad, para la 
formulación y definición de lineamientos de la política plurinacional 
de educación. Será convocado por el Ministerio de Educación 
cada cinco años.

b) Consejo Educativo Plurinacional: Propone proyectos 
de políticas educativas integrales de consenso y evalúa el 
cumplimiento de las conclusiones del Congreso Plurinacional de 
Educación.

c) Consejos Educativos de naciones y pueblos indígena 
originario campesinos: Las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos en el marco de su estructura organizativa 
a través de sus organizaciones matrices, Consejos Educativos 
de Pueblos Originarios y las instancias propias de cada uno 
de ellos, con representación de carácter nacional, regional y 
transterritorial, participan en la formulación de políticas y gestión 
educativas, velando por la adecuada implementación y aplicación 
de las mismas en la gestión del Sistema Educativo Plurinacional 
para el desarrollo de una educación intracultural, intercultural, 
plurilingüe, comunitaria, productiva, descolonizadora, técnica, 
tecnológica, científica, crítica y solidaria desde la planificación 
hasta la evaluación en lo nacional y en cada una de las entidades 
territoriales autónomas.

d) Consejos Educativos Social Comunitarios, a nivel 
Departamental, Regional, Distrital, de Núcleo y Unidades 
Educativas: Participan en la gestión educativa, de acuerdo a 
su ámbito de competencia, en correspondencia con las políticas 
educativas plurinacionales y reglamentación específica.

e) Consejos Consultivos del Ministerio de Educación: Instancias 
de consulta y coordinación del Ministerio de Educación con los 
actores educativos, sociales e institucionales.
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4. DERECHOS Y POLÍTICAS LINGÜÍSTICAS

4.1. LEY N° 269 GENERAL DE DERECHOS Y POLÍTICAS 
LINGÜÍSTICAS

LEY N° 269, 02 DE AGOSTO DE 2012
LEY GENERAL DE DERECHOS Y POLÍTICAS LINGÜÍSTICAS

CAPÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. (OBJETO DE LA LEY). La presente Ley tiene por objeto:

1. Reconocer, proteger, promover, difundir, desarrollar y regular los 
derechos lingüísticos individuales y colectivos de los habitantes 
del Estado Plurinacional de Bolivia.

2. Generar políticas públicas y obligaciones institucionales para 
su implementación, en el marco de la Constitución Política del 
Estado, convenios internacionales y disposiciones legales en 
vigencia.

3. Recuperar, vitalizar, revitalizar y desarrollar los idiomas oficiales 
en riesgo de extinción, estableciendo acciones para su uso en 
todas las instancias del Estado Plurinacional de Bolivia.

Artículo 2. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). l. La presente Ley garantiza los 
derechos lingüísticos individuales y colectivos de todos los habitantes del 
Estado Plurinacional de Bolivia. ·

II. La administración pública y las entidades privadas de servicio público, 
tienen la obligación de dar cumplimiento a la presente Ley.

Artículo 3. (PRINCIPIOS). Los siguientes principios rigen la presente Ley:

a) Descolonización. Desmontar las estructuras mentales de 
dominación producto del colonialismo lingüístico y cultural, 
reproductoras del racismo, discriminación y explotación, para una 
convivencia armónica, incluyente, intracultural e intercultural en 
igualdad de condiciones con plena justicia social.
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b) Equidad. Establecer el equilibrio sociolingüístico entre los 
respectivos derechos lingüísticos de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos y el resto de la sociedad boliviana 
garantizando un trato equilibrador de objetivos compensatorios, 
a favor de las comunidades minoritarias caracterizadas por su 
precariedad política, socioeconómica y cultural.

c) Igualdad. Todos los idiomas oficiales del Estado Plurinacional de 
Bolivia son iguales y los habitantes hablantes de estos, gozan de 
los mismos derechos lingüísticos ante la Ley.

d) lnterculturalidad. Es el reconocimiento de la expresión y 
convivencia de la diversidad cultural lingüística, institucional, 
normativa, y el ejercicio y respeto de los derechos individuales y 
colectivos.

e) Personalidad. Garantizar a la persona, el ejercicio del derecho 
de usar su idioma, independientemente del lugar en el que se 
encuentre dentro del Estado Plurinacional de Bolivia.

f) Territorialidad. Delimita los derechos lingüísticos de las personas 
a espacios territoriales para el acceso a los servicios públicos en 
uno o más idiomas oficiales, según su- uso generalizado.

Artículo 4. (DEFINICIONES).

a) Derechos lingüísticos. Son los derechos destinados a corregir 
los desequilibrios lingüísticos, de manera que asegure el pleno 
desarrollo de los idiomas del Estado Plurinacional de Bolivia, con 
el fin de lograr una paz lingüística, justa y equitativa.

b) Bilingüe. Se denomina bilingüe a la persona que ha desarrollado 
competencias comunicativas en dos idiomas.

c) Comunidad lingüística. Es toda sociedad humana que, asentada 
históricamente en un espacio territorial determinado, reconocido 
o no, se auto identifica como pueblo y ha desarrollado un idioma 
común como medio de comunicación natural y de cohesión 
cultural entre sus miembros. La denominación lengua propia 
de un territorio hace referencia al idioma de la comunidad 
históricamente establecida en este espacio.

d) Grupo lingüístico. Es el conjunto de hablantes que comparten la 
misma lengua, grupo que está establecido en el espacio territorial 
dé otra comunidad lingüística y que no posee presencia histórica 
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equivalente a la comunidad lingüística. El grupo lingüístico es el 
resultado de la inmigración, del refugio y de la diáspora.

e) Idioma e lengua. Es el sistema de comunicación que utiliza una 
determinada comunidad lingüística.

f) Lengua extranjera. Es el idioma que no se habla habitualmente 
en el país y que se aprende como un derecho individual u opción 
personal.

g) Primera lengua o lengua materna (L1). Es el primer idioma que 
se aprende a hablar en el seno familiar y que se constituye en 
la base de la socialización, la elaboración y expresión de las 
primeras ideas y las conceptualizaciones del mundo externo, 
desde la cultura a la que pertenece el hablante.

h) Plurilingüe. Se denomina plurilingüe a las comunidades 
lingüísticas o a las personas que han desarrollado competencias 
comunicativas en dos o más códigos lingüísticos con diferentes 
grados de conocimiento y uso.

i) Segunda lengua (L2). Es el idioma que se aprende después de 
la lengua materna (L1) y que se constituye en la segunda opción 
para concebir, expresar otras cosmovisiones y comunicarse 
dentro de la dinámica del bilingüismo nacional.

j) Normalización lingüística. Proceso planeado para garantizar que 
los idiomas oficiales, logren una situación de igualdad en el plano 
legal, valor social y extender su uso a diversos ámbitos en el 
lenguaje escrito.

k) Normatización lingüística. Proceso que tiene por objeto dotar 
de alfabetos, reglas ortográficas, normas gramaticales precisas, 
innovaciones en el vocabulario y el desarrollo del discurso, para 
el desempeño escrito de un determinado idioma en diversos 
ámbitos.

l) Estandarización lingüística. Proceso de generalización de una 
variedad supradialectal de un determinado idioma, socialmente 
aceptado para su uso a nivel escrito, posibilitando la unificación 
idiomática, sin perjuicio de que las variedades locales se 
mantengan en la forma oral.

m) Entidades privadas de servicio público. Son todas aquellas 
entidades privadas, cualquiera sea el tipo dé su organización, 
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cuyos fines son la prestación masiva de servicios públicos, 
como ser las empresas de telecomunicaciones, de transporte 
aéreo, ferrocarriles, lacustre y terrestre, de seguridad pública, de 
turismo, de correos, courier, de suministro de energía eléctrica, 
de suministro de agua potable, de obras públicas en carreteras y 
universidades privadas.

CAPÍTULO SEGUNDO
DERECHOS LINGÜÍSTICOS

Artículo 5. (DERECHOS LINGÜÍSTICOS INDIVIDUALES). En el marco 
de la presente Ley, toda persona tiene derecho:

1. A ser reconocida como integrante de una comunidad lingüística.

2. A usar su idioma materno en forma oral y escrita al interior de su 
comunidad lingüística y en otros ámbitos socioculturales.

3. A que se le explique en su idioma materno de forma oral y escrita 
sus deberes y sus derechos.

4. Al uso y al reconocimiento legal de su nombre en su idioma 
materno.

5. A preservar y desarrollar su idioma y cultura a la que pertenece.

6. A tener acceso a los medios y recursos para aprender otros 
idiomas oficiales.

Artículo 6. (DERECHOS LINGÜÍSTICOS COLECTIVOS). Todas las 
comunidades y grupos lingüísticos del Estado Plurinacional de Bolivia 
tienen derecho:

1. A recibir educación en su lengua materna y segunda lengua con 
su respectiva pertinencia cultural.

2. A ser atendidos y recibir información oral, escrita y audiovisual 
en los idiomas oficiales en la administración pública y entidades 
privadas de servicio público, en el marco del principio de 
territorialidad.

3. Recuperar y usar términos toponímicos en idiomas indígenas en 
los lugares públicos a nivel regional, municipal, departamental y 
plurinacional, en el marco del principio de territorialidad.
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4. A recuperar y utilizar terminología propia de los idiomas en el 
ámbito artístico, académico, medicinal, musical, espiritual y otros.

5. A preservar los derechos intelectuales en la producción oral y 
escrita de los conocimientos, ciencia, tecnología, sabiduría y 
literatura como propiedad colectiva de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos.

6. A contar con nuevas tecnologías de información y comunicación, 
en los idiomas oficiales.

7. A la recuperación, almacenamiento y difusión de las 
investigaciones lingüísticas y culturales relativas a las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos, dentro del territorio 
plurinacional

8. A desarrollar sus propias instituciones para la investigación y 
enseñanza de las lenguas y culturas.

CAPÍTULO TERCERO
IDIOMAS OFICIALES DEL ESTADO

Artículo 7. (DECLARATORIA). Se declara Patrimonio Oral, Intangible, 
Histórico y Cultural del Estado Plurinacional de Bolivia, a todos los idiomas 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos.

Artículo 8. (IDIOMAS OFICIALES). Son idiomas oficiales del Estado, 
el castellano y todos los idiomas de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, que son el Aymara, Araona, Baure, Bésiro, 
Canichana, Cavineño, Cayubaba, Chácobo, Chimane, Ese ejja, Guaraní, 
Guarasu’we, Guarayu, ltonama, Leco, Machajuyai-kallawaya, Machineri, 
Maropa, Mojeño-Trinitario, Mojeño-lgnaciano, Moré, Mosetén, Movima, 
Pacawara, Puquina, Quechua, Sirlonó, Tacana, Tapiete, Toromona, Uru-
Chipaya, Weenhayek, Yaminawa,Yuki, Yuracaré y Zarnuco.

Artículo 9. (IDIOMAS EN PELIGRO DE EXTINCIÓN). Los idiomas 
oficiales en peligro de extinción deben recibir atención prioritaria en la 
planificación lingüística, educación intracultural intercultural plurilingüe, 
investigación y publicación de diversos tipos de textos por parte del 
Estado Plurinacional de Bolivia.

Artículo 10. (PLANIFICACIÓN LINGÜÍSTICA). l. La planificación 
lingüística coadyuva al desarrollo de los idiomas oficiales, debiendo ser 
retroalimentada desde diversos ámbitos de la sociedad, como el sistema 
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educativo, la administración pública, la administración de justicia, los 
medios de comunicación y cualquier otro sector que forme parte de la 
interculturalidad del Estado Plurinacional de Bolivia.

II. El sistema educativo del Estado Plurinacional de Bolivia, debe 
impulsar y desarrollar el estudio científico, normalización, normatización, 
estandarización lingüística y aplicación de los idiomas oficiales, en las 
diferentes instancias de la sociedad boliviana.

Artículo 11. (PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL).

l. Las naciones y pueblos indígena originario campesinos, como parte de 
la sociedad civil organizada y de conformidad con la Constitución Política 
del Estado, tienen el derecho a participar en el diseño, planificación, 
ejecución y control de las políticas públicas relativas a los idiomas oficiales 
del Estado Plurinacional de Bolivia.

II. El Estado, con la participación activa y decisiva de la familia, la 
comunidad, las organizaciones indígena originaria campesinas, y la 
sociedad en su conjunto, promoverán el uso y aplicación de los idiomas 
oficiales, en la formulación de políticas lingüísticas y culturales.

CAPÍTULO CUARTO
LOS IDIOMAS EN EL SISTEMA EDUCATIVO PLURINACIONAL

Artículo 12. (DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS ESTUDIANTES). 
l. Los estudiantes de todos los subsistemas y niveles educativos tienen 
derecho a recibir una educación intracultural, intercultural y plurilingüe.

II. El estudiante monolingüe castellano hablante, tiene el derecho y el 
deber de aprender un otro idioma oficial del Estado, predominante en la 
región, como segunda lengua.

III. Los estudiantes, tienen derecho a autoidentificarse utilizando su propio 
idioma y cultura en los diversos ámbitos relacionados con la educación 
pública y privada, sin que ello sea motivo de discriminación.

IV. Los estudiantes del subsistema de Educación Superior de Formación 
Profesional, bajo el principio de territorialidad, tienen derecho al uso oral 
y escrito de los idiomas de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, en los procesos pedagógicos y en documentos que validen 
la obtención de un grado académico.

Artículo 13. (PRESERVACIÓN Y DESARROLLO DE LOS IDIOMAS).
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l. El Órgano Ejecutivo del Nivel Central del Estado garantiza la preservación 
y desarrollo de los idiomas de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, a través de las instancias competentes.

II. Las universidades deberán implementar programas dirigidos a la 
preservación y desarrollo de los idiomas oficiales de acuerdo a mandato 
constitucional.

Artículo 14. (ACREDITACIÓN DE SABERES Y CONOCIMIENTOS 
ANCESTRALES). El Ministerio de Educación deberá reconocer y 
acreditar los conocimientos y saberes lingüísticos y culturales de personas 
mayores sabias y sabios de larga trayectoria, sin formación académica, 
de las diferentes naciones y pueblos indígena originario campesinos, para 
transmitirlos a las generaciones futuras en concordancia con la Ley Nº 070 
Ley de Educación Avelino Siñani - Elizardo Pérez.

Artículo 15. (USO DEL IDIOMA EN PROCESOS EDUCATIVOS 
COMUNITARIOS). Se reconocerá, respetará, promoverá y desarrollarán 
los procesos educativos comunitarios, donde se utilicen los idiomas 
y cosmovisiones de todas las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos.

CAPÍTULO QUINTO
USO DE LOS IDIOMAS EN LA COMUNICACIÓN

Artículo 16. (EL ROL DEL ESTADO EN LOS MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN).

l. El Estado garantiza la libre difusión de la realidad pluricultural y 
plurilingüe del país en los idiomas oficiales y lenguaje alternativo especial, 
Lengua de Señas Boliviana - LSB, en los medios de comunicación oral, 
escrita, audiovisual y en las Tecnologías de Información y Comunicación 
- TIC, de orden público y privado.

II. El Estado garantiza la libre producción, publicación y difusión de 
materiales escritos y audiovisuales en los idiomas oficiales relacionados 
a la cultura, ciencia y tecnología de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, en los diversos medios de comunicación masivos.

Artículo 17. (MEDIOS DE COMUNICACIÓN). Las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos tienen derecho de acceder a espacios 
de difusión en los medios de comunicación social que les permitan hacer 
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conocer, enriquecer, desarrollar y fortalecer su propia lengua, cultura y 
cosmovisión.

Artículo 18. (DIFUSIÓN).Los medios de comunicación oral, escrita y 
virtual, deberán incorporar espacios de difusión sobre la diversidad 
lingüística.

CAPÍTULO SEXTO
USO DE LOS IDIOMAS EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Y ENTIDADES PRIVADAS DE SERVICIO PÚBLICO

Artículo 19. (USO DE LOS IDIOMAS). l. Toda persona, tiene derecho a 
recibir atención en su idioma, en toda gestión que realice, en cualquier 
repartición de la administración pública y entidades privadas de servicio 
público, de acuerdo al principio de territorialidad.

II. El Estado Plurinacional de Bolivia, establecerá los mecanismos 
institucionales, administrativos y financieros para la aplicación de la 
presente Ley.

Artículo 20. (PROMOCIÓN DE LOS IDIOMAS OFICIALES). l. La 
administración pública y entidades privadas de servicio público, deberán 
promocionar el uso de los idiomas oficiales, a través de programas de 
comunicación y difusión, así como la producción de expresiones literarias.

II. La administración pública y entidades privadas de servicio público, 
deberán traducir y difundir normas, material de información y otros 
instrumentos de interés general en los idiomas de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, de acuerdo al principio de territorialidad 
y pertinencia cultural.

III. La administración pública y entidades privadas de servicio público, 
tienen el deber de fomentar la traducción de obras literarias, material 
didáctico, estudios e investigaciones del castellano a los idiomas de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos o viceversa.

IV. La administración pública y entidades privadas de servicio público, 
promoverán la producción informática (Software) en los idiomas indígena 
originario campesinos.

Artículo 21. (PERSONAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y DE 
ENTIDADES PRIVADAS DE SERVICIO PÚBLICO). La administración 
pública y entidades privadas de servicio público, en la contratación de su 
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personal, deberán ponderar el conocimiento de los idiomas oficiales de 
acuerdo al principio de territorialidad.

Artículo 22. (CAPACITACIÓN).l. La administración pública y entidades 
privadas de servicio público, tienen la obligación de implementar 
programas de capacitación para el personal de su dependencia dirigidos 
al aprendizaje y uso oral y escrito de los idiomas oficiales de acuerdo al 
principio de territorialidad.

II. El nivel central del Estado, a través de sus entidades competentes 
establecerá programas de capacitación continua sobre idiomas oficiales 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, para el 
personal de la administración pública y de las entidades privadas de 
servicio público, de acuerdo a reglamento.

Artículo 23. (VALIDEZ DE LOS TRÁMITES). Ei uso de un idioma 
oficial de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, en 
la realización de cualquier trámite o gestión, en el ámbito público o en 
entidades privadas de servicio público, bajo el principio de territorialidad, 
no constituirá en ningún caso, causal de rechazo o nulidad.

Artículo 24. (USO DE LOS IDIOMAS EN EL SISTEMA DE 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA). l. Las servidoras y servidores públicos 
del Órgano Judicial, deberán garantizar en los juicios y procedimientos el 
uso de los idiomas oficiales del Estado, cuando una de las partes así lo 
requiera.

II. Toda persona que se encuentre involucrada en procesos judiciales 
tiene derecho a defenderse en su propio idioma, con la ayuda de una 
traductora o traductor, asignada o asignado de manera gratuita, bajo el 
principio de territorialidad, de acuerdo a reglamento.

III. Las servidoras y servidores públicos del Órgano Judicial deberán 
conocer un idioma de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos de acuerdo al principio de territorialidad.

CAPÍTULO SÉPTIMO
USO DEL IDIOMA EN LOS NOMBRES

Artículo 25. (IDENTIDAD). l. Toda persona tiene derecho a identificarse 
de manera oral y escrita en su idioma materno.
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II. El Estado y la sociedad tienen la obligación de reconocer y respetar 
de manera oral y escrita los nombres y apellidos que identifican a las 
personas en su idioma materno.

III. Toda comunidad lingüística tiene derecho a usar en forma oral y escrita 
las toponimias, zoonimias, fitonimias y otras en la lengua propia del territorio 
y en los ámbitos privados, públicos y oficiales. Estas denominaciones no 
podrán ser suprimidas, sustituidas, alteradas o adaptadas arbitrariamente.

IV. El Estado en coordinación con cada comunidad lingüística desarrollará 
de manera progresiva la escritura normalizada de los idiomas, recuperando 
las toponimias, zoonimias, fitonimias y otras.

Artículo 26. (REGISTRO DE IDENTIFICACIÓN). Las instancias de 
identificación personal del Estado, tienen la obligación de registrar los 
nombres y apellidos de las personas en el idioma materno a solicitud de 
parte.

CAPÍTULO OCTAVO
PLANIFICACIÓN Y PRESUPUESTO

Artículo 27. (PRESUPUESTO). La administración publican y las entidades 
privadas de servicio público, deberán incorporar en sus programas 
operativos anuales los recursos necesarios destinados a garantizar el 
cumplimiento y aplicabilidad de la presente Ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. El Órgano Ejecutivo en coordinación con las autoridades de 
las naciones y pueblos indígena originario campesinos, elaboraran la 
reglamentación de la presente Ley, dentro de los 180 días posteriores a 
su publicación.

SEGUNDA. El uso oral y escrito de los idiomas de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos, en los procesos pedagógicos 
y en documentos que validen la obtención de un grado académico, 
determinado en el Artículo 12, parágrafo IV, serán de aplicación de 
acuerdo a reglamento.

TERCERA. Para el cumplimiento del Artículo 5, del numeral 7 del Artículo 
234 y la Disposición Transitoria Décima de la Constitución Política del 
Estado, toda servidora o servidor público que no hable un idioma de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, deberá aprender 
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el idioma de la región a nivel comunicativo, de acuerdo al principio de 
territorialidad, en un plazo máximo de tres (3) años.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. Para la efectiva aplicación de la presente Ley, el Instituto Nacional 
de Estadística - INE, las universidades estatales e indígenas y otras 
instancias especializadas de los pueblos y naciones indígena originario 
campesinos son responsables en establecer la situación sociolingüística 
del país de manera periódica.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA

ÚNICA. Quedan abrogados: el Decreto Supremo Nº 25894 del 11 de 
septiembre de 2000, el Decreto Supremo Nº 03820 del 1 de septiembre 
1954, el Decreto Supremo Nº 8483 del 18 de septiembre de 1968 y toda 
disposición legal contraria a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
a los veintitrés días del mes de marzo del año dos mil doce.
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5. ORGANIZACIÓN ECONÓMICA

5.1. LEY N° 338 DE ORGANIZACIONES ECONÓMICAS 
CAMPESINAS, INDÍGENA ORIGINARIAS – 
OECAS Y DE ORGANIZACIONES ECONÓMICAS 
COMUNITARIAS – OECOM PARA LA INTEGRACIÓN 
DE LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE Y LA 
SOBERANÍA ALIMENTARIA

LEY Nº 338, DE 26 DE ENERO DE 2013
“LEY DE ORGANIZACIONES ECONÓMICAS CAMPESINAS, 
INDÍGENA ORIGINARIAS – OECAS Y DE ORGANIZACIONES 
ECONÓMICAS COMUNITARIAS – OECOM PARA 
LA INTEGRACIÓN DE LA AGRICULTURA FAMILIAR 
SUSTENTABLE Y LA SOBERANÍA ALIMENTARIA”

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
MARCO CONSTITUCIONAL, OBJETO, ÁMBITO 

DE APLICACIÓN, FINES Y ALCANCES

ARTÍCULO 1. (MARCO CONSTITUCIONAL). La presente Ley se 
sustenta en la Constitución Política del Estado, Cuarta Parte Estructura y 
Organización Económica del Estado, Título I Organización Económica del 
Estado, Título II Medio Ambiente, Recursos Naturales, Tierra y Territorio, 
y Título III Desarrollo Rural Integral Sustentable. Asimismo, en la Ley N° 
031 “Ley Marco de Autonomías y Descentralización - Andrés Ibáñez”, 
de 19 de julio de 2010; en la Ley N° 144 de la “Revolución Productiva 
Comunitaria Agropecuaria”, de 26 de julio de 2011; en la Ley N° 071 de 
“Derechos de la Madre Tierra”, de 21 de diciembre de 2010; y en la Ley N° 
300 “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien”, 
de 15 de octubre de 2012.



DEFENSORÍA DEL PUEBLO

152

ARTÍCULO 2. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto normar la 
agricultura familiar sustentable y las actividades familiares diversificadas, 
realizadas por las Organizaciones Económicas Campesinas, Indígena 
Originarias – OECAS, las Organizaciones Económicas Comunitarias 
– OECOM, y las familias productoras indígena originario campesinas, 
interculturales y afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar 
sustentable, basadas en el uso y aprovechamiento de los componentes 
de la Madre Tierra, acordes a su vocación y potencial productivo en los 
diferentes pisos ecológicos, de todo el país y con diferente grado de 
vinculación a mercados locales, regionales, nacionales e internacionales, 
para contribuir a la soberanía alimentaria.

ARTÍCULO 3. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley se aplica a las 
entidades del nivel central del Estado, entidades territoriales autónomas, 
Organizaciones Económicas Campesinas, Indígenas y Originarias – 
OECAS, Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM y las 
familias productoras indígena originario campesinas, interculturales y 
afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar sustentable, y a otras 
entidades públicas, privadas y mixtas, que directamente intervienen o se 
relacionan con la agricultura familiar sustentable y la soberanía alimentaria 
en el marco de la economía plural.

ARTÍCULO 4. (FINALIDAD). Contribuir al logro de la soberanía y 
seguridad alimentaria para el Vivir Bien de las bolivianas y los bolivianos, a 
través de la agricultura familiar sustentable, como parte del proceso de la 
Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria y el Desarrollo Integral 
de la economía plural, en armonía con la Madre Tierra; siendo el derecho 
a la alimentación un derecho humano.

ARTÍCULO 5. (ALCANCE DE LA LEY). La presente Ley se aplica a los 
siguientes aspectos de la agricultura familiar sustentable y actividades 
diversificadas que hacen al proceso de Revolución Productiva Comunitaria 
Agropecuaria: 1. Reconocimiento y fortalecimiento de la agricultura 
familiar sustentable y de las capacidades productivas, de transformación, 
comercialización y financiamiento de los sujetos de la agricultura familiar 
sustentable y de las actividades diversificadas. 2. Integración de la 
agricultura familiar sustentable y de las actividades diversificadas al 
desarrollo integral para el Vivir Bien del pueblo boliviano. 3. Políticas que 
orienten la agricultura familiar sustentable y las actividades diversificadas 
para la contribución al desarrollo productivo del país, en el marco de la 
economía plural.
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ARTÍCULO 6. (INTERÉS PÚBLICO). Se declara la agricultura familiar 
sustentable de interés público y nacional, por ser la base de la soberanía 
alimentaria del pueblo boliviano y contribuir a la mejora de las condiciones 
de vida de las familias productoras del área rural.

CAPÍTULO II
PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

ARTÍCULO 7. (PRINCIPIOS). Los principios que orientan al Estado 
Plurinacional de Bolivia y a la Sociedad, y que rigen la presente Ley, 
además de los establecidos en el Artículo 6 de la Ley N° 144 de la 
“Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria”, y el Artículo 4 de la 
Ley N° 300 “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir 
Bien”, son:

1. Asociatividad. Se reconoce la agricultura familiar sustentable 
basada en las relaciones solidarias de reciprocidad y cooperación 
entre actores económicos con objetivos comunes que operan 
bajo el principio de economía solidaria dando preferencia e 
interactuando con otros proveedores solidarios, en la búsqueda 
de alcanzar la soberanía alimentaria y los objetivos de los sujetos 
de la agricultura familiar sustentable.

2.  Autogestión. Se reconoce la autogestión de las Organizaciones 
Económicas Campesinas, Indígena Originarias – OECAS, las 
Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, y las familias 
productoras indígena originario campesinas, interculturales y 
afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar sustentable, 
como la forma de administración y gestión donde se tiene la 
facultad de decidir y hacer de forma conjunta, en el cual prima 
la confianza, el compromiso, la participación, la responsabilidad 
con autodeterminación, identidad, y autoestima equilibrada, 
que busca el empoderamiento de todos los asociados hacia la 
organización para el bien común.

3. Diversificación Productiva. Se asume la obligación de promover 
la diversificación productiva como estrategia implementada por la 
agricultura familiar sustentable, a través de las Organizaciones 
Económicas Campesinas, Indígena Originarias – OECAS, las 
Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, y las familias 
productoras indígena originario campesinas, interculturales y 
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afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar sustentable, 
para ampliar la variedad de la producción y los usos de sus 
recursos existentes, en armonía con la Madre Tierra en busca de 
asegurar la alimentación con soberanía.

4. Educación para una Buena Alimentación. Se asume la 
obligación de transmitir hábitos alimenticios y de consumo 
basados en una dieta alimentaria variada y rica en nutrientes. 
Asimismo, se basa en información sobre el valor nutricional de los 
productos en busca de una alimentación sana y nutritiva, dirigidos 
a cubrir las necesidades alimenticias de las familias bolivianas a 
través de una educación responsable.

5. Economía Solidaria. Se fomenta la economía solidaria donde 
priman las personas y el trabajo, buscando un equilibrio entre 
lo social y lo económico; bajo decisión colectiva de distribuir los 
recursos, los bienes y servicios; de comercializar, consumir y de 
desarrollarse en el marco de relaciones sociales solidarias, de 
equidad y reciprocidad, para satisfacer las necesidades humanas 
y contribuir al logro del Vivir Bien del pueblo boliviano.

6. Género y Generacional. Se asume la obligación de impulsar 
acciones que garanticen equidad de género y que donde 
prima la familia compuesta por hombres, mujeres, jóvenes 
y adultos mayores, éstos se reconocen en sus diferencias y 
complementariedades, participan en igualdad y contribuyen con 
equidad para el desarrollo social, económico y productivo para el 
Vivir Bien.

7. Integración de la Juventud Rural. Se promueve acciones 
para el desarrollo integral de las capacidades de las jóvenes y 
los jóvenes de las áreas rurales, fomentando la transmisión de 
conocimientos y saberes propios de padres a hijos. Asimismo, 
genera políticas orientadas a la reducción de la migración del 
campo a la ciudad, considerando que las jóvenes y los jóvenes 
son fundamentales para el desarrollo de la agricultura familiar 
sustentable de las áreas rurales.

8. Preservación de Saberes, Prácticas y Tecnologías Propias. 
Se garantiza la preservación, fomento y difusión de las prácticas 
propias de las Organizaciones Económicas Campesinas, 
Indígena Originarias – OECAS, las Organizaciones Económicas 
Comunitarias – OECOM, y las familias productoras indígena 
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originario campesinas, interculturales y afrobolivianas organizadas 
en la agricultura familiar sustentable, a fin de fortalecer la 
identidad cultural, la transmisión de saberes y recuperación de 
buenas prácticas sobre la producción

9. Reconocimiento del Aporte Productivo de la Mujer Rural. Se 
reconoce el aporte productivo de las mujeres indígena originario 
campesinas, interculturales y afrobolivianas de la agricultura 
familiar sustentable para la producción de alimentos destinados 
al consumo nacional y la soberanía alimentaria, a la generación 
de excedentes y al desarrollo del sector productivo.

10. Reconocimiento del Aporte de la Agricultura Familiar 
Sustentable a la Conservación de la Biodiversidad Nativa. 
Se reconoce el aporte de la agricultura familiar sustentable 
a la conservación in situ de los recursos fitogenéticos de 
la agrobiodiversidad nativa de Bolivia, que es la base de la 
soberanía alimentaria; así como su aporte a la diversificación de 
las actividades productivas.

11. Progresividad. Se adoptará las medidas necesarias tendientes 
a dar efectividad progresiva aldesarrollo de las Organizaciones 
Económicas Campesinas, Indígena Originarias – OECAS, las 
Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, y las familias 
productoras indígena originario campesinas, interculturales y 
afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar sustentable, 
adoptando criterios que permitan su autogestión y sostenibilidad 
productiva y económica a través del tiempo y en función a su 
desarrollo.

12. Sustentabilidad. Se asume la obligación de preservar los 
sistemas de vida y los componentes de la Madre Tierra para 
las futuras generaciones, promoviendo el desarrollo productivo 
integral para el Vivir Bien, en armonía con la Madre Tierra y 
preservando la diversidad genética, respetando los usos y 
costumbres, reconociendo a la familia como el núcleo principal 
de la producción y de la sostenibilidad productiva a través del 
tiempo.

13. Unión y Complementariedad Orgánica. Los sujetos de la 
presente Ley deberán respetar y cumplir los usos y costumbres, 
las obligaciones, los derechos y la actividad productiva en los 
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diferentes niveles de estructuras orgánicas naturales: local, 
regional, departamental y nacional.

ARTÍCULO 8. (DEFINICIONES). Para efectos de la presente Ley se 
entenderá por:

1. Actividades Familiares Diversificadas. Es la dinamicidad 
productiva propia de la agricultura familiar, basada principalmente 
en las labores agrícolas y pecuarias, complementadas con otras 
actividades rurales y productivas como la artesanía con identidad 
cultural, el turismo solidario comunitario, la recolección y otros.

2. Integración. Es el proceso que agrupa el esfuerzo coordinado, la 
planificación conjunta y la convivencia pacífica entre los sectores 
y actores económicos productivos, bajo relaciones horizontales 
constituidas sin afectar su individualidad, sin subordinación y con 
autogestión campesina, indígena y originaria.

3. Comercio Justo. Es la comercialización basada en el diálogo, 
la transparencia y el respeto, que busca mayor equidad en el 
comercio para conseguir cambios en las reglas y prácticas de 
la comercialización convencional, que contribuye a un desarrollo 
integral para el Vivir Bien, ofreciendo mejores condiciones 
comerciales y asegurando los derechos de las productoras y los 
productores, apoyados por los consumidores y consumidoras 
informados y responsables.

4. Diversificación Productiva. Es la estrategia implementada por 
la agricultura familiar sustentable a través de las Organizaciones 
Económicas Campesinas, Indígena Originarias – OECAS, las 
Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, y las familias 
productoras indígena originario campesinas, interculturales y 
afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar sustentable, 
para mantener la diversidad de la producción agrícola y ampliar 
la variedad de la producción en armonía con la Madre Tierra.

5. Recolección/Manejo. Es la colecta de frutos y otros productos 
en las diferentes ecoregiones de los pisos ecológicos del país 
como parte del aprovechamiento de los componentes de la Madre 
Tierra en armonía y equilibrio con ésta, y bajo las normativas 
establecidas. 6. Vocación Productiva. Son las habilidades y 
destrezas del entorno y vivencia rural propias de cada actor 
productivo de la agricultura familiar sustentable, transmitidas 
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de generación en generación y desarrolladas en el marco de la 
producción diversificada y sustentable.

TÍTULO II
LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE Y LAS 

ORGANIZACIONES ECONÓMICAS ORGANIZADAS 
DE LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE

CAPÍTULO I
LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE

ARTÍCULO 9. (LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE). I. La 
agricultura familiar sustentable es aquella producción caracterizada por la 
relación del trabajo familiar y los recursos productivos disponibles como 
estrategia que diversifica la producción en armonía con la Madre Tierra, 
para garantizar la soberanía alimentaria de las futuras generaciones; 
promueve el desarrollo productivo integral sustentable y comprende las 
actividades productivas de las Organizaciones Económicas Campesinas, 
Indígena Originarias – OECAS, las Organizaciones Económicas 
Comunitarias – OECOM, y las familias productoras indígena originario 
campesinas, interculturales y afrobolivianas organizadas en la agricultura 
familiar sustentable, con alta participación de los miembros de la familia 
en las etapas de recolección/manejo, producción, acopio, transformación, 
comercialización y consumo o cualquiera de ellas, generando valor 
agregado para cubrir las necesidades de autoconsumo, del mercado 
local, nacional e internacional.

II. El Estado reconoce a las Organizaciones Económicas Campesinas, 
Indígena Originarias – OECAS, las Organizaciones Económicas 
Comunitarias – OECOM, y las familias productoras indígena originario 
campesinas, interculturales y afrobolivianas organizadas en la agricultura 
familiar sustentable, como actores económicos productivos capaces 
de generar autoempleo, empleo directo e indirecto y excedente, como 
respuesta solidaria frente a otros modelos de desarrollo productivo.

ARTÍCULO 10. (SUJETOS DE LA AGRICULTURA FAMILIAR 
SUSTENTABLE).Son sujetos de la presente Ley, en el marco de la 
estructura orgánica natural:
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1. Las Organizaciones Económicas Campesinas, Indígena y 
Originarias – OECAS de la agricultura familiar sustentable;

2. Las comunidades indígena originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas reconocidas como Organizaciones 
Económicas Comunitarias – OECOM, y;

3. Las familias productoras indígena originario campesinas, 
interculturales y afrobolivianas organizadas en la agricultura 
familiar sustentable.

ARTÍCULO 11. (CARACTERÍSTICAS DE LA AGRICULTURA FAMILIAR 
SUSTENTABLE). La agricultura familiar sustentable se caracteriza por:

1. La integración y participación de cada uno de los miembros de la 
familia en las etapas de recolección/manejo, producción agrícola, 
acopio, transformación, comercialización y consumo o cualquiera 
de ellas, y con diferentes niveles de responsabilidad.

2. La contribución a la disponibilidad de alimentos para la nutrición 
y la alimentación sana de toda la población con soberanía 
alimentaria.

3. La utilización predominantemente de mano de obra de la 
propia familia en las actividades de la agricultura familiar y otras 
actividades diversificadas.

4. La práctica de principios de solidaridad y reciprocidad.

5. El ingreso económico familiar predominantemente originado de la 
propia actividad familiar.

6. La toma de decisiones y dirección de la actividad productiva a 
cargo de la familia.

7. El énfasis en la diversificación productiva y la sustentabilidad de 
los sistemas de vida y los componentes de la Madre Tierra.

8. La alta valoración y respeto por las prácticas y costumbres 
productivas culturales propias, solidarias y recíprocas.

9. Ser una alternativa a los sistemas convencionales de producción.

ARTÍCULO 12. (LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE Y EL 
CAMBIO CLIMÁTICO). En el marco de la política y el Plan Plurinacional 
de Cambio Climático para el Vivir Bien, los sujetos de la agricultura familiar 
sustentable y las actividades diversificadas, deben:
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1. Participar de programas, proyectos de desarrollo de sistemas 
productivos sostenibles agropecuarios y forestales, administrados 
y ejecutados por la Autoridad Plurinacional de la Madre Tierra a 
través del Mecanismo Conjunto de Mitigación y Adaptación para 
el Manejo Integral y Sostenible de los Bosques y la Madre Tierra.

2. Generar información relacionada a los procesos de mitigación y 
adaptación al cambio climático y articular la misma al Mecanismo 
Conjunto de Mitigación y Adaptación para el Manejo Integral y 
Sostenible de los Bosques y la Madre Tierra.

3. Generar espacios de diálogo productivo nacional e internacional 
sobre los efectos del cambio climático en la agricultura familiar 
sustentable.

4. Realizar acciones de mitigación y adaptación al cambio climático 
aplicando sus propias prácticas y conocimientos ancestrales 
para contribuir a propuestas concretas desde una plataforma 
productiva.

CAPÍTULO II
ORGANIZACIONES ECONÓMICAS ORGANIZADAS 

DE LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE

ARTÍCULO 13. (ORGANIZACIONES ECONÓMICAS CAMPESINAS, 
INDÍGENA Y ORIGINARIAS - OECAS). I. Las Organizaciones 
Económicas Campesinas, Indígena y Originarias – OECAS, son una 
forma de organización económica basada en un modelo de desarrollo 
de producción solidaria y recíproca para la soberanía alimentaria con 
autogestión campesina, indígena y originaria; con base de organización 
en las familias; desarrollan diversas actividades económicas con diferente 
grado de participación en las etapas de recolección/manejo, producción, 
acopio, transformación, comercialización y consumo o cualquiera de ellas; 
en las actividades de recolección, agrícola, pecuaria, forestal, artesanía 
con identidad cultural y turismo solidario comunitario, con diferente grado 
de vinculación a mercados.

II. Las Organizaciones Económicas Campesinas, Indígena y Originarias 
– OECAS, buscan el equilibrio entre los objetivos sociales y económicos 
de la organización a favor del bien común. Su objetivo social es lograr el 
bienestar de sus miembros y de la sociedad, mejorando las condiciones de 
la familia productora de la agricultura familiar sustentable y contribuyendo 
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a la soberanía alimentaria del pueblo boliviano. Su objetivo económico 
es lograr excedentes para beneficio de las familias productoras a través 
de sus actividades productivas, de transformación y comercialización con 
valor agregado.

ARTÍCULO 14. (CARACTERÍSTICAS DE LAS ORGANIZACIONES 
ECONÓMICAS CAMPESINAS, INDÍGENA Y ORIGINARIAS –OECAS). 
Las características principales de las Organizaciones Económicas 
Campesinas, Indígena y Originarias – OECAS son:

1. Organizaciones con vida orgánica activa, tradición y vocación 
productiva, legítimas y legalmente establecidas, su ámbito de 
acción transciende comunidades, provincias y departamentos 
según las necesidades de integración de la agricultura familiar 
sustentable que la componen.

2. Están constituidas bajo las figuras legales de Asociaciones, 
Corporaciones Agropecuarias Campesinas – CORACA’s y 
aquellas Cooperativas, que tengan la identidad de Organizaciones 
Económicas Campesinas, Indígena y Originarias – OECAS, 
representados a través de la estructura de la Coordinadora de 
Integración de las Organizaciones Económicas Campesinas, 
Indígena y Originarias - CIOEC Bolivia.

3. Están conformadas por familias de una o varias comunidades de 
la agricultura familiar sustentable con identidad indígena originario 
campesina, intercultural y afroboliviana.

4. Desarrollan actividades productivas con diferente grado de 
participación en las etapas de recolección/manejo, producción, 
acopio, transformación, comercialización y consumo o cualquiera 
de ellas.

5. De naturaleza rural con centros de acopio y transformación 
situados en áreas peri urbanas y urbanas, cuando corresponda.

6. Generan estrategias de diversificación productiva garantizando 
la alimentación de la familia productora de la agricultura familiar 
sustentable y de la población para la soberanía alimentaria.

7. Su accionar se rige por cuatro principios rectores: soberanía 
alimentaria, economía solidaria, autogestión campesina, indígena 
originaria, y agricultura familiar sustentable; además mantienen 
relaciones solidarias y recíprocas.
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8. Promueven la participación de mujeres y hombres en igualdad de 
oportunidades y funciones en las directivas.

9. Promueven la participación y el ejercicio de representación y 
dirección en cargos directivos de las jóvenes y los jóvenes así 
como las adultas y los adultos mayores en su organización.

ARTÍCULO 15. (ORGANIZACIÓN ECONÓMICA COMUNITARIA 
– OECOM). I. Las comunidades indígena originario campesinas, 
comunidades interculturales y afrobolivianas reconocidas como 
Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, mediante Ley 
N° 144 de la “Revolución Productiva Comunitaria y Agropecuaria”, se 
constituyen en el núcleo orgánico, productivo, social y cultural para el 
Vivir Bien.

II. Las Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM constituyen 
comunidades de pueblos indígena originario, campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas, basadas en la economía comunitaria para 
la soberanía alimentaria y el Vivir Bien, con base de organización en las 
familias que se complementan y articulan en su estructura orgánica territorial 
de comunidad para desarrollar actividades económicas en la producción, 
acopio, transformación, industrialización, distribución e intercambio, 
comercialización o cualquiera de ellas, referidas a la actividad agrícola, 
pecuaria, recolección, pesca, aprovechamiento forestal maderable y no 
maderable, y de la biodiversidad, artesanía, turismo comunitario y otros.

III. Las Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, se organizan 
con autogestión indígena originaria campesina intercultural y afroboliviana, 
y están afiliadas, sin que afecte su autonomía de gestión, a sus propias 
estructuras orgánicas naturales de cada nivel territorial: Confederación 
Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia - CSUTCB, 
Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia - CIDOB, Consejo Nacional 
de Ayllus y Markas del Qullasuyu - CONAMAQ, Confederación Nacional 
de Mujeres Campesinas Indígenas Originarias de Bolivia “Bartolina Sisa” – 
CNMCIOB BS, Confederación Sindical de Comunidades Interculturales de 
Bolivia – CSCIB, y Consejo Nacional Afroboliviano – CONAFRO.

IV. Las Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, pueden 
constituir alianzas económicas entre dos o más comunidades u 
organizaciones económicas comunitarias para desarrollar actividades 
económicas de producción, distribución, transformación, industrialización 
y comercialización, con base a su estructura orgánica territorial para 
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satisfacer las necesidades del desarrollo comunal, territorial y del país, la 
diversificación productiva u otros intereses colectivos.

V. Las Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, tienen como 
objetivo social, lograr la soberanía alimentaria y el Vivir Bien de las bolivianas 
y los bolivianos, mejorando las condiciones de las familias y el conjunto de 
la comunidad. Su objetivo económico es lograr excedentes, a través de 
sus actividades productivas, de transformación y comercialización, para 
el beneficio de las familias y las comunidades.

ARTÍCULO 16. (CARACTERÍSTICAS DE LA ORGANIZACIÓN 
ECONÓMICA COMUNITARIA – OECOM). Las características principales 
de las Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM son las 
siguientes:

1. Son pilares fundamentales de la Revolución Productiva 
Comunitaria y Agropecuaria para la soberanía alimentaria del 
Estado Plurinacional de Bolivia.

2. Se sustentan en las familias que se complementan y articulan 
para el bienestar de toda la comunidad.

3. Se rigen por sus usos y procedimientos propios de toma de 
decisiones, consensos, resolución de conflictos, gestión integral 
del territorio, uso, acceso y conservación de los recursos naturales 
y la convivencia comunal.

4. Realizan actividades económicas colectivas de agricultura 
familiar sustentable participando en todas las etapas del proceso 
productivo o cualquiera de ellas, y en actividades diversificadas 
a través de las familias y la comunidad.

5. Su accionar se rige por principios rectores: economía comunitaria, 
reciprocidad, complementariedad, convivencia comunal, mandar 
obedeciendo, rotación de cargos, autogestión, transparencia y 
control social, y otros establecidos por normas y procedimientos 
propios.

6. Respetan y fortalecen la estructura de la organización comunal y 
cada nivel de su estructura orgánica territorial.

7. Valoran y recuperan sus saberes propios, prácticas y 
conocimientos locales.
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8. Trabajan de manera coordinada, complementaria, recíproca y 
solidaria.

9. Realizan actividades económicas complementarias de agricultura 
comunitaria familiar y actividades diversificadas, a través de las 
familias articuladas a la comunidad.

10. Se constituyen en entes ejecutores de proyectos de inversión 
contemplando esquemas de control social para el mejoramiento 
de la base productiva.

11. Otras establecidas en reglamentación específica.

CAPÍTULO III
OBLIGACIONES Y DEBERES

ARTÍCULO 17. (OBLIGACIONES DEL ESTADO PLURINACIONAL). 
El Estado Plurinacional de Bolivia en todos sus niveles de organización 
territorial en el marco de sus competencias, tiene las siguientes 
obligaciones respecto a la agricultura familiar sustentable:

1. La agricultura familiar sustentable, las Organizaciones Económicas 
Campesinas, Indígena Originarias – OECAS, las Organizaciones 
Económicas Comunitarias – OECOM, y las familias productoras 
indígena originario campesinas, interculturales y afrobolivianas 
organizadas en la agricultura familiar, serán fortalecidas a través 
de las políticas y estrategias nacionales.

2. Asegurar los mecanismos y normas necesarias para evitar 
la competencia desleal entre los actores económicos de la 
economía plural, incluyendo los sujetos de la agricultura familiar 
sustentable y, regular las conductas monopólicas y aquellas por 
las que un actor económico desplace a otros actores económicos, 
incluyendo las familias productoras de la agricultura familiar 
sustentable.

3. Velar por la promoción del comercio justo y la determinación 
del precio justo que reconozca el trabajo familiar además de los 
costos operativos y administrativos de producción de un bien y/o 
servicio, en el marco de la economía plural.

4. Visibilizar el rol de las mujeres y de la juventud rural en la 
agricultura familiar sustentable, su aporte económico productivo, 
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y fomentar la difusión e intercambio de experiencias entre los 
sujetos de la agricultura familiar sustentable.

5. El nivel central del Estado, generará las condiciones para 
mejorar la prestación de los servicios en diferentes regiones del 
área rural, dirigidos al sector productivo rural a fin de asegurar 
que se transmitan conocimientos e información entre los 
productores rurales de manera eficiente y oportuna, rescatando y 
complementando los saberes ancestrales propios.

6. Fomentar y promocionar las iniciativas de las Organizaciones 
Económicas Campesinas, Indígena Originarias – OECAS, las 
Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, y las familias 
productoras indígena originario campesinas, interculturales y 
afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar sustentable, 
dirigidas a la transformación de la materia prima producida.

7. Incluir a la agricultura familiar sustentable como una variable 
en los Censos Nacionales Agropecuarios y realizar encuestas 
periódicas entre censo y censo a objeto de contar con información 
actualizada.

8. El nivel central del Estado y las entidades territoriales autónomas, 
en el marco de sus competencias, priorizarán actividades de 
implementación y mejora de la infraestructura, tales como: 
infraestructura de transporte, red vial, electrificación para la 
producción, tecnologías de información y comunicación, riego, 
saneamiento básico y otros; en armonía con la Madre Tierra, 
como incentivos dirigidos a las iniciativas de asociatividad de la 
agricultura familiar sustentable, que en forma coordinada generen 
sinergias bajo relaciones de integración y faciliten el desarrollo de 
las actividades productivas de la agricultura familiar sustentable.

9. Fortalecer las capacidades de los sujetos de la agricultura 
familiar sustentable para la prevención, gestión y recuperación 
de desastres naturales.

10. El Instituto Nacional de Estadística – INE, deberá generar 
información oficial del aporte desagregado de hombres y 
mujeres en la agricultura familiar sustentable y las actividades 
diversificadas de las zonas rurales del país.

11. El nivel central del Estado y las entidades territoriales autónomas, 
en el marco de sus competencias, promoverán el efectivo acceso 
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de las mujeres a los componentes de producción en igualdad de 
oportunidades y condiciones, en especial, a créditos productivos 
de fomento y a la educación técnica y tecnológica especializada.

12. El nivel central de Estado y las entidades territoriales autónomas, 
en el marco de sus competencias, establecerán mecanismos 
para que promuevan hábitos de alimentación sana y la difusión 
de éstos.

13. En el marco de la política económica, el nivel central del Estado 
facilitará el acceso a la capacitación técnica, a la tecnología, a 
los créditos, a la apertura de mercados y al mejoramiento de 
procesos productivos de la agricultura familiar sustentable.

14. Las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus 
competencias, incluirán en sus Estatutos Autonómicos y sus Cartas 
Orgánicas, a los sujetos de la agricultura familiar sustentable, 
para su fortalecimiento en la producción, transformación y 
comercialización.

ARTÍCULO 18. (DEBERES DE LA SOCIEDAD Y DE LAS PERSONAS). 
Además de los deberes establecidos en la Constitución Política del 
Estado, la Ley N° 071 de “Derechos de la Madre Tierra”, y la Ley N° 300 
“Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien”, las 
personas de forma individual y colectiva, tienen el deber de valorar el 
consumo de alimentos nacionales producidos por la agricultura familiar 
sustentable y difundir los mismos a nivel nacional e internacional.

TÍTULO III
POLÍTICAS PÚBLICAS, ASISTENCIA TÉCNICA Y FOMENTO, 

INSTRUMENTOS E INSTITUCIONALIDAD

CAPÍTULO I
POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA AGRICULTURA 

FAMILIAR SUSTENTABLE

ARTÍCULO 19. (POLÍTICAS PÚBLICAS). En el marco del desarrollo 
integral para Vivir Bien, además de las políticas establecidas en la Ley N° 
144 de la “Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria”, y las políticas 
señaladas en la Ley N° 300 “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo 
Integral para Vivir Bien”, las políticas orientadas al fortalecimiento de la 
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agricultura familiar sustentable y las actividades diversificadas deben 
considerar lo siguiente:

1. Los procesos de planificación y gestión pública, deben integrar 
la agricultura familiar sustentable como eje fundamental para la 
soberanía alimentaria y el desarrollo integral para el Vivir Bien.

2. La protección, fomento y fortalecimiento de las organizaciones 
económicas campesinas, las organizaciones económicas 
comunitarias, las familias productoras campesinas, indígena y 
originarias de las comunidades interculturales y afrobolivianas 
organizadas de la agricultura familiar sustentable, como 
alternativas solidarias y recíprocas, por su aporte a la soberanía 
alimentaria, al abastecimiento y el fortalecimiento del mercado 
local, por la generación de empleos directos e indirectos en el 
área rural, por ocupar efectivamente el territorio disminuyendo el 
despoblamiento rural y, por su experiencia productiva histórica 
con transmisión y recuperación de saberes para la producción.

3. Las encuestas periódicas y los Censos Nacionales Agropecuarios, 
considerarán a la agricultura familiar sustentable como unidad 
de medida y los datos generados serán tomados en cuenta 
para orientar y actualizar la política sobre agricultura familiar 
sustentable periódicamente.

4. La generación, manejo, intercambio y acceso a la información 
relacionada a la producción, comercialización, contratación y 
de mercado como criterio para la generación de condiciones 
de igualdad entre los actores de la economía plural en términos 
de canales de comunicación adecuados, asistencia técnica 
y financiera acorde a la naturaleza rural de los sujetos de la 
agricultura familiar sustentable.

5. Los procesos de gestión pública, deben considerar la generación 
de mecanismos de asistencia técnica productiva especializada 
conforme a demanda de los sujetos de la agricultura familiar 
sustentable, basados en la producción local y apertura a 
mercados locales, nacionales e internacionales.

6. Las acciones de integración de la agricultura familiar boliviana en 
el nivel regional, nacional e internacional.
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7. El acceso a la capacitación técnica, a la tecnología, a los créditos, 
a la apertura de mercados y al mejoramiento de procesos 
productivos a través de diferentes mecanismos.

8. Acciones para el apoyo a procesos de producción, acopio, 
transformación y comercialización.

ARTÍCULO 20. (INVERSIÓN PÚBLICA). La inversión pública, estará 
orientada a los sujetos de la presente Ley como parte del sector productivo 
agropecuario, en el marco de los instrumentos de planificación integral y 
participativa, y de gestión pública intercultural del nivel central del Estado 
y de las entidades territoriales autónomas.

CAPÍTULO II
ASISTENCIA TÉCNICA, FOMENTO Y MERCADOS

ARTÍCULO 21. (ASISTENCIA TÉCNICA Y FOMENTO). I. El nivel central del 
Estado, y las entidades territoriales autónomas apoyarán la diversificación 
e innovación productiva enfocada a: la capacitación y asesoramiento; la 
instalación de unidades demostrativas de experimentación y productivas; 
al asesoramiento técnico y aporte de materiales e insumos; el desarrollo 
de experiencias innovadoras en materia de cultivos; la difusión de la 
producción natural orgánica y ecológica; la investigación tecnológica 
que responda a las condiciones de la realidad rural de los sujetos de la 
agricultura familiar sustentable.

II. El Observatorio Agroambiental y Productivo del Ministerio de Desarrollo 
Rural y Tierras, deberá incorporar o articular la información de los 
productores de la agricultura familiar sustentable y hacer que ésta sea 
accesible a los mismos.

III. El Estado Plurinacional, promoverá el incremento en los márgenes de 
excedentes de los actores de la agricultura familiar sustentable, mediante 
la reducción de costos de producción a través de la provisión colectiva de 
insumos, quienes podrán asociarse para realizar la compra colectiva de 
insumos primarios e intermedios a precios preferenciales fortaleciendo la 
asociatividad para la soberanía alimentaria.

IV. El nivel central del Estado, las entidades territoriales autónomas, los 
centros e institutos de investigación productiva y otros relacionados 
a la asistencia técnica en materia productiva, generarán espacios de 
acompañamiento técnico integral traducidos en servicios dirigidos 



DEFENSORÍA DEL PUEBLO

168

al fortalecimiento de la recolección/manejo, producción, acopio, 
transformación, comercialización y consumo, mediante sistemas integrales 
de acompañamiento a los sujetos de la agricultura familiar sustentable, 
desde la etapa de producción hasta la etapa de consumo.

V. El Ministerio de Desarrollo Rural y Tierras a través del Instituto Nacional 
de Innovación Agropecuaria y Forestal – INIAF, promoverá programas y 
proyectos de asistencia técnica orientados a la producción primaria de los 
actores de la agricultura familiar sustentable.

VI. El Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural, a través de las 
agencias de desarrollo correspondientes, deberá implementar programas y 
proyectos de asistencia técnica orientados a la transformación y agregación 
de valor y comercialización, de los actores de la agricultura familiar.

VII. La Ley específica sobre Sanidad Agropecuaria e Inocuidad Alimentaria, 
establecerá las disposiciones para proteger y mejorar la condición de la 
sanidad agropecuaria e inocuidad alimentaria, y los procedimientos y 
mecanismos ágiles por la prestación de servicios del Servicio Nacional 
de Sanidad e Inocuidad Alimentaria – SENASAG, para todos los actores, 
incluyendo los sujetos de la agricultura familiar sustentable. Asimismo, 
se establecerá una Ley específica para la creación de las tasas por la 
prestación de servicios del Servicio Nacional de Sanidad e Inocuidad 
Alimentaria – SENASAG, que contemplará la forma y medios de pago.

VIII. El Ministerio de Salud y Deportes, creará una base de datos pública 
actualizada con información sobre el contenido nutricional de los 
productos alimenticios de la agricultura familiar sustentable.

ARTÍCULO 22. (DESTINO DE LA PRODUCCIÓN DE LA AGRICULTURA 
FAMILIAR SUSTENTABLE). En el marco de la Constitución Política 
del Estado, la Ley N° 144 de la “Revolución Productiva Comunitaria 
Agropecuaria”, las políticas nacionales relacionadas con la agricultura 
familiar sustentable y el principio de Autogestión, el Estado Plurinacional 
de Bolivia definirá el destino de la producción, priorizando el autoconsumo 
familiar, la seguridad alimentaria con soberanía y considerando la 
generación de excedentes para mercados externos.

ARTÍCULO 23. (PROVEEDORES DE ALIMENTOS). El Estado Plurinacional 
de Bolivia, incorporará a los sujetos de la agricultura familiar sustentable 
como proveedores de alimentos para el Programa de Alimentación 
Complementaria Escolar, el Subsidio de Lactancia Materna y otros.
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ARTÍCULO 24. (SELLO SOCIAL BOLIVIANO). Se modifica el numeral 4 del 
parágrafo II del Artículo 20 de la Ley N° 144, de la “Revolución Productiva 
Comunitaria Agropecuaria”, por el siguiente texto: “Implementar el Sello 
Social Boliviano ante la autoridad competente, para fines de certificación 
de uso de mano de obra e insumos locales provenientes de la producción 
agropecuaria nacional, incluyendo la agricultura familiar sustentable, en la 
transformación, industrialización de alimentos y exportación de productos”.

ARTÍCULO 25. (MERCADOS Y FERIAS). I. El nivel central del Estado y las 
entidades territoriales autónomas, promoverán la búsqueda y promoción 
de mercados locales, nacionales y de exportación para los productos de la 
agricultura familiar nacional. II. Se establecerán disposiciones especiales 
para que los productos de la agricultura familiar sustentable lleguen 
directamente a los consumidores a precios accesibles. III. El nivel central 
del Estado y las entidades territoriales autónomas en coordinación con los 
actores de la agricultura familiar sustentable, apoyarán la realización de 
ferias nacionales, departamentales y locales.

ARTÍCULO 26. (DIFUSIÓN DE LA AGRICULTURA FAMILIAR 
SUSTENTABLE). I. La agricultura familiar sustentable, los sujetos que la 
practican y los productos de éstos, serán difundidos a través de medios 
de comunicación estatales y privados con el objeto de que la población 
se concientice sobre los valores nutritivos de los productos nacionales 
y practiquen hábitos de consumo de alimentos sanos. II. Los medios de 
comunicación estatales, cederán espacios gratuitos para la difusión de los 
productos alimenticios y actividades de la agricultura familiar sustentable. 
Los medios de comunicación, deberán responder a la naturaleza de la 
información, así como el público al que va dirigido, además del acceso a 
las diferentes tecnologías de la información y comunicación.

CAPÍTULO III
INSTRUMENTOS DE GESTIÓN PÚBLICA INTERCULTURAL 

DE LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE

ARTÍCULO 27. (REGISTRO ÚNICO DE LA AGRICULTURA FAMILIAR 
SUSTENTABLE). I. Se crea el Registro Único de la Agricultura 
Familiar Sustentable dependiente del Ministerio de Desarrollo Rural y 
Tierras, a través del Observatorio Agroambiental, como instancia que 
mantendrá un registro único, consolidado, público y actualizado de 
las Organizaciones Económicas Campesinas, Indígena Originarias – 
OECAS, las Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, y las 
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familias productoras indígena originario campesinas, interculturales y 
afrobolivianas organizadas en la agricultura familiar sustentable, a nivel 
nacional, departamental y municipal.

II. Cuando se trate de Organizaciones Económicas Campesinas, Indígena 
Originarias – OECAS y las Organizaciones Económicas Comunitarias – 
OECOM que realicen actividades de transformación, éstas serán también 
registradas en el Registro de las Unidades Productivas a cargo del 
Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural.

III. A través del Registro Único se procederá a la acreditación de los sujetos 
de la agricultura familiar sustentable del área rural del país por rubros y 
de acuerdo al nivel de desarrollo de los mismos en el proceso productivo. 
Adicionalmente, éste generará y sistematizará información productiva 
rural según el calendario agrícola, difundirá los productos y servicios de 
los sujetos de la agricultura familiar sustentable, cuantificará su aporte al 
desarrollo económico local y nacional, el aporte económico de la mujer y la 
juventud rural, los volúmenes y diversificación productiva, entre otros.

IV. La información del Registro Único será de utilidad entre otros, para 
la planificación y toma de decisiones por el nivel central del Estado y las 
entidades territoriales autónomas, y los sujetos de la agricultura familiar 
sustentable en los tres pisos ecológicos.

V. El establecimiento y funcionamiento del Registro Único de la Agricultura 
Familiar Sustentable, será efectuado mediante reglamentación específica.

ARTÍCULO 28. (INFORMACIÓN SOBRE LA AGRICULTURA FAMILIAR 
SUSTENTABLE EN EL OBSERVATORIO AGROAMBIENTAL). El 
Observatorio Agroambiental y Productivo, implementado por el Ministerio 
de Desarrollo Rural y Tierras, como instancia técnica de monitoreo y 
gestión de la información agropecuaria, para garantizar la soberanía 
alimentaria además de las funciones establecidas en el Artículo 44 de 
la Ley N° 144, de la “Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria”, 
tendrá las siguientes atribuciones:

1. Crear un componente que incorpore información sobre la 
agricultura familiar sustentable en coordinación y con participación 
de los actores de la agricultura familiar.

2. Diseñar una base de datos de la agricultura familiar sustentable, 
en coordinación y con participación de los actores de la agricultura 
familiar sustentable, que será actualizada periódicamente.
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3. Realizar el seguimiento de la información conferida en la base 
de datos, a través de indicadores, además de la evaluación y 
análisis, a fin de generar criterios de orientación en las estrategias 
y políticas públicas sobre este particular.

4. Generar y sistematizar información de los productos y proveedores 
locales, entre otros.

ARTÍCULO 29. (INVESTIGACIÓN). I. En el marco de las prioridades del 
Estado, el Instituto Nacional de Innovación Agropecuaria – INIAF, como 
autoridad competente y rectora del Sistema Nacional de Innovación 
Agropecuaria y Forestal – SNIAF, priorizará la investigación productiva 
para el desarrollo de la agricultura familiar sustentable y apoyará la 
investigación en productos diversificados de la agricultura familiar a través 
de un trabajo conjunto con los productores, con mayor permanencia de 
investigadores en el área rural.

II. Las universidades, institutos técnicos y tecnológicos, escuelas superiores 
tecnológicas, y otras instituciones públicas, privadas y comunitarias 
que desarrollan innovación productiva, realizarán investigaciones para 
fortalecer la agricultura familiar sustentable, en el marco de las prioridades 
estatales en coordinación y siguiendo los lineamientos del ente rector del 
Sistema Nacional de Innovación Agropecuaria y Forestal – SNIAF.

III. El Estado a través de presupuesto específico del Tesoro General del Estado, 
de acuerdo a su disponibilidad, estimulará la formación y el fortalecimiento 
de redes de investigadores y grupos de interés entre productores de la 
agricultura familiar sustentable e investigadores académicos.

ARTÍCULO 30. (FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN). I. El Estado promoverá 
la formación técnica superior y capacitación en el área rural, reconociendo 
las formas propias de aprendizaje y transmisión de conocimientos y 
saberes ancestrales de los sujetos de la agricultura familiar sustentable 
que es caracterizada por:

1. Ser una educación integral que prepara para la vida y el trabajo 
fomentando la solidaridad.

2. Ser de naturaleza itinerante que responda a la realidad rural de la 
agricultura familiar sustentable y promueva el autoaprendizaje.

3. Desarrollar formas de aprendizaje y de transmisión de 
conocimientos con metodologías propias.
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4. Promover la formación de lideresas y líderes productivos para el 
desarrollo del sector y la incidencia en diferentes plataformas de 
acción para la agricultura familiar sustentable.

II. Los espacios de integración del diálogo de saberes para la agricultura 
familiar sustentable, se traducirán en la Escuela Internacional para la Vida 
y la Producción liderizada por las productoras y los productores de la 
agricultura familiar sustentable, en el marco de las Políticas de Educación 
y Regulación establecidas por el Ministerio de Educación.

III. El Ministerio de Educación, en coordinación con el Ministerio de Salud 
y Deportes, incorporará en la malla curricular del Sistema Educativo 
Plurinacional, la educación alimentaria nutricional, la importancia del 
consumo de productos de origen nacional, incluyendo los de la agricultura 
familiar sustentable, sanos nutritivos y culturalmente apropiados.

CAPÍTULO IV
PARTICIPACIÓN Y CONTROL SOCIAL

ARTÍCULO 31. (PARTICIPACIÓN EN POLÍTICAS PÚBLICAS). En 
el marco de la Constitución Política del Estado, la Ley N° 144 de la 
“Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria”, y la Ley N° 300 
“Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien”, 
las Organizaciones Económicas Campesinas, Indigena y Originarias – 
OECAS y las Organizaciones Económicas Comunitarias – OECOM, tienen 
el derecho de participar en el diseño de políticas públicas orientadas 
al fortalecimiento de la agricultura familiar sustentable a través de sus 
organizaciones naturales: local, regional, departamental y nacional; y 
ejercer el control social a la gestión pública del sector agropecuario, al 
manejo transparente de la información en todos los niveles del Estado.

ARTÍCULO 32. (PARTICIPACIÓN EN CONSEJOS ECONÓMICOS 
PRODUCTIVOS). Se garantiza la participación de los sujetos de la 
agricultura familiar sustentable, a través de sus organizaciones matrices, 
en los Consejos Económicos Productivos y los espacios de planificación 
productiva en los que el nivel central del Estado y las entidades territoriales 
autónomas formen parte.

ARTÍCULO 33. (ESPACIOS DE DÍALOGO PRODUCTIVO). Los sujetos 
de la agricultura familiar sustentable podrán establecer espacios de 
diálogo productivo (Cumbres Productivas, Mesas Productivas y otros) 
para tratar temas propios conforme a las relaciones de los actores 
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productivos o temas relacionados con las políticas públicas, programas 
y proyectos que requieran ser propuestos al nivel central del Estado y a 
las entidades territoriales autónomas, éstos últimos serán planteados a 
través de la participación de sus organizaciones matrices en los Consejos 
Económicos Productivos.

ARTÍCULO 34. (CONTROL SOCIAL). I. Las Organizaciones Económicas, 
Campesinas, Indígena Originarias – OECAS y las Organizaciones 
Económicas Comunitarias – OECOM, ejercerán el control social a la 
gestión pública agropecuaria para la soberanía alimentaria en todos los 
niveles del Estado y a la calidad de los servicios públicos de las entidades 
gubernamentales relacionadas con la agricultura familiar sustentable, a 
través de sus organizaciones matrices; garantizando la participación de 
las organizaciones de mujeres.

II. Las Organizaciones Económicas, Campesinas, Indígena Originarias – 
OECAS y las Organizaciones Económicas Comunitarias – EOCOM, son 
autogestionarias y han desarrollado sus propias formas de control social 
interno, respetan la estructura orgánica natural y se basan en principios de 
transparencia, bajo relaciones de confianza desde las familias y asociados 
miembros hasta sus organizaciones representativas, realizando acciones 
de seguimiento y acompañamiento al inicio, duración y finalización de la 
gestión en el logro de sus objetivos, manejo de recursos, aplicación de 
normas internas propias y todas aquellas que afecten a las familias de la 
agricultura familiar sustentable.

CAPÍTULO V
INSTITUCIONALIDAD PÚBLICA PARA LA 
AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE

ARTÍCULO 35. (AUTORIDAD NACIONAL COMPETENTE). La Autoridad 
Nacional Competente en materia de agricultura familiar sustentable, es el 
Viceministerio de Desarrollo Rural Agropecuario del Ministerio de Desarrollo 
Rural y Tierras, quien establecerá los programas y proyectos correspondientes 
para el fortalecimiento de la agricultura familiar sustentable.

ARTÍCULO 36. (ENTIDADES PÚBLICAS RELACIONADAS). El 
Ministerio de Desarrollo Productivo y Economía Plural, en el marco de sus 
competencias, promoverá el apoyo a los actores de la agricultura familiar 
sustentable, que realicen actividades de transformación y comercialización 
a través de sus agencias correspondientes.



DEFENSORÍA DEL PUEBLO

174

TÍTULO IV
FINANCIAMIENTO PARA LA AGRICULTURA FAMILIAR SUSTENTABLE

CAPÍTULO I
FINANCIAMIENTO

ARTÍCULO 37. (RECURSOS DEL NIVEL CENTRAL DEL ESTADO Y DE 
LAS ENTIDADES TERRITORIALES AUTÓNOMAS). I. El nivel central 
del Estado y las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus 
competencias y de acuerdo a su disponibilidad financiera, garantizarán 
recursos para la planificación, gestión y ejecución de programas y proyectos 
de agricultura familiar sustentable, en el marco de la presente Ley.

II. Los recursos de cooperación podrán ser orientados al cumplimiento de 
los alcances de la presente Ley.

ARTÍCULO 38. (ÁMBITO FINANCIERO PARA LA AGRICULTURA 
FAMILIAR SUSTENTABLE). I. El Estado Plurinacional de Bolivia, 
garantizará recursos del Tesoro General del Estado para el desarrollo de 
la agricultura familiar sustentable que es parte del sector productivo, a 
través de los mecanismos existentes, considerando la naturaleza rural de 
éstos y tomando en cuenta los siguientes aspectos:

1. Igualdad de oportunidades y democratización en el acceso a 
financiamiento según normativa vigente, para emprendimientos 
productivos, promoviendo el enfoque de género y juventud rural;

2. Consideración del calendario agrícola y períodos cíclicos de los 
diferentes ecosistemas.

II. El Estado Plurinacional de Bolivia, a través de las entidades públicas 
correspondientes, realizará el control y fiscalización de los sujetos de 
la agricultura familiar sustentable, cuando éstos manejen o ejecuten 
recursos públicos. Los sujetos de la agricultura familiar sustentable deben 
informar periódicamente sobre el destino y el uso de recursos públicos, 
los resultados e impactos del uso de éstos para la población.

III. Los Fondos Concurrentes Departamentales Productivos y las 
Transferencias Condicionadas establecidos en la Ley N° 144 de la 
“Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria”, para el fomento y 
mejoramiento de la producción agropecuaria particularmente comunitaria, 
organizaciones económicas comunitarias y de asociaciones de 
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productores activos no vinculados a una comunidad pero organizados de 
forma articulada con las mismas, incluye a las Organizaciones Económicas 
Campesinas, Indígena y Originarias – OECAS y las familias productoras 
indígena originario campesinas, interculturales y afrobolivianas 
organizadas en la agricultura familiar sustentable, sujetos de la agricultura 
familiar sustentable reconocidos en la presente Ley.

IV. El nivel central del Estado y las entidades territoriales autónomas, 
establecerán mecanismos necesarios para garantizar el acceso a créditos 
de fomento, a los sujetos de la agricultura familiar sustentable.

ARTÍCULO 39. (SEGURO AGRARIO UNIVERSAL). El Seguro Agrario 
Universal “Pachamama”, incorpora la participación de los sujetos de 
la agricultura familiar sustentable como actores beneficiarios por su 
contribución a la soberanía alimentaria con la provisión de alimentos 
básicos para la población Boliviana.

DISPOSICIONES ADICIONALES

PRIMERA. El Ministerio de Desarrollo Rural y Tierras, mediante instrumento 
legal correspondiente en el marco de la normativa vigente y las políticas 
nacionales de desarrollo rural agropecuario, implementará el Programa 
Nacional de Apoyo a los sujetos de la presente Ley, en un plazo de ciento 
ochenta (180) días hábiles, a partir de la publicación de la presente Ley.

SEGUNDA. Se instruye al Ministerio de Planificación del Desarrollo, a 
través del Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo, 
realizar las gestiones necesarias para canalizar recursos que garanticen 
el funcionamiento del Programa Nacional de Apoyo a los sujetos de la 
presente Ley. TERCERA. El Tesoro General del Estado, de acuerdo a su 
disponibilidad financiera, garantizará la implementación del Programa 
Nacional de Apoyo a los sujetos de la presente Ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA. El Órgano Ejecutivo a través de los ministerios 
correspondientes, mediante un proceso participativo, reglamentará 
el proceso de reconocimiento de las Organizaciones Económicas 
Comunitarias – OECOM, en un plazo máximo de ciento ochenta (180) días 
a partir de la publicación de la presente Ley. SEGUNDA. El Ministerio 
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de Desarrollo Productivo y Economía Plural, en el plazo de noventa (90) 
días a partir de la publicación de la presente Ley, emitirá la normativa 
para la implementación del Sello Social Boliviano que certifique el uso 
de mano de obra e insumos locales provenientes de la producción 
agropecuaria nacional, incluyendo la agricultura familiar sustentable, en la 
transformación, industrialización de alimentos y exportación de productos.

DISPOSICIONES FINALES

PRIMERA. La reglamentación de la presente Ley deberá ser efectuada 
por el Órgano Ejecutivo, en el plazo de ciento cincuenta (150) días a partir 
de su publicación.

SEGUNDA. Los sujetos de la agricultura familiar sustentable y de las 
actividades diversificadas, deberán ser reconocidos por la nueva norma 
que rija el comercio en el Estado Plurinacional de Bolivia, tomando en 
cuenta sus propias características.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines Constitucionales.

Es dada en la Sala de la Asamblea Legislativa Plurinacional, a los veinte 
días del mes de diciembre del año dos mil doce.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Rebeca Elvira Delgado Burgoa, Mary 
Medina Zabaleta, David Sánchez Heredia, Wilson Changaray T., Angel 
David Cortéz Villegas. Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla 
como Ley del Estado Plurinacional de Bolivia. Palacio de Gobierno de 
la ciudad de La Paz, a los veintiséis días del mes de enero del año dos 
mil trece. FDO. EVO MORALES AYMA, Carlos Gustavo Romero Bonifaz 
MINISTRO DE GOBIERNO E INTERINO DE LA PRESIDENCIA, Elba Viviana 
Caro Hinojosa, Luis Alberto Arce Catacora, Ana Teresa Morales Olivera, 
Juan Carlos Calvimontes Camargo, Roberto Iván Aguilar Gómez, Nemesia 
Achacollo Tola, Claudia Stacy Peña Claros, Pablo Cesar Groux Canedo 
MINISTRO DE CULTURAS E INTERINO DE COMUNICACIÓN.
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6. PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIOS EN 
SITUACIÓN DE ALTA VULNERABILIDAD

6.1. LEY N° 450 DE PROTECCIÓN A NACIONES Y 
PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIOS EN SITUACIÓN 
DE ALTA VULNERABILIDAD

LEY Nº 450, DE 29 DE DICIEMBRE DE 2013
LEY DE PROTECCIÓN A NACIONES Y PUEBLOS INDÍGENA 
ORIGINARIOS EN SITUACIÓN DE ALTA VULNERABILIDAD

CAPÍTULO I
OBJETO, TITULARES, PRINCIPIOS Y DIRECCIÓN

ARTÍCULO 1. (OBJETO Y FINALIDAD). La presente Ley tiene por objeto 
establecer los mecanismos y políticas sectoriales e intersectoriales de 
prevención, protección y fortalecimiento, para salvaguardar los sistemas y 
formas de vida individual y colectiva, de las naciones y pueblos indígena 
originarios en situación de alta vulnerabilidad, cuya sobrevivencia física y 
cultural esté extremadamente amenazada.

ARTÍCULO 2. (TITULARES DE DERECHOS). I. Son titulares de derechos, 
las naciones y pueblos indígena originarios, o segmentos de ellos, que se 
encuentren en situación de alta vulnerabilidad, cuya sobrevivencia física y 
cultural esté extremadamente amenazada.

II. Para efectos de la presente Ley, son situaciones de alta vulnerabilidad 
las siguientes:

 y Peligro de extinción.
 y Aislamiento voluntario.
 y Aislamiento forzado.
 y No contactados.
 y En contacto inicial.
 y Forma de vida transfronteriza.
 y Otras situaciones de alta vulnerabilidad que sean identificadas por 

la instancia estatal competente.
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III. El no contacto de una nación o pueblo indígena originario o segmento 
de éste, no deberá ser considerado en ningún caso como prueba de su 
inexistencia.

IV. La identificación de los titulares de derechos de la presente Ley, será 
el resultado de los procedimientos que se realicen a solicitud expresa 
de las naciones y pueblos indígena originarios o segmentos de ellos, 
o de investigaciones específicas realizadas por la instancia estatal 
correspondiente.

V. Los servidores públicos del nivel central del Estado, de las entidades 
territoriales autónomas y la sociedad civil, tienen el deber de hacer cumplir 
los derechos de los titulares de la presente Ley, bajo responsabilidad 
administrativa, civil y penal.

ARTÍCULO 3. (PRINCIPIOS). Los principios que rigen la aplicación de la 
presente Ley son:

Precaución. Orientado al desarrollo de políticas específicas, preventivas 
y de cautela, para garantizar en todo momento los sistemas de vida de las 
naciones y pueblos indígena originarios en situación de alta vulnerabilidad, 
cuya sobrevivencia física y cultural esté extremadamente amenazada.

Protección. Encaminado a la adopción de un marco específico de 
protección especial, en todos los niveles del Estado Plurinacional, para 
resguardar los sistemas de vida de las naciones y pueblos indígena 
originarios en situación de alta vulnerabilidad, cuya sobrevivencia física y 
cultural esté extremadamente amenazada.

Regeneración. Orientado como la garantía del Estado, para la 
reproducción de los sistemas de vida de las naciones y pueblos indígena 
originarios en situación de alta vulnerabilidad, cuya sobrevivencia física y 
cultural esté extremadamente amenazada.

Libre determinación. En virtud de la cual, las naciones y pueblos indígena 
originarios en situación de alta vulnerabilidad, cuya sobrevivencia física 
y cultural esté extremadamente amenazada, determinan libremente su 
condición política y persiguen su desarrollo económico, social y cultural, 
en el marco del Estado Plurinacional. La libre determinación deberá 
interpretarse de manera diferenciada.

Favorabilidad. Entendida como la aplicación preferente de la norma más 
favorable para condicionar y dirigir cualquier actuación estatal que se 
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vaya a realizar de manera concreta con las naciones y pueblos indígena 
originarios en situación de alta vulnerabilidad, cuya sobrevivencia física y 
cultural esté extremadamente amenazada.

Diversidad cultural. La diversidad cultural constituye la base esencial 
del Estado Plurinacional. Se sustenta en el reconocimiento y respeto 
de los diferentes sistemas de vida de las naciones y pueblos indígena 
originarios, y expresa la identidad histórica de su cultura, que la mantiene 
y la proyecta para sus futuras generaciones.

Enfoque diferencial. Entendido como la aplicación de políticas para 
la atención de necesidades y situaciones de alta vulnerabilidad de las 
naciones y pueblos indígena originarios o segmentos de ellos.

ARTÍCULO 4. (DIRECCIÓN GENERAL DE PROTECCIÓN A NACIONES 
Y PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIOS). I. Se crea la Dirección General 
de Protección a Naciones y Pueblos Indígena Originarios-DIGEPIO, 
bajo tuición del Órgano Ejecutivo, su estructura y funcionamiento será 
establecido mediante Decreto Supremo.

II. La DIGEPIO tendrá las siguientes atribuciones:

Realizar los procedimientos técnicos para la identificación de los titulares 
de derechos de la presente Ley.

 y Formular y ejecutar de manera coordinada con las entidades 
territoriales autónomas, en el marco de sus competencias, y con 
organizaciones de las naciones y pueblos indígena originarios, 
planes, programas, proyectos y estrategias de prevención, 
protección y fortalecimiento para salvaguardar los sistemas de 
vida.

 y Realizar de manera sectorial e intersectorial, planes, programas 
y proyectos de generación y fortalecimiento de capacidades de 
recuperación y regeneración de los sistemas de vida.

 y Desarrollar de manera sectorial e intersectorial, estudios previos 
e integrales de reconocimiento y análisis interdisciplinario, para 
identificar las situaciones de alta vulnerabilidad de las naciones y 
pueblos indígena originarios.

 y Armonizar los derechos territoriales de los titulares de la presente 
Ley, con las políticas públicas del Estado Plurinacional, con la 
participación de los involucrados.
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 y Elaborar y actualizar en coordinación con las organizaciones de 
las naciones y pueblos indígena originarios, un registro único de 
los titulares de la presente Ley, para la adopción de medidas 
necesarias de prevención, protección y fortalecimiento.

 y Diseñar y establecer protocolos y planes diferenciados de 
actuación para la aplicación de mecanismos de prevención, 
protección y fortalecimiento, coordinando su implementación con 
las instituciones públicas vinculadas y las organizaciones de las 
naciones y pueblos indígena originarios.

 y Gestionar mediante Resolución Suprema, la declaratoria de 
emergencia de sistemas de vida en alta vulnerabilidad.

 y Autorizar el ingreso excepcional a instituciones estatales que 
trabajen en la prevención, protección y fortalecimiento, a los 
territorios donde habitan las naciones y pueblos indígena originarios 
o segmentos de ellos declarados con emergencia de sistemas de 
vida en alta vulnerabilidad.

 y Activar y promover todas las acciones administrativas y penales 
contra quienes infrinjan las disposiciones de la presente Ley y su 
reglamento.

 y Promover programas de coordinación y actuaciones conjuntas 
bilaterales y multilaterales para las naciones y pueblos indígena 
originarios o segmentos de ellos con forma de vida transfronteriza, 
a través del Ministerio de Relaciones Exteriores.

 y Promover ante las instituciones públicas que correspondan, la 
emisión de los instrumentos legales y administrativos que sean 
necesarios para la aplicación de los mecanismos de prevención, 
protección y fortalecimiento.

 y Generar las condiciones para que los titulares de la presente Ley, 
puedan ejercer el derecho a la identidad y ciudadanía, de acuerdo 
a cada situación de alta vulnerabilidad.

 y Desarrollar indicadores de monitoreo para evaluar las situaciones 
de alta vulnerabilidad, de las naciones y pueblos indígena 
originarios o segmento de ellos, para la aplicación de mecanismos 
de prevención, protección y fortalecimiento.

III. La DIGEPIO, para el cumplimiento de sus atribuciones, tendrá la 
obligación de coordinar e incluir la participación de las poblaciones 
involucradas.
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IV. La DIGEPIO aplicará y desarrollará mecanismos específicos de 
prevención, protección y fortalecimiento de forma diferenciada, de 
acuerdo a la realidad de cada nación y pueblo indígena originario o 
segmento de ellos.

CAPÍTULO II
MECANISMOS DE PREVENCIÓN

ARTÍCULO 5. (MECANISMOS DE PREVENCIÓN). I. Los mecanismos de 
prevención de los sistemas de vida se desarrollarán en el nivel central 
del Estado y en las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus 
competencias, en los siguientes ámbitos:

 y Territorial.
 y Salud.
 y Difusión y sensibilización.

II. La DIGEPIO, podrá aplicar los mecanismos de prevención a otros 
ámbitos de acuerdo a la situación de alta vulnerabilidad de los titulares 
de la presente Ley.

ARTÍCULO 6. (ÁMBITO TERRITORIAL). I. Ante las amenazas de 
agresiones que sufran los titulares de la presente Ley, en sus territorios o 
zonas de influencia, poniendo en peligro el mantenimiento de sus culturas 
y de sus formas de vida, se activarán los siguientes mecanismos de 
prevención:

 y Establecer las áreas de ocupación y tránsito, en campamentos, 
sendas, sitios de cacería, pesca y otros.

 y Establecer la prohibición de ingreso y la realización de actos 
ilícitos por personas ajenas al territorio que ocupan los titulares de 
la presente Ley, sin la autorización expresa de los mismos y de 
la DIGEPIO, salvo en situaciones excepcionales definidas en los 
protocolos y planes de actuación.

 y Impedir cualquier tipo de perturbación, en los territorios que 
ocupan los titulares de la presente Ley, durante la realización de 
estudios técnicos.

 y Asumir las medidas legales y administrativas correspondientes ante 
cualquier denuncia de persona natural o jurídica, que conozca de 
contactos forzosos o ingresos no autorizados de personas ajenas 
al territorio de los titulares de la presente Ley.
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II. Las instituciones públicas y privadas que trabajen en el aprovechamiento 
responsable y planificado de los recursos naturales, así como en la 
conservación del medio ambiente, deberán observar los cuidados de 
protección a los titulares de la presente Ley, establecidos en los protocolos 
y planes diferenciados de actuación.

III. Cualquier persona natural o jurídica, en caso de conocimiento de 
contactos forzosos o ingreso no autorizado de personas ajenas al territorio 
de los titulares de la presente Ley, deberá comunicar obligatoriamente y 
en forma inmediata a la DIGEPIO.

ARTÍCULO 7. (ÁMBITO DE SALUD). I. Ante enfermedades y epidemias 
que amenacen la salud y existencia de los titulares de la presente Ley, en 
el marco del modelo plurinacional de salud, deben adoptarse medidas 
relacionadas a su situación de alta vulnerabilidad, activándose los 
siguientes mecanismos de prevención:

 y Ejecutar estrategias particularizadas y contextualizadas de salud 
intercultural integral, que contemplen acciones sistemáticas, 
sostenidas y rigurosas para evitar la muerte y el deterioro de la 
salud de los titulares de la presente Ley, priorizando la atención de 
las mujeres, niñas, niños, adolescentes y adultos mayores.

 y Delimitar las zonas de influencia sanitaria, para el monitoreo 
constante de vectores endémicos de los titulares de la presente 
Ley.

 y Ejecutar programas y proyectos de fortalecimiento y articulación 
de los conocimientos ancestrales en medicina tradicional con la 
medicina académica.

 y Controlar la caza y pesca ilegal que pueda realizarse en los 
territorios de los titulares de la presente Ley, precautelando su 
soberanía alimentaria y sistema de vida.

 y Monitorear y hacer seguimiento periódico a posibles enfermedades 
en poblaciones colindantes a los territorios de los titulares de la 
presente Ley.

 y Ejecutar planes de contingencia ante situaciones excepcionales, 
que conlleve amenaza inminente de mortalidad en masa, en contra 
de los titulares de la presente Ley.

II. Se prohíbe bajo sanción penal, a personas ajenas a la DIGEPIO, realizar 
campañas e investigaciones en salud sin autorización.
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III. Se prohíbe bajo sanción, de acuerdo a la normativa correspondiente, 
contaminar el medio ambiente en los territorios y zonas de influencia 
de los titulares de la presente Ley, a fin de precautelar la salud de sus 
sistemas de vida.

IV. Cualquier persona individual o colectiva que desarrolle sus actividades 
en las zonas de influencia de los titulares de la presente Ley, está obligada 
a observar y cumplir con los mecanismos de prevención en salud que 
formule la DIGEPIO.

ARTÍCULO 8. (ÁMBITO DE DIFUSIÓN Y SENSIBILIZACIÓN). I. Ante 
diferentes situaciones de alta vulnerabilidad y a fin de lograr una 
sensibilidad más proactiva y comprometida con el “Vivir Bien” de los 
titulares de la presente Ley, se activarán los siguientes mecanismos de 
prevención:

 y Ejecutar de manera coordinada con el nivel central del Estado 
y con las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus 
competencias, estrategias y proyectos de sensibilización dirigidos 
a las poblaciones mayoritarias, sobre la situación y derechos de los 
titulares de la presente Ley.

 y Ejecutar programas de información, capacitación, formación 
y sensibilización, adecuando los mismos a las realidades 
socioculturales de los actores sociales con los que se vaya a 
trabajar, con especial énfasis en programas educativos para la 
niñez y adolescencia.

II. La DIGEPIO, deberá implementar programas de capacitación, 
formación y sensibilización para los servidores públicos vinculados con 
las temáticas de derechos y políticas públicas que deben llevarse a cabo 
para los titulares de la presente Ley, a objeto de minimizar los impactos 
negativos.

CAPÍTULO III
MECANISMOS DE PROTECCIÓN

ARTÍCULO 9. (MECANISMOS DE PROTECCIÓN). I. Los mecanismos de 
protección de los sistemas de vida se desarrollarán en el nivel central 
del Estado y en las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus 
competencias, en los siguientes ámbitos:

 y Territorial.
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 y Salud.
 y Monitoreo.

II. La DIGEPIO y las entidades territoriales autónomas, en el marco de 
sus competencias, podrán aplicar los mecanismos de protección a otros 
ámbitos de acuerdo a la situación de alta vulnerabilidad de los titulares de 
la presente Ley.

ARTÍCULO 10. (ÁMBITO TERRITORIAL). I. Ante acciones de agresión 
que sufran en sus territorios o zonas de influencia, que pongan en peligro 
directamente el mantenimiento de las culturas y sistemas de vida de los 
titulares de la presente Ley, se activarán los siguientes mecanismos de 
protección:

 y Gestionar mediante Resolución Suprema, la declaración de 
emergencia de sistemas de vida en alta vulnerabilidad, que 
contengan acciones de atención inmediata, conforme las 
recomendaciones de la DIGEPIO, situación que deberá ser 
evaluada y monitoreada periódicamente bajo responsabilidad.

 y Establecer áreas de amortiguamiento de tierras, a objeto de evitar 
contactos accidentales con personas ajenas a su territorio.

 y Gestionar la dotación de tierras fiscales, de manera prioritaria, para 
el traslado, asentamiento, ampliación y gestión territorial integral, 
para los titulares de la presente Ley, de acuerdo a los protocolos y 
planes de actuación.

 y Impulsar la generación de programas bilaterales o multilaterales, 
a objeto de establecer programas de coordinación y actuaciones 
conjuntas entre diferentes Estados, para la atención de las naciones 
y pueblos indígena originarios con forma de vida transfronteriza.

 y Planificar con la participación de los titulares de la presente Ley, el 
desarrollo integral de sus sistemas de vida, fortaleciendo sus usos 
y costumbres.

II. La declaración de emergencia de sistemas de vida en alta vulnerabilidad, 
para las naciones y pueblos indígena originarios o segmentos de ellos en 
situación de aislamiento voluntario y no contactado, establecerá el área 
georeferenciada de su territorio.

III. La declaración de emergencia de sistemas de vida en alta 
vulnerabilidad, quedará sin efecto cuando: Los indicadores de monitoreo 
demuestren tendencias favorables a la superación de la situación de 
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alta vulnerabilidad. Los sistemas de vida de la nación o pueblo indígena 
originario, hayan sufrido deterioro o transformación, que comprometa su 
identidad, provocado por sus propios miembros.

IV. La declaratoria de emergencia de sistemas de vida en alta 
vulnerabilidad, se levantará mediante Resolución Suprema, previa 
coordinación y aprobación con las organizaciones de las naciones y 
pueblos indígena originarios involucrados.

ARTÍCULO 11. (ÁMBITO DE SALUD). I. Ante la presencia de 
enfermedades y epidemias que ataquen la salud y existencia de los 
sujetos de la presente Ley, deben adoptarse medidas relacionadas a sus 
situaciones específicas de alta vulnerabilidad, activándose los siguientes 
mecanismos de protección:

 y Ejecutar de manera urgente, planes de atención oportuna y gratuita 
en salud familiar comunitaria intercultural, para las comunidades, 
familias y personas que requieran asistencia médica, priorizando 
la protección de mujeres, niñas, niños, adolescentes y personas 
adultas mayores, frente a formas de violencia.

 y Establecer cordones de protección sanitaria para precautelar 
la salud, y evitar el contagio de posibles enfermedades de 
comunidades colindantes.

 y Evitar la transmisión de enfermedades, garantizando el acceso y 
uso de medicinas tradicionales como de la académica.

 y Ejecutar protocolos y planes de atención y tratamiento, ante 
situaciones específicas de riesgo.

II. Para las naciones y pueblos indígena originarios en situación de 
aislamiento voluntario y no contactados, la garantía del derecho a la 
salud y la vida, debe ser interpretada de manera que tome en cuenta el 
deseo de estos pueblos de mantenerse en aislamiento, no contacto y la 
necesidad de mayor protección.

ARTÍCULO 12. (ÁMBITO DE MONITOREO). I. La DIGEPIO en coordinación 
con instituciones del nivel central del Estado y de las entidades territoriales 
autónomas, en el marco de sus competencias, implementará un Sistema 
Integral de Monitoreo-SIM, para proteger a los titulares de la presente Ley.

II. La DIGEPIO incorporará equipos de investigadores indígena originarios, 
propuestos por sus pueblos y organizaciones.
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III. El SIM formulará metodologías y utilizará instrumentos diferenciados 
de acuerdo a la situación de alta vulnerabilidad de cada nación y pueblo 
indígena originario.

IV. El SIM sistematizará y analizará los resultados y las evidencias que 
se obtengan, de las investigaciones realizadas y de la información 
preexistente, para proponer la aplicación de los mecanismos previstos 
por la presente Ley.

V. El SIM contendrá los indicadores que determinen las situaciones de alta 
vulnerabilidad. VI. El SIM incluirá el registro de las áreas de ocupación y 
tránsito, en campamentos, sendas, sitios de cacería, pesca y otros.

ARTÍCULO 13. (SITUACIONES DE ALTA VULNERABILIDAD). I. 
La DIGEPIO formulará los indicadores de monitoreo para evaluar las 
situaciones de alta vulnerabilidad, de acuerdo a los siguientes factores:

 y Desfavorables tendencias demográficas al crecimiento poblacional.
 y Afectación permanente por enfermedades endémicas.
 y Creciente población desarticulada de su propia nación o pueblo 

indígena originario.
 y Creciente proporción de miembros de otra nación o pueblo indígena 

originario distinto a su identidad y con tendencia a constituirse en 
mayoría poblacional al interior de su territorio.

 y Crecientes olas de expansión externa sobre sus territorios y 
recursos naturales.

 y Limitación de acceso a los principales componentes de su 
alimentación.

 y Creciente población sin acceso a servicios básicos, salud y 
educación.

 y Debilitados y desvalorizados sistemas de comunicación 
intergeneracional de valores y prácticas culturales.

 y Pérdida del acceso a sus áreas y recursos de importancia 
sociocultural.

 y Debilitamiento de las instituciones y formas de autorregulación 
que dificulte el autogobierno, la gestión territorial y la resolución 
de conflictos.

 y Situaciones permanentes y sistemáticas de intolerancia, racismo y 
discriminación.
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 y Aislamiento voluntario en sus propios espacios territoriales, 
rehuyendo todo tipo de contacto con personas ajenas a su entorno.

 y Contacto forzoso a pueblos que han asumido como estrategia de 
vida el no contacto, teniéndose conocimiento de su existencia por 
medio de la historia oral y vestigios que dejan en su recorrido.

 y Otras que puedan ser determinadas.
II. La evaluación de las situaciones de alta vulnerabilidad de los sistemas 
de vida de cada nación o pueblo indígena originario, podrá efectuarse 
con dos o más factores enunciados en el Parágrafo precedente.

CAPÍTULO IV
MECANISMOS DE FORTALECIMIENTO

ARTÍCULO 14. (MECANISMOS DE FORTALECIMIENTO). Los 
mecanismos de fortalecimiento de los sistemas de vida se desarrollarán 
en el nivel central del Estado y en las entidades territoriales autónomas, en 
el marco de sus competencias, en los siguientes ámbitos:

 y Recuperación y regeneración de sistemas de vida.
 y Institucionalidad del Estado.

ARTÍCULO 15. (ÁMBITO DE RECUPERACIÓN Y REGENERACIÓN DE 
SISTEMAS DE VIDA). Ante las diferentes situaciones de alta vulnerabilidad 
que debiliten las capacidades de regeneración y reproducción de los 
sistemas de vida de los titulares de la presente Ley, se activarán los 
siguientes mecanismos de fortalecimiento:

 y Ejecutar estrategias y acciones para mantener y fortalecer las 
identidades culturales propias, la vitalidad lingüística de los 
idiomas, cosmovisiones, religiones, creencias y cultos, así como 
lugares sagrados.

 y Ejecutar y apoyar estrategias y acciones propias, para la posible 
rearticulación sociocultural y reagrupamiento.

 y Fortalecer en el marco de sus sistemas de vida, los patrones 
culturales para la revalorización de los conocimientos y saberes 
ancestrales.

 y Fortalecer el ejercicio de sus sistemas políticos, jurídicos y 
económicos acorde a su cosmovisión.
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 y Promover la cohesión y el equilibrio armónico en comunidad, a 
través de la revalorización del derecho propio, y de las formas de 
autorregulación de sus sistemas de vida.

 y Impulsar el desarrollo integral con identidad, respetando el 
equilibrio de sus sistemas de vida, para contribuir a la satisfacción 
armónica de las necesidades colectivas de sus miembros.

 y Promover la generación de iniciativas comunitarias de 
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales renovables, 
facilitando la rehabilitación de la seguridad alimentaria, el acceso 
a los satisfactores y servicios básicos, de acuerdo a los planes 
comunales o de manejo y gestión territorial indígena originario.

 y Impulsar el acceso a programas especiales de capacitación, 
asistencia técnica y financiera para el fortalecimiento de sus 
actividades económicas, que tomen en cuenta los usos, 
costumbres, tecnologías propias y evite la emigración de su 
población joven.

 y Desarrollar acciones de conservación, restauración y custodia de 
todo el patrimonio material e inmaterial.

 y Promover la interculturalidad e intraculturalidad, como instrumento 
de desarrollo que genere expresiones culturales compartidas, en 
base al respeto mutuo y la convivencia social armónica.

 y Promover el rescate de las costumbres milenarias vinculadas a 
la ritualidad, la medicina tradicional, las expresiones religiosas y 
festivas, apoyando su conservación y difusión como estrategia del 
“Vivir Bien”.

ARTÍCULO 16. (ÁMBITO DE LA INSTITUCIONALIDAD DEL ESTADO). 
Ante las diferentes situaciones de alta vulnerabilidad que deriven en la 
posible extinción física y cultural de los sistemas de vida de los titulares 
de la presente Ley, las instituciones del nivel central del Estado y de las 
entidades territoriales autónomas, en el marco de sus competencias, 
activarán los siguientes mecanismos de fortalecimiento:

 y Respetar a la institucionalidad de las naciones y pueblos indígena 
originarios, y de sus representantes legítimos en el nivel que les 
corresponda.

 y Realizar una reingeniería institucional, tomando en cuenta las 
previsiones en recursos económicos y humanos que se requieran, 
de acuerdo a las necesidades y características que demanden las 
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acciones de prevención, protección y fortalecimiento. Establecer y 
ejecutar compromisos a nivel de las máximas autoridades de los 
Órganos del Estado, respecto a la generación de políticas públicas 
articuladas sectorial e intersectorialmente.

 y Definir e implementar sistemas de coordinación y monitoreo entre 
las diferentes instituciones públicas competentes, en la ejecución 
de acciones de prevención, protección y fortalecimiento.

 y El Órgano Judicial y el Ministerio Público, en coordinación con 
la Policía Boliviana y las Fuerzas Armadas, deberán generar 
condiciones, capacidades, técnicas, protocolos y planes de 
actuación con celeridad y eficacia, en los procesos judiciales 
contra quienes atenten los derechos de las naciones y pueblos 
indígena originarios o segmentos de ellos, en situación de 
alta vulnerabilidad, cuya sobrevivencia física y cultural esté 
extremadamente amenazada.

 y Ejecutar políticas de protección de las riquezas culturales, 
religiosas, históricas y documentales de los titulares de la presente 
Ley, promoviendo su custodia y conservación.

 y Ejecutar acciones estratégicas, para el mejoramiento de 
ecosistemas o zonas degradadas, y para mitigar los efectos de las 
inclemencias y riesgos climáticos en los territorios de los titulares 
de la presente Ley.

 y Facilitar el acceso a herramientas, maquinarias, equipos, insumos, 
apoyo técnico y otros, que estén acordes a su visión propia de 
desarrollo, para acciones de rehabilitación de los sistemas de vida 
de los titulares de la presente Ley.

DISPOSICIONES ADICIONALES

PRIMERA. Se modifican los Artículos 138 y 216 del Código Penal, 
quedando redactados con el siguiente texto:

“ARTÍCULO 138. (GENOCIDIO). Quién o quienes con propósito de destruir 
total o parcialmente a la población boliviana, nación o pueblo indígena 
originario campesino, comunidades interculturales, afrobolivianas, o 
segmento de ellos, o grupo de un credo religioso, diere muerte o causare 
lesiones a sus miembros, o los sometiere a condiciones de inhumana 
subsistencia o de asimilación forzosa, o les impusiere medidas destinadas 
a impedir su reproducción, o realizare con violencia el desplazamiento 
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de niños o adultos hacia otros grupos, será sancionado con privación de 
libertad de quince (15) a treinta (30) años. En la misma sanción incurrirán 
el o los autores, u otros culpables directos o indirectos de masacres 
sangrientas en el Estado Plurinacional.”

“ARTÍCULO 216. (DELITOS CONTRA LA SALUD PÚBLICA). Incurrirá en 
privación de libertad de uno (1) a diez (10) años, el que:

 y Propagare enfermedades graves o contagiosas u ocasionare 
epidemias.

 y Envenenare, contaminare o adulterare aguas destinadas al 
consumo público, al uso industrial agropecuario y piscícola.

 y Envenenare, contaminare o adulterare substancias medicinales y 
productos alimenticios.

 y Comerciare con substancias nocivas para la salud o con bebidas y 
alimentos mandados inutilizar.

 y Cometiere actos contrarios a disposiciones sobre higiene y sanidad 
o alterare prescripciones médicas.

 y Provocare escasez o encarecimiento de artículos alimenticios y 
medicinales, en perjuicio de la salud pública.

 y Quebrantare medidas de sanidad pecuaria o propagare epizootias 
y plagas vegetales.

 y Expendiere o suministrare drogas o substancias medicinales, 
en especie, calidad o cantidad no correspondientes a la receta 
médica.

 y Realizare cualquier otro acto que de una u otra manera afecte la 
salud de la población. Transmitiere o intentare transmitir el VIH 
conociendo que vive con esta condición.

En caso que las víctimas pertenezcan a una nación o pueblo indígena 
originarios en situación de alta vulnerabilidad, la pena será agravada en 
un tercio”.

SEGUNDA. Se incorpora al Código Penal, el tipo penal de ingreso no 
autorizado, con el siguiente texto:

“ARTÍCULO 353 Bis. (INGRESO NO AUTORIZADO). Quien o quienes 
sin cumplir con los requisitos de Ley, de manera no autorizada ingrese 
al territorio de una nación o pueblo indígena originario que cuente 
con declaración expresa de emergencia de sistemas de vida en alta 
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vulnerabilidad, con el fin de explotar recursos naturales o realizar 
campañas o investigaciones en salud, o cualquier tipo de acción ilícita 
que atente contra los sistemas de vida, será sancionado con privación de 
libertad de tres (3) a seis (6) años.

La misma pena se aplicará, a quien actúe al servicio o colabore de 
cualquier forma, en la realización de estudios de cualquier índole no 
autorizados”

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. La presente Ley será reglamentada por el Ministerio de Justicia en 
el plazo de ciento ochenta (180) días a partir de su promulgación.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA Y DEROGATORIA

ÚNICA. Se abrogan y derogan todas las disposiciones contrarias a la 
presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines Constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
a los veinticinco días del mes de noviembre de dos mil trece años.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Lucio Marca Mamani , Andrés Agustín 
Villca Daza, Claudia Jimena Torres Chávez , Marcelo Elío Chávez, Ángel 
David Cortés Villegas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia.

Ciudad de La Paz, a los cuatro días del mes de diciembre del año dos 
mil trece.

FDO. EVO MORALES AYMA, David Choquehuanca Céspedes, Juan 
Ramón Quintana Taborga, Carlos Gustavo Romero Bonifaz, Rubén Aldo 
Saavedra Soto, Cecilia Luisa Ayllon Quinteros, Juan Carlos Calvimontes 
Camargo, José Antonio Zamora Gutiérrez, Pablo Cesar Groux Canedo, 
Claudia Stacy Peña Claros, Amanda Dávila Torres.
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7. SALUD INTERCULTURAL

7.1. LEY DE MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL 
BOLIVIANA

LEY Nº 459, DE 19 DE DICIEMBRE DE 2013

LEY DE MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO
OBJETO, ALCANCE Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto:
 y Regular el ejercicio, la práctica y la articulación de la medicina 

tradicional ancestral boliviana, en el Sistema Nacional de Salud.
 y Regular la estructura, organización y funcionamiento de las 

instancias asociativas, consultivas, formativas y de investigación; 
y los derechos y deberes de las usuarias y los usuarios de la 
medicina tradicional ancestral boliviana en todas sus formas, 
modalidades y procedimientos terapéuticos.

 y Promover y fortalecer el ejercicio y la práctica de la medicina 
tradicional ancestral boliviana.

ARTÍCULO 2. (ALCANCE). La presente Ley alcanza:
 y A las médicas y médicos tradicionales, guías espirituales, parteras, 

parteros y naturistas que ejercen su actividad individual fuera del 
ámbito territorial de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afrobolivianos.

 y A las médicas y médicos tradicionales, guías espirituales, parteras, 
parteros y naturistas reconocidos como parte de una nación o 
pueblo indígena originario campesino y afroboliviano, que ejercen 
su actividad en su ámbito territorial, en el marco de los derechos 
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colectivos reconocidos en la Constitución Política del Estado y la 
normativa vigente.

ARTÍCULO 3. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley tiene como 
ámbito de aplicación a los órganos del nivel nacional, las entidades 
territoriales autónomas y las instancias asociativas, consultivas, formativas 
y de investigación de la medicina tradicional ancestral boliviana.

CAPÍTULO SEGUNDO
PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

ARTÍCULO 4. (PRINCIPIOS). La presente Ley, se rige por los siguientes 
principios:

Ama Qhilla, Ama Llulla y Ama Suwa (no seas flojo, no seas mentiroso, ni 
seas ladrón), jan Jairamti, jan q?arimti, jan lunthatamti.

 y Ayni, por el que las médicas y los médicos tradicionales ancestrales 
bolivianos, deben practicar la reciprocidad para ayudarnos unos 
con otros.

 y Taypi, es el encuentro de conocimientos y saberes de las 
médicas y los médicos tradicionales, a través de la práctica de 
la reciprocidad, de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afrobolivianos.

 y Suma Qamaña, Ñandereko, Teko Kavi, Ivi Maraei, Qhapaj Ñan, 
como principios ético-morales del ?Vivir Bien? en la sociedad 
plural, asumidos en el ejercicio y la práctica de la medicina 
tradicional ancestral.

 y Equilibrio, como ente rector de la vida y salud vital, es una relación 
estrecha de la persona con la sociedad, con el medio ambiente, la 
naturaleza y el cosmos.

 y Complementariedad, es el apoyo mutuo para conseguir un objetivo 
común con la práctica de la intra e interculturalidad.

 y Honestidad, es una expresión ética de la calidad humana, es decir 
la verdad todo el tiempo, es el simple respeto a la verdad, implica 
la relación entre las personas y los demás, y de la persona consigo 
mismo.

 y El trabajo comunitario, es el que se realiza en forma complementaria 
entre las entidades del Estado, médicas y médicos tradicionales, 
y entidades autónomas territoriales y organismos de cooperación, 
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para el desarrollo y fortalecimiento de la medicina tradicional 
ancestral.

 y Interés social, como el ejercicio y práctica de la medicina tradicional 
ancestral boliviana en beneficio social, colectivo, comunitario, sin 
interés lucrativo ni de mercantilización.

ARTÍCULO 5. (DEFINICIONES). A efectos de la aplicación de la presente 
Ley, se entiende por:

 y Medicina tradicional ancestral boliviana. Es un conjunto de 
conceptos, conocimientos, saberes y prácticas milenarias 
ancestrales, basadas en la utilización de recursos materiales y 
espirituales para la prevención y curación de las enfermedades, 
respetando la relación armónica entre las personas, familias y 
comunidad con la naturaleza y el cosmos, como parte del Sistema 
Nacional de Salud.

 y Médicas y Médicos tradicionales ancestrales. Son las personas 
que practican y ejercen, en sus diferentes formas y modalidades, 
la medicina tradicional ancestral boliviana, recurriendo a 
procedimientos terapéuticos tradicionales, acudiendo a las plantas, 
animales, minerales, terapias espirituales y técnicas manuales, 
para mantener y preservar el equilibrio de las personas, la familia y 
la comunidad para el “Vivir Bien”.

 y Guías espirituales de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afrobolivianos. Son las mujeres y los hombres que 
practican los fundamentos espirituales, históricos y culturales 
de los pueblos indígena originarios, en complementariedad 
con la naturaleza y el cosmos, gozan de reconocimiento como 
autoridades espirituales en su comunidad y se constituyen en los 
guardianes para la conservación, reconstitución y restitución de 
todos los sitios sagrados de la espiritualidad ancestral milenaria.

 y Partera o partero tradicional. Son las mujeres y los hombres que 
cuidan y asisten a las mujeres antes, durante y después del parto, 
y cuidan del recién nacido.

 y Naturistas. Son las mujeres y los hombres con amplios 
conocimientos de las plantas medicinales naturales nacionales y 
otros recursos de la naturaleza de diversas zonas geográficas de 
Bolivia, que aplican en la prevención y tratamiento de las dolencias 
y enfermedades.
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 y Ejercicio y práctica de la medicina tradicional ancestral boliviana . 
Consiste en reconocer, revalorizar y fortalecer los conocimientos, 
prácticas y saberes de la medicina tradicional ancestral boliviana 
y las formas de identificar y tratar las enfermedades, haciendo uso 
de sus métodos y técnicas terapéuticas tradicionales en beneficio 
de la persona, la familia y la comunidad.

CAPÍTULO TERCERO
PRESTADORES DE SERVICIOS DE LA MEDICINA 

TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA Y REQUISITOS

ARTÍCULO 6. (PRESTADORES DE SERVICIOS). Se constituyen en 
prestadores de servicios de la medicina tradicional ancestral boliviana, 
las siguientes personas:

 y Médicas y médicos tradicionales ancestrales.
 y Guías espirituales de las naciones y pueblos indígena originario 

campesinos y afrobolivianos.
 y Parteras y parteros tradicionales.
 y Naturistas tradicionales.

ARTÍCULO 7. (CLASIFICACIÓN Y REQUISITOS). I. La clasificación por 
especialidades y sub-especialidades de la medicina tradicional ancestral 
boliviana, será establecida en la reglamentación de la presente Ley.

II. Los requisitos para ser reconocidos como prestadores de servicios 
de la medicina tradicional ancestral boliviana, serán establecidos en la 
reglamentación de la presente Ley.

CAPÍTULO CUARTO
DERECHOS Y DEBERES DE LAS MÉDICAS Y LOS MÉDICOS 
TRADICIONALES, GUÍAS ESPIRITUALES DE LAS NACIONES 

Y PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINOS Y 
AFROBOLIVIANOS, PARTERAS, PARTEROS Y NATURISTAS.

ARTÍCULO 8. (DERECHOS). Las médicas y los médicos tradicionales, 
guías espirituales de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas, tienen los 
siguientes derechos:

 y Ejercer la práctica de la medicina tradicional ancestral boliviana en 
forma libre, sin presiones, ni discriminación en todo el territorio del 
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Estado Plurinacional, sin más requisitos que aquellos establecidos 
por las leyes y normas.

 y Recibir un trato digno acorde al ejercicio de sus funciones en el 
Sistema Nacional de Salud. Percibir una retribución en especie o 
monetaria acorde a los usos y costumbres de las naciones, pueblos 
indígena originario campesinos, comunidades interculturales y 
afrobolivianas.

 y Respeto a sus criterios para identificar dolencias y enfermedades 
físicas y espirituales, sus formas, modalidades y procedimientos 
terapéuticos tradicionales, velando por la salud de la persona, la 
familia y la comunidad.

 y Declinar la atención de algún paciente, por razones éticas u otras 
debidamente justificadas.

 y Ser reconocido en el ejercicio de sus prácticas, saberes, 
conocimientos y espiritualidad indígena originaria campesina.

 y La libre pertenencia a organizaciones del sector de la medicina 
tradicional ancestral boliviana.

 y Implementar, administrar y poner en funcionamiento centros 
productivos de plantas medicinales, de acuerdo a reglamentación 
específica.

 y Participar en los procesos de investigación científica y tecnológica 
en los procesos de salud, enfermedad y atención.

 y Protección intelectual de sus conocimientos ancestrales, 
individuales y colectivos. Ser evaluadas o evaluados con criterios 
propios, establecidos por las mismas médicas o médicos 
tradicionales, guías espirituales de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros 
y naturistas, en base a parámetros establecidos por el Ministerio 
de Salud y Deportes, a través del Viceministerio de Medicina 
Tradicional e Interculturalidad.

 y A la validez de las certificaciones que emitan sobre tratamientos 
realizados.

 y A promover el funcionamiento de laboratorios artesanales, 
industriales, el comercio, la productividad e investigación de la 
medicina tradicional ancestral boliviana.

 y Al respeto, revalorización y protección de los saberes ancestrales, 
conocimientos tradicionales, creencias, identidad y pertenencia 
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cultural a los símbolos, lugares sagrados, ritualísticos y su 
cosmovisión andina-amazónica-chaqueña.

ARTÍCULO 9. (DEBERES). Las médicas y los médicos tradicionales, guías 
espirituales de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas, tienen el deber de:

 y Cumplir con los principios éticos de los pueblos indígena originario 
campesinos, respecto a sus saberes ancestrales.

 y Cuidar la vida, la armonía con la Madre Tierra y toda forma de 
existencia.

 y Conservar la esencia de la vida, la flora y fauna silvestre, para 
conocer e identificar el aspecto climático y producción del año.

 y Registrarse en el Registro Único nacional de médicas y médicos 
tradicionales, guías espirituales de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros 
y naturistas, a cargo del Ministerio de Salud y Deportes.

 y Participar articulada y complementariamente con el Sistema 
Nacional de Salud, en caso de epidemias, desastres y emergencias.

 y Respetar la decisión de la persona, familia y comunidad, cuando 
éstos rechacen el tratamiento y/o práctica que se le hubiere 
indicado.

 y Brindar atención de medicina tradicional ancestral boliviana, a toda 
persona que lo solicite, sin distinción alguna y sin más limitaciones 
que las señaladas por esta Ley y su reglamento.

 y Informar a la persona, a la familia o a la comunidad, según los 
casos, sobre el tratamiento o prácticas a realizar, y a las autoridades 
de salud cuando éstas lo requieran.

 y Abstenerse de extender certificados alejados de la verdad.
 y Referir a los pacientes en caso de complicaciones y riesgo a un 

establecimiento de salud más próximo.
 y Denunciar el ejercicio ilegal y la mala práctica de la medicina 

tradicional ancestral boliviana.
 y Promover espacios de revalorización y encuentro de guías 

espirituales de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afrobolivianos, para la transmisión de las sabidurías 
ancestrales.
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TÍTULO II
FORTALECIMIENTO Y DESARROLLO DEL EJERCICIO Y PRÁCTICA 

DE LA MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA

CAPÍTULO PRIMERO
REGISTRO ÚNICO DE LA MEDICINA 

TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA

ARTÍCULO 10. (REGISTRO ÚNICO DE LA MEDICINA TRADICIONAL 
ANCESTRAL BOLIVIANA). I. Se crea el Registro Único de la Medicina 
Tradicional Ancestral Boliviana - RUMETRAB, que tiene por objeto 
establecer mecanismos de control al ejercicio y la práctica de la medicina 
tradicional ancestral boliviana.

II. El Registro Único de la Medicina Tradicional Ancestral Boliviana 
RUMETRAB, se encuentra bajo tuición del Ministerio de Salud y Deportes, 
cuyo procedimiento estará sujeto a reglamentación de la presente Ley.

ARTÍCULO 11. (REGISTRO). I. Las médicas y los médicos tradicionales, guías 
espirituales, parteras, parteros y naturistas que ejercen su actividad fuera del 
ámbito territorial de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
afrobolivianos, deberán registrarse obligatoriamente en el Registro Único de la 
Medicina Tradicional Ancestral Boliviana - RUMETRAB para la práctica de la 
medicina tradicional ancestral, sin el cual no podrán ejercerla.

II. Las médicas y los médicos tradicionales, guías espirituales, parteras, 
parteros y naturistas reconocidos como parte de una nación o pueblo 
indígena originario campesino y afroboliviano, que ejercen su actividad en 
su ámbito territorial, podrán registrarse a través de sus propios mecanismos 
de organización, en el registro Único de la Medicina Tradicional Ancestral 
Boliviana - RUMETRAB.

CAPÍTULO SEGUNDO
ARTICULACIÓN DE LA MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL 

BOLIVIANA EN EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD

ARTÍCULO 12. (ARTICULACIÓN). Las entidades territoriales autónomas, 
en el marco de sus competencias reconocidas en la Constitución Política 
del Estado, se encuentran facultadas para generar las mejores condiciones 
de infraestructura, equipamiento y recursos humanos necesarios, 
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destinados a la articulación de la medicina tradicional ancestral boliviana, 
en los establecimientos de salud y las redes del Sistema Nacional de 
Salud con enfoque intercultural.

ARTÍCULO 13. (RECURSOS HUMANOS). I. Las médicas y los médicos 
tradicionales, guías espirituales de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas, se 
constituyen en recursos humanos para ser incorporados gradualmente 
dentro del Sistema Nacional de Salud, en su calidad de prestadores de 
servicios de la medicina tradicional ancestral.

II. Las entidades territoriales autónomas, en aplicación de la Ley N° 031, 
Ley Marco de Autonomías y Descentralización ?Andrés Ibáñez?, podrán 
financiar ítems en salud garantizando su sostenibilidad financiera.

III. El Ministerio de Salud y Deportes, a través del Viceministerio de 
Medicina Tradicional e Interculturalidad, establecerá políticas relacionadas 
a recursos humanos de medicina tradicional ancestral boliviana dentro los 
establecimientos de salud y las redes del Sistema Nacional de Salud.

ARTÍCULO 14. (ACCIONES INTERSECTORIALES). I. El Ministerio de 
Salud y Deportes, a través del Viceministerio de Medicina Tradicional 
e Interculturalidad, promoverá la implementación de acciones 
intersectoriales para el diseño, aplicación y evaluación de estándares e 
indicadores de interculturalidad en salud.

II. Las acciones intersectoriales se coordinarán a través del Consejo 
Nacional de Medicina Tradicional Ancestral Boliviana - CONAMETRAB.

III. La medicina tradicional ancestral boliviana, formará parte del proyecto 
de Telesalud para Bolivia, en el marco del ejercicio y práctica de la misma.

CAPÍTULO TERCERO
EDUCACIÓN EN MEDICINA TRADICIONAL 

ANCESTRAL BOLIVIANA ARTÍCULO

15. (VALORIZACIÓN DE LAS MÉDICAS Y LOS MÉDICOS 
TRADICIONALES). El Ministerio de Educación, en coordinación con el 
Ministerio de Salud y Deportes, establecerá los mecanismos necesarios 
para la valorización de las médicas y los médicos tradicionales, guías 
espirituales de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas, en base a las experiencias, 
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prácticas y conocimientos, de acuerdo a reglamentación de la presente 
Ley.

ARTÍCULO 16. (CENTRO PLURINACIONAL DE SABERES DE 
MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA). Se crea el Centro 
Plurinacional de Saberes de Medicina Tradicional Ancestral Boliviana, 
que tiene por objeto la preservación, transmisión, formación, difusión 
y fortalecimiento de los conocimientos y sabidurías de la medicina 
tradicional ancestral boliviana.

ARTÍCULO 17. (TRANSMISIÓN DE CONOCIMIENTOS Y SABERES). Las 
médicas y los médicos tradicionales, guías espirituales de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros 
y naturistas con experiencia y acreditación comunitaria, de acuerdo a 
su cosmovisión podrán transmitir sus conocimientos y saberes sobre 
el ejercicio y la práctica de la medicina tradicional ancestral boliviana, 
a los aspirantes a cualquiera de las prácticas, de acuerdo a los usos y 
costumbres de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
afrobolivianos.

ARTÍCULO 18. (ESTADÍSTICA NACIONAL). El Sistema Nacional de 
Información de Salud - SNIS, se encargará de la recopilación, clasificación 
e información de datos obtenidos sobre medicina tradicional ancestral 
boliviana, con efectos estadísticos nacionales sobre salud.

CAPÍTULO CUARTO
RECURSOS HUMANOS Y ECONÓMICOS DE LA 

MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA

ARTÍCULO 19. (FINANCIAMIENTO PARA LA PRÁCTICA Y EJERCICIO 
DE LA MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA). En 
el marco del Sistema Nacional de Salud, los recursos económicos 
destinados para la práctica y ejercicio de la medicina tradicional ancestral 
boliviana, deberán ser financiados al interior del presupuesto institucional 
del Ministerio de Salud y Deportes.

ARTÍCULO 20. (FINANCIAMIENTO DE PROYECTOS DE INVERSIÓN). 
Las entidades territoriales autónomas, en el marco de sus competencias, 
están facultadas para programar recursos económicos destinados a la 
práctica de la medicina tradicional ancestral boliviana, para proyectos de 
inversión, infraestructura sanitaria, equipamiento, mantenimiento y gestión 
de programas.
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TÍTULO III
CONSEJO NACIONAL DE MEDICINA 

TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA

CAPÍTULO PRIMERO
CREACIÓN, CONFORMACIÓN Y ATRIBUCIONES

ARTÍCULO 21. (CONSEJO NACIONAL DE MEDICINA TRADICIONAL 
ANCESTRAL BOLIVIANA - CONAMETRAB). I. Se crea el Consejo 
Nacional de Medicina Tradicional Ancestral Boliviana - CONAMETRAB, 
como instancia de apoyo, fortalecimiento, desarrollo y promoción de la 
medicina tradicional ancestral boliviana e interculturalidad en salud.

II. El Consejo Nacional de Medicina Tradicional Ancestral Boliviana 
CONAMETRAB, estará conformado por los nueve representantes de los 
Consejos Departamentales de Medicina Tradicional Ancestral Boliviana - 
CODEMETRAB, federaciones o instancias análogas representantes de las 
médicas y los médicos tradicionales, guías espirituales de las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos y afrobolivianos, parteras, 
parteros y naturistas, de acuerdo a la reglamentación de la presente Ley.

III. La Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Medicina Tradicional 
Ancestral Boliviana CONAMETRAB, será ejercida por el Ministerio de 
Salud y Deportes, a través del Viceministerio de Medicina Tradicional e 
Interculturalidad, en su calidad técnica competente.

ARTÍCULO 22. (ATRIBUCIONES DEL CONSEJO NACIONAL DE 
MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA - CONAMETRAB). 
El Consejo Nacional de Medicina Tradicional Ancestral Boliviana 
CONAMETRAB, tiene las siguientes atribuciones:

 y Elaborar e implementar de manera coordinada, entre todos los 
niveles de gobierno, planes, programas y proyectos en beneficio 
de las médicas y los médicos tradicionales, guías espirituales 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas.

 y Promover el desarrollo y fortalecimiento de la institucionalidad 
necesaria para la defensa de los derechos de las médicas y los 
médicos tradicionales, guías espirituales de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros 
y naturistas.
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 y Establecer mecanismos de protección de los derechos de las 
médicas ylos médicos tradicionales, guías espirituales de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos y afrobolivianos, 
parteras, parteros y naturistas.

ARTÍCULO 23. (CONSEJOS DEPARTAMENTALES DE MEDICINA 
TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA - CODEMETRAB). I. Los 
Servicios Departamentales de Salud y de las Unidades Departamentales 
de Medicina Tradicional Ancestral, en el marco de sus competencias, 
tienen la facultad de constituir los Consejos Departamentales de Medicina 
Tradicional Ancestral Boliviana - CODEMETRAB.

II. Podrán conformar los Consejo s Departamentales de Medicina Tradicional 
Ancestral Boliviana CODEMETRAB, representantes de federaciones o 
instancias análogas de las médicas y los médicos tradicionales, guías 
espirituales de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas.

III. Los Consejos Departamentales de Medicina Tradicional Ancestral 
Boliviana - CODEMETRAB, ejercerán similares funciones que del Consejo 
Nacional de Medicina Tradicional Ancestral Boliviana CONAMETRAB, en 
el ámbito de su jurisdicción respectiva.

CAPÍTULO SEGUNDO
COMISIÓN NACIONAL PERMANENTE DE GUÍAS 

ESPIRITUALES DE LAS NACIONES Y PUEBLOS INDÍGENA 
ORIGINARIO CAMPESINOS Y AFROBOLIVIANOS

ARTÍCULO 24. (COMISIÓN NACIONAL PERMANENTE DE GUÍAS 
ESPIRITUALES DE LAS NACIONES Y PUEBLOS INDÍGENA 
ORIGINARIO CAMPESINOS Y AFROBOLIVIANOS). Se crea la Comisión 
Nacional Permanente de Guías Espirituales de las Naciones y Pueblos 
Indígena Originario Campesinos y Afrobolivianos, como instancia de 
apoyo, fortalecimiento, desarrollo y promoción de la espiritualidad, 
dependiente del Consejo Nacional de Medicina Tradicional Ancestral 
Boliviana - CONAMETRAB.

ARTÍCULO 25. (FUNCIONAMIENTO). La composición, atribución 
y funcionamiento, de la Comisión Nacional Permanente de Guías 
Espirituales de las Naciones y Pueblos Indígena Originario Campesinos y 
Afrobolivianos, estará sujeto a reglamentación de la presente Ley.
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TÍTULO IV
CONSERVACIÓN Y USO SOSTENIBLE DE LOS 

RECURSOS DE LA BIODIVERSIDAD

CAPÍTULO PRIMERO
RECURSOS DE FAUNA, FLORA SILVESTRE, HÍDRICOS Y MINERALES, 

FARMACOPEA BOLIVIANA DE PLANTAS MEDICINALES

ARTÍCULO 26. (FAUNA, FLORA SILVESTRE, HÍDRICOS Y MINERALES 
MEDICINALES). El Estado Plurinacional de Bolivia, la sociedad civil, las 
organizaciones sociales y las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afrobolivianos, promoverán y coadyuvarán con el 
desarrollo de políticas, planes, programas de protección, conservación, 
aprovechamiento sostenible y uso racional de la biodiversidad relacionada 
al ejercicio y la práctica de la medicina tradicional ancestral boliviana.

ARTÍCULO 27. (FARMACOPEA BOLIVIANA). El Ministerio de Salud 
y Deportes, a través del Viceministerio de Medicina Tradicional e 
Interculturalidad y la Unidad de Medicamentos y Tecnología en Salud - 
UNIMED, se constituyen en responsables del desarrollo de la farmacopea 
boliviana de plantas medicinales, para la elaboración de programas, 
planes y proyectos de investigación de las mismas.

ARTÍCULO 28. (LISTADO BÁSICO DE MATERIA PRIMA E 
INVESTIGACIÓN). I. El Ministerio de Salud y Deportes, a través del 
Viceministerio de Medicina Tradicional e Interculturalidad y la Unidad de 
Medicamentos y Tecnología en Salud - UNIMED, elaborarán el listado 
de la materia prima empleada para la elaboración y/o fabricación y/o 
transformación de los productos naturales tradicionales bolivianos.

II. El Ministerio de Salud y Deportes, a través del Viceministerio de Medicina 
Tradicional e Interculturalidad y la Unidad de Medicamentos y Tecnología 
en Salud - UNIMED, promoverán investigaciones, diagnóstico y registro 
sistematizado del uso, conocimientos y aprovechamiento sustentable en 
la práctica de la medicina tradicional ancestral boliviana.
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CAPÍTULO SEGUNDO
ESTABLECIMIENTOS, VENDEDORES DE PRODUCTOS 

NATURALES TRADICIONALES BOLIVIANOS

ARTÍCULO 29. (HERBORISTERÍAS DE PRODUCTOS NATURALES 
TRADICIONALES BOLIVIANOS). I. Se autoriza el funcionamiento de 
las herboristerías o casa de productos naturales tradicionales bolivianos, 
en el ámbito público y privado, que expenderán de forma exclusiva 
los productos naturales tradicionales nacionales y serán atendidas, 
administradas por las médicas y los médicos tradicionales ancestrales 
registrados, cuya apertura, instalación y funcionamiento estará sujeto a 
reglamentación de la presente Ley y a la normativa vigente.

II. Las herboristerías o casas de productos naturales tradicionales 
bolivianos, podrán adoptar la denominación de acuerdo al idioma de 
cada región.

III. El registro, la vigilancia y control de las herboristerías o casas de 
productos naturales tradicionales bolivianos, estará a cargo de la 
Unidad Nacional de Medicamentos UNIMED, a través de los Servicios 
Departamentales de Salud - SEDES, conforme a reglamentación de la 
presente Ley.

IV. La importación y la exportación de materias primas, como ser 
plantas medicinales, vegetales, animales y minerales, que sirven para 
realización de productos naturales tradicionales bolivianos, deberán ser 
reglamentados por la Unidad de Medicamentos y Tecnologías en Salud 
UNIMED, para el resguardo de la práctica de la medicina tradicional 
ancestral boliviana.

ARTÍCULO 30. (CENTROS DE CONSULTA). Los Servicios 
Departamentales de Salud - SEDES, en el marco de sus atribuciones, 
autorizarán la apertura y funcionamiento de los Centros de Consulta de 
Medicina Tradicional Ancestral Boliviana, asegurando el cumplimiento de 
los requisitos exigidos según reglamentación de la presente Ley.

ARTÍCULO 31. (LISTA PLURINACIONAL DE PRODUCTOS NATURALES 
Y TRADICIONALES EN EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD). I. La 
Unidad de Medicamentos y Tecnología en Salud - UNIMED, dependiente 
del Ministerio de Salud y Deportes, elaborará la Lista Plurinacional de 
Productos Naturales Tradicionales Bolivianos, para garantizar el acceso de 
estos productos a las entidades estatales del Sistema Nacional de Salud.
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II. La Lista Plurinacional de Productos Naturales Tradicionales Bolivianos 
Artesanales - LIPAT, es un instrumento que garantiza la adquisición de 
productos naturales tradicionales nacionales en todo el Sistema Nacional 
de Salud.

III. El Ministerio de Salud y Deportes, a través del Sistema Nacional de Salud, 
incorporará el uso de los productos naturales tradicionales nacionales en 
la red de servicios de salud, con el apoyo de las médicas y los médicos 
tradicionales, guías espirituales de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas.

ARTÍCULO 32. (REGISTRO SANITARIO). I. Todo producto natural 
tradicional boliviano, debe contar obligatoriamente con Registro Sanitario 
para su comercialización.

II. Los preparados individualizados naturales tradicionales nacionales, 
empleados o utilizados directamente en el paciente por las médicas y 
los médicos tradicionales, guías espirituales de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos y afrobolivianos, parteras, parteros y 
naturistas, no se encuentran sujetos a Registro Sanitario.

III. La vigilancia y control de la comercialización de los productos naturales 
tradicionales bolivianos, estará a cargo de la Unidad de Medicamentos y 
Tecnología en Salud - UNIMED del Ministerio de Salud y Deportes, en 
coordinación con los Servicios Departamentales de Salud - SEDES.

IV. Se prohíbe la comercialización de productos naturales tradicionales 
artesanales foráneos a la medicina tradicional ancestral boliviana, 
introducidos en territorio nacional sin el respectivo Registro Sanitario.

V. Los laboratorios e industrias farmacéuticas no podrán registrar sus 
laboratorios y sucursales o agencias, como laboratorios artesanales de 
productos naturales tradicionales ancestrales bolivianos.
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TÍTULO V
EJERCICIO ILEGAL Y MALA PRÁCTICA DE LA MEDICINA 

TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA

CAPÍTULO PRIMERO
EJERCICIO ILEGAL Y MALA PRÁCTICA

ARTÍCULO 33. (EJERCICIO ILEGAL). El ejercicio ilegal de la medicina 
tradicional ancestral boliviana, es toda actividad realizada por personas 
que no se encuentren inscritas en el Registro Único de la Medicina 
Tradicional Ancestral Boliviana -RUMETRAB, según lo establecido en el 
Artículo 11 de la presente Ley.

ARTÍCULO 34. (MALA PRÁCTICA). La mala práctica de la medicina 
tradicional ancestral boliviana, es la acción u omisión en intervenciones 
o procedimientos que perjudiquen la salud del paciente, ocasionándole 
lesiones y/o daños leves, graves o la muerte; producidos por las médicas 
y los médicos tradicionales, parteras, parteros y naturistas, que será 
sancionado conforme a la norma aplicable.

CAPÍTULO SEGUNDO
DERECHOS DE LAS USUARIAS Y LOS USUARIOS DE LA 
MEDICINA TRADICIONAL ANCESTRAL BOLIVIANA

ARTÍCULO 35. (DERECHOS). Los derechos de las usuarias y los usuarios 
de la medicina tradicional ancestral boliviana son:

 y Recibir un trato digno y cordial, respetando sus usos y costumbres.
 y Recibir información oportuna, completa y veraz, las veces que lo 

requiera.
 y Consultar oportunamente y adoptar las medidas preventivas que 

se aconsejan para evitar enfermedades.
 y Reclamar o denunciar sobre la mala atención o servicio de las 

médicas y los médicos tradicionales, guías espirituales de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos y afrobolivianos, 
parteras, parteros y naturistas.

 y A la libre elección de su médica o médico tradicional, partera, 
partero y naturista.
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 y Ejercer plena autonomía para tomar decisiones sobre su salud, sin 
presión alguna.

 y Al tiempo suficiente para una adecuada atención en la medicina 
tradicional ancestral boliviana.

 y Consultar a otro profesional en salud o médica o médico tradicional, 
sobre su estado de salud-enfermedad, en cualquier momento.

ARTÍCULO 36. (DEBERES). Los deberes de las personas usuarias y 
usuarios de la medicina tradicional ancestral boliviana son:

Respetar las recomendaciones, consejos y orientaciones acerca de los 
tratamientos indicados por su estado de salud o enfermedad.

Brindar trato digno y respetuoso a la médica o al médico tradicional, guía 
espiritual de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y 
afrobolivianos, parteras, parteros y naturistas.

Comunicar de manera veraz y completa sus antecedentes de salud, 
personales y familiares.

Denunciar el ejercicio ilegal y la mala práctica de la medicina tradicional 
ancestral boliviano.

TÍTULO VI
INFRACCIONES Y SANCIONES

CAPÍTULO ÚNICO INFRACCIONES Y SANCIONES

ARTÍCULO 37. (INFRACCIONES). Se considerará como infracción:
 y La producción, importación y comercialización de productos 

tradicionales ancestrales sin Registro Sanitario otorgado por 
autoridad nacional competente.

 y La producción, importación y comercialización de productos 
tradicionales ancestrales foráneos no respaldados por un Registro 
Sanitario.

 y La comercialización de los productos tradicionales ancestrales, 
fuera de las herboristerías o puntos de consulta médica.

 y La distribución y la comercialización de productos tradicionales 
ancestrales, por parte de cualquier persona, institución pública o 
privada, que no cuenten con el Registro Sanitario.
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 y La inadecuada preservación de la materia prima, que requiera 
condiciones especiales de mantenimiento.

 y Y otras establecidas en el reglamento.
ARTÍCULO 38. (SANCIONES). I. Las infracciones señaladas en el Artículo 
anterior, se sancionarán en la vía administrativa, con inhabilitación, 
suspensión, multas pecuniarias o trabajo comunitario.

II. Las sanciones establecidas en el Parágrafo precedente serán 
reglamentadas.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

ÚNICA. La presente Ley será reglamentada por el Órgano Ejecutivo, a 
Propuesta del Ministerio de Salud y Deportes, mediante Decreto Supremo, 
en un plazo máximo de noventa (90) días hábiles, computables a partir de 
la publicación en la Gaceta Oficial de Bolivia.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. La propiedad intelectual colectiva del componente biológico 
intangible utilizado con fines de la medicina tradicional, será registrada 
según la norma especial.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA Y ABROGATORIA

ÚNICA. Quedan derogadas y abrogadas todas las disposiciones 
contrarias a la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines Constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
a los doce días del mes de diciembre de dos mil trece años.

Fdo. Lilly Gabriela Montaño Viaña, Betty Asunta Tejada Soruco, Andrés 
Agustín Villca Daza, Claudia Jimena Torres Chávez, Galo Silvestre Bonifaz, 
Ángel David Cortés Villegas.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del Estado 
Plurinacional de Bolivia. Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los 
diecinueve días del mes de diciembre del año dos mil trece.
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FDO. ALVARO GARCIA LINERA, Juan Ramón Quintana Taborga, Roberto 
Iván Aguilar Gómez, Juan Carlos Calvimontes Camargo, Claudia Stacy 
Peña Claros, Amanda Dávila Torres.

7.2. LEY N° 1152 DEL SISTEMA ÚNICO DE SALUD, 
UNIVERSAL Y GRATUITO

LEY N° 1152, DE 20 DE FEBRERO DE 2019
LEY DEL SISTEMA ÚNICO DE SALUD, UNIVERSAL Y GRATUITO

PRINCIPIOS

ARTÍCULO 2. (PRINCIPIOS). La presente Ley se rige por los siguientes 
principios:

1. Eficacia. Dar una respuesta efectiva a los problemas de salud o 
situaciones que inciden sobre el bienestar de una población y sus 
individuos e implica la satisfacción de los pacientes, la familia y la 
comunidad con estos servicios.

2. Equidad. Es el esfuerzo colectivo, social e institucional, para 
eliminar las desigualdades injustas y evitables en salud, según la 
diversidad de capacidades y necesidades.

3. Gratuidad. La atención en salud es otorgada sin ningún pago 
directo de los usuarios en el lugar y momento de la atención.

4. Integralidad. Es la atención de la salud como un conjunto 
articulado y continuo de acciones de promoción de la salud, 
prevención de la enfermedad, curación y rehabilitación.

5. Interculturalidad. Es el desarrollo de procesos de articulación 
y complementariedad entre diferentes medicinas: biomédica, 
indígena originaria campesina y otras, a partir del diálogo, 
aceptación, reconocimiento y valoración mutua de sentires, 
conocimientos y prácticas, con el fin de actuar de manera 
equilibrada en la solución de los problemas de salud.

6. Intraculturalidad. Es la recuperación, fortalecimiento y 
revitalización de la identidad cultural de las naciones y 
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pueblos indígena originario campesinos y afro bolivianos con 
respecto a la salud.

7. Intersectorialidad. Es la intervención coordinada entre los 
sectores del Estado y con la población organizada, con el 
fin de actuar sobre las determinantes económicas y sociales 
que afecten o inciden en la salud, con base en alianzas 
estratégicas y programáticas.

8. Oportunidad. Los servicios de salud se brindan en el momento y 
circunstancias que la persona, familia y comunidad los necesiten, 
sin generar demoras ni postergaciones innecesarias que 
pudiesen ocasionar perjuicios, complicaciones o daños.

9. Preeminencia de las Personas. Es la prioridad que se da al 
bienestar y a la dignidad de las personas y comunidades sobre 
cualquier otra consideración en la interpretación de las normas 
que desarrollen o afecten el derecho fundamental a la salud.

10. Progresividad. Es la implementación gradual y progresiva de los 
servicios de salud que se prestan en el Sistema Único de Salud 
Universal y Gratuito.

11. Solidaridad. Es la concepción de la comunidad boliviana arraigada 
y unida, como una sola familia, expresada permanentemente en 
la mutua cooperación y complementación entre las personas, 
géneros y generaciones, sectores económicos, regiones y 
comunidades, para alcanzar el ejercicio universal del derecho a 
la salud y el Vivir Bien.

12. Universalidad. Todos los titulares del derecho a la salud deben 
tener la misma oportunidad de mantener y recuperar su salud 
mediante el acceso equitativo a los servicios que el Estado 
Plurinacional de Bolivia pueda ofrecer, incluyendo el Sistema 
Único de Salud, Universal y Gratuito, sin ninguna discriminación 
étnica, racial, social, económica, religiosa, política, de edad o 
género.

13. Acceso Universal a Medicamentos y Tecnologías en Salud. Es 
prioridad del Estado asegurar la disponibilidad de medicamentos 
esenciales y tecnologías sanitarias adecuadas, eficaces, seguras 
y de calidad, prescriptos, dispensados y utilizados correcta y 
racionalmente, contemplando la medicina tradicional ancestral 
boliviana.
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ARTÍCULO 5. (BENEFICIARIOS). I. Son beneficiarios de la atención 
integral en salud de carácter gratuito en el Subsector Público de Salud:

a) Las bolivianas y los bolivianos que no están protegidos por el 
Subsector de la Seguridad Social de Corto Plazo.

b) Las personas extranjeras que no están protegidas por el 
Subsector de la Seguridad Social de Corto Plazo, en el marco de 
instrumentos internacionales, bajo el principio de reciprocidad y 
en las mismas condiciones que las y los bolivianos, de acuerdo a 
la presente Ley.

c) Las personas extranjeras que se encuentran en el Estado 
Plurinacional de Bolivia no comprendidas en el inciso b) del 
presente artículo y que pertenezcan a los siguientes grupos 
poblacionales:

1. Mujeres embarazadas, desde el inicio de la gestación hasta 
los seis (6) meses posteriores al parto;

2. Mujeres respecto a atenciones de salud sexual y reproductiva;
3. Niñas y niños menores de cinco (5) años de edad;
4. Mujeres y hombres a partir de los sesenta (60) años de edad;
5. Personas con discapacidades que se encuentren calificadas 

de acuerdo a normativa vigente.

II. Los servicios de salud ofertados por el nivel central del Estado y las 
entidades territoriales autónomas, se otorgarán de manera coordinada y 
complementaria.

ARTÍCULO 6. (ATENCIÓN EN SALUD). La atención en salud universal 
y gratuita, se prestará con base en Productos en Salud de manera 
progresiva, en el marco de la Política de Salud Familiar Comunitaria 
Intercultural – SAFCI y protección financiera de salud, de acuerdo a 
Reglamento específico del Ministerio de Salud.

ARTÍCULO 7. (ACCESO DE LA POBLACIÓN A LA ATENCIÓN EN 
SALUD). I. El acceso de la población a la atención en salud, se realizará 
a través de las siguientes vías:

a) Los pacientes deberán acceder obligatoriamente a través de 
los establecimientos de salud del Primer Nivel de Atención del 
subsistema público y los equipos móviles, con preferencia 
mediante el establecimiento al que se encuentra adscrito;
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b) El acceso al Segundo Nivel de Atención será exclusivamente 
mediante referencia del

Primer Nivel de Atención;

c) El acceso al Tercer Nivel de Atención, será exclusivamente 
mediante referencia del

Segundo o Primer Nivel de Atención;

d) El acceso a los establecimientos de Cuarto Nivel de Atención, 
sólo se realizará por referencia de los establecimientos de Tercer 
Nivel de Atención;

e) Los servicios públicos de salud se encuentran obligados 
a brindar atención preferente en la prestación de servicios 
y en los trámites administrativos a personas en situación 
de vulnerabilidad, incluyendo de forma enunciativa más no 
limitativa, a: mujeres, niñas, niños, adolescentes, adultos 
mayores, personas con discapacidad y miembros de Pueblos 
Indígena Originario Campesinos, comunidades interculturales 
y afrobolivianas;

f) El Ministerio de Salud regulará el sistema de referencia y 
contrareferencia con el propósito de garantizar la continuidad de 
la atención y que los servicios se otorguen en los establecimientos 
de salud más adecuados para cada caso.

II. Se exceptúa de lo establecido en el Parágrafo precedente, los casos de 
emergencia que deben ser atendidos inmediatamente en cualquier nivel 
de atención en salud.

III. El Ministerio de Salud reglamentará todos los procesos para el acceso 
de la población a la atención universal y gratuita.

ARTÍCULO 10. (FONDOS DE LOS GOBIERNOS AUTÓNOMOS 
MUNICIPALES E

INDÍGENA ORIGINARIOS CAMPESINOS). I. Los Gobiernos Autónomos 
Municipales e Indígena Originario Campesinos, financiarán la atención 
a su población en el Primer y Segundo Nivel de Atención con los 
recursos provenientes del quince punto cinco por ciento (15.5%) de la 
Coparticipación Tributaria Municipal o el equivalente del IDH.

II. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario 
Campesinos, a fin de garantizar el acceso a la salud de su población en 
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el primer y segundo nivel de atención, destinarán un porcentaje mayor al 
quince punto cinco por ciento (15.5%) señalado en el Parágrafo anterior u 
otros recursos adicionales, cuando el mismo sea insuficiente.

III. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario 
Campesinos deberán priorizar la provisión y reposición oportuna y continua 
de medicamentos, insumos y reactivos necesarios para garantizar la 
continuidad de la atención a las beneficiarias y los beneficiarios.

IV. Cumplido lo establecido en el Parágrafo precedente y en caso de 
existir saldos anuales acumulados de recursos en la “Cuenta de Salud 
Universal y Gratuita”, serán reprogramados para las atenciones de salud 
de la siguiente gestión o podrán ser utilizados en el siguiente orden de 
prioridades, para el fortalecimiento de equipamiento e infraestructura 
en salud, programas especiales de salud o contratación de recursos 
humanos de los establecimientos de salud.

V. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario 
Campesinos administrarán estos recursos mediante una cuenta corriente 
fiscal específica, denominada “Cuenta de Salud Universal y Gratuita”.

VI. El presupuesto para establecimientos de salud de Primer Nivel de 
Atención, se realizará con base a criterios poblacionales, de accesibilidad 
y cobertura de servicios promocionales y preventivos y en la programación 
de servicios curativos, según reglamentación específica emanada por el 
Ministerio de Salud.

VII. El presupuesto para establecimientos de salud de Segundo Nivel de 
Atención, se realizará con base en la programación de servicios curativos 
enmarcados en los Productos en Salud definidos por el Ministerio de 
Salud.

VIII. Se establecen los cobros y pagos intermunicipales en salud con 
fondos de la “Cuenta de Salud Universal y Gratuita” para garantizar el 
financiamiento de la atención en salud de la población adscrita.

IX. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario 
Campesinos, tienen la obligación de realizar el pago por los Productos 
en Salud otorgados a su población beneficiaria en establecimientos 
de salud de otros Municipios, en un plazo de veinte (20) días hábiles 
administrativos a partir de la solicitud de reembolso realizada por los 
Gobiernos Autónomos Municipales o Indígena Originario Campesinos.
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X. En caso de incumplimiento de lo establecido en los Parágrafos VIII y 
IX del presente Artículo, se autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas, efectuar el Débito Automático u Orden de Pago; a este fin, el 
Ministerio de Salud emitirá un informe técnico y legal de manera previa 
al débito.

La ejecución del Débito Automático u Orden de Pago a las cuentas de 
salud universal y gratuita, podrá efectivizarse cuando la obligación tenga 
como objeto la realización de pagos intermunicipales en salud.

XI. El plazo máximo de presentación de solicitudes de pago de deudas 
intermunicipales de una gestión fiscal, será hasta el treinta y uno (31) de 
enero de la siguiente gestión; de no hacerlo, la entidad acreedora deberá 
asumir las obligaciones financieras con sus recursos.

XII. El nivel central del Estado pagará a los Gobiernos Autónomos 
Municipales e Indígena Originario Campesinos por Productos en Salud 
de Tercer Nivel de Atención brindados por establecimientos de salud 
de Segundo Nivel de Atención, sujeto a Reglamentación específica del 
Ministerio de Salud.

XIII. Los Gobiernos Autónomos Municipales e Indígena Originario 
Campesinos, pagarán por los productos en salud otorgados en el Tercer 
Nivel de Atención, cuando se trate de casos cuya referencia no esté 
justificada, de acuerdo a Reglamentación específica del Ministerio de 
Salud.”
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7.3. DECRETO SUPREMO N° 29601 DEL MODELO DE 
SALUD FAMILIAR COMUNITARIO INTERCULTURAL

DECRETO SUPREMO Nº 29601
“MODELO DE SALUD FAMILIAR COMUNITARIO INTERCULTURAL”
EVO MORALES AYMA
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que el inciso a) del artículo 7 de la Constitución Política del Estado, 
establece que toda persona tiene derechos fundamentales a la vida, la 
salud y la seguridad.

Que, la Ley No 3351 de 21 febrero de 2006, de Organización del Poder 
Ejecutivo establece las atribuciones y responsabilidades del Ministerio 
de Salud y Deportes, respecto a la formulación, desarrollo, supervisión y 
evaluación de la implementación del modelo sanitario.

Que, el Decreto Supremo No 29272 de 12 de septiembre de 2007, aprueba 
el Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 2010 establece entre los objetivos del 
pilar Bolivia Digna la eliminación de la exclusión social en salud, a través 
de la implementación del Sistema Único de Salud Familiar Comunitaria 
Intercultural.

Que, el Decreto Supremo No 29246 de 22 de agosto de 2007, de Protección 
Social y Desarrollo Integral Comunitario establece la política, objetivos y 
principios para la erradicación de la pobreza y extrema pobreza y toda forma 
de exclusión, discriminación, marginación y explotación; coadyuvando a la 
restitución y fortalecimiento de los derechos y capacidades (económicas, 
físicas, humanas, naturales y sociales) de la población, principalmente de 
los indígenas, originarios y campesinos; fortalecer el modelo comunitario 
urbano y rural que se sustenta en los valores de la comunidad, el control 
social directo y la transparencia, las formas organizativas propias de las 
poblaciones locales y la identidad cultural y territorial.

Que, la Ley 1702 de 17 de julio de 1996, modificatoria del Artículo 1º de la Ley 
1551 de Participación Popular, reconoce, promueve y consolida el proceso 
de Participación Popular, articulando a las Comunidades Indígenas, Pueblos 
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Indígenas, Comunidades Campesinas y Juntas Vecinales, respectivamente, 
en la vida jurídica, política y económica del país, procurando mejorar la 
calidad de vida de la mujer y el hombre bolivianos, con una más justa 
distribución y mejor administración de los recursos públicos.

Que la Ley Nro 1252 de 11 de julio de 1991, reconoce el convenio 169 
de la Organización Internacional del Trabajo – OIT, sobre derechos de los 
pueblos indígenas, como forma de eliminar las diferencias socioeconómicas 
en la sociedad, y que en salud significa la oferta de servicios de salud 
adecuados a la realidad indígena bajo la responsabilidad y control de los 
mismos; además, de la valoración y utilización de las medicinas propias de 
dichos pueblos.

Que la Ley 3760 de 7 de noviembre de 2007, eleva a rango de Ley la 
Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas a través de los 
cuales se reconoce el derecho de éstos a su autodeterminación, a partir 
de sus especificidades culturales, identitarias, políticas y organizativas, 
por lo cual se apoya la revalorización de la medicina indígena originaria 
campesina y su proceso de articulación y complementariedad con la 
medicina académica occidental.

Que, el D.S. Nº 25233 de 27 de noviembre de 1998 establece el modelo 
básico de organización, atribuciones y funcionamiento de los Servicios 
Departamentales de Salud dentro de las previsiones del Decreto Supremo 
Nº 25060 que establece la estructura orgánica de las Prefecturas de 
Departamento y disposiciones vigentes en materia de salud.

Que, la Ley Nº 2426 de 21 de noviembre de 2002, del Seguro Universal 
Materno Infantil dispone la prestación de salud con carácter universal, 
integral y gratuito en los niveles de atención del Sistema Nacional de Salud 
y el Sistema de Seguridad a Corto Plazo a mujeres embarazadas, desde el 
inicio de la gestación hasta los 6 meses posteriores al parto, niños y niñas 
desde su nacimiento hasta los 5 años de edad.

Que, el D.S. Nº 26875 de 21 de diciembre de 2002, Modelo de Gestión y 
Directorio Local de Salud amplía los alcances del D.S 25233, incorporando 
al conjunto de entidades, instituciones y organizaciones públicas y privadas 
que prestan servicios de salud, a nivel Nacional, Departamental, Municipal y 
Local; reguladas por el Ministerio de Salud y Previsión Social, involucrando 
al Sistema Público, Seguro Social de Corto Plazo, Iglesias Privadas con y 
sin fines de lucro y la Medicina Tradicional.
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Que, ante la necesidad de establecer e implementar un Modelo Sanitario 
de Salud, coherente con la realidad socio económico cultural de la 
población boliviana, desarrolle sus acciones en el marco de la justicia, 
en la búsqueda de equidad, fortaleciendo las capacidades de los actores 
sociales en cuanto a la toma de decisiones sobre las acciones de salud, 
e impulsando procesos de articulación y complementariedad entre las 
diferentes medicinas (académica, indígena originaria campesina y otras).

EN CONSEJO DE MINISTROS,

DECRETA:

TÍTULO I 
MARCO GENERAL

CAPÍTULO I
OBJETIVO, PRINCIPIOS Y ESTRATEGIA

ARTÍCULO 1.- (OBJETO)

El presente Decreto Supremo tiene por objeto establecer el Modelo 
de atención y de Gestión en Salud en el marco de la Salud Familiar 
Comunitaria Intercultural - SAFCI.

ARTICULO 2. (OBJETIVO DEL MODELO)

El objetivo del Modelo de Salud Familiar Comunitaria Intercultural es 
contribuir en la eliminación de la exclusión social sanitaria (traducido 
como el acceso efectivo a los servicios integrales de salud); reivindicar, 
fortalecer y profundizar la participación social efectiva en la toma de 
decisiones en la gestión de la salud (buscando la autogestión); y brindar 
servicios de salud que tomen en cuenta a la persona, familia y comunidad; 
además de aceptar, respetar, valorar y articular la medicina biomédica y la 
medicina de los pueblos indígenas originarios campesinos, contribuyendo 
en la mejora de las condiciones de vida de la población.

ARTÍCULO 3.- (PRINCIPIOS)

a) Participación Comunitaria. Es la capacidad autogestionaria 
de las comunidades urbanas y rurales en la identificación, 
priorización, ejecución y seguimiento de planes, programas 
y proyectos de desarrollo integral comunitario en salud, en 
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los diferentes niveles de gestión para consolidar una visión 
nacional, de acuerdo con intereses colectivos y no sectoriales o 
corporativos.

b) Intersectorialidad. Es la intervención coordinada entre la 
población y los diferentes sectores (salud, educación, saneamiento 
básico, producción, vivienda, alimentación), con el fin de actuar 
sobre las determinantes socioeconómicas de la salud en base a 
las alianzas estratégicas y programáticas, dinamizando iniciativas 
conjuntas en el tratamiento de las problemáticas y necesidades 
identificadas.

c) Interculturalidad. Es el desarrollo de procesos de articulación 
complementariedad entre diferentes medicinas (académica, 
indígena originaria campesina y otras), a partir del diálogo, 
aceptación, reconocimiento y valoración mutua de sentires, 
conocimientos y prácticas, con el fin de actuar de manera 
equilibrada en la solución de los problemas de salud.

d) Integralidad. Es la capacidad del servicio de salud para concebir 
el proceso salud enfermedad como una totalidad, que contempla 
la persona y su relación con la familia, la comunidad, la naturaleza 
y el mundo espiritual; con el fin de implementar procesos de 
promoción de la salud, prevención de la enfermedad, curación, 
rehabilitación y recuperación de manera eficiente y eficaz.

ARTÍCULO 4.- (PROMOCIÓN DE LA SALUD)

Es la estrategia de implementación del Modelo SAFCI como un proceso 
político de movilización social, continua por el cual el equipo de salud 
se involucra con los actores sociales facilitando su organización 
y movilización, para responder a la problemática de salud y sus 
determinantes para lograr el Vivir Bien en relación directa con el estado 
de bienestar general. Este proceso abarca las acciones encaminadas 
a fortalecer las habilidades y capacidades de las personas, dirigidas a 
modificar y mejorar sus condiciones sociales, económicas y ambientales.
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TÍTULO II
MODELO DE ATENCIÓN DE SALUD

CAPÍTULO I
MODELO DE ATENCIÓN DE SALUD

ARTÍCULO 5.- (DEFINICIÓN)

El modelo de atención de Salud Familiar Comunitaria Intercultural, es el 
conjunto de acciones que facilitan el desarrollo de procesos de promoción 
de la salud, prevención, tratamiento y rehabilitación de la enfermedad 
de manera eficaz, eficiente y oportuna en el marco de la horizontalidad, 
integralidad e interculturalidad, de tal manera que las políticas de salud se 
presentan y articulan con las personas, familias y la comunidad o barrio.

ARTÍCULO 6.- (CARACTERÍSTICAS DEL MODELO DE ATENCIÓN EN 
SALUD)

Enfoca la atención de manera intercultural e integral (Promoción de la 
salud, prevención, tratamiento y rehabilitación de la enfermedad.

a) Desarrolla sus prestaciones con equipos de salud 
interdisciplinarios

b) Organiza sus prestaciones en redes de servicios y redes sociales.

c) Recupera la participación de los usuarios en la organización de 
los servicios.

d) Desarrolla sus acciones en el ámbito del establecimiento de salud 
y en la comunidad.

ARTÍCULO 7.- (AFILIACION)

La afiliación constituye el proceso de registro a los Seguros Públicos de 
salud, siendo ésta responsabilidad de los Gobiernos Municipales como 
componente de la planificación y del desarrollo humano sostenible para 
el Vivir Bien.

La reglamentación, tanto del proceso de afiliación como de la aplicación 
de su sistema integrado de información, será establecida por el Ministerio 
de Salud y Deportes.

ARTICULO 8.- (CARPETA FAMILIAR – HISTORIA CLINICA)
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La Carpeta Familiar constituye el instrumento esencial para la aplicación 
del Modelo de atención SAFCI para establecer las determinantes de la 
salud de las familias y comunidades, realizar el seguimiento de su estado 
de salud y garantizar el ejercicio de sus derechos a la salud.

La Historia Clínica es parte de los registros médicos que contiene la 
Carpeta Familiar, debe ser administrativa bajo la responsabilidad del 
personal de salud como parte del proceso de afiliación a los Seguros 
Públicos de Salud.

La reglamentación de la implementación de la Carpeta Familiar será 
establecida por el Ministerio de Salud y Deportes.

ARTÍCULO 9.- (MODELO DE ATENCIÓN EN EL SEGURO DE CORTO 
PLAZO)

La Seguridad de corto plazo que brindan las Cajas de Salud, deben adecuar 
su atención al Modelo Sanitario SAFCI, mediante la implementación de 
acciones de promoción de la salud y prevención de la enfermedad.

CAPÍTULO II
ESTRUCTURA DE LA RED DE ESTABLECIMIENTOS DE SALUD

ARTÍCULO 10.- (REDES DE SERVICIOS)

A fin de garantizar el acceso efectivo a los servicios de salud de la 
población, se constituyen las Redes de Servicios. Cada Red deberá 
estar conformada por un conjunto de establecimientos y servicios de 
salud de primer, segundo y tercer nivel que pueden pertenecer a uno o 
varios municipios.

Según la atención requerida el responsable de la misma podrá realizar 
la referencia y retorno de un nivel a otro, siendo la puerta de ingreso a 
la Red de Servicios el establecimiento de Primer Nivel. La atención de 
emergencias y urgencias serán la excepción.

La reglamentación será establecida por el Ministerio de Salud y Deportes.

ARTICULO 11.- (COORDINADOR DE LA RED DE SERVICIOS)

El Coordinador es el responsable técnico de la coordinación en los tres 
niveles de atención de una Red de Servicios que depende orgánica y 
funcionalmente del Servicio Departamental de Salud.
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Es responsable de la suscripción de compromisos de gestión con los 
establecimientos de salud de la Red bajo su coordinación de acuerdo a 
normativa del Ministerio de Salud y Deportes.

El Coordinador de la Red de Servicios cuenta con un Equipo Técnico 
conformado al menos por un Profesional en Salud Pública, un Estadístico 
y un Conductor.

La remuneración y gastos operativos del Coordinador y su Equipo estarán 
a cargo de la Prefectura correspondiente, a través del SEDES.

ARTÍCULO 12.- (RED MUNICIPAL SAFCI)

Es la estructura operativa del Modelo SAFCI constituida por todos los 
recursos comunitarios e institucionales, que contribuyen a mejorar el nivel 
de salud de las familias de su área de influencia y fundamentada en las 
necesidades de la misma.

Desarrolla servicios integrales de salud (promoción de la salud, prevención, 
tratamiento y rehabilitación de la enfermedad de las personas, familias 
y comunidades en el ámbito de su jurisdicción), la participación social 
consciente y efectiva y la corresponsabilidad de otros sectores en el 
marco de la salud familiar y la interculturalidad.

ARTÍCULO 13.- (RESPONSABLE MUNICIPAL DE SALUD)

Es el responsable técnico administrativo del funcionamiento de la Red 
Municipal SAFCI.

Depende orgánica y funcionalmente del Gobierno Municipal.

Es responsable del cumplimiento de la planificación municipal de salud a 
través de compromisos de gestión de la Red Municipal SAFCI.

El Perfil del responsable municipal de salud corresponde a un profesional 
de las ciencias de la salud, ciencias económicas y financiera o de ciencias 
sociales con experiencia en salud.
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TITULO III
MODELO DE GESTIÓN EN SALUD

CAPITULO I
MODELO DE GESTION EN SALUD

ARTÍCULO 14.- (AMBITO, COMPETENCIAS Y PARTICIPACION 
SOCIAL)

El modelo de gestión en salud vincula la participación social con los niveles 
de gestión estatal en salud y las instancias de concertación sobre los 
temas de salud en los ámbitos local, municipal, departamental y nacional.

Las decisiones abarcan a la gestión de la salud (planificación, ejecución 
administración, seguimiento control) de los actores sociales en constante 
interacción con el sector salud.

ARTÍCULO 15.- (ESTRUCTURA ESTATAL).

a) Nivel local: Es la unidad básica, administrativa y operativa del 
Sistema de Salud, ejecutor de prestación de servicios integrales 
e interculturales a la persona, familia y comunidad y responsable 
de la gestión compartida de la salud.

b) Nivel municipal: El Directorio Local de Salud es la máxima 
autoridad en la gestión de salud en el ámbito municipal y 
encargada de la implementación del Modelo Sanitario SAFCI, 
seguros públicos, políticas y programas de salud en el marco 
de las políticas nacionales. Así mismo, es responsable de la 
administración de las cuentas municipales de salud. El Directorio 
Local de Salud – DILOS, elaborará su reglamento interno en base 
a normativa nacional determinada por el Ministerio de Salud y 
Deportes.

c) Nivel departamental: Constituido por el Servicio Departamental 
de Salud que es el máximo nivel de gestión técnica en salud de un 
departamento. Articula las políticas nacionales, departamentales 
y municipales; además de coordinar y supervisar la gestión de los 
servicios de salud en el departamento, en directa y permanente 
coordinación con los gobiernos municipales, promoviendo la 
participación social y del sector privado. Es el encargado de 
cumplir y hacer cumplir la política nacional de salud y normas 
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de orden público en su jurisdicción territorial, alcanzando a las 
instituciones y/o entidades que conforman tanto el sector público 
como privado. El Director Técnico que dirige el SEDES e nombrado 
por el Prefecto del Departamento y depende técnicamente del 
Ministerio de Salud y Deportes.

d) Nivel nacional: Está conformado por el Ministerio de Salud y 
Deportes que es el órgano rector-normativo de la gestión de salud 
a nivel nacional, responsable de formular la política, estrategia, 
planes y programas nacionales; así como de establecer las 
normas que rigen el Sistema de Salud en el ámbito nacional.

ARTICULO 16.- (FUNCIONAMIENTO DEL DIRECTORIO LOCAL DE 
SALUD- DILOS)

En el marco de la conformación de DILOS establecida en el artículo 6 
de la Ley No 2426 de 21 de noviembre de 2002, del Seguro Universal 
Materno Infantil, esta instancia cuenta para el ejercicio de sus funciones 
con:

a) Nivel de decisión política. Conformado por el Alcalde Municipal o 
su representante, quien lo preside, un representante técnico del 
SEDES y un representante del Comité de Vigilancia.

b) Nivel de coordinación. Conformado por el Coordinador de la Red 
de Servicios.

c) Nivel operativo. Conformado por la Red Municipal SAFCI y la 
Estructura Social en salud local y municipal, conformada por la 
Autoridad Local de Salud, Comité local de Salud y Consejo Social 
Municipal de Salud.

ARTÍCULO 17.- (PARTICIPACION DE LA ESTRUCTURA SOCIAL)

El Modelo SAFCI reconoce la estructura social que se expresa en la 
participación y toma de decisiones de las organizaciones sociales, 
orientada a la relación igualitaria con la estructura estatal en los procesos 
de resolución de la problemática de salud.

a) Autoridad Local de Salud: Es el representante legítimo de la 
comunidad o barrio (con o sin establecimiento de salud) ante 
el sistema de salud; encargada de hacer planificación junto al 
equipo de salud, de informar a la comunidad o barrio sobre la 
administración del servicio de salud y de realizar seguimiento 
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control de las acciones en salud que se hacen en la comunidad o 
barrio. No es un cargo voluntario, es una más de las autoridades 
de la comunidad o barrio.

b) Comité Local de Salud: Es la representación orgánica de las 
Autoridades Locales de Salud, pertenecientes territorialmente 
a un área o sector de salud ante el sistema de salud (puesto o 
centro de salud), organizada en un directorio responsable de 
implementar la Gestión compartida en salud y de impulsar la 
participación de la comunidad o barrio en la toma de decisiones 
sobre las acciones de salud. No es un cargo voluntario, es una 
más de las autoridades de la comunidad.

c) Consejo Social Municipal de Salud: Es la representación 
orgánica del conjunto de Comités Locales de Salud y de otras 
organizaciones sociales representativas de un municipio, 
organizada en una directiva, que interactúa con los integrantes 
del DILOS garantizando la Gestión Compartida de Salud, 
constituyéndose en el nexo articulador entre la estructura social 
local en salud (Autoridades y Comités Locales de Salud) y el nivel 
de gestión municipal en salud (DILOS), proponer el porcentaje 
de presupuesto destinado a salud para su incorporación al POA 
municipal.

d) Consejo Social Departamental de Salud: Es la representación 
orgánica de los Concejos Sociales Municipales de salud existentes 
en un departamento ante el sistema de salud, organizado en un 
directorio encargado de articular las necesidades y propuestas 
del nivel municipal con la política departamental de desarrollo; 
además de realizar control social a la implementación de la 
misma en cuanto a salud y a las acciones desarrolladas por el 
SEDES, proponer el porcentaje de presupuesto destinado a salud 
para su incorporación al POA departamental.

e) Consejo Social Nacional de Salud: Es la representación 
orgánica del conjunto de Consejos Sociales Departamentales de 
Salud, organizaciones sociales e instituciones del nivel nacional, 
que articula las necesidades y propuestas en salud de los 
departamentos ante el Ministerio de Salud y Deportes; además 
de ser encargado de realizar control social a las acciones que 
esta instancia emprenda.
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ARTÍCULO 18.- (ESPACIOS DE DELIBERACIÓN INTERSECTORIAL EN 
LA GESTIÓN EN SALUD)

Los espacios de deliberación de la Gestión, son instancias de dialogo, 
consulta, coordinación, acuerdos, consensos, disensos y toma de 
decisiones, sobre la gestión de la salud, donde la estructura social y 
estatal de gestión en salud participan de manera conjunta asumiendo 
corresponsabilidad en el desarrollo de acciones de salud incorporadas 
en los planes estratégicos de cada nivel de gestión de salud

a) ASAMBLEA NACIONAL DE SALUD: Es la máxima instancia 
nacional de participación, diálogo, consulta, coordinación, 
acuerdos, consensos, para la toma de decisiones en cuanto a las 
necesidades y propuestas de salud, con el fin de integrarlas al 
Plan Nacional de Salud; a su vez es el espacio de seguimiento al 
desarrollo del mismo.

b) ASAMBLEA DEPARTAMENTAL DE SALUD: Es la máxima 
instancia departamental de participación, diálogo, consulta, 
coordinación, acuerdos, consensos para la toma de decisiones 
en cuanto a las necesidades y propuestas de salud, con el fin 
de integrarlas al Plan Departamental de Salud, a su vez es el 
espacio donde se efectúa el seguimiento a la estrategia y al POA 
departamental

c) MESA MUNICIPAL DE SALUD: Es una instancia de diálogo, 
consulta, coordinación, concertación y consenso entre todos los 
actores de la Gestión Compartida del municipio, otros sectores, 
instituciones y organizaciones sociales con la finalidad de tomar 
decisiones en la planificación y seguimiento de las acciones de 
salud en el municipio (Estrategia Municipal de Salud).

d) ASAMBLEAS, AMPLIADOS, REUNIONES, JUNTAS, 
CUMBRES, CABILDOS, OTROS Y CAIS COMUNALES O 
BARRIALES: Son espacios que se desarrollan en la comunidad 
o barrio (de acuerdo a usos y costumbres), donde se concretiza 
la Gestión Local en salud, en los que participan diferentes actores 
sociales e institucionales en corresponsabilidad, para implementar 
procesos de planificación, ejecución administración y seguimiento 
evaluación control de las acciones de salud destinadas a mejorar 
la situación de salud de la comunidad o barrio. En el nivel local, 
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existen dos tipos de espacios de deliberación, que se detallan a 
continuación:

i) Planificación: “Reunión General de Planificación” (asambleas, 
ampliados, reuniones, juntas, cumbres, cabildos y otros) que se 
realizan una vez al año, en las comunidades o barrios tengan o 
no establecimiento de salud, para identificar las problemáticas 
en salud, analizar sus determinantes y plantear alternativas de 
solución, que tomen en cuenta el tipo de recursos, el tiempo y 
responsables.

ii) Espacios de seguimiento control: “Comité de Análisis de 
Información en Salud (CAI) comunal o barrial”, que se realiza 
tres veces al año (en la comunidad o barrio que cuente con un 
establecimiento de salud), para analizar y evaluar la situación de 
salud, el cumplimiento de las actividades que se han acordado en 
la reunión de planificación, el funcionamiento del establecimiento 
de salud (administración) y la calidad de atención brindada a los 
usuarios

ARTÍCULO 19.- (DESARROLLO REGLAMENTARIO)

El Ministerio de Salud y Deportes queda encargado de reglamentar el 
presente Decreto Supremo en un plazo de noventa (90) días a partir de la 
fecha. Asimismo, aprobará las normas de funcionamiento del Modelo de 
Atención y Modelo de Gestión en salud.

CAPÍTULO II DISPOSICIONES TRANSITORIAS
DISPOSICIÓN TRANSITORIA UNICA

La seguridad de corto plazo debe presentar en el término de noventa (90) 
días al Ministerio de Salud y Deportes, un plan de adecuación al Modelo 
Sanitario SAFCI, para su compatibilización y aplicación a nivel nacional.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS 
DISPOSICIONES DEROGATORIAS.-

I. Se derogan los artículos 2, 3, 4, 5, 7 parágrafo I, 8, 10, 11, 12, 13, 14, 
15, 23, 25,26, 27 y 28 del Decreto Supremo Nº 26875 de 21 de diciembre 
de 2002.

II Que derogado el parágrafo I del artículo 2 del Decreto Supremo Nº 
26874 de 21 de septiembre del año 2002.
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El Señor Ministro de Estado, en el Despacho de Salud y Deportes, queda 
encargado de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.

Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los once días 
del mes de junio del año dos mil ocho.



REGLAMENTO PARA LA OBSERVACIÓN Y EL ACOMPAÑAMIENTO EN 
PROCESOS DE CONSULTA PREVIA

Aprobado mediante Resolución de Sala Plena Nº 118, de 26 de octubre 
de 2015

Artículo 1. (Objeto)
El presente Reglamento tiene por objeto establecer el procedimiento para 
la observación y el acompañamiento realizados por el Órgano Electoral 
Plurinacional (OEP), a través del Servicio Intercultural de Fortalecimiento 
Democrático (SIFDE), a los procesos de consulta previa convocados 
por el Estado Plurinacional, a través de instituciones públicas, de forma 
obligatoria y con anterioridad a la toma de decisiones respecto a la 
realización de proyectos, obras o actividades relativas a la explotación de 
recursos naturales.

Artículo 4. (Principios)
I. Los principios que rigen la aplicación del presente Reglamento para la 
observación y acompañamiento en procesos de consulta previa son:

c. Equidad de género. La labor de observación y el acompañamiento 
en procesos de consulta previa se realiza promoviendo la igualdad de 
oportunidades y de participación equitativa entre mujeres y hombres para 
el ejercicio de sus derechos, individuales y colectivos.

d. Flexibilidad. La labor de observación y acompañamiento en procesos 
de consulta previa es realizada mediante procedimientos adecuados a 
la realidad de la población que es sujeto de la misma, en respeto a sus 
normas y procedimientos propios.

e. Independencia. La observación y el acompañamiento a los procesos 
de consulta previa son realizadas por el OEP, a través del SIFDE, en 
cumplimiento de la normativa vigente sin que existan vínculos, relaciones 
de dependencia, ni intereses de los sujetos de la consulta previa; que por 
su naturaleza puedan influir en el libre ejercicio de sus funciones.

f. Plurinacionalidad e interculturalidad. La observación y el 
acompañamiento en procesos de consulta previa se llevan a cabo en el 
marco de la democracia intercultural que se sustenta en la existencia de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, de las comunidades 
interculturales y afrobolivianas; y en el reconocimiento, la expresión y la 
convivencia de la diversidad cultural, institucional, normativa y lingüística, 
así como en el ejercicio de los derechos colectivos.



g. Publicidad y transparencia. Las actividades e información vinculadas 
a la labor de observación y acompañamiento en procesos de consulta 
previa promueven la visibilidad pública y la máxima difusión posible para 
el ejercicio del derecho al acceso a la información pública y al control 
social.

II. Los principios establecidos en el parágrafo precedente son de 
consideración obligatoria en la aplicación del Reglamento.

Artículo 5. (Criterios para la observación y acompañamiento)

I. Los siguientes criterios mínimos deben ser tomados en cuenta durante 
la observación y el acompañamiento a los procesos de consulta previa:

a. Buena fe. El proceso de consulta previa se lleva a cabo en el marco del 
diálogo, caracterizado por la comunicación, el entendimiento y el respeto 
mutuo.

b. Concertación. El proceso de consulta previa tiene como fin el llegar 
a un acuerdo entre los sujetos de consulta con el Estado respecto a la 
realización de proyectos, obras o actividades relativas a la explotación de 
recursos naturales, en el marco de la participación activa y efectiva en la 
toma de la decisión que deba adoptar la autoridad.

c. Informada. En el proceso de consulta previa se debe brindar información 
suficiente, comprensible, veraz, oportuna y adecuada a las características 
culturales de la población sujeto de consulta, respecto a la realización 
de proyectos, obras o actividades relativas a la explotación de recursos 
naturales, así como su naturaleza, alcance, objeto, duración, área de 
afectación, impactos sociales, económicos, medioambientales, además 
de los responsables de la ejecución del proyecto y otros establecidos en 
reglamentos y/o protocolos.

d. Libre. El proceso de consulta previa se realiza sin coacción ni presión, 
con la ausencia de cualquier tipo de amenaza y/o represión implícita o 
explícita.

e. Previa. El proceso de consulta previa se realiza de forma obligatoria 
con anterioridad a la toma de decisiones respecto a la realización de 
proyectos, obras o actividades relativas a la explotación de recursos 
naturales.

f. Respeto a las normas y procedimientos propios. La consulta previa 
se realiza en el marco del reconocimiento de las instituciones propias, 
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8. CONSULTA PREVIA

8.1. LEY N° 018 DEL ÓRGANO ELECTORAL 
PLURINACIONAL

LEY Nº 018, DE 16 DE JUNIO DE 2010
LEY DEL ÓRGANO ELECTORAL PLURINACIONAL

COMPETENCIA Y OBLIGACIÓN EN LA SUPERVISIÓN

Artículo 6 (COMPETENCIA ELECTORAL). El Órgano Electoral 
Plurinacional tiene las siguientes competencias:

2. Supervisión de los procesos de consulta previa.

Artículo 37. (OBLIGACIONES). Los Tribunales Electorales 
Departamentales, bajo las directrices del Tribunal Supremo Electoral, 
tienen las siguientes obligaciones:

12. Publicar, en su portal electrónico en internet: d. Informes de la 
supervisión de procesos de consulta previa.

8.2. LEY N° 026 DEL DE RÉGIMEN ELECTORAL

LEY Nº 026, DE 30 DE JUNIO DE 2010
LEY DEL RÉGIMEN ELECTORAL

PROCESO DE CONSULTA PREVIA

ARTÍCULO 39. (ALCANCE). La Consulta Previa es un mecanismo 
constitucional de democracia directa y participativa, convocada por el 
Estado Plurinacional de forma obligatoria con anterioridad a la toma de 
decisiones respecto a la realización de proyectos, obras o actividades 
relativas a la explotación de recursos naturales. La población involucrada 
participará de forma libre, previa e informada.



los mecanismos de organización, participación y decisión reflejados en 
las cosmovisiones, saberes, prácticas e instituciones de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos, en el marco de los derechos 
colectivos.

II. Los criterios establecidos en el parágrafo anterior son de observancia 
obligatoria en el proceso de observación y acompañamiento a la consulta 
previa.

Artículo 6. (Definiciones)

Las definiciones que rigen la aplicación del presente Reglamento son:

a. Consulta previa: es el mecanismo constitucional de democracia 
comunitaria, directa y participativa, convocada por el Estado, a través 
de las entidades públicas correspondientes, de forma obligatoria con 
anterioridad a la toma de decisiones respecto a la realización de proyectos, 
obras o actividades relativas a la explotación de recursos naturales. La 
población involucrada participará de forma libre, previa e informada, 
de acuerdo con los procedimientos establecidos en la normativa, los 
reglamentos y/o protocolos para el proceso de consulta previa.

e. Autoridad convocante: es la entidad estatal responsable de convocar 
y desarrollar los procesos de consulta previa cuando se pretende 
desarrollar proyectos, obras o actividades relativas a la explotación de 
recursos naturales, cumpliendo lo establecido en la normativa vigente.

f. Sujeto de consulta: es la población que habita el territorio por ser 
afectado por la realización de proyectos, obras o actividades relativas a la 
explotación de recursos naturales.

g. Naciones y Pueblos Indígena Originario Campesinos: son los 
Pueblos y Naciones de existencia pre colonial y con dominio ancestral 
sobre sus territorios.

h. Normas y procedimientos propios: son los mecanismos de 
deliberación, participación, control social y toma de decisiones, que en el 
marco de la democracia comunitaria, directa y participativa son aplicables 
en el proceso de consulta previa.

Artículo 7. (Aplicación de normas y procedimientos propios)

En la consulta previa a las Naciones y Pueblos Indígena Originario 
Campesinos se respetarán sus instituciones propias y sus mecanismos 



de organización, participación y decisión en ejercicio de la democracia 
comunitaria y de la democracia directa y participativa, en el marco de los 
derechos colectivos.

Artículo 18. (Informe de observación y acompañamiento)

I. Concluido el proceso de consulta previa, el equipo designado elaborará 
el “Informe de observación y acompañamiento del proceso de consulta 
previa”

II. El informe de observación y acompañamiento se presentará a Sala 
Plena del Tribunal Electoral correspondiente en un plazo de hasta 10 días 
hábiles de concluida la última actividad del proceso de consulta previa.

III. El informe contendrá antecedentes, la relación de actuaciones, los 
acuerdos o la posición de los actores sujetos de la consulta previa.

Artículo 20. (Remisión, publicación, difusión y archivo del informe de 
observación y acompañamiento)

I. Una vez que se cuente con resolución aprobatoria del informe de 
observación y acompañamiento del proceso de consulta previa, en el nivel 
correspondiente, junto al registro audiovisual realizado, el TSE remitirá 
una copia legalizada de dicha resolución a la Asamblea Legislativa 
Plurinacional y a la Autoridad Convocante.

II. Se difundirá la Resolución, un resumen del informe técnico y el registro 
audiovisual del mismo a través de los sitios web del OEP, y se archivará el 
proceso para los efectos que correspondan.
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En el caso de la participación de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, la consulta tendrá lugar respetando sus normas y 
procedimientos propios.

Las conclusiones, acuerdos o decisiones tomadas en el marco de 
la consulta previa no tienen carácter vinculante, pero deberán ser 
considerados por las autoridades y representantes en los niveles de 
decisión que corresponda.

ARTÍCULO 40. (OBSERVACIÓN Y ACOMPAÑAMIENTO). El Órgano 
Electoral Plurinacional, a través del Servicio Intercultural de Fortalecimiento 
Democrático (SIFDE), realizará la observación y acompañamiento de los 
procesos de Consulta Previa, de forma coordinada con las organizaciones 
e instituciones involucradas. Con este fin, las instancias estatales 
encargadas de la Consulta Previa informarán, al Órgano Electoral 
Plurinacional con una anticipación de por lo menos treinta (30) días, sobre 
el cronograma y procedimiento establecidos para la Consulta.

ARTÍCULO 41. (INFORME). Luego de la observación y acompañamiento, 
el SIFDE elaborará un Informe de Acompañamiento en el que se señalará 
los resultados de la consulta previa.

El Informe, con la inclusión de material audiovisual, será difundido 
mediante el portal electrónico en internet del Tribunal Supremo Electoral.

8.3. LEY N. 535 DE MINERÍA Y METALURGIA

LEY N° 535, DE 28 DE MAYO DE 2014
LEY DE MINERÍA Y METALURGIA

DERECHO A LA PARTICIPACIÓN EN LOS BENEFICIOS DE 
LA EXPLOTACIÓN DE LOS RECURSOS MINERALES

ARTÍCULO 19. (PARTICIPACIÓN DE LAS NACIONES Y PUEBLOS 
INDÍGENA, ORIGINARIO CAMPESINOS). Las Naciones y Pueblos 
Indígena Originario Campesinos, gozan del derecho a la participación 
en los beneficios de la explotación de los recursos minerales en sus 
territorios, conforme al régimen regalitario minero, sin perjuicio de las 
medidas y compensaciones que correspondan de acuerdo con el régimen 
de consulta previa establecida en la presente Ley.
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ATRIBUCIÓN DE AJAM

ARTÍCULO 40. (ATRIBUCIONES Y FINANCIAMIENTO). I. La AJAM 
tendrá las siguientes atribuciones:

j) Convocar y llevar adelante la consulta previa establecida en 
el Capítulo I del Título VI de la presente Ley.

CONSULTA PREVIA EN MATERIA MINERA

ARTÍCULO 207. (DERECHOS Y ALCANCES). I. De acuerdo con el 
numeral 15 del Artículo 30 y Artículo 403 de la CPE, se garantiza el derecho 
de consulta previa, libre e informada realizada por el Estado a las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos, comunidades interculturales y 
pueblo afroboliviano, como derecho colectivo y fundamental de carácter 
obligatorio, a realizarse respecto de toda solicitud bajo la presente Ley, 
para la suscripción de un contrato administrativo minero susceptible de 
afectar directamente sus derechos colectivos.

II. Las operaciones mineras que comprendan sólo por prospección y 
exploración no requieren de la consulta previa prevista en el Parágrafo I 
del presente Artículo.

III. La consulta prevista en el Parágrafo I precedente, se aplicará para las 
solicitudes de nuevos contratos administrativos mineros en áreas libres 
que se presenten a partir de la publicación de la presente Ley.

IV. No están sujetos al procedimiento de la consulta prevista en el 
Parágrafo I del presente Artículo por tratarse de derechos pre-constituidos 
o derechos adquiridos, según corresponda:

a) Los contratos administrativos mineros por adecuación.

b) Los contratos de arrendamiento o riesgo compartido, conforme 
disponen los Artículos 62 y 190.

V. La consulta en curso del tipo previsto en el Parágrafo I que no hubieran 
concluido a la fecha de publicación de la presente Ley, continuarán y 
concluirán de acuerdo a lo previsto en el presente Capítulo en función en 
el estado en que se encuentren de acuerdo a la presente Ley.
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ARTÍCULO 208. (FINALIDAD Y FUNCIÓN DEL ESTADO). I. A los fines 
de la presente Ley se entiende como la consulta previa prevista en el 
Parágrafo I del Artículo precedente, al proceso de diálogo intracultural e 
intercultural, concertado, de buena fe, libre e informado que contempla 
el desarrollo de etapas sucesivas de un procedimiento, entre el Estado, 
con la participación del actor productivo minero solicitante y el sujeto 
de la consulta respetando su cultura, idioma, instituciones, normas y 
procedimientos propios, con la finalidad de alcanzar acuerdos para 
dar curso a la solicitud de suscripción del correspondiente contrato 
administrativo minero y coadyuvar así al Vivir Bien del pueblo boliviano, 
en el marco de un desarrollo sustentable de las actividades mineras. La 
Autoridad Jurisdiccional Administrativa Minera – AJAM es la autoridad 
competente para la realización de la consulta previa prevista en el 
Parágrafo I del Artículo 207 de la presente Ley.

II. Los acuerdos entre la autoridad competente, el actor productivo minero 
solicitante y los sujetos de la consulta previa, tendrán carácter vinculante y 
son de cumplimiento obligatorio para el Estado, los sujetos de la consulta 
previa y el solicitante.

III. Conforme al numeral 3 del Artículo 316, Parágrafo II del Artículo 
348, Parágrafo I del Artículo 349 y Artículo 311, de la CPE, los recursos 
naturales minerales son de carácter estratégico y de interés público para 
el desarrollo del país y su administración, dirección y control, en función 
del interés colectivo, corresponde al Estado a nombre de todo el pueblo 
boliviano, asimismo el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo – OIT, y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, no otorgan a los sujetos de la consulta previa el 
derecho a veto a la ejecución de las actividades de la explotación minera.

ARTÍCULO 209. (SUJETO, AFECTACIÓN, OBJETO Y REPARACIÓN). I. 
Cada sujeto de la consulta previa establecida en el Parágrafo I del Artículo 
207 deberá cumplir con las siguientes condiciones:

1. Existencia pre-colonial y dominio ancestral del territorio.

2. Conservación de sus patrones culturales, modos de vida, 
instituciones propias: sociales, económicas, culturales y políticas 
que los representen, y ser distinto a los otros sectores de la 
población.

3. Identificación como parte de una nación o pueblo que conserva 
en la actualidad relación con dicha colectividad.
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4. Acceso y gestión colectiva de sus tierras y territorios.

II. La afectación de derechos colectivos puede tener un alcance positivo o 
negativo, como modificaciones a las formas de vida, instituciones propias, 
transformaciones territoriales, riesgos a la existencia física y alteraciones 
en las condiciones que permiten su desarrollo cultural, social o económico.

III. Serán objeto de la consulta, para la determinación de las posibles 
afectaciones, los Planes de Trabajo e Inversión, para los actores 
productivos privado y estatal y Planes de Trabajo y Desarrollo para el actor 
productivo cooperativo, presentados junto con la respectiva solicitud para 
contrato administrativo minero de acuerdo con el inciso d) del Parágrafo II 
del Artículo 140 de la presente Ley.

IV. La reparación compensatoria procederá cuando existan daños, por 
impactos cuantificables de un proyecto de explotación minera, que 
afecten derechos colectivos, se determinará mediante los mecanismos 
legalmente reconocidos, como parte del procedimiento de consulta previa, 
debiendo quedar establecida en el respectivo acuerdo, en cumplimiento 
a lo establecido en el numeral 15 del Artículo 30 de la CPE.

V. Las compensaciones que fueren determinadas deberán destinarse 
únicamente a las reparaciones necesarias o al desarrollo productivo o 
social de los sujetos afectados y serán administradas según lo determinado 
en el acuerdo o decisión final.

PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 210. (FASE PREPARATORIA). I. Presentada la solicitud para 
contrato administrativo minero de acuerdo con la presente Ley, la Directora 
o Director Regional competente de la AJAM procesará la solicitud hasta 
concluir la fase de oposición si se presentare de acuerdo a lo previsto en 
el Artículo 165 de la presente Ley.

II. Concluida la oposición, la AJAM identificará al sujeto o sujetos cuyos 
derechos colectivos pudieran quedar afectados y dispondrá, mediante 
resolución, el inicio del procedimiento de consulta prevista en el Parágrafo 
I del Artículo 207 de la presente Ley.

ARTÍCULO 211. (NOTIFICACIONES Y REUNIONES DE DIÁLOGO 
INTERCULTURAL). I. La resolución de inicio dispondrá la notificación al 
solicitante y al o a los sujetos correspondientes, en este último caso en 
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la persona o personas que ejerzan la máxima autoridad de cada uno de 
los sujetos de la consulta previa susceptibles de ser afectadas, lo cual se 
cumplirá en el plazo no mayor a quince (15) días hábiles administrativos 
de la fecha de la resolución. La notificación al sujeto o sujetos estará 
acompañada por copia de la solicitud del actor productivo minero y de 
todos sus anexos requeridos.

II. La consulta previa deberá realizarse en un máximo de tres (3) 
reuniones, que deberán realizarse en el lugar más cercano a la ejecución 
del proyecto de explotación minera.

III. La resolución dispondrá el lugar, fecha y hora de inicio para la 
realización de la primera reunión, a ser presidida por la Directora o el 
Director Regional de la AJAM con la participación de los representantes 
del sujeto o sujetos y del actor productivo minero solicitante. La primera 
reunión deberá realizarse dentro del plazo de veinte (20) días hábiles 
administrativos de la fecha de la resolución.

ARTÍCULO 212. (REPRESENTACIÓN, PLAZO MÁXIMO) I. Los 
sujetos estarán representados en las reuniones por sus respectivas 
autoridades máximas de acuerdo con normas aplicables o según sus 
usos y costumbres. El actor productivo minero solicitante participará 
personalmente o mediante su representante legal, quien, al igual que 
los sujetos de la consulta, podrá acreditar la participación de delegados 
técnicos para presentar sus respectivas alegaciones y explicaciones.

II. El procedimiento de consulta previa que concluye de acuerdo con el 
Parágrafo I del Artículo 215 de la presente Ley, no podrá tener una duración 
superior a cuatro (4) meses computados desde la última notificación a los 
sujetos de la consulta o al solicitante con la resolución de apertura del 
procedimiento.

ARTÍCULO 213. (DELIBERACIONES Y REUNIONES SIGUIENTES). I. 
Instalada la primera reunión la Directora o el Director Regional de la AJAM 
explicará los antecedentes del procedimiento y las normas legales que 
son aplicables.

II. Durante las reuniones, la Directora o el Director Regional que conduce 
el proceso presentará observaciones y sugerencias, de tal modo que 
cualquier acuerdo que se logre cumpla con las normas legales aplicables.

III. En la primera reunión el actor minero solicitante explicará las actividades 
que propone bajo su plan de trabajo e identificará los derechos colectivos 
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que, en su criterio, pudieran ser afectados y los posibles mecanismos de 
reparación.

IV. Los sujetos consultados formularán sus observaciones y propuestas 
para un posible acuerdo, identificando las situaciones en las que sus 
derechos colectivos pudieran quedar afectados y los mecanismos 
de reparación proporcionales con las afectaciones previstas, que 
consideraren oportuno, debidamente justificado y respaldado a través de 
medios orales, escritos u otros acorde a sus usos y costumbres.

V. Si entre el solicitante y los sujetos existieran acuerdos anteriores a la 
consulta, los mismos serán presentados para su consideración como 
parte del procedimiento.

VI. Si luego de deliberar se llegare a un acuerdo entre las partes, el 
procedimiento de consulta concluirá con la firma del respectivo documento 
de Acuerdo.

VII. A falta de acuerdo en la primera reunión, la Directora o Director 
Regional de la AJAM convocará en el mismo acto a una segunda reunión, 
a realizarse en lugar, fecha y hora que señale, en la cual se procurará 
llegar a un acuerdo, en cuyo caso se firmará el respectivo documento 
de acuerdo. La Directora o Director Regional de la AJAM pronunciará la 
correspondiente resolución aprobatoria.

VIII. A falta de acuerdo en la segunda reunión, la Directora o Director 
Regional de la AJAM convocará en el mismo acto a una tercera y última 
reunión, a realizarse en lugar, fecha y hora que señale, en la cual se 
procurará llegar a un acuerdo, en cuyo caso se firmará el respectivo 
documento de acuerdo. La Directora o Director Regional de la AJAM 
pronunciará la correspondiente resolución aprobatoria.

IX. Se llevarán actas de las reuniones que serán firmadas por la Directora 
o Director Regional, por el actor productivo minero solicitante o su 
representante y por los representantes de los sujetos participantes en la 
consulta. X. De no existir acuerdo en la tercera y última reunión, todos 
los antecedentes serán remitidos en un plazo de tres (3) días hábiles 
administrativos a la Dirección Nacional de la AJAM a los fines del Artículo 
siguiente.

ARTÍCULO 214. (MEDIACIÓN Y DECISIÓN). I. Recibidos los antecedentes, 
la Dirección Nacional de la AJAM dará inicio a un procedimiento de 
aproximación y mediación entre el solicitante y los sujetos consultados, 
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a cuyo efecto solicitará mayor información, convocará a reuniones y 
realizará gestiones mediadoras y de aproximación. Asimismo, presentará 
propuestas para un acuerdo final.

II. Si dentro de un plazo de quince (15) días hábiles administrativos de la 
última notificación con la resolución que dispone el inicio de la mediación 
no se llegare a un acuerdo, concluirá el procedimiento y se abrirá la 
instancia de decisión final prevista en el Parágrafo IV y siguientes.

III. Si se llegare a un acuerdo, el procedimiento de consulta concluirá con 
la firma del respectivo documento por la Directora o el Director Nacional 
de la AJAM y los representantes de los sujetos y el actor productivo minero 
solicitante o su representante legal. La Directora o el Director Nacional de 
la AJAM pronunciará la correspondiente Resolución Aprobatoria.

IV. En caso de no existir acuerdo conforme a los Parágrafos precedentes, 
la Dirección Nacional de la AJAM remitirá dentro del plazo de tres (3) días 
hábiles administrativos, todos los antecedentes al Ministerio de Minería y 
Metalurgia.

ARTÍCULO 215. (RESOLUCIÓN FINAL). I. El Ministerio de Minería y 
Metalurgia, mediante Resolución Ministerial, previo informe técnico de 
la unidad correspondiente, resolverá el caso en el marco de las normas 
legales aplicables, dirimiendo las diferencias y resolviendo sobre los 
derechos y obligaciones alegados, teniendo en cuenta los intereses 
del Estado y de los participantes. La resolución se dictará dentro del 
plazo de quince (15) días hábiles administrativos de la recepción de los 
antecedentes.

II. La resolución final será remitida a la Directora o Director Regional de la 
AJAM competente para la prosecución del trámite de solicitud de contrato 
de acuerdo con la presente Ley.

III. El actor productivo minero solicitante podrá retirar y dejar sin efecto 
su solicitud para contrato administrativo minero en cualquier etapa del 
procedimiento, incluso con posterioridad a la resolución prevista en el 
Parágrafo I precedente.

ARTÍCULO 216. (COSTOS). I. Los costos de notificaciones serán 
asumidos por el actor productivo minero solicitante, según lo determine 
la autoridad interviniente.
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II. La AJAM, con fondos destinados por el actor minero, cubrirá todos los 
costos del proceso de consulta

8.4. LEY N 3058 DE HIDROCARBUROS

LEY Nº 3058, DE 17 DE MAYO DE 2005
LEY DE HIDROCARBUROS

DERECHOS A LA CONSULTA Y PARTICIPACIÓN DE LOS 
PUEBLOS CAMPESINOS, INDÍGENAS Y ORIGINARIOS

Artículo 114 (Ámbito de Aplicación). En cumplimiento a los Artículos 4º, 5º, 
6º, 15º y 18º del Convenio 169 de la OIT, ratificado por Ley de la República 
Nº 1257, de 11 de julio de 1991, las comunidades y pueblos campesinos, 
indígenas y originarios, independientemente de su tipo de organización 
deberán ser consultados de manera previa, obligatoria y oportuna cuando 
se pretenda desarrollar cualquier actividad hidrocarburífera prevista en la 
presente Ley.

Artículo 115 (Consulta). En concordancia con los Artículos 6º y 15º 
del Convenio 169 de la OIT, la consulta se efectuará de buena fe, con 
principios de veracidad, transparencia, información y oportunidad. Deberá 
ser realizada por las autoridades competentes del Gobierno Boliviano 
y con procedimientos apropiados y de acuerdo a las circunstancias y 
características de cada pueblo indígena, para determinar en qué medida 
serían afectados y con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento de las Comunidades y los Pueblos Indígenas y Originarios. 
La Consulta tiene carácter obligatorio y las decisiones resultantes del 
proceso de Consulta deben ser respetadas. En todos los casos, la 
Consulta se realizará en dos momentos:

a. Previamente a la licitación, autorización, contratación, 
convocatoria y aprobación de las medidas, obras o proyectos 
hidrocarburíferos, siendo condición necesaria para ello; y,

b. Previamente a la aprobación de los Estudios de Evaluación de 
Impacto Ambiental. Cuando se trate de Estudios de Evaluación 
de Impacto Ambiental para actividades, obras o proyectos 
hidrocarburíferos a desarrollarse en lugares de ocupación de las 



REGLAMENTO DE OTORGACIÓN Y EXTINCIÓN DE DERECHOS 
MINEROS 

PROCEDIMIENTO DE CONSULTA PREVIA

ARTÍCULO 28.- (OBLIGATORIEDAD DE LA CONSULTA PREVIA).

l. La Consulta previa es un derecho colectivo y fundamental de carácter 
obligatorio, a realizarse por una sola vez, en todas las solicitudes de 
suscripción de Contratos Administrativo Minero.

II. Aquellas solicitudes de suscripción de Contrato Minero iniciadas en 
vigencia de la Reserva Fiscal, que no hubieren concluido, deberán cumplir 
con el desarrollo de la consulta previa y conforme al procedimiento descrito 
en el presente capítulo.

ARTÍCULO 29.- (EXCEPCIÓN AL PROCEDIMIENTO DE CONSULTA 
PREVIA). No están sujetos al procedimiento de la consulta previa:

ARTÍCULO 30.- (ALEGACIÓN DE LA CALIDAD DE SUJETO DE 
CONSULTA PREVIA). 

l. Antes o durante la sustanciación del procedimiento de consulta 
previa, las personas naturales o jurídicas, miembros de una comunidad, 
que alegaren ser sujetos de derecho a la misma, podrán invocar tal 
derecho acreditando su condición ante la AJAM conforme lo establece 
el Artículo 209 de la Ley Nº 535 de 28 de mayo de 2014, para que sean 
incorporados en dicho proceso, al efecto deberán adjuntar la certificación 
correspondiente, emitida por la Autoridad Estatal competente.

Las operaciones mineras que comprendan Prospección y 
Exploración autorizadas mediante Licencias.

Las actividades aisladas de la cadena productiva minera 
que estén autorizadas mediante Licencias de operación y 
comercialización.

Los Contratos Administrativos Mineros suscritos en el proceso 
de adecuación.

Los Contratos de Arrendamiento o Riesgo Compartido de 
acuerdo a lo dispuesto en los Artículos 62 y 190 de la Ley N° 535 
de 28 de mayo de 2014.

a)

b)

c)

d)



II. La solicitud de participación como sujeto de consulta, no deberá tender 
a desvirtuar la naturaleza de la consulta previa, encontrándose la autoridad 
competente facultada para rechazar dicha solicitud.

III. Las solicitudes de consulta previa, para ser admitidas deberán ser 
presentadas hasta antes de iniciar la fase de mediación, caso contrario 
cualquier solicitud presentada en forma posterior será rechazada. 

ARTÍCULO 31.- (FASE PREPARATORIA).

l. La Directora o Director Regional competente de la AJAM podrá delegar 
la facultad conferida en el Artículo 210 de la Ley Nº 535 de 28 de mayo de 
2014, conforme a las previsiones contempladas en la Ley Nº 2341 de 23 
de abril de 2002.

II. La Unidad correspondiente emitirá el informe de identificación de los 
sujetos de consulta en un plazo de cinco (5) días hábiles de recibido 
los antecedentes del trámite, tomando en cuenta las gestiones previas 
efectuadas conforme a lo instruido en el Parágrafo III del Artículo 15 del 
presente Reglamento.

ARTÍCULO 32.- (RESOLUCION DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE 
CONSULTA). La Dirección Departamental o Regional emitirá la Resolución 
de inicio del proceso de consulta previa en un plazo de tres (3) días hábiles 
que se computarán a partir de la emisión del informe de identificación de 
los sujetos de consulta. Dicha resolución dispondrá lo siguiente:

Lugar, fecha y hora en la que se llevará a cabo la primera reunión 
la cual deberá realizarse dentro del plazo de veinte (20) días 
hábiles administrativos a partir de la fecha de la resolución.

La notificación a los sujetos de consulta representadas por 
su Máxima Autoridad, en el plazo de quince (15) días hábiles 
a partir de la fecha de la resolución. La notificación al sujeto o 
sujetos estará acompañada con copia de la solicitud del Actor 
Productivo Minero, certificado de área libre, Plan de Trabajo y 
Desarrollo o Plan de Trabajo e Inversión.

La notificación al solicitante del contrato administrativo minero 
se realizará en el plazo de cinco (5) días hábiles a objeto de que 
adopte las previsiones legales para el desarrollo de la primera 
reunión de consulta previa.

1)

2)

3)



ARTÍCULO 33.- (AUSENCIA DE LOS SUJETOS DE CONSULTA). En 
caso de que el o los sujetos de consulta no asistieren a las reuniones 
convocadas por tres veces consecutivas, se tendrá por aceptado el 
Plan del Trabajo y se proseguirá con el trámite de solicitud de Contrato 
Administrativo Minero a efectos del desarrollo del proyecto minero.

ARTÍCULO 34.- (PLAZO ENTRE REUNIONES). El plazo de intervalo entre 
cada reunión será de siete (7) días hábiles como máximo.

ARTÍCULO 35.- (REUNIONES DE DELIBERACIÓN). 

I. La Dirección Departamental o Regional, efectuará las reuniones de 
deliberación de acuerdo a los siguientes pasos:

Instalación de la reunión señalando el objeto de la misma, 
informando quienes fueron convocados para el desarrollo del 
acto, la notificación a las partes y las mismas se encuentran 
presentes en la reunión.

Tendrá la palabra el solicitante para que proceda a la explicación 
de las actividades propuestas a través de Plan de Trabajo y 
Desarrollo o Plan de Trabajo e Inversión, según corresponda.

1)

2)

4)

5)

Instruir al solicitante del contrato administrativo minero cubrir los 
costos de transporte para la notificación del sujeto o los sujetos 
de consulta conforme lo dispuesto en el parágrafo I del Artículo 
216 de la Ley Nº 535 de 28 de mayo de 2014.

Monto y forma de pago para el desarrollo de la primera reunión 
a ser cubierto por el solicitante conforme lo dispuesto en el 
Parágrafo II del Artículo 216 de la Ley Nº 535 de 28 de mayo 
de 2014, que deberá hacerse efectivo en el plazo de cinco (5) 
días hábiles a partir de su notificación. En caso de no cumplir 
con el pago correspondiente la Dirección Departamental o 
Regional suspenderá la realización de la primera reunión que 
será atribuible al solicitante, extremo que deberá ser notificado 
a las partes interesadas, a tal efecto la Dirección Departamental 
o Regional dispondrá nueva fecha y hora en el marco de los 
parámetros establecidos en el presente artículo para llevar a 
cabo la primera reunión. En caso de reiterarse el incumplimiento, 
se tendrá por desistida la solicitud de suscripción de Contrato 
Administrativo Minero.



II. En el plazo de cinco (5) días hábiles computables desde el día siguiente 
hábil de celebrada la reunión, la Dirección Departamental o Regional 
emitirá la Resolución aprobatoria del Acuerdo arribado.

III. De no llegarse a un acuerdo en la primera reunión, la Dirección 
Departamental o Regional convocará en el acto a una segunda reunión 
para los fines señalados, sin necesidad de notificaciones posteriores. En 
caso de no arribarse a algún acuerdo en el segundo acto, se convocará 
a una tercera y última reunión, debiendo procederse conforme al 
procedimiento detallado anteriormente.

ARTÍCULO 36.- (MEDIACIÓN).

l. La Dirección Nacional Ejecutiva de la AJAM llevará a cabo el proceso de 
mediación cuando las partes no hubieren arribado a un acuerdo hasta la 
tercera reunión. En este caso, se procederá conforme a lo siguiente:

3)

4)

5)

6)

7)

Presentación de acuerdos preliminares entre el solicitante y los 
sujetos de consulta, si los hubiera, para su consideración como 
parte del procedimiento.

Planeamiento de observaciones por parte de los sujetos 
consultados e identificación de situaciones que pudieran afectar 
a sus derechos colectivos y los mecanismos de reparación, 
debidamente fundamentados; y propuestas de posibles 
acuerdos.

Observaciones por parte de la Directora o Director Departamental 
o Regional y elaboración de las memorias escritas.

Conclusión del procedimiento de consulta previa a través de 
la suscripción del correspondiente acuerdo, cuando las partes 
hayan arribado a un entendimiento.

Firma del acta de reunión por la Directora o Director Departamental 
o Regional competente o el servidor público delegado al efecto, 
el Actor Productivo Minero solicitante o su representante y los 
representantes de los sujetos de consulta.

Remisión de los antecedentes por la Dirección Departamental o 
Regional, en el plazo de tres (3) días hábiles.

1)



 - Solicitar información complementaria al solicitante sobre el Plan 
   de Trabajo, objeto de consulta, si es que correspondiere.

 - La justificación de los objetos consultados respecto a su 
   negativa a la ejecución del Plan de Trabajo.

 - Reuniones de mediación.

 - Presentación de propuestas.

3. Transcurrido dicho plazo se emitirá la correspondiente Resolución 
Aprobatoria del Acuerdo final, previa suscripción del acta de entendimiento, 
si correspondiere.

II. De no llegarse a un acuerdo en el proceso de mediación, la 
Dirección Ejecutiva Nacional remitirá, en el plazo de tres (3) días hábiles 
administrativos, todos los actuados al Ministerio de Minería y Metalurgia, 
para su decisión final.

III. Cuando en la fase de mediación se arribare a un acuerdo entre el 
solicitante del contrato y el o los sujetos consultados, la Dirección Nacional 
remitirá la Resolución final a la Dirección Departamental o Regional 
competente, para la prosecución del trámite de solicitud de Contrato 
Administrativo Minero previo cumplimiento del procedimiento establecido.
ARTÍCULO 37.- (DECISIÓN FINAL). 

l. En virtud a lo establecido en el Artículo 215 de la Ley Nº 535 de 28 de 
mayo de 2014, el Ministerio de Minería y Metalurgia resolverá la consulta 
previa en instancia de decisión final, a través del Viceministerio de 
Desarrollo Productivo Minero Metalúrgico, de acuerdo a lo siguiente:

1. Una vez recepcionados los antecedentes, instruirá la elaboración 
del Informe Técnico a la Dirección General de Medio Ambiente y 
Consulta Pública, a objeto de determinar la afectación de la ejecución 
del Plan de Trabajo y Desarrollo o el Plan de Trabajo e Inversiones y 
valorar los antecedentes del procedimiento sustanciado en la Dirección 
Departamental o Regional y Dirección Ejecutiva Nacional de la AJAM o en 
su caso determinar la pertinencia técnica de las operaciones efectuadas 
por los sujetos de consulta.

Emitir la Resolución de inicio del procedimiento de mediación y 
señalar lugar, fecha y hora para la primera reunión de mediación, 
debiendo ser notificada a las partes interesadas en el plazo de 
cinco (5) días hábiles; procedimiento que deberá concluir en 
el plazo de quince (15) días hábiles, pudiendo realizarse las 
siguientes actuaciones: 

2)



2. A objeto de emitir el informe técnico respectivo, las instancias técnicas 
del Ministerio de Minería y Metalurgia o las entidades bajo tuición 
deberán brindar la información y asesoramiento técnico, cuando así le 
solicite la Dirección General de Medio Ambiente y Consulta Pública. La 
coordinación referida no implicará la modificación y/o ampliación de los 
plazos establecidos, así como la responsabilidad de emisión del informe 
por parte de la Dirección señalada precedentemente.

3. Convocará y llevará a cabo una reunión definitiva, siempre y cuando 
lo considere pertinente, previa notificación en el plazo de cinco (5) días 
hábiles de recepcionado el Informe.

4. Emitirá Resolución Administrativa, previo informe ilegal, dirimiendo las 
diferencias y resolviendo los derechos y obligaciones alegados por las 
partes, en un plazo de quince (15) días hábiles de recepcionados los 
antecedentes.

5. Notificará a las partes interesadas en el plazo de cinco (5) días hábiles, 
en el domicilio señalado cursante en los antecedentes.

6. Remitirá la Resolución final a la Dirección Departamental o Regional 
competente, con copia a la Dirección Ejecutiva Nacional para la 
prosecución del trámite de solicitud de Contrato Administrativo Minero 
previo cumplimiento del procedimiento establecido.

II. Las impugnaciones contra la Resolución Ministerial o Administrativa, 
se sujetarán a lo previsto en la Ley Nº 2341 de 23 de abril de 2002, de 
Procedimiento Administrativo.
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II. La AJAM, con fondos destinados por el actor minero, cubrirá todos los 
costos del proceso de consulta

8.4. LEY N 3058 DE HIDROCARBUROS

LEY Nº 3058, DE 17 DE MAYO DE 2005
LEY DE HIDROCARBUROS

DERECHOS A LA CONSULTA Y PARTICIPACIÓN DE LOS 
PUEBLOS CAMPESINOS, INDÍGENAS Y ORIGINARIOS

Artículo 114 (Ámbito de Aplicación). En cumplimiento a los Artículos 4º, 5º, 
6º, 15º y 18º del Convenio 169 de la OIT, ratificado por Ley de la República 
Nº 1257, de 11 de julio de 1991, las comunidades y pueblos campesinos, 
indígenas y originarios, independientemente de su tipo de organización 
deberán ser consultados de manera previa, obligatoria y oportuna cuando 
se pretenda desarrollar cualquier actividad hidrocarburífera prevista en la 
presente Ley.

Artículo 115 (Consulta). En concordancia con los Artículos 6º y 15º 
del Convenio 169 de la OIT, la consulta se efectuará de buena fe, con 
principios de veracidad, transparencia, información y oportunidad. Deberá 
ser realizada por las autoridades competentes del Gobierno Boliviano 
y con procedimientos apropiados y de acuerdo a las circunstancias y 
características de cada pueblo indígena, para determinar en qué medida 
serían afectados y con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento de las Comunidades y los Pueblos Indígenas y Originarios. 
La Consulta tiene carácter obligatorio y las decisiones resultantes del 
proceso de Consulta deben ser respetadas. En todos los casos, la 
Consulta se realizará en dos momentos:

a. Previamente a la licitación, autorización, contratación, 
convocatoria y aprobación de las medidas, obras o proyectos 
hidrocarburíferos, siendo condición necesaria para ello; y,

b. Previamente a la aprobación de los Estudios de Evaluación de 
Impacto Ambiental. Cuando se trate de Estudios de Evaluación 
de Impacto Ambiental para actividades, obras o proyectos 
hidrocarburíferos a desarrollarse en lugares de ocupación de las 
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Comunidades y Pueblos Campesinos, Indígenas y Originarios 
y áreas de alto valor de biodiversidad, necesariamente tendrán 
que ser los de categoría 1 (Estudio de Evaluación de Impacto 
Ambiental Analítico Integral).

Artículo 116 (Responsabilidad Estatal). Las resoluciones y consensos 
registrados por las Autoridades Competentes como producto del proceso 
de consulta en sus dos momentos, tienen validez para las actividades 
hidrocarburíferas del proyecto objeto de la consulta. En caso de tener la 
consulta, reconocida en el Artículo 115º, un resultado negativo, el Estado 
podrá promover un proceso de conciliación en el mejor interés nacional.

Articulo 117 (Autoridad Competente para Ejecutar el Proceso de 
Consulta). Son responsables en forma conjunta de la ejecución del 
Proceso de Consulta las autoridades del Ministerio de Hidrocarburos, el 
Ministerio de Desarrollo Sostenible, y el Ministerio de Asuntos Indígenas 
y Pueblos Originarios, considerados autoridades competentes, para los 
fines del presente Capítulo.

El Proceso de Consulta deberá ser financiado por el Poder Ejecutivo, con 
cargo al proyecto, obra o actividad hidrocarburífera de que se trate.

Articulo 118 (Representación). Los procesos de consulta establecidos 
en el presente Capítulo, se realizarán con las instancias representativas 
de las Comunidades Campesinas y los Pueblos Indígenas y Originarios, 
independientemente de su tipo de organización, respetando su 
territorialidad, sus usos y costumbres, siendo nula cualquier otro tipo de 
consulta individual o sectorial.

COMPENSACIONES E INDEMNIZACIONES

ARTICULO 119 (De las Compensaciones). Cuando las actividades 
hidrocarburíferas se desarrollen en tierras comunitarias de origen, 
comunales, indígenas o campesinas, tituladas o no, todo impacto 
socioambiental negativo directo, acumulado y a largo plazo, que las 
mismas produzcan, debe ser compensado financieramente por parte 
de los titulares de las actividades hidrocarburíferas, de manera justa, 
respetando la territorialidad, los usos y costumbres de los afectados, 
tomando como base, el Estudio de Evaluación de Impacto Ambiental y 
otros medios que permitan valorar los daños no cuantificables.
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El Ministerio de Desarrollo Sostenible y la Autoridad Ambiental Máxima 
Competente, el Ministerio de Hidrocarburos, Ministerio de Asuntos 
Campesinos y Agropecuarios y el Ministerio de Asuntos Indígenas y 
Pueblos Originarios están obligados a precautelar que las compensaciones 
se ejecuten y materialicen en un plazo de quince (15) días luego de 
acordado el monto compensatorio justo que corresponda.

El cumplimiento de esta obligación por parte de los titulares de las 
actividades hidrocarburíferas, es requisito para el desarrollo de las 
siguientes etapas productivas.

ARTICULO 120 (De las Indemnizaciones). Se procederá a indemnizar 
por daños y perjuicios emergentes de las actividades, obras o proyectos 
hidrocarburíferos que afecten a tierras comunitarias de origen, 
comunales, indígenas o campesinas, tituladas o no, por parte de los 
titulares y/o operadores de las actividades hidrocarburíferas, respetando 
la territorialidad, los usos y costumbres.

La indemnización debe contemplar los perjuicios derivados de la pérdida 
de beneficios por actividades productivas, de conocimientos tradicionales 
y/o aprovechamiento de recursos naturales que las Comunidades o 
Pueblos Campesinos, Indígenas y Originarios pudieran desarrollar en las 
zonas impactadas.

INTANGIBILIDAD DE SITIOS SAGRADOS Y AREAS 
DE ESPECIAL VALOR NATURAL Y CULTURAL

ARTICULO 121 (Exclusión del Procedimiento de Expropiación). Las 
tierras agrícolas, ganaderas, forestales o de conservación, que sean de 
propiedad individual o colectiva, de Comunidades y Pueblos Campesinos 
Indígenas y Originarios, independientemente de su tipo de organización y 
del tipo de propiedad, quedan excluidas de los alcances del Procedimiento 
de Expropiación, salvo que mediante Ley expresa se declare de utilidad y 
necesidad pública las actividades, obras o proyectos hidrocarburíferos a 
ejecutarse en las tierras indicadas o donde hay derechos preconstituidos 
de Comunidades y Pueblos Campesinos, Indígenas y Originarios. La Ley 
expresa que declare la utilidad y necesidad pública para cada caso, será 
aprobada según el Procedimiento Legislativo establecido en los Artículos 
71º al 81º de la Constitución Política del Estado.



COMPENDIO NORMATIVO: “DERECHOS DE LAS NACIONES Y PUEBLOS INDÍGENA 

ORIGINARIO CAMPESINOS  EN EL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA”

239

ARTICULO 122 (Declaratoria de Necesidad Pública). Para los casos 
comprendidos en el Artículo precedente, cualquier solicitud de Declaratoria 
de Necesidad y Utilidad Pública mediante Ley expresa, deberá contar 
necesariamente con los estudios de evaluación de impactos económicos, 
sociales, culturales y ambientales debidamente aprobados por la instancia 
representativa de las Comunidades Campesinas y Pueblos Indígenas y 
Originarios y certificados por la Autoridad Ambiental Nacional Máxima, de 
acuerdo a lo establecido en el Capítulo “De los Derechos a la Consulta y 
Participación de los Pueblos Campesinos, Indígenas y Originarios”.

ARTICULO 123 (Improcedencia de Expropiación). No procederá la 
aceptación de una solicitud de expropiación, en las tierras comunitarias 
de origen cuando el Titular no haya previamente hecho conocer las 
necesidades de la expropiación en Comité de Monitoreo Socio Ambiental 
del área respectiva del contrato.

ARTICULO 124 (Derecho a la Defensa de las Comunidades Campesinas, 
Pueblos Indígenas y Originarios). Una vez aprobada por Ley expresa la 
utilidad pública de las actividades, obras o proyectos que viabilicen el 
Procedimiento de Expropiación, se procederá a tramitar un procedimiento 
justo de expropiación, que garantice el pleno Derecho a la Defensa de 
las Comunidades Campesinas, Pueblos Indígenas y Originarios donde 
se ejecutará la expropiación, que fije un justiprecio, tomando como base 
la plusvalía como consecuencia de la infraestructura emergente de las 
mismas y el daño socio ambiental permanente que sufrirán, estimado en 
el Estudio de Impacto Ambiental.

ARTICULO 125 (Solicitud de Expropiación). La Solicitud de 
Expropiación de tierras en los casos comprendidos en los Artículos 
precedentes, será presentada por las empresas operadoras petroleras 
directamente interesadas, al Ministerio de Hidrocarburos, quién remitirá 
los antecedentes al Ministerio de Asuntos Campesinos y Agropecuarios, 
Ministerio de Asuntos Indígenas y Pueblos Originarios, como entidad 
competente en asuntos indígenas, al Defensor del Pueblo, en calidad de 
instancia veedora del proceso, y al Parlamento, para la consideración de 
la declaratoria de necesidad y utilidad pública por Ley expresa.

Una vez aprobada la declaratoria de necesidad y utilidad pública, 
el Ministerio de Hidrocarburos, deberá poner en conocimiento del o 
los Gobiernos Municipales y de las instancias representativas de las 
Comunidades Campesinas o Pueblos Indígenas y Originarios, en cuyas 
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jurisdicciones se efectuarán las expropiaciones, los antecedentes para los 
trámites de expropiación.

El Gobierno Municipal respectivo, actuará en primera instancia, y 
sustanciará el procedimiento de expropiación en cumplimiento de 
los Capítulos VI y VII, Artículos 122º, 123º, 124º y 125º, de la “Ley de 
Municipalidades” (Ley Nº 2028, de 28 de octubre de 1999), pudiendo 
la parte afectada interponer los Recursos de Revisión, Modificación 
y Revocación contra la resolución que establezca el justiprecio de la 
expropiación.

La parte afectada con la resolución que establezca el justiprecio de la 
expropiación, también podrá demandar en proceso ordinario, la fijación 
del justiprecio ante la Corte Superior de Distrito que corresponda, de 
acuerdo a las normas establecidas en el Procedimiento Civil.

ARTICULO 126 (Lugares que no pueden Expropiar). La expropiación 
en el área rural no podrá comprender a las viviendas y sus dependencias 
incluyendo las de comunidades campesinas y las de pueblos indígenas, 
tampoco los cementerios, vías férreas, aeropuertos y cualquier otra 
construcción pública o privada que sea estable y permanente.

ARTICULO 127 (Compensaciones Territoriales). El Gobierno 
Nacional, obligatoriamente realizará Compensaciones Territoriales a las 
Comunidades Campesinas y Pueblos Indígenas y Originarios afectados 
por procedimientos de expropiación petrolera. La compensación 
territorial, deberá obligatoriamente recaer en lugares con características 
similares a los expropiados, que permitan la supervivencia y desarrollo de 
las Comunidades Campesinas, Pueblos Indígenas y Originarios.



DECRETO SUPREMO Nº 29033 DE 16 DE FEBRERO DE 2007 
REGLAMENTO DE CONSULTA Y PARTICIPACION PARA ACTIVIDADES 
HIDROCARBURIFERAS

ARTICULO 1. (OBJETO). El presente reglamento tiene por objeto 
establecer las disposiciones y procedimientos para el proceso de Consulta 
y Participación a los Pueblos Indígenas, Originarios y Comunidades 
Campesinas, cuando se pretenda desarrollar actividades hidrocarburíferas 
en sus tierras comunitarias de origen, propiedades comunarias y tierras de 
ocupación y acceso.

ARTICULO 3. (AMBITO DE APLICACION). El proceso de Consulta y 
Participación se aplicará de manera previa, obligatoria, oportuna y de 
buena fe, cada vez que se pretenda desarrollar todas la actividades 
hidrocarburíferas detalladas en el Artículo 31 de la Ley Nº 3058 en tierras 
comunitarias de origen, propiedades comunarias y tierras de ocupación y 
acceso tradicional de los PIO s y CC, respetando su territorialidad, usos y 
costumbres en todo el territorio nacional.

ARTICULO 8. (FINANCIAMIENTO). I. El proceso de Consulta y Participación 
será financiado con cargo al proyecto, obra o actividad hidrocarburífera 
de que se trate. El Ministerio de Hidrocarburos y Energía, en coordinación 
con el Ministerio de Hacienda, en un plazo de treinta (30) días y a través de 
una Resolución Bi-Ministerial, establecerá los mecanismos para garantizar 
la celeridad en el manejo de recursos financieros, dando cumplimiento 
a los principios de transparencia, eficiencia, eficacia y economía. (Nota: 
Nuevo texto de conformidad al artículo 2 del Decreto 29124 de Mayo 9 de 
2007).

II. El Ministerio de Hidrocarburos y Energía, en coordinación con las 
instancias de representación de los PIO s y CC, a ser consultadas 
(respetando sus usos, costumbres. Territorialidad y tipo de Organización) 
susceptibles de ser afectadas, establecerán los mecanismos, que 
demandará el proceso de consulta y participación, para cada caso 
concreto.

III. Los recursos Económicos depositados por el titular de la AOP para 
la consulta y participación no podrán ser utilizados para fines distintos a 
los previstos en el presente reglamento, bajo responsabilidad y sanción 
establecidas en el marco jurídico vigente.

IV. Nota: Parágrafo derogado por el artículo 2 del Decreto 29124 de Mayo 
9 de 2007.



ARTICULO 9. (FASES DE LA CONSULTA Y PARTICIPACION). El 
proceso de consulta y participación se cumplirá en los dos momentos que 
establece el Artículo 115 de la Ley Nº 3058; el segundo momento sólo será 
posible cuando concluya el primer momento. Cada momento del proceso 
de consulta contemplará las siguientes fases:

a) Coordinación e Información.
b) Organización y Planificación de la consulta.
c) Ejecución de la consulta.
d) Concertación.

ARTICULO 10. (COORDINACION E INFORMACION). El proceso de 
consulta y participación deberá considerar los siguientes aspectos:

a) Convocatoria. Para iniciar el proceso de consulta y participación, 
la AC, respetando la territorialidad, independencia organizativa, usos y 
costumbres de los PIO s y CC, convocará por escrito, adjuntando toda 
la información pública de la AOP hidrocarburífero, a las instancias de 
representación susceptibles de ser afectadas, con copia a sus niveles 
regional, departamental y nacional, a efecto de sostener una reunión 
de carácter informativa acerca de la actividad hidrocarburífera y de 
coordinación sobre el desarrollo del proceso de consulta y participación.

b) Reunión preliminar. La reunión preliminar será organizada por las 
instancias de representación a nivel local de los PIO s y CC en coordinación 
con sus instancias de representación a nivel regional, departamental y 
nacional, quienes definirán lugar y fecha del evento y comunicarán por 
escrito a la AC en un plazo no mayor a siete (7) días calendarios de 
recibida la convocatoria, debiendo concretarse dicha reunión en un plazo 
no mayor a diez (10) días calendario, computables a partir de la respuesta 
a la convocatoria de la AC.

En la reunión preliminar, la AC presentará los alcances de la AOP que se 
pretende desarrollar y que será objeto de la consulta, entregado toda la 
información pública disponible en un ejemplar impreso u otro digital a los 
representantes de las instancias de representación a nivel local, regional, 
departamental y nacional de los PIO s CC.

Esta Información documental y digital facilitada por la AC y generada por 
las empresas petroleras públicas y/o privadas en todas las actividades 
hidrocarburíferas descritas por el Artículo 31 de la Ley Nº 3058, debe 
cumplir básicamente las siguientes características:



- Plena, ya que debe ser completa e íntegra, tanto en contenidos, cobertura 
proyecciones y posibles impactos socio - económicos - ambientales de la 
actividad hidrocarburífera.

- Oportuna, ya que debe ser entregada a las instancias representativas 
locales de los Pueblos Indígenas, Originarias y Comunidades Campesinas, 
previo al proceso de la consulta y participación.

- Veraz, ya que constituye declaración jurada, responsabilidad que asume 
el titular de la actividad hidrocarburífera y los funcionarios públicos del 
Estado, sujetos a la Ley Nº 1178.

- Adecuada, ya que cuando estén orientadas a la difusión y conocimiento 
de las comunidades y organizaciones afectadas (respetando territorialidad, 
usos y costumbres) deberán adecuarse a las características culturales, 
lingüísticas, organizativas y sociales de cada Pueblo Indígena, Originario 
o Comunidad Campesina.

ARTICULO 11. (PLANIFICACION). I. La instancia de representación local, 
en coordinación con los niveles regionales, departamentales y nacional 
de los PIO s y CC, realizará la coordinación interna según sus usos y 
costumbres, para presentar una propuesta escrita de realización del 
proceso de consulta y participación, quien comunicará a la AC en un plazo 
no mayor a diez (10) días calendario, de realizada la reunión preliminar.

La propuesta escrita contendrá como mínimo:

a) Un plan metodológico y cronograma que comprenda las actividades 
comunitarias, talleres, reuniones y asambleas, así como el lugar donde se 
realizaran las mismas.

b) Asesoría especializada requerida por los PIO s y CC para su adecuada 
participación.

c) Un presupuesto que incluya los gastos que demandará todo el proceso 
de Consulta y Participación, aplicando los parámetros de costos del 
sector público, conforme el Decreto Supremo No. 27450. (Nota: Parágrafo 
modificado por el artículo 5 del Decreto 29124 de Mayo 9 de 2007)

II. Vencido el plazo establecido en él anterior Parágrafo, la AC responsable 
de este proceso, en coordinación con la instancia de representación 
local definida por las organizaciones susceptibles de ser afectadas que 
considere los niveles regionales, departamental y nacional respetando 
territorialidad, usos y costumbres, fijará una reunión en el área de 



influencia del proyecto, en un plazo no mayor a siete (7) días calendario, 
para analizar la propuesta y la contrapropuesta de la AC, a efectos de 
llegar a acuerdos y suscripción de un acta de entendimiento que garantice 
la ejecución de la consulta y participación.

En caso de que no se presente propuesta por parte de los PIOs se 
convocará a una reunión conjunta para la elaboración de una propuesta.

ARTICULO 12. (EJECUCION DE LA CONSULTA). I. El proceso de 
consulta y participación será ejecutada por la AC en coordinación con las 
instancias de representación de los PIO s y CC y dando cumplimiento el 
acta de entendimiento suscrita de conformidad al Artículo 11 del presente 
reglamento.

II. La ejecución del proceso de consulta y participación deberá cumplirse 
en los plazos establecidos en el acta de entendimiento, respondiendo a la 
naturaleza de la actividad hidrocarburífera. Una vez cumplidos los plazos 
en el acta del entendimiento se establece un plazo perentorio adicional de 
hasta tres (3) meses, para cumplir con el procedimiento de consulta, llegar 
a un acuerdo conjunto y firmar el Convenio de validación correspondiente.
ARTICULO 13. (ACUERDO Y CONCERTACION). Los resultados de la 
ejecución del proceso de consulta y participación concluirán con un 
documento de validación de acuerdos que serán establecidos en un 
Convenio suscrito entre la AC y las instancias representativas de PIO s 
y CC s, previa aceptación y autorización expresa de las comunidades 
indígenas, originarias y campesinas susceptibles de ser afectadas.

Este documento de validación de acuerdos, recogerá la posición, 
observaciones, sugerencias, complementaciones y recomendaciones 
concertadas por los PIO s y CC’s que pudieran ser afectadas. 

La información que se obtenga en la ejecución de la consulta y 
participación, validada mediante el convenio, se aplicará de conformidad 
a lo establecido en el Artículo 7 del presente reglamento.

Cuando el proceso de consulta y participación, cuente con Convenio de 
validación de acuerdos del primer momento, estipulado en el Inciso a) del 
Artículo 115 de la Ley No 3058, se procederá a la realización del siguiente 
momento del progreso.



DE LOS MOMENTOS DE LA CONSULTA Y PARTICIPACIÓN

ARTICULO 14. (PRIMER MOMENTO - CONSULTA PARA LA LICITACION, 
AUTORIZACION CONTRATACION, CONVOCATORIA Y APROBACIÓN 
DE LAS MEDIDAS, OBRAS O PROYECTOS HIDROCARBURIFEROS). 

La finalidad del proceso de consulta y participación del primer momento, 
será la de hacer conocer y contar con un criterio de las organizaciones 
susceptibles de ser afectadas que considere los niveles local, regional, 
departamental y nacional respetando, territorialidad, usos y costumbres, 
sobre aspectos generales de la actividad, obra o proyecto hidrocarburífero 
tales como: los alcances, posibles impactos socio ambientales positivos 
y negativos y las posibles afectaciones a los derechos colectivos de los 
PIO s y CC, tomando como base la información de actividades, obras o 
proyectos, presentada por la AC e YPFB cuando participe en el ámbito 
de aplicación de este reglamento, a las instancias representativas de las 
organizaciones afectadas.

ARTICULO 15. (SEGUNDO MOMENTO - PREVIA A LA APROBACION 
DE LOS ESTUDIOS DE EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL). I. Las 
AOP, establecidos en el Artículo 31 de la Ley Nº 3058 y que pretendan 
ser implementados de acuerdo al Artículo 3 del presente Reglamento, 
requerirán la elaboración del Estudio de Evaluación de Impacto Ambiental 
-EEIA, Analítico Integral, en aplicación y concordancia con el Inciso b) del 
Artículo 115 de la Ley Nº 3058. 

II. El proceso de consulta y participación previa a la aprobación del EEIA 
por parte de la AAC (Segundo Momento), se desarrollará cumpliendo 
el cronograma de actividades establecido en el acta de entendimiento 
suscrita entre la AC, en coordinación con las instancias de representación 
de los PÍOS y CC con la participación de la AAC y el Viceministerio de 
Tierras cuando corresponda.

III. Las observaciones, sugerencias, complementaciones y 
recomendaciones concertadas, emergentes de la aplicación del proceso 
de consulta en el segundo momento, deberán ser consideradas como 
criterios fundamentales para la elaboración y aprobación del Estudio de 
Evaluación de Impacto Ambiental, analítico integral.

IV. Los EEIA analíticos integrales, además de lo estipulado por las normas 
ambientales, deberán incluir:



a) La identificación de todos los impactos ambientales que pudieran 
afectar a la territorialidad, aspectos sociales, económicos y culturales de 
los PIO s y CC, en todas las etapas de la actividad AOP hidrocarburífero.

b) Propuestas de medidas de prevención, mitigación y restauración.

V. Las obras civiles nuevas como la construcción de puentes, pistas, 
caminos de acceso y otras no consideradas en el EEIA de la AOP 
hidrocarburífera, deberán contar con otro EEIA para la obra, cumpliendo 
el procedimiento establecido en el presente reglamento. 

VI. Las obras civiles nuevas, construidas con financiamiento del titular de 
la AOP hidrocarburífero y/o que de manera directa o indirecta contribuyan 
a la implementación de estas, no serán consideradas como parte de las 
compensaciones establecidas en el Artículo 119 de la Ley Nº 3058.

ARTICULO 16. (IMPUGNACION). A solicitud de las instancias de 
representación de los PIO s y CC, la AAC podrá iniciar proceso 
administrativo a la empresa consultora ambiental encargada de elaborar 
el Estudio de Evaluación de Impacto Ambiental Analítico Integral y al 
representante legal de la AOP, cuando no se incorporen debidamente los 
resultados del proceso de consulta y participación del segundo momento. 
La impugnación será aplicable a lo estipulado en el Inciso b) del Artículo 
115 de la Ley Nº 3058.

ARTICULO 17. (DECLARATORIA DE IMPACTO AMBIENTAL). La AAC no 
emitirá la Declaratoria de Impacto Ambiental para la AOP hidrocarburífera 
de que se trate, si se verifica la no incorporación los resultados del proceso 
de consulta para la elaboración y aprobación de los EEIA analíticos 
integrales.

ARTICULO 18. (NULIDAD DEL PROCESO DE CONSULTA Y 
PARTICIPACION). I. De conformidad con el Artículo 116 de la Ley Nº 
3058, las resoluciones y consensos registrados como producto del 
proceso de consulta tienen validez para las AOP hidrocarburíferas objeto 
de la consulta. 

II. El proceso de consulta estará viciado de nulidad en caso de 
incumplimiento de los requisitos y condiciones establecidos en el presente 
reglamento y en particular, cuando:

a) La información o parte de la misma presentada por la AC no 
correspondiere a la AOP hidrocarburífera que se pretende desarrollar 
fuere falsa o contradictoria.



b) La consulta y participación fuera realizada alterando totalmente el 
procedimiento establecido en el presente reglamento.

c) El proceso de consulta y participación sea realizado sin considerar el 
Acta de Entendimiento suscrito.

d) La firma del convenio de validación de acuerdos, que fuere logrado por 
presión, amedrentamiento, soborno, chantaje o violencia y no cuente con 
el acuerdo mutuo emergente del proceso de consulta y de participación, 
comprobados por la vía correspondiente.

Los Señores Ministros de Estado, en los Despachos de Hidrocarburos 
y Energía y Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente, quedan 
encargados de la ejecución y cumplimiento del presente Decreto Supremo.
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9. NO DISCRIMINACIÓN

9.1. LEY N° 045 CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA 
DE DISCRIMINACIÓN

LEY N° 045, DE 8 DE OCTUBRE DE 2010
LEY CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. (OBJETO Y OBJETIVOS).

I. La presente Ley tiene por objeto establecer mecanismos y 
procedimientos para la prevención y sanción de actos de racismo y toda 
forma de discriminación en el marco de la Constitución Política del Estado 
y Tratados Internacionales de Derechos Humanos.

II. La presente Ley tiene por objetivos eliminar conductas de racismo y 
toda forma de discriminación y consolidar políticas públicas de protección 
y prevención de delitos de racismo y toda forma de discriminación.

Artículo 2. (PRINCIPIOS GENERALES). La presente Ley se rige bajo los 
principios de:

a) Interculturalidad. Entendida como la interacción entre las 
culturas, que se constituye en instrumento para la cohesión y 
convivencia armónica y equilibrada entre todos los pueblos 
y naciones para la construcción de relaciones de igualdad y 
equidad de manera respetuosa.

b) Igualdad. Todos los seres humanos nacen libres e iguales 
en dignidad y derecho. El Estado promoverá las condiciones 
necesarias para lograr la igualdad real y efectiva adoptando 
medidas y políticas de acción afirmativa y/o diferenciada 
que valoren la diversidad, con el objetivo de lograr equidad y 
justicia social, garantizando condiciones equitativas específicas 
para el goce y ejercicio de los derechos, libertades y garantías 
reconocidas en la Constitución Política del Estado, leyes 
nacionales y normativa internacional de Derechos Humanos.
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c) Equidad. Entendida como el reconocimiento a la diferencia y el 
valor social equitativo de las personas para alcanzar la justicia 
social y el ejercicio pleno de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales.

d) Protección. Todos los seres humanos tienen derecho a igual 
protección contra el racismo y toda forma de discriminación, 
de manera efectiva y oportuna en sede administrativa y/o 
jurisdiccional, que implique una reparación o satisfacción justa 
y adecuada por cualquier daño sufrido como consecuencia del 
acto racista y/o discriminatorio.

Artículo 3. (ALCANCES Y ÁMBITO DE APLICACIÓN). La presente Ley 
se aplicará en todo el territorio nacional y en los lugares sometidos a su 
jurisdicción. No reconoce inmunidad, fuero o privilegio alguno y se aplica 
a:

a) Todos los bolivianos y bolivianas de origen o nacionalizados y a 
todo estante y habitante en territorio nacional que se encuentre 
bajo la jurisdicción del Estado.

b) Autoridades, servidores y ex servidores públicos de los 
órganos Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Electoral del Estado 
Plurinacional de Bolivia, sus entidades e instituciones del nivel 
central, descentralizadas o desconcentradas y de las entidades 
territoriales autónomas, departamentales, municipales, regionales 
e indígena originario campesinas.

c) Ministerio Público, Procuraduría General del Estado, Defensoría 
del Pueblo, Universidades, Policía Boliviana, Fuerzas Armadas y 
toda entidad de la estructura estatal.

d) Personas privadas jurídicas, instituciones no gubernamentales 
nacionales o extranjeras a través de sus representantes.

e) Organizaciones sociales y mecanismos de control social.

f) Misiones diplomáticas bilaterales, multilaterales y especiales 
ejerciendo funciones en territorio boliviano, de acuerdo a normas 
de derecho internacional.

Artículo 4. (OBSERVACIÓN). Las autoridades nacionales, 
departamentales, regionales, municipales e indígena originario 
campesinas o de cualquier jerarquía, observarán la presente Ley, de 
conformidad a la Constitución Política del Estado y normas e instrumentos 
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internacionales sobre derechos humanos, contra el racismo y toda forma 
de discriminación, ratificados por el Estado Plurinacional de Bolivia.

Artículo 5. (DEFINICIONES). Para efectos de aplicación e interpretación 
de la presente Ley, se adoptan las siguientes definiciones:

a) Discriminación. Se define como “discriminación” a toda forma de 
distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en razón 
de sexo, color, edad, orientación sexual e identidad de géneros, 
origen, cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, 
ideología, filiación política o filosófica, estado civil, condición 
económica, social o de salud, profesión, ocupación u oficio, 
grado de instrucción, capacidades diferentes y/o discapacidad 
física, intelectual o sensorial, estado de embarazo, procedencia, 
apariencia física, vestimenta, apellido u otras que tengan por 
objetivo o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce 
o ejercicio, en condiciones de igualdad, de derechos humanos 
y libertades fundamentales reconocidos por la Constitución 
Política del Estado y el derecho internacional. No se considerará 
discriminación a las medidas de acción afirmativa.

b) Discriminación Racial. Se entiende por “discriminación racial” 
a toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en 
motivos de raza o por el color, ascendencia u origen nacional o 
étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar, 
directa o indirectamente el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales reconocidos en la Constitución Política del Estado 
y las normas internacionales de Derechos Humanos, en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra 
esfera de la vida pública y/o privada.

c) Racismo. Se considera “racismo” a toda teoría tendente a la 
valoración de unas diferencias biológicas y/o culturales, reales o 
imaginarias en provecho de un grupo y en perjuicio del otro, con 
el fin de justificar una agresión y un sistema de dominación que 
presume la superioridad de un grupo sobre otro.

d) Raza. La “raza” es una noción construida socialmente, 
desarrollada a lo largo de la historia como un conjunto de 
prejuicios que distorsiona ideas sobre diferencias humanas y 
comportamiento de grupo. Utilizada para asignar a algunos 
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grupos un estatus inferior y a otros un estatus superior que les 
dio acceso al privilegio, al poder y a la riqueza. Toda doctrina de 
superioridad basada en la diferenciación racial es científicamente 
falsa, moralmente condenable, socialmente injusta y peligrosa y 
nada en la teoría o en la práctica permite justificar la discriminación 
racial.

e) Equidad de Género. Es el reconocimiento y valoración de las 
diferencias físicas y biológicas de mujeres y hombres, con el 
fin de alcanzar justicia social e igualdad de oportunidades que 
garantice el beneficio pleno de sus derechos sin perjuicio de su 
sexo en los ámbitos de la vida social, económica, política, cultural 
y familiar.

f) Equidad Generacional. Es el reconocimiento y valoración de 
las diferencias generacionales de mujeres y hombres, con el fin 
de alcanzar justicia social que garantice el beneficio pleno de 
sus derechos sin perjuicio de su edad en los ámbitos de la vida 
social, económica, política, cultural y familiar.

g) Homofobia. Se refiere a la aversión, odio, prejuicio o discriminación 
contra hombres o mujeres homosexuales, también se incluye a 
las demás personas que integran a la diversidad sexual.

h) Transfobia. Se entiende como la discriminación hacia la 
transexualidad y las personas transexuales o transgénero, basada 
en su identidad de género.

i) Xenofobia. Se entiende como el odio y rechazo al extranjero o 
extranjera, con manifestaciones que van desde el rechazo más 
o menos manifiesto, el desprecio y las amenazas, hasta las 
agresiones y diversas formas de violencia.

j) Misoginia. Se entiende por misoginia cualquier conducta o 
comportamiento de odio manifiesto hacia las mujeres o género 
femenino, independientemente de la edad, origen y/o grado de 
instrucción que logre o pretenda vulnerar directa o indirectamente 
los Derechos Humanos y los principios de la presente Ley.

k) Acción Afirmativa. Se entiende como acción afirmativa aquellas 
medidas y políticas de carácter temporal adoptadas en favor de 
sectores de la población en situación de desventaja y que sufren 
discriminación en el ejercicio y goce efectivo de los derechos 
reconocidos en la Constitución Política del Estado y en los 
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instrumentos internacionales. Constituyen un instrumento para 
superar los obstáculos que impiden una igualdad real.

l) Acción Preventiva. Son aquellas medidas públicas traducidas en 
campañas de concientización, educación y difusión de derechos 
humanos protectivos contra la discriminación y cualquier forma 
de manifestación.

m) Acción Correctiva. La efectiva imposición de medidas 
sancionatorias o disciplinarias a los infractores, realizando el 
seguimiento a su aplicación y los resultados obtenidos.

CAPÍTULO II
DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y EDUCACIÓN, DESTINADAS A 
ERRADICAR EL RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 6. (PREVENCIÓN Y EDUCACIÓN). Es deber del Estado 
Plurinacional de Bolivia definir y adoptar una política pública de prevención 
y lucha contra el racismo y toda forma de discriminación, con perspectiva 
de género y generacional, de aplicación en todos los niveles territoriales 
nacionales, departamentales y municipales, que contengan las siguientes 
acciones:

I. En el ámbito educativo:

a) Promover el diseño e implementación de políticas institucionales 
de prevención y lucha contra el racismo y la discriminación en 
las Universidades, Institutos Normales Superiores Nacionales 
públicos y privados, Sistema Educativo Nacional en los niveles 
preescolar, primario y secundario.

b) Diseñar y poner en marcha políticas educativas, culturales, 
comunicacionales y de diálogo intercultural, que ataquen las 
causas estructurales del racismo y toda forma de discriminación; 
que reconozcan y respeten los beneficios de la diversidad y la 
plurinacionalidad y que incluyan en sus contenidos la historia 
y los derechos de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y el pueblo afroboliviano.

c) Promover la implementación de procesos de formación y educación 
en derechos humanos y en valores, tanto en los programas de 
educación formal, como no formal, apropiados a todos los niveles 
del proceso educativo, basados en los principios señalados en 
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la presente Ley, para modificar actitudes y comportamientos 
fundados en el racismo y la discriminación; promover el respeto a 
la diversidad; y contrarrestar el sexismo, prejuicios, estereotipos y 
toda práctica de racismo y/o discriminación.

II. En el ámbito de la administración pública.

a) Capacitar a las servidoras y servidores de la administración 
pública sobre las medidas de prevención, sanción y eliminación 
del racismo y toda forma de discriminación.

b) Gestionar y apoyar la inclusión curricular de la prevención contra 
el racismo y la discriminación en los Institutos Militares y Policiales.

c) Promover políticas institucionales de prevención y lucha contra el 
racismo y la discriminación en los sistemas de educación, salud y 
otros de prestación de servicios públicos, que incluyan.

d) Adopción de procedimientos o protocolos para la atención de 
poblaciones específicas.

e) Promover la ética funcionaria y el buen trato en la atención de la 
ciudadanía.

f) Garantizar que los sistemas políticos y jurídicos reflejen la 
plurinacionalidad del Estado boliviano en el marco de los 
Derechos Humanos.

g) Promover el reconocimiento de los héroes y las heroínas 
nacionales pertenecientes a las naciones pueblos indígena 
originario campesinos, el pueblo afroboliviano y de comunidades 
interculturales.

III. En el ámbito de la comunicación, información y difusión.

a) El Estado deberá promover la producción y difusión de datos 
estadísticos, sobre racismo y toda forma de discriminación con el 
fin de eliminar las desigualdades sociales.

b) Promover la realización de investigaciones y estudios cuantitativos 
y cualitativos, sobre el racismo y toda forma de discriminación, así 
como los efectos de estos fenómenos sobre sus víctimas, con el 
fin de definir políticas y programas encaminados a combatirlos.

c) Los medios de comunicación públicos y privados deberán 
proveerse de mecanismos internos que garanticen la eliminación 
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del racismo y toda forma de discriminación, en relación a su 
responsabilidad de generar opinión pública conforme a la 
Constitución Política del Estado. d) Disponer que los medios 
de comunicación, radiales, televisivos, escritos y las nuevas 
tecnologías de la información y comunicación, como el internet, 
eliminen de sus programaciones, lenguajes, expresiones y 
manifestaciones racistas, xenófobas y otros de contenido 
discriminatorio. e) Difundir el contenido de la presente Ley; los 
instrumentos nacionales e internacionales contra el racismo y 
toda forma de discriminación; y las políticas públicas relacionadas 
con el tema. f) Los medios de comunicación deberán apoyar 
las medidas y acciones en contra del racismo y toda forma de 
discriminación.

IV. En el ámbito económico.

a) El Estado promoverá la inclusión social a través de la ejecución de 
las inversiones públicas y privadas, para generar oportunidades 
y la erradicación de la pobreza; orientada especialmente a los 
sectores más vulnerables.

CAPÍTULO III
DEL COMITÉ NACIONAL CONTRA EL RACISMO 

Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 7. (COMITÉ). Se crea el Comité Nacional contra el Racismo 
y toda Forma de Discriminación, encargado de promover, diseñar e 
implementar políticas y normativa integrales contra el racismo y toda forma 
de discriminación. El Comité Nacional contra el Racismo y toda Forma de 
Discriminación, estará bajo la tuición del Ministerio de Culturas a través 
del Viceministerio de Descolonización.

El Comité estará conformado por dos comisiones:

a) Comisión de Lucha contra el Racismo.

b) Comisión de Lucha contra toda forma de Discriminación.

El funcionamiento de ambas comisiones estará a cargo de la Dirección 
General de Lucha Contra el Racismo y toda forma de Discriminación, del 
Viceministerio de Descolonización, dependiente del Ministerio de Culturas.
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Artículo 8. (INTEGRANTES DEL COMITÉ CONTRA EL RACISMO Y 
TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN). I. Para efectos de esta Ley, 
el Comité contra el Racismo y toda forma de Discriminación estará 
conformado por:

a) Instituciones públicas: 1. Órgano Ejecutivo: Ministerio de Culturas, 
Ministerio de la Presidencia, Ministerio de Justicia, Ministerio de 
Gobierno, Ministerio de Educación, Ministerio de Economía y 
Finanzas Públicas, Ministerio de Planificación del Desarrollo y 
Ministerio de Defensa; 2. Órgano Judicial; 3. Órgano Electoral; 
4. Órgano Legislativo: Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Diputados; 5. Gobiernos Autónomos Departamentales; 
6. Gobiernos Autónomos Municipales; 7. Autonomías Indígena 
Originaria Campesinas.

b) Organizaciones Sociales.

c) Organizaciones Indígena Originaria Campesinas.

d) Comunidades Interculturales y Comunidades Afrobolivianas.

e) Organizaciones defensoras de los derechos de las mujeres, la 
juventud, la niñez y adolescencia, personas con discapacidad y 
sectores vulnerables de la sociedad.

f) Otras instituciones y/o organizaciones defensoras de los Derechos 
Humanos y de la sociedad civil.

II. La Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de 
Bolivia y la Defensoría del Pueblo como órganos observadores y de 
acompañamiento técnico.

III. Los miembros del Comité, por estas funciones, no percibirán salario 
alguno que provenga del Tesoro General de la Nación.

IV. El Viceministerio de Descolonización podrá contratar personal técnico, 
profesional o no profesional, para apoyar el funcionamiento del Comité 
Nacional contra el Racismo y toda forma de Discriminación.

V. Las comisiones: a) de lucha contra el racismo y b) lucha contra toda 
forma de discriminación, estarán conformadas por los delegados del 
comité, de acuerdo a un reglamento interno.

Artículo 9. (DE LAS FUNCIONES DEL COMITE). El Comité contra el 
Racismo y toda forma de Discriminación tendrá como tareas principales:
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a) Dirigir la elaboración de un Diagnóstico y un Plan Nacional de 
Acción contra el Racismo y toda Forma de Discriminación, sobre 
la base de los lineamientos propuestos en el Artículo 6 de la 
presente Ley.

b) Promover, desarrollar e implementar políticas públicas 
de prevención y lucha contra el racismo y toda forma de 
discriminación.

c) Precautelar el respeto a la igualdad y no discriminación en las 
propuestas de políticas públicas y proyectos de ley.

d) Realizar seguimiento, evaluación y monitoreo a la implementación 
de políticas públicas y normativa vigente contra el racismo y toda 
forma de discriminación.

e) Velar porque los Reglamentos Internos de Personal, Reglamentos 
disciplinarios u otros al interior de la Administración Pública, Policía 
Boliviana y Fuerzas Armadas, incluyan como causal de proceso 
interno, faltas relativas al racismo y toda forma de discriminación, 
conforme a la presente Ley.

f) Promover en todas las entidades públicas, la creación de 
instancias de prevención contra el racismo y toda forma de 
discriminación, así como la recepción de denuncias e impulso 
de procesos administrativos hasta su conclusión, de acuerdo a 
reglamento.

g) Promover la conformación de Comisiones y Comités contra 
el Racismo y toda forma de Discriminación, con el propósito 
de implementar medidas de prevención en el marco de las 
autonomías.

h) Promover el reconocimiento público de personas naturales 
y/o jurídicas estatales o privadas que se hayan destacado por 
su labor en contra de la discriminación racial o toda forma de 
discriminación.

i) Promover el reconocimiento de los héroes y heroínas bolivianas 
y bolivianos, pertenecientes a las naciones pueblos indígena 
originario campesinos, el pueblo afroboliviano y de comunidades 
interculturales.

Artículo 10. (REGISTRO Y SEGUIMIENTO DE PROCESOS 
ADMINISTRATIVOS Y JUDICIALES POR RACISMO Y TODA FORMA 
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DE DISCRIMINACIÓN). Con fines de registro y seguimiento, el Comité 
Nacional Contra el Racismo y toda forma de Discriminación; el Ministerio 
de Culturas a través del Viceministerio de Descolonización, sistematizará 
y producirá información sobre los procesos administrativos y judiciales 
iniciados por causa de racismo y toda forma de discriminación.

Artículo 11. (PRESUPUESTO). El Tesoro General de la Nación, otorgará 
los recursos económicos necesarios anualmente, al Ministerio de Culturas 
para el cumplimiento de las funciones señaladas en la presente Ley.

CAPÍTULO IV
INSTANCIAS COMPETENTES DE PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS 

DE RACISMO Y TODA FORMA DE DISCRIMINACIÓN

Artículo 12. (INSTANCIAS COMPETENTES). Las personas que hubiesen 
sufrido actos de racismo o discriminación podrán optar por la vía 
constitucional, administrativa o disciplinaria y/o penal, según corresponda.

Artículo 13. (VÍA ADMINISTRATIVA O DISCIPLINARIA EN 
INSTITUCIONES PÚBLICAS). I. Constituyen faltas en el ejercicio de la 
función pública, las siguientes conductas:

a) Agresiones verbales fundadas en motivos racistas y/o 
discriminatorios,

b) Denegación de acceso al servicio por motivos racistas y/o 
discriminatorios,

c) Maltrato físico, psicológico y sexual por motivos racistas y 
discriminatorios, que no constituya delito.

Siempre que estas faltas se cometan en el ejercicio de funciones, en la 
relación entre compañeros de trabajo o con las y los usuarios del servicio.

II. Los motivos racistas y/o discriminatorios a los que se refiere el parágrafo 
precedente, se encuentran descritos en los Artículos 281 Bis y 281 Ter del 
Código Penal.

III. La institución pública podrá disponer que la servidora o el servidor, 
infractor se someta a tratamiento psicológico, cuyos gastos correrán a 
cargo de la misma institución.

IV. Todas las instituciones públicas deberán modificar sus Reglamentos 
Internos de Personal, Reglamentos Disciplinarios u otros que correspondan, 
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de manera que se incluyan las faltas descritas en el parágrafo I del 
presente Artículo, como causal de inicio de proceso interno y motivo de 
sanción administrativa o disciplinaria.

V. En caso de que en el proceso administrativo o interno, se determine la 
existencia de responsabilidad penal, la institución pública deberá remitir 
el caso al Ministerio Público.

VI. Los actos de racismo y toda forma de discriminación que constituyan 
faltas cometidas por servidoras y servidores públicos serán denunciados 
ante la misma institución a la que pertenecen, a fin de aplicar las sanciones 
administrativas o disciplinarias correspondientes.

VII. La institución pública que conoce denuncias sobre racismo y toda 
forma de discriminación deberá remitir copia de las mismas a la Dirección 
General de Lucha contra el Racismo y toda forma de Discriminación del 
Viceministerio de Descolonización, del Ministerio de Culturas, para fines 
de registro y seguimiento.

VIII. La denunciante o el denunciante, podrá remitir copia de la denuncia 
contra la servidora o servidor público, al Ministerio de Culturas para fines 
de registro y seguimiento.

Artículo 14. (INSTITUCIONES PRIVADAS).

I. Todas las instituciones privadas deberán adoptar o modificar sus 
Reglamentos Internos de manera que incluyan como faltas, conductas 
racistas y/o discriminatorias, tales como:

a) Agresiones verbales por motivos racistas y/o discriminatorios,

b) Denegación de acceso al servicio por motivos racistas y/o 
discriminatorios,

c) Maltrato físico, psicológico y sexual por motivos racistas y 
discriminatorios, que no constituya delito,

d) Acciones denigrantes.

II. Los motivos racistas y/o discriminatorios a los que se refiere el parágrafo 
precedente, se encuentran descritos en los Artículos 281 Bis y 281 Ter del 
Código Penal.

III. En caso de existir indicios de responsabilidad penal, deberá remitirse 
a conocimiento del Ministerio Público.
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IV. La institución privada que conozca denuncias sobre racismo y toda 
forma de discriminación contra sus empleados, deberá remitir copia de las 
mismas a la Dirección General de Lucha contra el Racismo y toda forma 
de Discriminación del Viceministerio de Descolonización, del Ministerio de 
Culturas, para fines de registro y seguimiento. Artículo

15. (PROHIBICIÓN DE RESTRINGIR EL ACCESO A LOCALES 
PÚBLICOS). I. Queda prohibida toda restricción de ingreso y colocado 
de carteles con este propósito, a locales o establecimientos de atención, 
servicio o entretenimiento abiertos al público, bajo sanción de clausura 
por tres días en la primera vez, de treinta días en la segunda y definitiva en 
la tercera. Salvando aquellas prohibiciones previstas por ley que protejan 
derechos o para las actividades que no estén dirigidas al público en 
general por su contenido.

II. Esta medida será aplicada por los Gobiernos Autónomos Municipales 
de acuerdo a reglamentación especial, quienes deberán verificar los 
extremos de la denuncia.

III. Se declara la obligatoriedad de exhibir carteles en el ingreso 
a los establecimientos públicos y privados de atención, servicio o 
entretenimiento abiertos al público, en forma visible el siguiente texto: 
“Todas las personas son iguales ante la Ley”. En caso de restringirse 
ilegalmente el acceso a locales públicos, podrá presentar su denuncia 
ante los Gobiernos Autónomos Municipales.

Artículo 16. (MEDIOS MASIVOS DE COMUNICACIÓN). El medio de 
comunicación que autorizare y publicare ideas racistas y discriminatorias 
será pasible de sanciones económicas y de suspensión de licencia de 
funcionamiento, sujeto a reglamentación.

Artículo 17. (OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR). La persona que en 
ejercicio de la función pública conociere hechos de racismo y toda forma 
de discriminación, está en la obligación de denunciar ante las autoridades 
correspondientes; en caso de no hacerlo será pasible a la sanción 
dispuesta en el Artículo 178 del Código Penal.

Artículo 18. (PROTECCIÓN DE VÍCTIMAS, TESTIGOS Y 
DENUNCIANTES). El Estado garantizará la seguridad física y psicológica 
de las víctimas, testigos y denunciantes de delitos de racismo y toda 
forma de discriminación.
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Artículo 19. (SALIDAS ALTERNATIVAS). Conforme a lo establecido por 
el Artículo 26 del Código de Procedimiento Penal, el Ministerio Público 
buscará en el marco de la legalidad la solución del conflicto penal, 
mediante la aplicación de las salidas alternativas previstas por ley.

Artículo 20. (DENUNCIA FALSA O TEMERARIA). La persona que a 
sabiendas acusare o denunciare como autor o autora, o partícipe de un 
delito de racismo o cualquier forma de discriminación a una persona que no 
lo cometió, dando lugar a que se inicie el proceso penal correspondiente, 
será sancionado conforme a lo previsto en el Artículo 166 del Código 
Penal.

CAPÍTULO V
DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD DEL SER HUMANO

Artículo 21. (DELITOS). Se incorpora en el Capítulo II, del Título III del 
Libro Primero del Código Penal, la disposición siguiente:

“Artículo 40 Bis.- (Agravante General). Se elevarán en un tercio el 
mínimo y en un medio el máximo, las penas de todo delito tipificado en 
la Parte Especial de este Código y otras leyes penales complementarias, 
cuando hayan sido cometidos por motivos racistas y/o discriminatorios 
descritos en los Artículos 281 bis y 281 ter de este mismo Código. 
En ningún caso la pena podrá exceder el máximo establecido por la 
Constitución Política del Estado.”

Artículo 22. Se modifica el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal 
cuyo texto quedará redactado en los siguientes términos:

“Delitos Contra la Vida, la Integridad y la Dignidad del Ser Humano”.

Artículo 23. Se incorpora en el Título VIII del Libro Segundo del Código 
Penal, el “Capítulo V” denominado: “Delitos contra la Dignidad del Ser 
Humano”, el mismo que comprenderá las siguientes disposiciones:

Artículo 281 bis.- (Racismo).

I. La persona que arbitrariamente e ilegalmente, restrinja, anule, 
menoscabe o impida el ejercicio de derechos individuales o colectivos 
por motivos de raza, origen nacional o étnico, color, ascendencia, 
pertenencia a naciones y pueblos indígena originario campesinos o 
el pueblo afroboliviano o uso de su vestimenta o idioma propio, será 
sancionado con pena privativa de libertad de tres a siete años.
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II. La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el 
máximo cuando:

a) El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o 
autoridad pública.

b) El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un 
servicio público.

c) El hecho sea cometido con violencia.

Artículo 281 ter.- (Discriminación).

La persona que arbitrariamente e ilegalmente obstruya, restrinja, 
menoscabe, impida o anule el ejercicio de los derechos individuales 
y colectivos, por motivos de sexo, edad, género, orientación sexual e 
identidad de género, identidad cultural, filiación familiar, nacionalidad, 
ciudadanía, idioma, credo religioso, ideología, opinión política o 
filosófica, estado civil, condición económica o social, enfermedad, 
tipo de ocupación, grado de instrucción, capacidades diferentes 
o discapacidad física, intelectual o sensorial, estado de embarazo, 
procedencia regional, apariencia física y vestimenta, será sancionado 
con pena privativa de libertad de uno a cinco años.

I. La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en una mitad el 
máximo cuando:

a) El hecho sea cometido por una servidora o servidor público o 
autoridad pública.

b) El hecho sea cometido por un particular en la prestación de un 
servicio público.

c) El hecho sea cometido con violencia.

Artículo 281 quater.- (Difusión e Incitación al Racismo o a la 
Discriminación).

La persona que por cualquier medio difunda ideas basadas en la 
superioridad o en el odio racial, o que promuevan y/o justifiquen el 
racismo o toda forma de discriminación, por los motivos descritos en 
los Artículos 281 bis y 281 ter, o incite a la violencia, o a la persecución, 
de personas o grupos de personas, fundados en motivos racistas o 
discriminatorios, será sancionado con la pena privativa de libertad de 
uno a cinco años.
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I. La sanción será agravada en un tercio del mínimo y en una mitad del 
máximo, cuando el hecho sea cometido por una servidora o servidor 
público, o autoridad pública.

II. Cuando el hecho sea cometido por una trabajadora o un trabajador 
de un medio de comunicación social, o propietario del mismo, no podrá 
alegarse inmunidad ni fuero alguno.

Artículo 281 septieser.- (Organizaciones o Asociaciones Racistas o 
Discriminatorias.

La persona que participe en una organización o asociación que 
promuevan y/o justifiquen el racismo o la discriminación descritos en los 
Artículos 281 bis y 281 ter o incite al odio, a la violencia o la persecución 
de personas o grupos de personas fundados en motivos racistas o 
discriminatorios, serán sancionados con pena privativa de libertad de 
uno a cuatro años. La sanción será agravada en un tercio el mínimo y en 
una mitad el máximo, cuando el hecho sea cometido por una servidora 
o servidor público o autoridad pública.

Articulo 281 octies.- (Insultos y otras agresiones verbales por 
motivos racistas o discriminatorios)

El que por cualquier medio realizare insultos u otras agresiones verbales, 
por motivos racistas o discriminatorios descritos en los Artículos 281 bis 
y 281 ter, incurrirá en prestación de trabajo de cuarenta días a dieciocho 
meses y multa de cuarenta a ciento cincuenta días.

I. Si este delito fuera cometido mediante impreso, manuscrito o a través 
de medios de comunicación, la pena será agravada en un tercio el 
mínimo y en un medio el máximo.

II. Si la persona sindicada de este delito se retractare, antes o a tiempo 
de la imputación formal, la acción penal quedará extinguida. No se 
admitirá una segunda retractación sobre el mismo hecho.

III. La retractación deberá realizarse por el mismo medio, en iguales 
condiciones y alcance por el cual se realizó el insulto o la agresión 
verbal, asumiendo los costos que ello implique.

Artículo 24. (ACCIÓN PENAL). Se modifican los Artículos 20 y 26 del 
Título II del Libro Primero del Código de Procedimiento Penal, cuyo 
texto quedará redactado en los siguientes términos:
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Artículo 20º.- (Delitos de acción privada). Son delitos de acción 
privada: el giro de cheque en descubierto, giro defectuoso de cheque, 
desvío de clientela, corrupción de dependientes, apropiación indebida, 
abuso de confianza, los delitos contra el honor, destrucción de 
cosas propias para defraudar, defraudación de servicios o alimentos, 
alzamiento de bienes o falencia civil, despojo, alteración de linderos, 
perturbación de posesión, daño simple e insultos y otras agresiones 
verbales por motivos racistas o discriminatorios.

Los demás delitos son de acción pública.

Artículo 26º.- (Conversión de acciones). A pedido de la víctima, la 
acción penal pública podrá ser convertida en acción privada en los 
siguientes casos:

1. Cuando se trate de un delito que requiera instancia de parte, salvo 
las excepciones previstas en el Artículo 17º de este Código;

2. Cuando se trate de delitos de contenido patrimonial o de delitos 
culposos que no tengan por resultado la muerte siempre que no 
exista un interés público gravemente comprometido; y,

3. Cuando se trate de “Delitos contra la Dignidad del Ser 
Humano” siempre que no exista un interés público gravemente 
comprometido,

4. Cuando se haya dispuesto el rechazo previsto en el Artículo 304º 
o la aplicación del criterio de oportunidad previsto en el numeral 1) 
del Artículo 21º de este Código y la víctima o el querellante hayan 
formulado oposición.

 En los casos previstos en los numerales 1) y 2) la conversión 
será autorizada por el Fiscal de Distrito o por quien él delegue, 
autorización que será emitida dentro de los tres días de solicitada. 
En el caso del numeral 3) la conversión será autorizada por el juez 
competente.

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA. El Órgano Ejecutivo, se encargará de la reglamentación 
de la presente Ley, en lo que corresponda en un plazo de 90 
días a partir de su promulgación, en base a un amplio proceso 
de concertación y participación social.
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA

ÚNICA. Se encomienda al Ministerio de Justicia, la elaboración 
de un texto ordenado del Código Penal, incluyendo las 
modificaciones incorporadas por la presente Ley.

DISPOSICIÓN ABROGATORIA

ÚNICA. Quedan abrogadas todas las disposiciones contrarias a 
la presente Ley.

Remítase al Órgano Ejecutivo, para fines constitucionales.

Es dada en la Sala de Sesiones de la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, a los ocho días del mes de octubre del año dos 
mil diez.

Fdo. René Oscar Martínez Callahuanca, Héctor Enrique Arce 
Zaconeta, Andrés A. Villca Daza, Clementina Garnica Cruz, 
Pedro Nuny Caity, José Antonio Yucra Paredes.

Por tanto, la promulgo para que se tenga y cumpla como Ley del 
Estado Plurinacional de Bolivia.

Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, a los ocho días del 
mes de octubre de dos mil diez años.

FDO. EVO MORALES AYMA, Oscar Coca Antezana, Sacha 
Sergio Llorentty Soliz, Walter Juvenal Delgadillo Terceros 
MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, SERVICIOS Y VIVIENDA E 
INTERINO DE PLANIFICACION DEL DESARROLLO, Antonia 
Rodríguez Medrano MINISTRA DE DESARROLLO PRODUCTIVO 
Y ECONOMIA PLURAL E INTERINA DE ECONOMIA Y FINANZAS 
PUBLICAS, Roberto Iván Aguilar Gómez, Nilda Copa Condori, 
Elizabeth Arismendi Chumacero MINISTRA DE DEFENSA LEGAL 
DEL ESTADO E INTERINA DE AUTONOMIA, Zulma Yugar 
Párraga.
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10. ESPIRITUALIDAD

1.0.1 LEY N° 1161 DE LIBERTAD RELIGIOSA, 
ORGANIZACIONES RELIGIOSAS Y DE CREENCIAS 
ESPIRITUALES

LEY N° 1161, DE 11 DE ABRIL DE 2019
LEY DE LIBERTAD RELIGIOSA, ORGANIZACIONES 
RELIGIOSAS Y DE CREENCIAS ESPIRITUALES

ARTÍCULO 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto establecer 
un marco jurídico de derechos y deberes para el ejercicio de la libertad 
religiosa y de creencias espirituales de acuerdo a sus cosmovisiones, de 
culto, de conciencia y de pensamiento de forma individual o colectiva, 
pública o privada; y el reconocimiento institucional de las organizaciones 
religiosas y de creencias espirituales en el Estado Plurinacional de Bolivia.

ARTÍCULO 2. (FINALIDAD). La presente Ley tiene como fines:

a) Reconocer y respetar la libertad de religión y de creencias 
espirituales de acuerdo a sus cosmovisiones, de culto, de conciencia 
y de pensamiento, con la finalidad de promover la convivencia pacífica 
y coexistencia de diversas religiones y de creencias espirituales en el 
Estado Plurinacional de Bolivia.

b) Establecer lineamientos para el accionar de las organizaciones 
religiosas y de creencias espirituales, de acuerdo a sus cosmovisiones.

ARTÍCULO 3. (ÁMBITO DE APLICACIÓN).

I. En el marco de lo previsto por el numeral 3 del Artículo 21 de la 
Constitución Política del Estado, la presente Ley se aplica a:

a) Personas naturales nacionales o extranjeras que habiten o residan 
en territorio nacional; y,

b) Personas jurídicas constituidas y reconocidas como 
organizaciones religiosas y de creencias espirituales o entes de 
coordinación establecidas en todo el territorio nacional.
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II. No se consideran organizaciones religiosas o de creencias espirituales, 
a los efectos de la protección que esta Ley reconoce, a las que desarrollen 
prestación de servicios con fines de lucro.

ARTÍCULO 4. (DEFINICIONES). Para efectos de esta Ley, se establecen 
las siguientes definiciones:

a) Organización Religiosa. Es el conjunto de personas naturales 
y/o jurídicas y sus filiales que la conforman, nacionales o 
extranjeras, que se constituyen para profesar, enseñar, difundir 
y/o practicar su religión o culto; sin fines de lucro, reconocidas y 
nominadas conforme a su autodeterminación, doctrina, estructura 
organizativa y la identidad que asuman.

b) Organización de Creencia Espiritual. Es el conjunto de personas 
naturales nacionales o extranjeras y comunidades espirituales, 
que se constituyen como personas jurídicas, con la finalidad de 
profesar, enseñar, difundir y/o practicar su espiritualidad y culto 
conforme a sus creencias y cosmovisiones, sin fines de lucro, de 
acuerdo a la identidad que asuman.

c) Ente de Coordinación. Es el conjunto de personas jurídicas, 
nacionales o extranjeras, religiosas o espirituales, sin fines de 
lucro, que asocia organizaciones religiosas o de creencias 
espirituales.

d) Servidores Religiosos. Son los pastores, ministros, líderes, 
sacerdotes y otros denominativos propios de cada religión o 
culto, elegidos, designados, nominados y acreditados según sus 
estatutos, en aplicación de normas y procedimientos propios.

e) Servidores Espirituales. Son los guías espirituales, amawtas, 
yatiris y otros denominativos propios de cada creencia espiritual 
o culto, elegidos, designados, nominados y acreditados según 
sus estatutos, en aplicación de normas y procedimientos propios 
o reconocidos como tales por sus comunidades.

f) Trabajadores Administrativos. Son aquellos con dependencia 
laboral de las organizaciones religiosas o de creencias 
espirituales.

g) Obra Social. Son las actividades realizadas por las organizaciones 
religiosas o de creencias espirituales, destinadas al servicio de 
la sociedad boliviana en su conjunto o a grupos poblacionales 
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en situación de vulnerabilidad, de carácter lícito, no lucrativo e 
incondicional.

ARTÍCULO 5. (PRINCIPIOS). Los principios que rigen la presente Ley, 
son:

a) Pluralismo. Bolivia se funda en la pluralidad, al garantizar la 
libertad de religión y de creencias espirituales. Este principio se 
basa en la coexistencia pacífica de diversas religiones y creencias 
espirituales en el territorio del Estado, en un ámbito integrador.

b) Igualdad jurídica. Todas las organizaciones religiosas y de 
creencias espirituales, se someten a la Constitución Política del 
Estado y son iguales ante la Ley.

c) No discriminación en razón de religión o creencias 
espirituales. Ninguna persona natural o jurídica discriminará o 
será discriminada a causa de su religión o creencia espiritual o 
culto.

d) Cooperación. Relación armónica entre el Estado y las 
organizaciones religiosas y de creencias espirituales, a través de 
la suscripción voluntaria de convenios destinados a la realización 
de obra social.

e) Respeto. Las organizaciones religiosas y de creencias 
espirituales, respetarán las prácticas culturales, espirituales y 
religiosas de las otras, en el marco de la interculturalidad.

ARTÍCULO 6. (DERECHOS). En el marco de lo estipulado en el Parágrafo 
III del Artículo 14 de la Constitución Política del Estado:

I. Las personas naturales en el ejercicio de la libertad de religión y de 
creencias espirituales, tienen los siguientes derechos:

a) Elegir libremente la religión, culto o creencia espiritual de acuerdo 
a su cosmovisión;

b) Profesar la religión o creencia espiritual de acuerdo a su 
cosmovisión, sin ser discriminado en ningún ámbito o escenario;

c) Asistir o pertenecer libremente a una organización religiosa o de 
creencia espiritual y abandonarla en cualquier momento;

d) Participar en ceremonias, cultos y otras prácticas religiosas o 
espirituales de acuerdo a su religión, culto o creencia espiritual 
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en base a su cosmovisión, sin ser obligado a ser parte de una 
ceremonia o culto contrario a su religión o espiritualidad;

e) Difundir, enseñar y citar documentos de fe o información religiosa 
o de creencia espiritual de acuerdo a su cosmovisión, por medios 
orales, escritos o digitales de forma pública o privada;

f) Aportar voluntariamente al funcionamiento de las organizaciones 
religiosas o de creencias espirituales;

g) Recibir asistencia religiosa o de su creencia espiritual de acuerdo 
a su cosmovisión en hospitales, clínicas, recintos militares y 
policiales, centros de rehabilitación, centros penitenciarios, 
hogares de niños o jóvenes huérfanos y asilos de ancianos;

h) Ejercer las ceremonias funerarias, matrimoniales y otras, conforme 
a su creencia religiosa o espiritual de acuerdo a su cosmovisión;

i) Practicar libremente los saberes, conocimientos, cosmovisión 
ancestral de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos y afrobolivianos;

j) Conmemorar las festividades religiosas o de creencias espirituales 
de acuerdo a su cosmovisión;

k) Disentir en cuanto al cumplimiento de una obligación que 
contravenga sus convicciones religiosas o de creencias 
espirituales, con excepción de las obligaciones establecidas en 
la Constitución Política del Estado y la Ley; y,

l) A no pertenecer a ninguna organización religiosa o de creencia 
espiritual, en el marco del Estado laico.

II. Las organizaciones religiosas y de creencias espirituales, gozan de los 
siguientes derechos:

a) A ser reconocidas como personas jurídicas sin fines de lucro, por 
todos los niveles de gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia;

b) Definir libremente su estructura organizacional, a través de su 
estatuto y reglamento interno;

c) Establecer templos religiosos y reconocer lugares sagrados, 
dedicados al culto y actividades religiosas o de creencias 
espirituales;
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d) Recibir aportes voluntarios en dinero o en especie de personas 
naturales o jurídicas provenientes de fuentes licitas, y gestionar 
recursos económicos para las actividades relacionadas con sus 
fines;

e) A desarrollar sus actividades en coordinación con otras 
organizaciones religiosas o de creencias espirituales, nacionales 
o extranjeras;

f) A difundir su propia religión, culto o creencia espiritual de 
acuerdo a su cosmovisión, a través de los distintos medios de 
comunicación, en el marco de los instrumentos normativos 
vigentes;

g) A realizar actividades de obra social, no lucrativas, en beneficio 
de la sociedad boliviana, en el marco de la Constitución Política 
del Estado y la Ley;

h) Al respeto de los sitios sagrados y otros espacios donde se 
realizan cultos religiosos o de creencias espirituales de acuerdo a 
sus cosmovisiones;

i) A prestar asistencia religiosa o de creencias espirituales en 
los centros penitenciarios, hospitales, asilos, orfanatos, y otras 
instituciones similares, previo cumplimiento de la normativa 
específica vigente;

j) Al respeto de la identidad religiosa, así como a las identidades 
espirituales ancestrales relacionadas a un pueblo o nación 
indígena originario campesino; y,

k) A enviar servidores religiosos, espirituales o misioneros al exterior, 
a recibirlos en el país y sostenerlos espiritualmente, y hacerse 
cargo de su manutención y vivienda.

III. El ejercicio de los derechos provenientes de la libertad religiosa, de 
culto y de creencias espirituales, tiene como límite el derecho de los 
demás de conformidad con la Constitución Política del Estado y los 
Tratados Internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado.

ARTÍCULO 7. (DEBERES). En el marco del Artículo 108 de la Constitución 
Política del Estado, las personas naturales y las organizaciones religiosas 
y de creencias espirituales, en el ejercicio de la libertad de religión y de 
creencias espirituales, tienen los siguientes deberes:
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a) Respetar la libertad religiosa y creencias espirituales de 
otros cultos de acuerdo a sus cosmovisiones, en función a lo 
establecido en el Parágrafo II del Artículo 14 de la Constitución 
Política del Estado.

b) Promover la convivencia pacífica con diferentes religiones, cultos 
y de creencias espirituales.

c) Respetar la no asistencia a ceremonias religiosas y rituales 
sagrados de acuerdo a sus cosmovisiones.

d) Respetar las expresiones culturales, saberes, conocimientos 
y rituales sagrados que sean difundidos por las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos, así como las 
expresiones religiosas, principios, doctrina y cosmovisión de las 
organizaciones religiosas.

e) Informar a la autoridad competente, respecto a las actividades 
administrativas, financieras, legales, sociales y religiosas 
o espirituales que realizan en el país, en el caso de las 
organizaciones religiosas y de creencias espirituales.

ARTÍCULO 8. (RECONOCIMIENTO). I. Las organizaciones religiosas y de 
creencias espirituales, deben tramitar su reconocimiento de personalidad 
jurídica ante la autoridad competente del nivel central del Estado.

II. La personalidad jurídica será otorgada o revocada mediante Resolución 
Suprema.

ARTÍCULO 9. (AUTORIDAD COMPETENTE). El Ministerio de Relaciones 
Exteriores se constituye en la autoridad competente para realizar el 
proceso de otorgación y revocación de la personalidad jurídica de 
las organizaciones religiosas y de creencias espirituales, además de 
registrarlas.

ARTÍCULO 10. (CONSTITUCIÓN). I. Las iglesias, confesiones, 
denominaciones, instituciones, organizaciones, asociaciones o 
federaciones u otras de carácter religioso, se constituirán en organizaciones 
religiosas sin necesidad de perder su identidad y naturaleza.

II. Las organizaciones de creencias espirituales, podrán constituirse de 
acuerdo a su estructura organizativa y cosmovisión.
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III. Las organizaciones religiosas y de creencias espirituales, constituidas 
en el extranjero, podrán realizar actividades en el territorio nacional previa 
obtención de su personalidad jurídica, de acuerdo a normativa vigente.

ARTÍCULO 11. (REQUISITOS Y PROCEDIMIENTOS). Los requisitos, 
procedimientos, contenido mínimo de estatutos, causales de revocación 
de personalidad jurídica y otros aspectos relacionados con la personalidad 
jurídica, registro y regulación de las organizaciones religiosas y de 
creencias espirituales, serán establecidos en la reglamentación de la 
presente Ley.

ARTÍCULO 12. (RECURSOS Y PATRIMONIO). I. Los ingresos y el 
patrimonio de las organizaciones religiosas y de creencias espirituales sin 
fines de lucro, deben ser destinados exclusivamente al logro de su objeto 
y fines establecidos.

II. En ningún caso los ingresos y el patrimonio, podrán ser distribuidos 
directa o indirectamente entre sus miembros o integrantes.

III. En caso de disolución de la organización religiosa o de creencia 
espiritual, la totalidad de su patrimonio se distribuirá entre entidades no 
lucrativas de igual objeto o se donará a instituciones públicas.

ARTÍCULO 13. (SERVIDORES RELIGIOSOS, ESPIRITUALES Y 
TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS). I. Las organizaciones religiosas 
establecerán los procedimientos para elegir, designar, nominar y acreditar 
a sus servidores religiosos y espirituales.

II. Las organizaciones de creencias espirituales elegirán, designarán, 
nominarán y acreditarán a sus servidores espirituales para ejercer 
funciones espirituales pertenecientes a las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos y afrobolivianos, de acuerdo a sus normas, 
prácticas y saberes.

III. Conforme a la normativa vigente, los servidores religiosos o 
espirituales, a efectos de seguridad social, pueden aportar al Sistema 
Integral de Pensiones y afiliarse a la Seguridad Social de Corto Plazo, 
como independientes.

IV. Los trabajadores administrativos de las organizaciones religiosas y de 
creencias espirituales, estarán sujetos a la Ley General del Trabajo y a la 
normativa vigente de la seguridad social de largo y corto plazo.
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V. El servicio de voluntariado, nacional o extranjero, de cada organización 
religiosa o de creencia espiritual, no estará sujeto a la Ley General del 
Trabajo.

ARTÍCULO 14. (ENSEÑANZA RELIGIOSA Y DE CREENCIAS 
ESPIRITUALES). I. Las organizaciones religiosas y de creencias 
espirituales, podrán impartir su doctrina religiosa o espiritual dentro de las 
mismas, en el marco de los instrumentos normativos vigentes.

II. La enseñanza religiosa y de creencias espirituales se desarrollará 
en el marco del Artículo 86 de la Constitución Política del Estado, del 
Artículo 122 de la Ley Nº 548 de 17 de julio de 2014, “Código Niña, Niño 
y Adolescente”, y de la Ley Nº 070 de 20 de diciembre de 2010, de la 
Educación “Avelino Siñani – Elizardo Pérez”.

III. Los aspectos vinculados a educación superior y reconocimientos de las 
organizaciones religiosas y de creencias espirituales, serán establecidos 
en reglamentación de acuerdo a lo siguiente:

a) Reconocimiento a la formación profesional e integral de los 
servidores religiosos, que se da al interior de las organizaciones 
religiosas.

b) Acreditación de la formación a través de los subsistemas 
de educación alternativa y educación superior de formación 
profesional, tanto en el nivel técnico superior como de licenciatura.

c) Los centros de formación de servidores religiosos y espirituales 
que tengan el nivel requerido, podrán adecuarse a la normativa 
de educación superior.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.

I. Las organizaciones religiosas y de creencias espirituales que obtuvieron 
su personalidad jurídica con anterioridad a la Ley N° 351 de 19 de marzo 
de 2013, de Otorgación de Personalidades Jurídicas, que no procedieron 
a la respectiva homologación, deberán realizar su trámite de adecuación 
a la presente Ley dentro del plazo de cinco (5) años computable a partir 
de la publicación del Decreto Supremo reglamentario, ante la Autoridad 
Competente.
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II. Las organizaciones religiosas y de creencias espirituales que hubieran 
iniciado su trámite de otorgación u homologación de personalidad 
jurídica, aprobación o modificación de estatutos y reglamentos internos, 
en el marco de la Ley N° 351 de 19 de marzo de 2013, de Otorgación de 
Personalidades Jurídicas, concluirán dichos trámites en el marco de la 
presente Ley y su Decreto Supremo reglamentario.

III. La Resolución Suprema de reconocimiento de personalidad jurídica 
otorgada en el marco de la Ley N° 351 de 19 de marzo de 2013, de 
Otorgación de Personalidades Jurídicas, a organizaciones religiosas y de 
creencias espirituales, tiene plena validez y vigencia en todo el territorio 
del Estado, no siendo necesario ningún otro trámite posterior.

SEGUNDA. El Órgano Ejecutivo en un plazo no mayor a ciento veinte (120) 
días calendario computables a partir de la publicación de la presente Ley, 
aprobará el Decreto Supremo reglamentario.

DISPOSICIÓN FINAL
ÚNICA.

I. Las organizaciones religiosas y de creencias espirituales, se sujetarán a 
la normativa tributaria vigente.

II. La importación de mercancías donadas a favor de organizaciones 
religiosas y de creencias espirituales, se regirá por la normativa vigente.

DISPOSICIONES ABROGATORIAS Y DEROGATORIAS

PRIMERA. Se abroga la Ley N° 665 de 19 de marzo de 2015.

SEGUNDA. Se derogan el Parágrafo II del Artículo 1, el Parágrafo II del 
Artículo 3 y los Artículos 15 y 17 de la Ley N° 351 de 19 de marzo de 2013, 
de Otorgación de Personalidades Jurídicas.
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11. MADRE TIERRA

11.1. LEY N° 1333 DEL MEDIO AMBIENTE

LEY N° 1333 DE 27 DE MARZO DE 1992
LEY DEL MEDIO AMBIENTE

ARTÍCULO 64.- La declaratoria de Áreas Protegidas es compatible 
con la existencia de comunidades tradicionales y pueblos indígenas, 
considerando los objetivos de la conservación y sus planes de manejo.

ARTÍCULO 78.- El Estado creará los mecanismos y procedimientos 
necesarios para garantizar:

1) La participación de comunidades tradicionales y pueblos 
indígenas en los procesos del desarrollo sostenible y uso 
racional de los recursos naturales renovables, considerando sus 
particularidades sociales, económicas y culturales, en el medio 
donde desenvuelven sus actividades.

2) El rescate, difusión y utilización de los conocimientos sobre uso y 
manejo de recursos naturales con la participación directa de las 
comunidades tradicionales y pueblos indígenas.

11.2. LEY Nº 1700 FORESTAL

LEY N° 1700 DE 12 DE JULIO DE 1996
LEY FORESTAL

ARTICULO 32º. (Autorización de aprovechamiento en tierras de 
propiedad privada y en tierras comunitarias de origen) I. La autorización 
de utilización forestal en tierras de propiedad privada sólo puede ser 
otorgada a requerimiento del propietario o con su consentimiento expreso 
y está sujeta a las mismas características de la concesión, excepto las 
que no le sean aplicables. El titular de la autorización paga la patente 
mínima sobre el área intervenida anualmente según el Plan de Manejo 
aprobado. No está sujeto al impuesto predial por las áreas de producción 
forestal y de protección. Es revocable conforme a la presente ley.

II. Se garantiza a los pueblos indígenas la exclusividad en el 
aprovechamiento forestal en las tierras comunitarias de origen 
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debidamente reconocidas de acuerdo al artículo 171º de la Constitución 
Política del Estado y a la Ley No. 1257 que ratifica el Convenio No. 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo. El área intervenida anualmente 
está sujeta al pago de la patente de aprovechamiento forestal mínima. Son 
aplicables a estas autorizaciones las normas establecidas en el parágrafo 
IV del artículo anterior.

III. No requiere autorización previa el derecho al uso tradicional y 
doméstico, con fines de subsistencia, de los recursos forestales por 
parte de las poblaciones rurales en las áreas que ocupan, así como de 
los pueblos indígenas dentro de sus tierras forestales comunitarias de 
origen. Asimismo se garantiza a los propietarios este derecho dentro de 
su propiedad para fines no comerciales. La reglamentación determinará 
los recursos de protección contra el abuso de este derecho.

11.3. LEY Nº 300 MARCO DE LA MADRE TIERRA Y 
DESARROLLO INTEGRAL PARA “VIVIR BIEN”.

LEY Nº 300, DE 15 DE OCTUBRE DE 2012
LEY MARCO DE LA MADRE TIERRA Y DESARROLLO 
INTEGRAL PARA VIVIR BIEN

OBJETO, ALCANCE Y FINES

Artículo 1. (OBJETO). La presente Ley tiene por objeto establecer la 
visión y los fundamentos del desarrollo integral en armonía y equilibrio 
con la Madre Tierra para Vivir Bien, garantizando la continuidad de la 
capacidad de regeneración de los componentes y sistemas de vida 
de la Madre Tierra, recuperando y fortaleciendo los saberes locales y 
conocimientos ancestrales, en el marco de la complementariedad de 
derechos, obligaciones y deberes; así como los objetivos del desarrollo 
integral como medio para lograr el Vivir Bien, las bases para la planificación, 
gestión pública e inversiones y el marco institucional estratégico para su 
implementación.

Artículo 16. (CONSERVAR LOS COMPONENTES, ZONAS Y SISTEMAS 
DE VIDA DE LA MADRE TIERRA EN EL MARCO DE UN MANEJO 
INTEGRAL Y SUSTENTABLE). El Estado Plurinacional de Bolivia 
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promoverá el manejo integral y sustentable de los componentes, zonas 
y sistemas de vida para garantizar el sostenimiento de las capacidades 
de regeneración de la Madre Tierra, mediante los siguientes aspectos 
principales:

1. Generación de condiciones necesarias para el uso y 
aprovechamiento de los componentes de la Madre Tierra en 
el marco de sistemas de vida sustentables que desarrollen 
integralmente los aspectos sociales, ecológicos, culturales y 
económicos del pueblo boliviano tomando en cuenta los saberes 
y conocimientos de cada nación y pueblo indígena originario 
campesino, comunidad intercultural y afroboliviana, en el marco 
de la consulta previa, libre e informada.

2. Planificación y regulación de la ocupación territorial y el uso de 
los componentes de la Madre Tierra de acuerdo a las vocaciones 
ecológicas y productivas de las zonas de vida, las tendencias del 
cambio climático y los escenarios deseados por la población en 
el marco del Vivir Bien, a través del desarrollo integral en armonía 
y equilibrio con la Madre Tierra.

3. Acciones para garantizar el aprovechamiento sustentable 
de la tierra y territorios, bajo cualquier forma de propiedad, 
incorporando criterios sociales, económicos, productivos, 
ecológicos, espirituales y de sostenimiento de la capacidad de 
regeneración de la Madre Tierra en la función social y función 
económico social.

4. Fomento, control y fiscalización del aprovechamiento de los 
componentes de la Madre Tierra de acuerdo a cada zona de vida 
y sistemas de vida, respetando los fines y objetivos de las áreas 
protegidas del Sistema Nacional, Departamental, y Municipal de 
Áreas Protegidas.

5. La gestión, uso y aprovechamiento de los componentes 
renovables de la Madre Tierra, debe garantizar que la velocidad 
de reposición de dichos componentes sea igual o mayor a su 
velocidad de agotamiento.

6. Reconocimiento, respeto y promoción de la gestión territorial 
integral y sustentable de los componentes de la Madre Tierra, 
que se encuentran en los territorios de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, comunidades interculturales 
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y afrobolivianas, en el marco de la recuperación y uso de las 
normas, procedimientos, prácticas, saberes y conocimientos 
tradicionales propios y de las normas del Estado Plurinacional de 
Bolivia.

7. Fortalecimiento de las prácticas productivas locales para el uso 
y aprovechamiento de los componentes de la Madre Tierra, 
fortaleciendo los medios de vida, capacidades organizacionales 
y habilidades de las poblaciones locales en el marco del manejo 
múltiple y diversificado de las zonas de vida.

8. Disponer recursos económicos para programas de restauración o 
rehabilitación de los componentes o zonas de vida dañados, sin 
perjuicio de las responsabilidades en que incurran los causantes 
del daño y de la exigencia del Estado Plurinacional de Bolivia, 
del desembolso de los costos emergentes de las medidas de 
restauración.

9. La integridad de las zonas y sistemas de vida debe ser asegurada 
mediante el control y monitoreo participativo por parte del Estado 
Plurinacional de Bolivia en todos los niveles territoriales y de forma 
complementaria con los actores productivos y las comunidades 
locales; bajo parámetros y lineamientos emitidos por el nivel 
central del Estado, de acuerdo a lo establecido en la Constitución 
Política del Estado. Las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales y afrobolivianas 
desarrollarán estos procesos en sus territorios, de acuerdo a sus 
normas y procedimientos propios conforme a Ley.

Artículo 24. (AGRICULTURA, PESCA Y GANADERÍA). Las bases y 
orientaciones del Vivir Bien, a través del desarrollo integral en agricultura 
y ganadería son:

5. Priorizar e incentivar la agricultura, pesca, ganadería familiar 
comunitaria y la agroecología, de acuerdo a la cosmovisión 
de cada pueblo indígena originario campesino y comunidad 
intercultural y afroboliviana, con un carácter diversificado, 
rotativo y ecológico, para la soberanía con seguridad alimentaria, 
buscando el diálogo de saberes.

7. Desarrollar acciones de protección del patrimonio genético de la 
agrobiodiversidad, prohibiendo la introducción, producción, uso, 
liberación al medio y comercialización de semillas genéticamente 
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modificadas en el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia, de 
las que Bolivia es centro de origen o diversidad y de aquellas que 
atenten contra el patrimonio genético, la biodiversidad, la salud 
de los sistemas de vida y la salud humana.

15. Fortalecer las capacidades orgánicas, productivas, de 
transformación, comercialización y financiamiento de las 
comunidades indígena originario campesinas, comunidades 
interculturales y afrobolivianas, desde un enfoque intercultural 
que recupere los saberes, prácticas y conocimientos ancestrales.

Artículo 26. (MINERÍA E HIDROCARBUROS). Las bases y orientaciones 
del Vivir Bien, a través del desarrollo integral en minería e hidrocarburos 
son:

1. Las actividades de exploración, explotación, refinación, 
transformación, industrialización, transporte y comercialización 
de recursos mineros e hidrocarburíferos serán realizadas de 
forma progresiva, según corresponda con las tecnologías más 
adecuadas y limpias con el objetivo de reducir al máximo los 
daños ambientales y sociales.

2. Los procesos productivos mineros e hidrocarburíferos se 
desarrollarán en el marco de instrumentos específicos de 
regulación y gestión de los sistemas de vida, mismos que estarán 
sujetos a procesos de monitoreo técnico integral recurrente e 
interinstitucional y auditorías de sistemas de vida con participación 
de la población afectada por éstos procesos productivos. Cuando 
los mismos se desarrollen en territorios de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, comunidades interculturales y 
afrobolivianas, la participación en dicha auditoría se realizará en 
el marco de sus normas y procedimientos propios conforme a 
Ley.

Artículo 27. (AGUA). Las bases y orientaciones del Vivir Bien a través del 
desarrollo integral en agua son:

9. Regular y desarrollar planes interinstitucionales de conservación 
y manejo sustentable de las cuencas hidrográficas, bajo 
parámetros y lineamientos emitidos por el nivel central del 
Estado Plurinacional de Bolivia, de acuerdo a lo establecido en 
la Constitución Política del Estado, destinados a garantizar la 
soberanía con seguridad alimentaria y los servicios básicos y la 
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conservación de los sistemas de vida, en el marco de las normas 
y procedimientos propios de los pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales y afrobolivianas, 
conforme a Ley.

Artículo 28. (TIERRA Y TERRITORIO). Las bases y orientaciones del 
Vivir Bien, a través del desarrollo integral en tierra y territorio son:

1. En concordancia con el Artículo 94 de la Ley N° 031 Marco de 
Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez”, el ordenamiento 
territorial debe integrar la gestión integral de los sistemas de 
vida en armonía y equilibrio con la Madre Tierra, respetando 
la cosmovisión de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales y afrobolivianas, 
cuando corresponda.

2. Las tierras fiscales serán dotadas, distribuidas y redistribuidas 
de manera equitativa con prioridad a las mujeres, pueblos 
indígena originario campesinos, comunidades interculturales 
y afrobolivianas que no las posean, garantizando su uso y 
aprovechamiento de acuerdo a las características de las zonas y 
sistemas de vida, según Ley de Tierra y Territorio específica.

3. El Estado reconoce la integridad y unidad de los territorios 
indígena originario campesinos y garantiza el ejercicio pleno de 
los derechos de la totalidad de naciones y pueblos que coexisten 
en un territorio indígena originario campesino.

4. Establecimiento de instrumentos institucionales, técnicos y 
jurídicos para verificar que el uso de la tierra y territorios se ajusten 
a las características de las zonas y sistemas de vida, incluyendo 
la vocación de uso y aprovechamiento, condiciones para la 
continuidad de los ciclos de vida y necesidades de restauración.

5. Planificación del desarrollo integral incorporando el manejo 
integral de cuencas en la gestión de los componentes, zonas 
y sistemas de vida de la Madre Tierra, fortaleciendo los usos 
y costumbres, y promoviendo la innovación en la gestión del 
territorio.

Artículo 32. (CAMBIO CLIMÁTICO). Las bases y orientaciones del Vivir 
Bien, a través del desarrollo integral en cambio climático son:
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3. Promover la recuperación y aplicación de prácticas, tecnologías, 
saberes y conocimientos ancestrales de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, y las comunidades interculturales 
y afrobolivianas para el desarrollo de medidas de respuesta 
efectivas a los impactos del cambio climático en armonía y 
equilibrio con los sistemas de vida, priorizando la soberanía y 
seguridad alimentaria de los bolivianos.

Artículo 33. (EDUCACIÓN INTRACULTURAL E INTERCULTURAL, 
DIÁLOGO DE CONOCIMIENTOS Y SABERES). Las bases y orientaciones 
del Vivir Bien, a través del desarrollo integral en educación intracultural e 
intercultural y en el diálogo de conocimientos y saberes son:

1. Desarrollar políticas para la revalorización, protección y aplicación 
de conocimientos ancestrales, colectivos e individuales de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas, relacionados con la capacidad 
de regeneración de la Madre Tierra y el uso de la biodiversidad. 
Estos conocimientos se utilizarán en beneficio de todo el pueblo 
boliviano, previa consulta con la nación, pueblo y comunidad 
correspondiente y respetando sus derechos colectivos e 
individuales de propiedad intelectual sobre dichos conocimientos 
ancestrales.

2. Desarrollar y aplicar políticas destinadas a fomentar y promocionar 
la investigación participativa revalorizadora a partir del diálogo de 
saberes entre la ciencia occidental moderna y las ciencias de las 
naciones indígena originario campesinas.

3. Incorporar la concepción de desarrollo integral en armonía 
y equilibrio con la Madre Tierra para Vivir Bien en el Sistema 
Educativo Plurinacional de acuerdo a la Ley N° 070 de la 
Educación “Avelino Siñani – Elizardo Pérez”, y la presente Ley.

4. Fomentar e incentivar el desarrollo de competencias, aptitudes 
y habilidades físicas e intelectuales relacionadas con la 
conservación y protección del medioambiente, la biodiversidad 
y el territorio en el marco del enfoque de desarrollo integral en 
armonía y equilibrio con la Madre Tierra para Vivir Bien.

Artículo 36. (PROTECCIÓN JURISDICCIONAL). Los derechos de la 
Madre Tierra, en el marco del desarrollo integral para Vivir Bien, son 
protegidos y defendidos ante la jurisdicción Ordinaria, la jurisdicción 
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Agroambiental y la jurisdicción Indígena Originaria Campesina, en el 
marco de la Constitución Política del Estado, la Ley del Órgano Judicial y 
Leyes Específicas, en el ámbito de sus competencias.

Artículo 37. (OBLIGACIÓN DE COOPERACIÓN). Con el fin de garantizar 
la protección de los derechos de la Madre Tierra, en el marco del 
desarrollo integral para Vivir Bien, toda persona, autoridad pública o 
autoridad indígena originaria campesina y organizaciones de la sociedad 
civil, tienen la obligación de cooperar con la autoridad jurisdiccional 
competente, cuando ésta lo requiera de acuerdo a procedimientos.

Artículo 54. (MECANISMO CONJUNTO DE MITIGACIÓN Y ADAPTACIÓN 
PARA EL MANEJO INTEGRAL Y SUSTENTABLE DE LOS BOSQUES 
Y LA MADRE TIERRA). I. Se constituye el Mecanismo Conjunto de 
Mitigación y Adaptación para el Manejo Integral y Sustentable de los 
Bosques y la Madre Tierra, operado por la Autoridad Plurinacional de la 
Madre Tierra.

1. El mecanismo tiene el objetivo de promover el manejo integral y 
el aprovechamiento sustentable de los bosques y los sistemas 
de vida de la Madre Tierra, la conservación, protección y 
restauración de los sistemas de vida, de la biodiversidad y las 
funciones ambientales, facilitando usos más óptimos del suelo 
a través del desarrollo de sistemas productivos sustentables, 
incluyendo agropecuarios y forestales, para enfrentar las causas 
y reducir la deforestación y degradación forestal, en un contexto 
de mitigación y adaptación al cambio climático.

2. Está basado en la no mercantilización de las funciones ambientales 
de la Madre Tierra, en el manejo integral y sustentable, en 
la multifuncionalidad de los bosques y sistemas de vida de la 
Madre Tierra, y en el respeto a los derechos de los pueblos 
indígena originario campesinos, comunidades interculturales y 
afrobolivianas.

3. Está orientado a fortalecer los medios de vida sustentables de las 
poblaciones locales y de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades intraculturales e interculturales y 
afrobolivianas, en áreas de bosque o zonas de vida con aptitud 
forestal, en un contexto de mitigación y adaptación al cambio 
climático.
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1. IDENTIFICACIÓN DE LAS 
NACIONES Y PUEBLOS INDÍGENAS 
ORIGINARIO CAMPESINOS

1.1. SENTENCIAS CONSTITUCIONALES PLURINACIONALES 
SCP 1422/2012- SCP 006/2016- SCP 0645/2012-

La SCP 1422/2012 señaló que “…la identificación de naciones y pueblos 
indígenas originario campesinos en el Estado Plurinacional de Bolivia, 
para la aplicación de los derechos colectivos consagrados por el régimen 
constitucional imperante, deberá contemplar la existencia de los elementos 
de cohesión referentes a la identidad cultural; idioma; organización 
administrativa; organización territorial; territorialidad ancestral; ritualidad 
y cosmovisión propia, entre otras características de cohesión colectiva”.

Añadiendo posteriormente que:

FJ. IV.2. “(…)los aspectos antes citados, configuran a los pueblos y naciones 
indígena originario campesinas como sujetos colectivos de derecho; en 
ese orden, por razones de orden socio-históricas, debe entenderse a este 
término como un concepto compuesto e inescindible, que comprende a 
poblaciones indígenas de tierras altas, tierras bajas y zonas geográficas 
intermedias sometidas a un proceso de mestizaje, razón por la cual este 
concepto se compone de los elementos indígena-originario-campesino con 
una semántica socio-histórica indivisible.
En coherencia con lo señalado, debe precisarse además que en el contexto 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, su estructura 
organizativa por razones también de orden socio-histórico, podría estar 
compuesta por organizaciones campesinas, juntas vecinales u otras 
modalidades organizativas que reflejen un proceso de mestizaje vivido en 
el País, en estos casos, el reconocimiento de derechos colectivos como 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, responderá a la 
concurrencia de cualquiera de los elementos de cohesión colectiva descritos 
supra, es decir a la existencia de identidad cultural; idioma; organización 
administrativa; organización territorial; territorialidad ancestral; ritualidad 
y cosmovisión propia, entre otras; por tanto, a pesar de la influencia de 
elementos organizativos propios de un proceso de mestizaje, en la medida 
en la cual se identifique cualquiera de los elementos de cohesión colectiva 
antes señalados, la colectividad será sujeta de derechos colectivos y le 
será aplicables todos los efectos del art. 30 en sus dos parágrafos de la 
Constitución, así como los efectos del principio de libre-determinación 
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inherente a los pueblos y naciones indígenas originario y campesinos 
plasmado en el segundo artículo de la CPE1 .

Asimismo, la SCP 006/2016, señaló que para la determinación de la 
titularidad de los derechos colectivos:

FJ. III.4. “(…) además del criterio descrito en el art. 1.1.b del citado Convenio, 
el criterio de la “autoidentificación” reconocido por el art. 1.2 de igual 
Convenio 169, también debe ser considerado por las autoridades del 
Estado Plurinacional de Bolivia para efectos de reconocimiento de derechos 
colectivos de los PIOC. El Estado Plurinacional de Bolivia, a partir de la 
Constitución Política del Estado de 2009, ha consolidado para los NPIOC, 
derechos fundamentales de naturaleza colectiva, generando para el Estado 
obligaciones destinadas a asegurar de forma eficaz dichos derechos, en 
ese sentido, la autoidentificación como criterio para determinar la existencia 
de esas colectividades expresamente reconocido en el art. 1.2 del Convenio 
169 de la OIT, debe ser asumido por la normativa interna (…).

Igualmente la SCP 0645/2012, que luego de reconducir una acción de 
cumplimiento a una acción popular, estableció importantes precedentes 
vinculados al derecho a la autoidentificación; señalandio que las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos no necesitan personería 
jurídica para acreditar su existencia como pueblo ni para el ejercicio 
de sus derechos colectivos, cuyo fundamento se basa en su derecho 
a la autoidentificación debido a que existen independientemente del 
reconocimiento formal que el Estado haga de ellos, basándose para ello 
en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
concretamente en el caso de la comunidad indígena Yakye Axa vs. 
Paraguay:

FJ.III.2.1. “…con relación a la exigencia de acreditación de la personalidad 
jurídica, éste no constituye un requisito habilitante para el ejercicio de los 
derechos de los pueblos indígena originario campesinos, puesto que más 
bien se trata de un derecho que les asiste, ya que sus facultades organizativas 
se ejercen y se han ejercido independientemente del reconocimiento que 
haga el Estado de su condición de sujeto de derechos, prexistentes a la 
misma estructura estatal, aspecto que indudablemente constituye un deber 
para el Estado y no así para la nación o pueblo indígena en sí mismo. 
No contemplar este entendimiento conlleva una interpretación restrictiva 
que pone en riesgo la eficacia material de sus derechos colectivos. Este 
entendimiento fue establecido por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Comunidad indígena Yakye Axa vs. Paraguay, cuando 
señaló: “La Corte considera que el otorgamiento de personería jurídica 

1   SCP 1422/2012 de 24 de septiembre, FJ. IV.2. Disponible en: https://buscador.tcpbolivia.bo/
(S(dnfffjiqmfion5mqst1giihc))/WfrResoluciones.aspx
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sirve para hacer operativos los derechos ya existentes de las comunidades 
indígenas, que los vienen ejerciendo históricamente y no a partir de su 
nacimiento como personas jurídicas. Sus sistemas de organización política, 
social, económica, cultural y religiosa, y los derechos que ello apareja, 
como la designación de sus propios líderes y el derecho a reclamar sus 
tierras tradicionales, son reconocidos no a la persona jurídica que debe 
inscribirse para cumplir con un formalismo legal, sino a la comunidad en sí 
misma que la propia Constitución paraguaya reconoce como preexistente 
al Estado”.

Asimismo, la misma sentencia señaló que las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, a partir de su libre determinación, tienen derecho 
a que el Estado reconozca a sus instituciones representativas y por 
ende no corresponde exigir la presentación de poder notariado u otros 
mecanismos convencionales para la defensa de los derechos de los 
pueblos indígenas:

FJ.III.2. “El reconocimiento de las instituciones representativas de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos constituye otro de los 
derechos provenientes a partir de la libre determinación garantizada por la 
Constitución Política del Estado y los Tratados y Convenios Internacionales 
que integran el bloque de constitucionalidad con relación a esta temática; 
derecho a partir del cual, también se garantiza el respeto de sus normas y 
procedimientos propios, en base a los cuales legitiman sus instituciones 
representativas, por lo que la acreditación de la representación que éstas 
asumen no puede ser exigida a través de mecanismos convencionales 
(testimonio de poder notariado), ya que ello significaría una intromisión 
del Estado en sus estructuras propias de organización y por ende una 
transgresión del principio de libre determinación, más aún, cuando el 
ejercicio de representación se activa para acudir a la justicia constitucional 
en resguardo de sus derechos colectivos. En este sentido, y de modo 
particular tratándose del ejercicio de derechos colectivos de las naciones y 
pueblos indígenas, este Tribunal considera que la facultad de representación 
que asumen dichas instituciones, se aplica también a la que puedan ejercer 
en instancias jurisdiccionales y administrativas, la cual es delegable por la 
nación o pueblo indígena originario campesino en base al principio de libre 
determinación, cuyo mandato está inserto por su condición de autoridades 
naturales de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, la cual 
no se establece ni rige por mecanismos convencionales, sino por normas y 
procedimientos propios”
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2. DERECHO A LA LIBRE DETERMINACIÓN

2.1. SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 
SCP 37/2013

La SCP 37/2013, ha entendido que:

FJ.III.1.”(…) la plurinacionalidad descolonizante reconoce a los pueblos 
indígena originario campesinos como naciones con capacidad para 
definir sus destinos en el marco de la unidad (art. 2 de la CPE), que se 
interrelacionan en un mismo territorio y se garantiza el fortalecimiento de esas 
identidades plurinacionales. La plurinacionalidad como nuevo enfoque de 
la diversidad, reconoce el derecho a la libre determinación de las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos, su cultura, sus instituciones, sus 
saberes y conocimientos como factores de cambio dentro del proceso de 
descolonización y construcción de la plurinacionalidad”.2

Por otro lado, la SCP 0037/2013 de 4 de enero, concluyó que el

“(…) derecho a la libre determinación de los pueblos indígena originario 
campesinos reconocido en la Ley Fundamental y los instrumentos 
internacionales, se desprende y fundamenta el reconocimiento de los 
sistemas normativos de los pueblos indígena originario campesinos, 
de sus instituciones propias y sus procedimientos, por ende, el ejercicio 
de jurisdicción por parte de las autoridades indígenas, a través de sus 
procedimientos e institución propias y bajo sus sistemas normativo. En cuyo 
contexto, los pueblos indígena originario campesinos en ejercicio de su 
derecho a la libre determinación, tienen derecho a resolver sus conflictos 
internos de acuerdo con sus normas, procedimientos e instituciones, los 
que en el marco del Estado Plurinacional, son reconocidos con igual valor 
jurídico, de tal forma cuentan también con la facultad de hacer cumplir sus 
resoluciones y hacer valer sus decisiones frente a los demás órganos e 
instituciones estatales, entre ellos, las autoridades de otras jurisdicciones”.3

Por otro lado las DCPs 0009/2013 y 0013/2013, respecto de la 
autodeterminación indicaron:

Como todo tiene un descubrimiento u origen en el campo del conocimiento 
de los saberes, desde el pensamiento eurocéntrico, el concepto de 
autodeterminación no es la excepción, y aunque la Real Academia 

2  SCP 0037/2013 de 4 de enero, FJ. III.1. Disponible en: https://buscador.tcpbolivia.bo/
(S(dnfffjiqmfion5mqst1giihc))/WfrResoluciones.aspx

3   SCP 0037/2013 de 4 de enero, op. cit.
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Española (RAE) no identifica su etimología, la define como la “Decisión 
de los pobladores de una unidad territorial acerca de su futuro estatuto 
político”. Se advierte que la definición realizada por la Academia de la 
Lengua Española está en función de dos elementos: la situación “territorial” 
y el “estatuto político”. El primero es determinante, porque marca un cuerpo 
territorial; mientras que el segundo toma forma a partir del “establecimiento 
de la fuerza”, que le da sentido político.
En el desarrollo del campo teórico, la autodeterminación se origina en 
los albores del pensamiento político “democrático y liberal”, después de 
la Primera Guerra Mundial; caracterizándose a este concepto, en sentido 
que los pueblos deban poder disponer de sí mismos. Luego de la primera 
contienda bélica, los Estados europeos mantuvieron sus colonias en 
diferentes partes del mundo, de ahí que se asumiera una posición reticente 
a la autodeterminación y se generara un debate centrado en dos corrientes 
encontradas (EE.UU. y la URSS), que confluyeron en la constitución de 
la autodeterminación como principio de los pueblos, en la Carta de las 
naciones Unidas.
En consecuencia, la “autodeterminación”, podría ser concebida como 
un “derecho” de los pueblos colonizados; sin embargo, razonando con 
enfoque descolonizador este principio está desprovisto de un verdadero 
contenido autodeterminativo, porque el proceso de la independencia de 
las colonias se encontraba controlado, subsumiéndose este principio, en 
el transcurrir de la historia, en la definición de “libre determinación”, que 
implica la concesión de un derecho por quienes ejercen el dominio sobre 
los pueblos, que no es lo mismo que la autodeterminación en sí.
Desde la teoría del occidente, entonces, lo autodeterminativo concibe a 
la “disposición de sí mismo” como derecho y, por tanto, tiene un sentido 
de independencia relativa; por cuanto si se afirma que es un derecho, el 
mismo puede ser exigido, en su cumplimiento y ejercicio pleno, a “alguien”, 
principalmente al Estado; entonces, la autodeterminación no depende de 
los pueblos en sí mismos, sino de las “concesiones” que quiera reconocer 
el Estado, de ahí su naturaleza dependiente y su “estatus” de derecho. 
Los pueblos, entonces, pierden su esencia de “disponer de sí mismo”; en 
suma, “el de sí mismo”, queda atrapado en los cánones del colonizador, 
porque el pueblo colonizado no tiene la capacidad de “crear o administrar 
el poder propio ni ajeno”, y la libre decisión, de manera autonómica, pierde 
sentido y fuerza. Es decir que lo autonómico queda subsumido en la 
autodeterminación desde el “centro del poder colonial” hacia afuera o a la 
periferia, y no desde afuera hacia el centro. Dicho de otro modo, los Estados 
sientan los lineamientos de su independencia hacia los colonizados y no a 
la inversa. Bajo esa lógica, la autodeterminación no se la entiende desde “sí 
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mismos”, es decir, desde los pueblos colonizados, sino desde los Estados 
coloniales.
Desde el pensamiento milenario de los pueblos y naciones indígena 
originario campesinos, la autodeterminación adquiere su propia forma 
y esencia, un sentido y lenguaje auténtico; porque no imagina la 
autodeterminación basada en la independencia, que implicaría un doble 
reconocimiento: a la “mayoría de edad” (social o cultural) de los pueblos 
indígenas por parte de los Estados colonizadores, y el reconocimiento 
interno, por parte de los propios pueblos indígenas, desde sí mismos, al 
invasor. El sentido de la autodeterminación en el Awya Yala, está basado 
en la “reconstitución”, como mecanismo de resistencia y liberación de las 
naciones indígenas. Esta es una diferencia que marca un quiebre o ruptura; 
pues, a diferencia de la teoría del occidente, donde la autodeterminación 
es controlada mediante mecanismos o procesos elaborados desde los 
imperios coloniales, la autodeterminación de las naciones indígenas, es 
una construcción auténtica, basada en la “reconstitución” de todas las 
instituciones sociales, políticas y culturales, de su territorialidad.
Evidentemente, existen aproximaciones entre las dos concepciones. Así, 
desde lo “no propio”, a partir del enfoque “étnico nacionalista” (teoría, 
europea), la autodeterminación es cercana a la visión indígena, porque se la 
plantea desde una identidad nacional preexistente, y no desde lo cívico; sin 
embargo, la corriente “étnico nacionalista”, sigue el lineamiento del centro 
del poder colonial, el cual se subsume en lo auténticamente proyectado por 
los colonizados. Lo contrario es desde el Awya Yala, donde se plantea la 
autodeterminación con su propio sello, a partir de su propia civilización; y este 
es el punto de quiebre y de partida, ya que estas naciones basadas en su 
“…cultura, lengua, tradiciones o historia…”, territorio y civilización, adquieren 
cualidades especiales; esta unidad u homogeneidad es una condición 
que les permite diferenciarse de las otras y que requiere de razonamientos 
propios, basados en sus civilizaciones ancestrales. Así la autodeterminación 
es pensada desde sí mismo y sustentada en lo histórico (antes de la 
llegada de los españoles), siendo uno de los instrumentos básicos, la 
“reconstitución” de todas sus instituciones, desde su ajayu. De esta manera, 
para los pueblos indígenas, la “autodeterminación”, tiene otro trasfondo, es 
un ir más allá de lo formal, es ante todo un paso hacia la reconstitución 
de su ser en sí, en el que su ser, como esencia, vuelve a “reconstituirse” 
desde el ajayu y saphi. La autodeterminación debería ser propugnada en 
su acepción cercana, por ejemplo, como “jiwasa markasa sayt’ayasjañani”, 
que denotaría la liberación desde adentro, desde el corazón del ayllu hacia 
afuera, cuyos protagonistas son los mismos jaqinakas, liberación sentida, 
pensada y hecha por los propios protagonistas auto convocados.
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O también, desde la perspectiva de otros pueblos (tierras intermedias), la 
instancia cumbre (Tantachawi) determina el manejo de la decisión colectiva 
que se constituye en autodeterminación, que se plasma en autogobierno, 
en memoria de nuestro glorioso pasado en el Tawantinsuyu. Así, la 
autodeterminación de nuestras comunidades se expresa en la conjugación 
de las siguientes voces antiguas:
Nuqanchik= Nosotros
Apacuna = Llevarse
Atiy = Poder Yuyay = Memoria, pensar
Palabras que, unidas, se conjugarían así: “Nuqanchik apaykachakuna 
atiyninchijta yuyayninchijwan”, y traducidas llegarían a significar una 
auténtica autodeterminación, ya que refiere que los actores de la comunidad 
de acuerdo a la memoria histórica se autodeterminan para manejar su 
autogobierno de acuerdo a su propio pensamiento y vivencia.
Esta cualidad ancestral, ha sido replanteada en el seno de la Asamblea 
Constituyente, donde encuentra sustento formal y teórico -a la vez- la 
condición inalienable de las naciones y pueblos indígenas; sobre la que 
debe sustentarse el razonamiento para la resolución de los casos concretos. 
Efectivamente, es a través de la voluntad del constituyente, que se deben 
sentar las bases y fundamentos de la “autodeterminación” en la construcción 
del nuevo Estado, pues con ella se trata de superar un pasado funesto 
para los pueblos indígenas. Así se establece del Informe por Mayoría de la 
Comisión Visión País de la Asamblea Constituyente, que en su presentación 
inicial y en otras partes del documento, indica que la “Propuesta redactada 
con base en el documento del Pacto de Unidad que propone la construcción 
de un Estado Plurinacional Comunitario y la autodeterminación de naciones 
originarias, pueblos indígenas y campesinos”.
Conforme se observa, en el documento no se hace referencia a la 
“libre determinación” de las naciones y pueblos indígenas, sino a la 
autodeterminación. En el mismo sentido, se observa en el Informe que la 
descolonización, como mecanismo o instrumento de la “autodeterminación”, 
tiene, en la voluntad del constituyente, un sentido liberador, que se traduce 
en “Reparar y resarcir a las naciones y pueblos indígenas, originario 
y campesinos, de los daños e injusticias históricas, garantizando su 
participación en la construcción de la institucionalidad del nuevo Estado”. 
En suma, reparar y resarcir los daños a los pueblos indígenas, significa 
no solo su participación efectiva en el nuevo Estado, sino la potestad que 
estas naciones y pueblos indígenas deben tener para autodeterminarse y 
reconstituir sus instituciones, haciendo ejercicio de los derechos ancestrales.
En síntesis, la formulación de la autodeterminación de las naciones 
indígenas, que propusieron la reconstitución de los territorios ancestrales, 
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tiene como fines ejercer el dominio sobre sus territorios propios, bajo el 
entendido que es al propio indio, actor de su destino, a quien le corresponde 
esa tarea.
En ese marco, cuando la Constitución Política del Estado (CPE), garantiza 
al habitante originario de estas tierras “su libre determinación”, y su derecho 
a la “autonomía, al autogobierno, a su cultura”, al reconocimiento de sus 
instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales, dichos 
“derechos” deben ser entendidos en el marco de las propuesta de las 
naciones indígenas y originarias, que no requieren de reconocimiento, ni 
que se les otorgue “autonomía” o “libre determinación”, cual si fueran niños, 
minusválidos, sin capacidad, o como se decía en la república, “menores de 
edad”. Así, las naciones autóctonas ancestrales, son los protagonistas en la 
reconstitución de sus instituciones, sin que esta tarea deba ser entendida 
como una concesión del Estado o de los Estados; pues 232 solo de esta 
manera se rompe con la colonialidad subsistente en el Estado boliviano, 
que reproduce las instituciones coloniales al exigir la elaboración de los 
“Estatutos autonómicos” y más aún hacerlos de manera escrita

3. LA INTERPRETACIÓN PLURAL DEL DERECHO

3.1. SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 
SCP 487/2014

Al respecto la SCP 487/2014 estableció:

FJ. III.1.2. “Esta Sala considera que toda interpretación de las normas 
jurídicas, cuando en un proceso judicial o administrativo intervienen 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, debe ser efectuada de 
manera plural, considerando sus características, sus principios, valores, su 
cosmovisión, dando efectividad a lo previsto por el art. 8.1 del Convenio 169 
de la OIT, al que se ha hecho referencia anteriormente. (…)
Entonces, la justicia constitucional y las diferentes jurisdicciones del 
órgano judicial, en el marco del pluralismo, está obligada a interpretar 
el derecho a partir del propio contexto de la nación y pueblo indígena 
originario correspondiente. La interpretación plural del derecho puede ser 
comprendida desde una perspectiva general, vinculada a la consideración 
de los principios, valores, normas, procedimientos de los pueblos indígenas 
cuando se encuentren como demandantes, demandados, recurrentes, 
recurridos, etc., ante las diferentes autoridades administrativas o judiciales 
de las diferentes jurisdicciones previstas en la Constitución Política del 
Estado y también ante la justicia constitucional, lo que supone, conforme 
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se ha señalado, flexibilizar requisitos de admisión y ritualismos procesales, 
tomando en cuenta sus procedimientos y normas propias, y también en el 
ámbito sustantivo, considerar la forma en que dichas naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, conciben el hecho o acto que está siendo 
sometido a controversia, para en su caso, establecer los correctivos 
necesarios en la aplicación del derecho, que es lo que sucede, por 
ejemplo, en el ámbito penal, donde, de acuerdo al art. 391 del Código de 
Procedimiento Penal (CPP), cuando un miembro de una nación o pueblo 
indígena originario campesino sea imputado por la comisión de un delito 
y se lo deba procesar en la jurisdicción ordinaria, tanto los fiscales como 
los jueces deben estar asistidos por un perito especializado en cuestiones 
indígenas y que antes de dictarse sentencia, éste debe elaborar un dictamen 
a los “efectos de fundamentar, atenuar o extinguir su responsabilidad 
penal…” o en su caso, desde una interpretación plural extensiva y favorable, 
a efecto que pueda ser juzgado en su propia comunidad, según sus normas 
y procedimientos propios”.

4. LA PROTECCIÓN DE GRUPOS DE 
ATENCIÓN PRIORITARIA

4.1. SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 
SCP 1422/2012

Al respecto, la jurisprudencia constitucional sobe la protección de 
grupos de atención prioritaria en la SCP 1422/2012 concretamente 
sobre la protección a la mujer a y a los menores de edad, estableciendo 
parámetros para la interpretación intracultural favorable, conforme al 
siguiente razonamiento:

(…) el primer elemento del test del paradigma del vivir bien, se refiere a 
la armonía axiomática a la cual deben adaptarse todas las decisiones 
emergentes de la jurisdicción indígena originario campesina, en ese orden, 
considerando que toda decisión emanada de esta jurisdicción, en cuanto a 
sus fines y medios empleados, debe asegurar la materialización de valores 
plurales supremos entre los cuales se encuentran la igualdad, solidaridad 
y la inclusión, en ese orden, al encontrarse las mujeres y la minoridad 
en condiciones de vulnerabilidad material razón por la cual, la doctrina 
constitucional los considera sectores de atención prioritaria, su protección 
reforzada, en mérito a la constitución axiomática, debe estar también 
asegurada en contextos intra e inter culturales, por tanto, el paradigma 
del vivir bien, en cuanto al análisis del primer elemento del test, implica el 
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ejercicio de un control plural de constitucionalidad reforzado en relación a 
estos grupos vulnerables.
Por lo expresado, en circunstancias en las cuales los actos denunciados 
como lesivos a derechos de mujeres o la minoridad en contextos intra e 
inter-culturales, el control plural de constitucionalidad, deberá asegurar 
la consolidación de los principios de igualdad, solidaridad e inclusión, a 
través de una ponderación reforzada a la luz de una pauta específica de 
interpretación: la interpretación intra-cultural favorable, progresiva y extensiva 
para estos sectores, a cuyo efecto, se establece la vigencia del paradigma 
de la favorabilidad para las mujeres y minoridad, al cual debe armonizarse la 
cosmovisión de todo pueblo y nación indígena originario campesino.
Por lo expresado, se tiene que cualquier decisión de la jurisdicción 
indígena originaria campesina que plasme medios o fines contrarios a los 
valores plurales supremos referentes a la igualdad, inclusión, solidaridad 
u otros y que afecten a estos sectores de protección prioritaria, deberán 
ser restituidos por el control plural de constitucionalidad, en aplicación del 
paradigma de favorabilidad para las mujeres y minoridad, en los términos 
precedentemente expuestos.

5. LAS SANCIONES O PENAS EN LA JUSTICIA 
INDÍGENA ORIGINARIA CAMPESINA

5.1. SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 
SCP 1259/2013-L

La SCP 1259/2013-L de 13 de diciembre, en un razonamiento, conocimiento 
o saber esencial, señaló:

El actual estado social y democrático de derecho, toma para sí como uno 
de sus postulados el pluralismo jurídico como aquella herramienta que 
permite la simbiosis de distintas jurisdicciones, complementándose unas 
con otras, con un fin y La SCP 2114/2013, emergente de una acción de 
amparo constitucional, en un razonamiento, conocimiento o saber esencial, 
señaló lo siguiente:
Se establece el beneficio en común de la vida en sociedad de acuerdo a los 
principios éticos morales de la sociedad plural establecidos en el art. 8.I de 
la CPE, como son el suma qamaña (vivir bien), ñandereko (vida armoniosa), 
teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra sin mal) y qhapaj ñan (camino o vida 
noble) y lograr con ello, edificar una sociedad justa y armoniosa, cimentada 
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en la descolonización, sin discriminación ni explotación, con plena justicia 
social (art. 9 CPE).
Conforme a ello y en aplicación del control plural de constitucionalidad, 
deberemos remitirnos a la Ley de Deslinde Jurisdiccional, cuando menciona 
en su art. 12 que las decisiones de las autoridades de la jurisdicción indígena 
originaria campesina son de cumplimiento obligatorio y serán acatadas por 
todas las personas y autoridades.
La jurisdicción indígena comprende también la capacidad de establecer 
penas y sanciones, reconocida en nuestras constituciones nacionales, 
en el Convenio 169 de la OIT, así como en la DNUPDPI. Esta jurisdicción 
no solo comprende la capacidad de notio (conocer), juditio (juzgar), sino 
también de coertio (capacidad de ejercicio de la violencia legítima), como 
acertadamente lo señalan Vicente Cabedo, Francisco López Ibarcena, 
Stavenhaven, y otros reconocidos juristas expresando que los sistemas 
de justicia propia, al ser instituciones de control social y de composición 
de conflictos, usan diversas medidas de coerción para establecer sus 
decisiones frente a aquel que transgrede las reglas de convivencia de la 
comunidad, así lo menciona José Antonio Regalado en el libro “Elementos 
y Técnicas de Pluralismo Jurídico, Manual para operadores de Justicia”. 
Konrad Adenauer, 2012, pág. 94 a 95.
También se ha establecido que la naturaleza de las penas en el sistema 
indígena, buscan prevenir o mantener la situación de armonía de la 
comunidad. Por lo que, según lo señalado por Antonio Peña Jumpa, en su 
libro “Multiculturalidad y Constitución”, la sanción se puede componer de 
tres elementos básicos, siendo estos: la reparación del daño, la devolución 
de los objetos robados, la indemnización, ejercicios físicos, multas 
económicas, el pago de los daños a través del trabajo comunal, el baño con 
agua fría, el castigo con ortiga, el fuete o látigo, los pencazos, trabajos en 
las comunidades, pérdida de sus derechos comunales; excepcionalmente 
se aplica la expulsión de la comunidad, considerando también como una 
de las sanciones más graves.
Continuando con lo mencionado por José Antonio Regalado, las sanciones 
referidas, son aplicadas siempre con el fin de lograr una justicia originaria 
campesina restaurativa; es decir, que las penas no persiguen mirar el pasado, 
sino sobre todo restaurar el orden de las relaciones rotas en la comunidad 
y mirar hacia el futuro. Indica además, que las penas establecidas en las 
comunidades, pretenden regular el control social de la vida en la comunidad, 
no persiguen en general dañar al individuo infractor o sujeto transgresor, 
sino mitigar el daño, restaurar la armonía social, no existen en los tipos de 
penas comunitarias la pena de muerte, la desaparición de los infractores o la 
tortura física o psicológica que afecta gravemente la salud de los individuos, 
lo que existe son castigos físicos, que guardan proporcionalidad con las 
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responsabilidades establecidas en las asambleas. El mayor castigo es la 
expulsión o la entrega a las autoridades judiciales estatales.
Sin embargo, cuando las decisiones de la justicia originaria campesina son 
sometidas a control de constitucionalidad a través de la acción de amparo 
constitucional, como ya se mencionó, se deberá tener en cuenta el test 
de constitucionalidad del paradigma del “vivir bien”, a fin de establecer la 
vulneración o no de derechos fundamentales.
A partir de ello; es decir, a partir del momento en que la justicia originaria 
campesina es sometida a este control de constitucionalidad, la labor de 
esta justicia constitucional, debe asegurar que ambas jurisdicciones se 
conjuncionen logrando que el fallo a emitirse sea acorde a los principios y 
valores de la Constitución Política del Estado.
En ese sentido, la conciliación en la vía ordinaria, se tiene como aquel 
mecanismo alternativo de solución de controversias, mismo que no tiene 
también otra finalidad que lograr el restablecimiento de la paz social, de tal 
manera, que dicha actuación ha venido a constituirse como aquel actuado 
necesario previo a cualquier actuación judicial, sin que ello signifique que el 
lograr la misma deba ser obligatoria para las partes involucradas.
Ahora bien, en la justicia originaria campesina, si bien no se señala como 
conciliación propiamente dicha, es evidente que cuando la comunidad llega 
a un acuerdo favorable con el procesado, este es expresado en algunos 
casos en las actas de reuniones viniendo a constituirse estos acuerdos 
en verdaderas sentencias con calidad de cosa juzgada, mismos que si 
no afectan derechos fundamentales, deberán ser respetados y acatados 
por las otras jurisdicciones, toda vez, que éstas vendrán a restaurar la 
armonía dentro de la comunidad como señala el art. 192 de la CPE, cuando 
refiere que: “I. Toda autoridad pública o persona acatará las decisiones 
de la jurisdicción indígena originaria campesina. II. Para el cumplimiento 
de las decisiones de la jurisdicción indígena originario campesina, sus 
autoridades podrán solicitar el apoyo de los órganos competentes del 
Estado. III. El Estado promoverá y fortalecerá la justicia indígena originaria 
campesina. La Ley de Deslinde Jurisdiccional, determinará los mecanismos 
de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena originaria 
campesina con la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción agroambiental y 
todas las jurisdicciones constitucionalmente reconocidas.



SOBRE LA CONSULTA PREVIA

SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 0300/2012
Sucre, 18 de junio de 2012

III.4. El derecho a la consulta previa en las normas del bloque de 
constitucionalidad y la jurisprudencia internacional 

La consulta está prevista en el art. 30.II.15 de la CPE reconociendo una 
serie de derechos a favor de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, al referirse específicamente a la consulta previa, establece: 
“A ser consultados mediante procedimientos apropiados, y en particular a 
través de sus instituciones, cada vez que se prevean medidas legislativas 
o administrativas susceptibles de afectarles. En este marco, se respetará 
y  garantizará el derecho a la consulta previa obligatoria, realizada por 
el Estado, de buena fe y concertada, respecto a la explotación de los 
recursos naturales no renovables en el territorio que habitan”.

De una primera lectura del texto citado, daría la impresión de que la 
consulta previa obligatoria sólo correspondería cuando se refiera a la 
explotación de los recursos naturales no renovables, por lo que cualquier 
otro procedimiento de consulta que no obedezca a este supuesto sería 
inconstitucional; sin embargo, la norma previamente citada contiene dos 
partes: La primera, sostiene que el derecho a la consulta que tienen los 
indígenas cada vez que se prevea medidas legislativas o administrativas 
que pudieran afectarles, sin que se especifique a qué tipo de medidas 
se refiere; en la segunda parte, se establece que la consulta previa se 
respeta y garantiza por el Estado respecto a la explotación de los recursos 
naturales no renovables, pero sin utilizar un término que afirme que sólo 
en tales casos procede la consulta previa, libre e informada, por lo que 
dicha norma no está cerrada a tal posibilidad, además de que el propio 
Estado ha reconocido esa eventualidad al dictar la Ley 222, para definir 
si es posible o no la construcción de la carretera Villa Tunari – San 
Ignacio de Moxos; posibilidad que también es reconocida por los propios 
Tratados Internacionales sobre esta materia y la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.

Una vez definido el campo de acción de una consulta previa, es 
necesario revisar que es lo que ha definido la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional sobre este derecho fundamental, específicamente la 
referida SC 2003/2010-R, a determinado lo que sigue:

“El derecho a la consulta previa fue reconocido a los pueblos indígenas 
en el Convenio 169 de la OIT, cuyo art. 6.1 estableció que al aplicar las 



disposiciones del Convenio 169, los gobiernos deberán:
´a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instancias representativas, cada 
vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de 
afectarles directamente´.

El art. 6.2 del Convenio señaló que: ´Las consultas llevadas a cabo en 
aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una 
manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un 
acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas´.

La consulta, de acuerdo al art. 15.2 del Convenio 169, se extiende a los 
recursos existentes en las tierras de los pueblos indígenas, al señalar que 
cuando la propiedad de los minerales o recursos del subsuelo pertenezcan 
al Estado, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos 
con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados y en qué medida antes de 
emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación 
de los recursos existentes en esas tierras.

Dichas normas fueron ampliadas y precisadas en la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que en 
el art. 19 establece que: ´Los Estados celebrarán consultas y cooperarán 
de buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio de sus 
instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas 
y administrativas que los afecten, para obtener su consentimiento libre, 
previo e informado´.

Además, el art. 32 de la Declaración, específicamente respecto a las 
tierras y territorios, sostiene: 

´1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las 
prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras o 
territorios y otros recursos.

2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los 
pueblos indígenas interesados por conducto de sus propias instituciones 
representativas a fin de obtener su consentimiento libre e informado antes 
de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros 
recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la 
explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo.

3. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la reparación  Justa 
y equitativa por esas actividades, y se adoptarán medidas adecuadas 
para mitigar sus consecuencias nocivas de orden ambiental, económico, 



social, cultural o espiritual´.
Por su parte, la Constitución Política del Estado reconoce en el art. 30.15), 
el derecho: ´A ser consultados mediante procedimientos apropiados, y en 
particular a través de sus instituciones, cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles´, añadiendo 
posteriormente que ´se respetará y garantizará el derecho a la consulta 
previa obligatoria, realizada por el Estado, de buena fe y concertada, 
respecto a la explotación de los recursos naturales no renovables en el 
territorios que habitan´.

En cuanto a los recursos naturales, el art. 403 de la CPE, reconoce la 
integralidad del territorio indígena originario campesino, que incluye el 
derecho a la tierra, al uso y aprovechamiento exclusivo de los recursos 
naturales renovables, a la consulta previa e informada y a la participación 
en los beneficios por la explotación de los recursos naturales no renovables 
que se encuentran en sus territorios.

Ahora bien, a la luz de las normas constitucionales e internacionales sobre 
los derechos de los pueblos indígenas, que -como se tiene señalado- 
forman parte del bloque de constitucionalidad, de conformidad a lo 
establecido en el art. 410 de la CPE, se puede concluir que la consulta 
previa es un deber del Estado, tanto en el nivel central, como en las 
entidades territoriales autónomas, que debe realizarse a través de las 
instituciones representativas de los pueblos indígenas.

Esta consulta debe ser realizada de buena fe y de manera apropiada a las 
circunstancias en los siguientes casos: a. Antes de adoptar o aplicar leyes 
o medidas que puedan afectar directamente a los pueblos indígenas (arts. 

6.1. del Convenio 169, 19 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, 30.15 CPE); b. Antes de aprobar 
cualquier proyecto que afecte sus tierras o territorios y otros recursos 
(art. 32.2. de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas); c. Antes de autorizar o emprender cualquier 
programa de prospección o explotación de los recursos naturales que se 
encuentren en las tierras donde habitan pueblos indígenas (arts. 15.2 del 
Convenio 169, 32.2. de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, 30.15 y 403 de la CPE); y, d. Antes 
de utilizar las tierras o territorios indígenas para actividades militares (art. 
30 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas).

La consulta referida debe ser desarrollada con la finalidad de lograr un 
acuerdo con los pueblos o su consentimiento libre, previo e informado.



Ahora bien, cabe aclarar que este consentimiento se constituye en una 
finalidad de la consulta, pero no un derecho en sí mismo, salvo en las dos 
situaciones previstas tanto en el Convenio 169 como en la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas: 
1. Traslados de las tierras que ocupan y su reubicación (arts. 16.2 del 
Convenio 169 y 10 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas); y, 2. Almacenamiento o eliminación 
de materiales peligrosos en las tierras o territorios de los pueblos indígenas 
(art. 29 de la Declaración).

A los dos supuestos anotados, debe añadirse un tercero, que fue 
establecido jurisprudencialmente por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el Caso del Pueblo Saramaka v. Surinam, en el que reconoció 
el derecho al consentimiento cuando ´(…) cuando se trate de planes de 
desarrollo o de inversión a gran escala que tendrían un mayor impacto 
dentro del territorio Saramaka, el Estado tiene la obligación, no sólo de 
consultar a los Saramakas, sino también debe obtener el consentimiento 
libre, informado y previo de éstos, según sus costumbres y tradiciones. La 
Corte considera que la diferencia entre ´consulta´ y ´consentimiento´ en 
este contexto requiere de mayor análisis“.

En la misma Sentencia, se señaló que ´(…) el Relator Especial de la 
ONU sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los pueblos indígenas ha observado, de manera similar, 
que: siempre que se lleven a cabo proyectos a gran escala en áreas 
ocupadas por pueblos indígenas, es probable que estas comunidades 
tengan que atravesar cambios sociales y económicos profundos que las 
autoridades competentes nos son capaces de entender, mucho menos 
anticipar. Los efectos principales […] comprenden la pérdida de territorios 
y tierra tradicional, el desalojo, la migración y el posible reasentamiento, 
agotamiento de recursos necesarios para la subsistencia física y cultural, la 
destrucción y contaminación del ambiente tradicional, la desorganización 
social y comunitaria, los negativos impactos sanitarios y nutricionales de 
larga duración y, en algunos casos, abuso y violencia.

En consecuencia, el Relator Especial de la ONU determinó que ‘es 
esencial el consentimiento libre, previo e informado para la protección 
de los derechos humanos de los pueblos indígenas en relación con 
grandes proyectos de desarrollo’ (Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka. 
Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2007, Serie C No. 172.

Conforme a lo anotado, para implementar los proyectos de los tres 
supuestos antes señalados, se debe obtener el consentimiento de los 



pueblos indígenas, lo que significa que en dichos casos los pueblos 
tienen la potestad de vetar el proyecto; en los demás casos cuando la 
consulta se desarrolla de buena fe, con métodos e información apropiada, 
los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la elaboración del 
proyecto, debiendo el Estado actuar bajo márgenes de razonabilidad, 
sujeto a normas, principios y valores contenidos en la Constitución 
Política del Estado, entre ellos el principio de legalidad y la prohibición de 
arbitrariedad; respetando los derechos de las comunidades originarias, 
evitando impactos nocivos a su hábitat y modus vivendi“ (las negrillas nos 
pertenecen).

Si bien la jurisprudencia emanada de tribunales y cortes constitucionales 
de otros países no es vinculante para nuestra jurisdicción constitucional, no 
deja de ser necesario para contextualizar la temática citar las sentencias 
constitucionales que se dieron respecto a este tema en particular, en 
el que se llegaron a conclusiones sobre cuándo y en qué condiciones 
se debe realizar la consulta previa, tal y como lo establece la Sentencia 
Constitucional T129/2011 de la Corte Constitucional de Colombia que 
unificó las líneas constitucionales y creó las siguientes subreglas:

“… todo tipo de acto, proyecto, obra, actividad o iniciativa que pretenda 
intervenir en territorios de comunidad étnicas, sin importar la escala de 
afectación, deberá desde el inicio observar las siguientes reglas:

(i) La consulta previa es un derecho de naturaleza fundamental y los 
procesos de consulta previa de comunidades étnicas se desarrollarán 
conforme a este criterio orientador tanto en su proyección como 
implementación.

(ii) No se admiten posturas adversariales o de confrontación durante los 
procesos de consulta previa. Se trata de un diálogo entre iguales en medio 
de las diferencias. 

(iii) No se admiten procedimientos que no cumplan con los requisitos 
esenciales de los procesos de consulta previa, es decir, asimilar la 
consulta previa a meros trámites administrativos, reuniones informativas 
o actuaciones afines.

(iv) Es necesario establecer relaciones de comunicación efectiva basadas 
en el principio de buena fe, en las que se ponderen las circunstancias 
específicas de cada grupo y la importancia para este del territorio y sus 
recursos.

(v) Es obligatorio que no se fije un término único para materializar el 
proceso de consulta y la búsqueda del consentimiento, sino que dicho 



término se adopte bajo una estrategia de enfoque diferencial conforme a 
las particularidades del grupo étnico y sus costumbres. En especial en la 
etapa de factibilidad o planificación del proyecto y no en el instante previo 
a la ejecución del mismo.

(vi) Es obligatorio definir el procedimiento a seguir en cada proceso de 
consulta previa, en particular mediante un proceso pre-consultivo y/o post 
consultivo a realizarse de común acuerdo con la comunidad afectada y 
demás grupos participantes. Es decir, la participación ha de entenderse no 
sólo a la etapa previa del proceso, sino conforme a revisiones posteriores 
a corto, mediano y largo plazo.

(vii) Es obligatorio realizar un ejercicio mancomunado de ponderación de 
los intereses en juego y someter los derechos, alternativas propuestas 
e intereses de los grupos étnicos afectados únicamente a aquellas 
limitaciones constitucionalmente imperiosas.

(viii) Es obligatoria la búsqueda del consentimiento libre, previo e 
informado. Las comunidades podrán determinar la alternativa menos 
lesiva en aquellos casos en los cuales la intervención: (a) implique el 
traslado o desplazamiento de las comunidades por el proceso, la obra o 
la actividad; (b) esté relacionado con el almacenamiento o vertimiento de 
desechos tóxicos en las tierras étnicas; y/o (c) representen un alto impacto 
social, cultural y ambiental en una comunidad étnica, que conlleve a poner 
en riesgo la existencia de la misma.

En todo caso, en el evento en que se exploren las alternativas menos lesivas 
para las comunidades étnicas y de dicho proceso resulte probado que 
todas son perjudiciales y que la intervención conllevaría al aniquilamiento 
o desaparecimiento de los grupos, prevalecerá la protección de los 
derechos de las comunidades étnicas bajo el principio de interpretación 
pro homine.

(ix) Es obligatorio el control de las autoridades en materia ambiental y 
arqueológica, en el sentido de no expedir las licencias sin la verificación de 
la consulta previa y de la aprobación de un Plan de Manejo Arqueológico 
conforme a la ley, so pena de no poder dar inicio a ningún tipo de obra o 
en aquellas que se estén ejecutando ordenar su suspensión.

(x) Es obligatorio garantizar que los beneficios que conlleven la ejecución 
de la obra o la explotación de los recursos sean compartidos de manera 
equitativa. Al igual que el cumplimiento de medidas de mitigación e 
indemnización por los daños ocasionados.

(xi) Es obligatorio que las comunidades étnicas cuenten con el 
acompañamiento de la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General 



de la Nación en el proceso de consulta y búsqueda del consentimiento.
Incluso de la posibilidad de contar con el apoyo de organismos 
internacionales cuyos mandatos estén orientados a prevenir y proteger los 
derechos de las comunidades étnicas de la Nación.

Si se tienen en cuenta los presupuestos y factores señalados anteriormente, 
se espera que el proceso de consulta previa y participación de los grupos 
étnicos respete de forma integral los derechos en juego en estos tipos de 
casos, como la subsistencia e integridad cultural de los pueblos étnicos. 
No obstante, es necesario tener en cuenta que efectuar la consulta previa y 
buscar el consentimiento informado no justifica la violación material futura 
de los derechos fundamentales de los grupos afectados por una actuación 
u autorización administrativa de entidades del Estado o particulares.

Circunstancia en la que habrá lugar a la responsabilidad del Estado o de 
los concesionarios conforme a la normativa interna e internacional“.

La jurisprudencia previamente citada establece varias reglas inherentes a 
la realización de una consulta previa, las cuales deben ser desarrolladas 
dentro de nuestro marco jurídico constitucional, el cual es de avanzada, 
dado que en la Constitución boliviana no sólo se reconoce a pueblos 
indígenas, sino que se les da el estatus de naciones indígenas – tal y 
como lo reconoce el art. 2 de la CPE- garantizando su libre determinación 
en el marco de la unidad del Estado, y se reconoce su derecho a la 
autonomía, al auto gobierno y al reconocimiento de sus instituciones y a 
la consolidación de sus entidades territoriales, por lo tanto es necesario 
crear las condiciones mediante las cuales se pueden materializar los 
derechos formalmente reconocidos por el texto constitucional, para lograr 
el objetivo descrito previamente de una construcción colectiva del Estado 
Plurinacional, en el marco de la igualdad entre el Estado y las naciones 
indígenas originario campesinas.

Dentro de ese contexto, es evidente la necesidad de la existencia de un 
marco regulatorio adecuado sobre la consulta previa con la participación 
de los pueblos indígenas. Al respecto, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, sugiere que los Estados deben aprobar legislación 
“que desarrolle los derechos individuales de los indígenas, que garantice 
mecanismos de participación de los pueblos indígenas en la toma de 
decisiones de índole política, económica y social que afecten sus derechos 
y que incremente su participación política en la adopción de decisiones a 
nivel nacional” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo 
Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en el Perú. Doc.  
OEA/Ser.L/V/II.106, Doc. 59 rev., 2 de junio de 2000, Capítulo X, párr. 39 
– Recomendación 1).



Ahora bien esta legislación, de conformidad a lo dispuesto a los arts. 
2.1. y 33.2 del Convenio 169 de la OIT, debe ser desarrollada con la 
participación de los pueblos interesados, en una acción coordinada 
y sistemática con miras a proteger los derechos de estos pueblos y el 
respeto a su integridad. En el mismo sentido, la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas señala 
que los pueblos indígenas serán consultados antes de la adopción de 
medidas legislativas o administrativas que los afecte y, en tal sentido, las 
leyes que regulen el procedimiento de consulta, también – y con mayor 
razón- tendrán que serles consultadas, conforme concluyó el Relator 
Especial de la Organización de Naciones Unidas: “No obstante el carácter 
necesariamente variable de los procedimientos de consulta en los 
diversos contextos, los Estados deben definir en la ley los procedimientos 
de consulta dichos procedimientos previstos en leyes o reglamentos o en 
mecanismos especiales de consulta, deben por su parte ser elaborados 
en consulta con los pueblos indígenas.” (ONU – Consejo de Derechos 
Humanos – Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya. 
Doc. ONU A/HRC/12/34, 15 de julio de 2009, párr. 67).

En este sentido se ha pronunciado –conforme se tiene señalado- la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 
Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, en el que, entre los casos que 
debían ser consultados a los pueblos indígenas, anotó “el proceso de 
adopción de medidas legislativas, administrativas u otras requeridas para 
reconocer y garantizar el derecho del pueblo Saramaka a ser efectivamente 
consultado, de conformidad con sus tradiciones y costumbres” (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Caso del Pueblo Saramaka Vs. 
Surinam. Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008 Serie 
C No. 185, párr. 16).
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